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Iniciativas

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE

ENERGÍA PARA EL CAMPO, A CARGO DE LA DIPUTADA

CLARA CÁRDENAS GALVÁN, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DE MORENA

La que suscribe, Clara Cárdenas Galván, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Le-
gislatura del Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como en la fracción I, numeral 1, del artículo
6 y los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, presenta ante esta soberanía iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se reforman los
artículos 1o. y 5o. a 10 de la Ley de Energía para el
Campo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Hace dos años México y el mundo entero enfrentaron
a una difícil situación sanitaria lo cual genero incerti-
dumbre en la economía del país, ante la crisis transito-
ria ocasionada por el Covid-19 en el país, hizo que se
tomaran medidas drásticas para detener la propagación
del virus. Lo cual ocasiono que se detuvieran parte de
las actividades productivas y sus respectivas cadenas
de valor. 

En este sentido, la actividad agropecuaria fue conside-
rada como una actividad prioritaria, al tratarse de los
alimentos y bienes de consumo básico para la pobla-
ción, de tal manera que continúo avanzando la pro-
ducción de estos bienes.

Pese al efecto que sufrió la economía mexicana, el sec-
tor agropecuario tuvo buenos resultados en los saldos
de la Balanza Comercial Agropecuaria y Agroindus-
trial en enero 2020, reflejando un superávit de 708 mi-
llones de dólares (MDD), en términos reales se trata
de un incremento del 19.6 por ciento (116 MDD), es-
to en comparación con el mes de enero del 2019, de-
bido al aumento en mayor medida de las exportaciones
en 6.2 por ciento (184 mdd).

De tal manera que resulta se reconoce la importancia
de la producción de alimentos del sector agropecuario
ante suceso o catástrofes nacionales e internacionales.

Como se observa, las remesas en los últimos años se
han elevado en gran media y para el 2020 tuvieron
gran importancia en la economía, caso contrario ha si-
do el sector petrolero que para el 2020 tuvo decre-
mentos relevantes por los precios bajos y aun no lo-
gran recuperarse, para el caso agropecuarios,
podemos observar que en 2020, si bien con el impac-
to del Covid-19 se reflejó la importancia del sector
agropecuario, lo cierto es que no todos los productos
lograron tener el mismo efecto, y que actualmente so-
lo ciertos giros se encuentran con alta efectividad pro-
ductiva.

Abrió la oportunidad de posicionar los productos
agropecuarios, dado que se trata de productos de pri-
mera necesidad, y esto se ve reflejado tras superar el
saldo comercial de las remesas y el sector manufactu-
rero.

Como se nota en la gráfica 2, durante 2020 los pro-
ductos agroalimentarios cobraron importancia, pero
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para el 2024 se refleja el crecimiento que han tenido
sobre todo el sector agroindustrial y agrícola, relegan-
do al sector ganadero y pesquero. Esto se deba quizá,
a la falta de oportunidades en los sectores ganadero y
pesquero, adicionalmente al costo de los insumos y re-
cursos, como lo es la energía eléctrica, que, en el caso
de la ganadería, entra en mayor, por ejemplo, en el ca-
so del sector vacuno, o porcino, a un nivel de produc-
ción intensiva.

Por esa razón, el consumo de la energía eléctrica den-
tro del sector agropecuario, se clasifica en los siguien-
tes cinco sectores:

De tal manera que pongo a su consideración la si-
guiente iniciativa para aminorar los costos del pago en
electricidad y reducir los efectos inflacionarios al sec-
tor agropecuario, es necesario hacer ajustes en la ley
para volver eficiente y mejorar la competitividad del
sector agroalimentario, ganadero y pesquero.
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Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de
esta H. Asamblea el presente proyecto de decreto por
el que se reforman diversos artículos de la Ley de
Energía para el Campo, en materia de atención a pro-
ductores afectados por contingencias sanitarias con
una flexibilidad e igualdad de oportunidades ante las
cuotas y tarifas eléctricas.

Proyecto de decreto

Único. Se reforman los artículos 1o. y 5o. a 10 a la
Ley de Energía para el Campo, para quedar como si-
gue:

Artículo 1o. …

La aplicación de esta ley corresponde a la Secretaría
de Agricultura y Desarrollo Rural.

Artículo 5o. …

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con fun-
damento en lo dispuesto en el artículo 31 fracción X,
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral, en coordinación con la Secretaría de Energía, la
Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural y la
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
establecerá los precios y tarifas de estímulo de los
energéticos agropecuarios, considerando las condicio-
nes económicas, inflacionarias, sociales y sanitarias
prevalecientes en el ámbito nacional e internacional.

…

Los precios y tarifas de estímulo que se autoricen pa-
ra las diferentes actividades agropecuarias serán bajo
igualdad de oportunidades para los productores
del país, principalmente las actividades agropecua-
rias.

Artículo 6o. La cuota energética de consumo por be-
neficiario a precio y tarifas de estímulo, se entregará
de acuerdo con las disposiciones que establezca la Se-
cretaría de Agricultura y Desarrollo Rural en el re-
glamento respectivo.

Artículo 7o. La cuota energética se otorgará previo
dictamen de la Secretaría de Agricultura y Desarro-
llo Rural y se utilizará exclusivamente en:

I. y II. …

III. Las demás actividades que establezca la Secre-
taría de Agricultura y Desarrollo Rural, a través
del reglamento.

El reglamento establecerá el consumo por hora, men-
sual o anual, garantizando igualdad de oportunida-
des para todos los productores del país. La adopción
del Programa deberá significar mejores resultados en
la productividad del sector y establecerá por parte del
beneficiario un compromiso de mayor eficiencia pro-
ductiva y energética. Los requisitos del mismo serán
establecidos en el reglamento que para tal efecto emi-
ta la propia Secretaría de Agricultura y Desarrollo Ru-
ral.

La solicitud de cuota energética deberá hacerse por ca-
da ciclo productivo.

Artículo 8o. Las cuotas energéticas serán establecidas
por la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural,
previa opinión de las Secretarías de Hacienda y Crédi-
to Público y de Energía, tomando en cuenta las carac-
terísticas diferenciadas en los sistemas de producción
y las diferencias regionales del país, considerando las
condiciones económicas, sociales y sanitarias, pre-
valecientes en el ámbito nacional e internacional.

Artículo 9o. El reglamento de la presente ley deberá
establecer los mecanismos de supervisión y verifica-
ción de la cuota energética en cuanto su aplicación y
asignación.

La asignación de la cuota energética será pública, pa-
ra lo cual al inicio de cada ciclo productivo se publi-
cará en internet el listado de los beneficiarios de la
misma, así como el de las solicitudes desechadas y es-
tará a disposición de los usuarios en las delegaciones y
subdelegaciones de la Secretaría de Agricultura y
Desarrollo Rural.

Artículo 10. Se considera a la cuota energética como
parte accesoria e indivisible de la tierra, por lo que el
productor que transmita su uso o posesión, deberá ha-
cerlo con dicha cuota. Para tal efecto, la transmisión
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del uso o posesión de la tierra deberá notificarse a la
Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las secretarias del ramo tendrán un plazo de
120 días naturales para realizar las adecuaciones nece-
sarias sobre los nuevos objetivos del presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 5 de noviembre de 2024.

Diputada Clara Cárdenas Galván (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 418 DEL CÓDIGO PENAL FE-
DERAL, A CARGO DEL DIPUTADO DANIEL CAMPOS PLAN-
CARTE, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El que suscribe, Daniel Campos Plancarte, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración del pleno de esta soberanía la
presente iniciativa con proyecto de decreto, por el que
se reforma el artículo 418 del Código Penal Federal, al
tenor siguiente:

Título de la propuesta

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
ma el artículo 418 del Código Penal Federal, en mate-
ria de tala ilegal.

Planteamiento del problema

Los bosques ocupan 28.5 por ciento de las tierras del pla-
neta, América del Sur tienen la mayor superficie forestal,
seguidos de América del Norte y África, pero la defores-
tación produce 15 por ciento de emisión de CO2 anual en
todo el mundo, superando a los medios de transporte.

En México hay 122 zonas críticas forestales por dis-
tintos ilícitos que se han identificados en 20 estados de
la República, como tala clandestina, lavado de made-
ra, extracción de madera sana, sobreexplotación de los
recursos forestales, incumplimiento de programas de
manejo, cambio de uso de suelo, incendios forestales
provocados y delincuencia organizada.

El gobierno de México busca impulsar un modelo de
manejo integrado del territorio reconociendo los pro-
cesos de deforestación y degradación de los recursos
forestales, tienen orígenes tanto internos como exter-
nos al sector forestal. Por ello sólo a través de una
perspectiva de transversalidad en las acciones, políti-
cas públicas y con un enfoque territorial, será posible
reestructurar y reducir las presiones que existen sobre
los ecosistemas forestales.1

Segun datos de la Secretaría del Medio Ambiente y
Recursos Naturales, México es el décimo país con más
bosques naturales en el mundo, lo cual refleja la ri-
queza biológica, social y económica de la superficie
forestal del país misma que ocupa cerca de 70 por
ciento del territorio nacional.

Esta problemática es multicausal, pero se estima que la
tala ilegal contribuye de manera significativa, ya que,
de acuerdo con información del Consejo Civil Mexi-
cano para la Silvicultura Sostenible, se estima que al
menos la mitad de la madera que se comercializa en el
mercado nacional tiene un origen ilegal.2

Combatir esta práctica requiere un esfuerzo coordina-
do entre gobiernos, comunidades locales y sociedad
civil para aplicar la ley y promover practicas sosteni-
bles, cuidar nuestro planeta y tener un mundo mejor
para todas y todos.

Problemática desde la perspectiva de género, en su
caso

No aplica.
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Argumentación de la propuesta

Durante la revolución agrícola se practicaba la tala pa-
ra crear campos de cultivo, tamben se realizaba esta
practica para la construcción de ciudades y otras in-
fraestructuras, posteriormente fue en aumento deriva-
do de la necesidad de madera para la construcción y
expansión.

A lo largo de los años hemos visto como nuestros bos-
ques han ido disminuyendo derivado del crecimiento
urbano, la producción de productos como el aceite de
palma, caucho, la industria maderera entre otros son la
causa principal de deforestación.

Por muchos motivos hay tala. Sin embargo, en la ma-
yoría de los casos ello va relacionado con el dinero. No
toda deforestación es intencional, algunas son deriva-
das por causas naturales como los incendios forestales
y el pastoreo, el cual inhibe el crecimiento de nuevos
árboles, lo anterior conlleva a una situación de emer-
gencia, donde existe la perdida de Biodiversidad ame-
nazando especies de flora y fauna, incluso llegando al
extremo de la extinción, los bosques tienen un papel
fundamental en el cambio climatico y la regularización
del clima, la deforestación contribuye al aumento de las
emisiones de gases de efecto invernadero.

Como observamos, la tala ha estado entrelazada en el
desarrollo humano, pero la tala clandestina y sin con-
trol, tiene infinidad de impactos negativos tanto a ni-
vel ambiental, social y económico, teniendo conse-
cuencias debastadoras.

La tala debe realizarse de forma equilibrada, plantan-
do nuevos árboles para sustituir a los mas viejos, cada
año se realiza esta acción, pero aun es minima y no al-
canza a sustituir los que se han talado derivado de es-
ta practica ilegal de tala.

Fundamento legal

Esta iniciativa se presenta en ejercicio de las faculta-
des del suscrito en su calidad de integrante de la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados, conferidas en
el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos.

Por lo anterior resulta fundada y motivada la presente
iniciativa, siendo su objetivo reformar el Código Penal

Federal, con la finalidad de eliminar y erradicar la ta-
la ilegal de árboles, los cuales representan un papel
crucial en la regulación del clima, la captación de car-
bono, la conservación de la biodiversidad, alineándose
con una visión de desarrollo sostenible.

Denominación del proyecto de decreto

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
ma el artículo 418 del Código Penal Federal, en mate-
ria de tala ilegal.

Ordenamiento por modificar y texto normativo
propuesto

A continuación se presenta un cuadro comparativo pa-
ra mayor claridad de la propuesta:

Proyecto de decreto

Único. Se reforma el artículo 418 del Código Penal
Federal, para quedar como sigue:

Artículo 418.- Se impondrá pena de dos a diez años
de prisión y multa de tres mil a diez mil veces el va-
lor diario de la Unidad de Medida y Actualización vi-
gente, siempre que dichas actividades no se realicen en
zonas urbanas, al que sin contar con la autorización
previa de la autoridad competente:

I. …

II. Corte, arranque, derribe, tale u ocasione la
muerte de uno o más árboles, o
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III. …

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor a partir del
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Notas

1 https://www.gob.mx/semarnat/es/articulos/deforestacion-y-tala-

ilegal-amenaza-latente-para-nuestros-bosques#:~:text=A%20ni-

vel%20mundial%20cerca%20del,por%20la%20extracci%C3%B3

n%20de%20madera

2 https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/fi-

le/781684/162_2022_Perdidas_Economicas_por_Tala.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 5 de noviembre de 2024. 

Diputado Daniel Campos Plancarte (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 62 Y 64 BIS

DE LA LEY GENERAL DE SALUD, EN MATERIA DE CUIDA-
DOS ANTE UNA PERDIDA GESTACIONAL, A CARGO DE LA

DIPUTADA ALMA MARINA VITELA RODRÍGUEZ, DEL GRU-
PO PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, Alma Marina Vitela Rodríguez, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena, en ejercicio de la
facultad consagrada en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y en la fracción I del artículo 77 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de
esta asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 62 y se adiciona un segundo

párrafo al 62 y al 64 Bis de la Ley General de Salud,
en materia de cuidados ante una pérdida gestacional, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El 15 de octubre se conmemora el Día Mundial de
Concienciación sobre la Muerte Gestacional, Perinatal
y Neonatal,1 a fin de reflexionar respecto a la fragili-
dad de la vida temprana y la necesidad de mejorar la
atención materna y neonatal, que sirve para disminuir
o evitar estas complicaciones.

En México se registraron 23 mil 541 muertes en 2023
fetales. Éstas correspondieron a una tasa nacional de
67.5 por cada 100 mil mujeres en edad fértil. De las
muertes, 81 por ciento ocurrió antes del parto, 17.2 du-
rante éste y en 1.1 por ciento de los casos no se espe-
cificó el motivo.2

La muerte gestacional y neonatal se dan en situaciones
muy complejas que afectan a muchas familias en Mé-
xico, al perder a un hijo o hija de manera inesperada.

La incidencia de este tipo de fallecimientos en el país
es de 14 en cada mil nacidos, lo cual la ubica a “media
tabla” con países desarrollados en 2 de cada mil; y na-
ciones como África Subsahariana arriba de 30 por ca-
da mil.

Algunos de los 14 por cada mil mexicanos correspon-
den a zonas rurales, donde hay situaciones infecciosas
asociadas a la falta de acceso a los servicios de salud,
mientras que en los lugares de mayor poder adquisiti-
vo se presenta preeclampsia y diabetes.3

El personal médico es quien trabajan de manera cerca-
na a las familias que enfrentan el dolor y sufrimiento
por la pérdida un hijo o una hija y con ello la pérdida
de sueños, expectativas y del futuro que esperaban de-
bían tener, en este sentido son quienes deben estar ca-
pacitados en una primera instancia para atender un
proceso de duelo y un cuidado integral.

Asociaciones de la salud y expertos en la materia re-
comiendan que ante un proceso de muerte de un bebé,
se debe tener un protocolo para evitar dañar a la per-
sona embarazada y a la familia, muchas de estas ac-
ciones –en otros países– consisten en una formación
de profesionales respecto a aspectos de muerte perina-
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tal o neonatal, realizar un protocolo de actuación para
gestionar ese duelo que muchas veces inicia dentro de
los servicios hospitalarios y en el mejor de los casos se
ha elaborado un “protocolo de duelo perinatal”, cuyos
contenidos se fundamentan en los derechos del niño,
las acciones dirigidas a los padres y dirigidas al equi-
po de salud.4

Lo anterior, debido a que, en varios casos, las muertes
perinatal o neonatal, en mucho han sido momentos de
negación, incredulidad, confusión, shock, enfado y
tristeza, situación que agrave su estado.

Actualmente, en el artículo 62 de la Ley General de
Salud se encuentra reconocida la mortalidad materna,
entendida esta como la muerte de una mujer embara-
zada por complicaciones del embarazo o del parto, sin
embargo, es necesario que en dicho artículo se incluya
la mortalidad perinatal entendida esta como la muerte
de un feto o un recién nacido al rededor del momento
del parto. En el caso de la muerte neonatal, estas ocu-
rren entre el nacimiento y hasta los 28 días de vida.5

En México, un grupo de mujeres organizadas que su-
frieron muerte perinatal, impulsan el “Código maripo-
sa” en hospitales públicos y privados con el fin de
atender a quienes sufrieron el duelo por pérdida de un
bebé, la experiencia se realiza desde 2021 en el hospi-
tal materno-infantil López Mateos en Guadalajara, con
una sala especial para las madres con duelo gestacio-
nal, además de que se capacita al personal de salud que
las atiende.

Sin embargo, estos avances podrán considerarse en to-
do el país y en cada uno de los hospitales materno in-
fantiles públicos si se reconoce y considera en la Ley
General de Salud, por ello la presente iniciativa consi-
dera dos reformas y una adición a dicha ley.

La modificación al artículo 62 se propone en dos sen-
tidos, el primero integrar en el primer párrafo los con-
ceptos de gestacional y neonatal, con el objetivo de in-
tegrar a las principales causas de muerte de personas
embarazadas por complicaciones de embarazo o de
parto, la muerte de fetos y recién nacidos cerca del
momento del parto y hasta los primeros 28 días de vi-
da.

La segunda es la adición de un segundo párrafo al ar-
tículo en comento para abordar que la adopción de me-

didas en los casos mencionados en el primer párrafo
derivará en servicios hospitalarios que consideren el
duelo.

Una tercera reforma, se propone para el artículo 64
Bis, con la finalidad de establecer que los servicios de
salud en caso de muerte gestacional o neonatal toma-
rán en cuenta un protocolo de atención al duelo con
una visión multidisciplinaria y respetuosa de los dere-
chos humanos de la mujer y la familia.

Para mayor claridad se presenta el siguiente cuadro
comparativo de las propuestas de modificación:

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de
esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 62 y se
adiciona un segundo párrafo al artículo 62 y al ar-
tículo 64 Bis de la Ley General de Salud, en mate-
ria de cuidados ante una pérdida gestacional

Único. Se reforma el primer párrafo del artículo 62 y
se adiciona uno segundo al 62 y 64 Bis de la Ley Ge-
neral de Salud, en materia de cuidados ante una pérdi-
da gestacional, para quedar como sigue:

Artículo 62. En los servicios de salud se promoverá la
organización institucional de comités de prevención
de la mortalidad materna e infantil, así como la gesta-
cional o neonatal, a efecto de conocer, sistematizar y
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evaluar el problema y adoptar las medidas conducen-
tes.

Dichas medidas, deberán incluir servicios hospita-
larios que permitan la atención, con estricto apego
a los derechos humanos, en casos de duelo por pér-
dida gestacional o neonatal.

Artículo 64 Bis. …

En caso de ocurrir una pérdida gestacional o neo-
natal, los servicios de salud tomarán en cuenta los
cuidados hospitalarios pertinentes y necesarios, pa-
ra proteger la salud física y mental de la persona
gestante y su familia durante el proceso de duelo.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 https://unamglobal.unam.mx/global_revista/muerte-fetal-gesta-

cional-o-perinatal-14-de-cada-mil-fallecen-en-mexico/

2 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boleti-

nes/2024/EDF/EDF2023.pdf

3 https://unamglobal.unam.mx/global_revista/muerte-fetal-gesta-

cional-o-perinatal-14-de-cada-mil-fallecen-en-mexico/

4 https://www.ascalema.es/wp-content/uploads/2014/10/El-parto-

e s - N u e s t r o - y - U m a m a n i t a . - G u % C 3 % A D a - p a r a - l a -

atenci%C3%B3n-a-la-muerte-perinatal-y-neonatal.pdf

5 https://www.msdmanuals.com/es/hogar/salud-femenina/compli-

caciones-del-embarazo/mortalidad-materna-y-mortalidad-perina-

tal

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 5 de noviembre de 2024.

Diputada Alma Marina Vitela Rodríguez (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY GENERAL PARA LA IGUALDAD ENTRE MUJERES Y

HOMBRES, EN MATERIA DE NUEVAS MASCULINIDADES, A
CARGO DEL DIPUTADO ULISES MEJÍA HARO, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MORENA

El que suscribe, Ulises Mejía Haro, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Legisla-
tura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6,
fracción I, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presenta ante esta soberanía ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
y adicionan diversas disposiciones de la Ley General
para la Igualdad entre Hombres y Mujeres, en materia
de nuevas masculinidades, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

La lucha de las mujeres por la igualdad de derechos y
oportunidades tiene raíces profundas en la historia,
marcada por momentos clave como el movimiento su-
fragista en México a principios del siglo XX. Este mo-
vimiento no solo demandaba el derecho al voto, sino
que buscaba garantizar la participación política de las
mujeres en un país donde eran sistemáticamente ex-
cluidas de las decisiones públicas. Desde entonces, las
mujeres han logrado importantes avances en su bús-
queda de igualdad, no solo en el ámbito político, sino
también en el social, económico y legal. El acceso a la
educación, la despenalización del aborto en varias en-
tidades federativas, la igualdad ante la ley y la paridad
constitucional son algunos de los hitos que evidencian
los frutos de esta lucha.

Estos logros no se han conseguido sin resistencia. A
lo largo de las décadas, el avance de los derechos de
las mujeres ha enfrentado la oposición de estructuras
patriarcales que intentan preservar las desigualdades
de género. Sin embargo, las reformas legislativas
han sido cruciales para transformar el panorama en
México: desde leyes que protegen el derecho a una
vida libre de violencia, hasta la paridad en los órga-
nos de decisión y la garantía de acceso a la justicia.
Pese a estos progresos, la lucha por la igualdad sigue
vigente, pues persisten barreras culturales y sociales
que limitan el pleno ejercicio de los derechos de las
mujeres.
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Según el Índice Global de Brecha de Género del Foro
Económico Mundial, entre 2006 y 2023, la igualdad
de género global avanzó de 64.3 a 68.5 puntos en una
escala de 0 a 100. Aunque este avance representa un
progreso, su ritmo es lento: a la velocidad actual, ce-
rrar las brechas de género en todo el mundo tomará
aproximadamente 134 años, es decir, cinco generacio-
nes. El WEF evalúa cuatro subíndices clave: Partici-
pación y Oportunidades Económicas, Logros Educati-
vos, Salud y Supervivencia, y Empoderamiento
Político. En estos ámbitos, México ha mostrado avan-
ces importantes en la última década, aunque en com-
paración con 2023, no se registraron mejoras signifi-
cativas. No obstante, uno de los logros más
sobresalientes es el primer lugar que México ocupa en
paridad de género en el poder legislativo, a la par de
países como Emiratos Árabes Unidos, Nicaragua,
Nueva Zelanda y Ruanda.

Este tipo de avances legislativos son una pieza central
en el camino hacia la igualdad de género, ya que ase-
guran la representación política y fortalecen la capa-
cidad de las mujeres para influir en decisiones clave
que afectan su bienestar y sus derechos. Sin embargo,
es evidente que la paridad en el poder legislativo no
es suficiente por sí sola. Persisten enormes desafíos
en otros subíndices, como la participación económica
y la salud, que revelan las profundas desigualdades
estructurales que siguen afectando a las mujeres en su
vida cotidiana. Para cerrar verdaderamente la brecha
de género, es necesario continuar impulsando refor-
mas que aborden tanto las barreras legales como las
sociales, garantizando que los avances legislativos
vayan acompañados de un cambio cultural que trans-
forme las actitudes y expectativas en torno a los roles
de género.

Las masculinidades hegemónicas, aquellas que tradi-
cionalmente han dominado el imaginario colectivo,
perpetúan estereotipos de género que vinculan a los
hombres con la fuerza, la agresividad y el rol de pro-
veedor, mientras que a las mujeres se les asigna la fra-
gilidad, la delicadeza y el papel de cuidadoras. Estas
nociones profundamente arraigadas no solo refuerzan
las desigualdades entre los géneros, sino que limitan el
potencial de hombres y mujeres al imponerles expec-
tativas rígidas y desiguales. En contraposición, las
masculinidades positivas abogan por un modelo de
masculinidad basado en el respeto, la empatía y la
equidad, promoviendo una relación más saludable y

justa tanto con uno mismo como con las demás perso-
nas en su entorno.

La masculinidad hegemónica se determina a través de
roles y estereotipos de género que generan desigual-
dad y discriminación. Los estereotipos de género son
construcciones sociales que asignan cualidades, roles
y comportamientos específicos a hombres y mujeres
en función de su sexo. Estos estereotipos se refuerzan
a través de la educación, la cultura y las instituciones,
y generan una idea rígida de lo que cada género “de-
be” ser o hacer. Por ejemplo, se espera que las mujeres
asuman la mayor parte de las tareas domésticas y de
cuidado, mientras que a los hombres se les responsa-
biliza de proveer económicamente. Estos roles están
tan profundamente arraigados en nuestra vida cotidia-
na que, con frecuencia, son reproducidos incluso por
quienes luchan por la igualdad, perpetuando la brecha
de desigualdad desde la educación en el hogar.

Las implicaciones sociales de estos estereotipos son
amplias y perjudiciales. No solo consolidan relaciones
desiguales de poder que limitan la autonomía de las
mujeres, sino que también afectan negativamente a los
hombres, quienes deben cumplir con expectativas de
fortaleza, invulnerabilidad y éxito material, lo que les
impide expresar emociones o construir relaciones más
equitativas y saludables. Las masculinidades positivas
ofrecen una alternativa crucial para superar estas ba-
rreras, ya que promueven la ruptura de estos roles pre-
definidos, permitiendo que hombres y mujeres se des-
arrollen plenamente, libres de las limitaciones
impuestas por los roles y estereotipos de género. La
transformación de estas ideas no solo es necesaria pa-
ra cerrar la brecha de desigualdad, sino también para
construir una sociedad más justa, donde todas las per-
sonas puedan ejercer sus derechos y capacidades sin
ser limitados por su género.

En el marco de la cuarta transformación, las masculi-
nidades positivas que deseamos construir deben basar-
se en principios de igualdad y justicia, alejándose de
los patrones tradicionales de poder y control. Una de
las cualidades clave es no utilizar el poder para impo-
nerse sobre otros, sino más bien para promover rela-
ciones equitativas y respetuosas. Esto implica que los
hombres reconozcan la importancia de compartir las
responsabilidades del trabajo y el hogar de manera
equitativa, permitiendo que tanto hombres como mu-
jeres disfruten plenamente de ambas esferas. Compar-
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tir las labores domésticas y el cuidado de los hijos e hi-
jas no es solo un acto de corresponsabilidad, sino una
forma de romper con los roles tradicionales que han
confinado a las mujeres a tareas específicas y han im-
pedido que los hombres desarrollen vínculos más cer-
canos con sus familias.

Es esencial que los hombres se agrupen entre ellos pa-
ra replantear y desafiar actitudes convencionales que
perpetúan la desigualdad y la violencia de género. Pro-
mover la no violencia y oponerse al machismo son pi-
lares de las masculinidades positivas, lo cual implica
que los hombres no deben ver su masculinidad ame-
nazada por la expresión de emociones o por apoyar los
derechos de las mujeres. En este sentido, también es
crucial que dejen de considerar la homosexualidad co-
mo un peligro para su identidad masculina y que re-
chacen toda forma de educación sexista o homofóbica
para sus hijos e hijas. La construcción de una masculi-
nidad libre de estereotipos y de violencia debe comen-
zar desde la infancia, fomentando en las infancias una
visión de género más equitativa, en la que puedan des-
arrollarse como personas íntegras, sin las restricciones
impuestas por una educación tradicional que perpetúa
la desigualdad y la violencia.

Un antecedente importante de la inclusión de masculi-
nidades positivas en la legislación es la Ley para la
Igualdad Sustantiva entre Mujeres y Hombres del Es-
tado de Zacatecas, que introduce la definición de nue-

vas masculinidades. Este concepto se entiende como
un “proceso de reflexión y sensibilización tanto para
hombres como para mujeres, destinado a desmontar
los roles y estereotipos de género, con objeto de pro-
mover formas de convivencia más igualitarias”. La ley
establece que el Sistema Estatal para el Desarrollo In-
tegral de la Familia se encargará de fomentar el cono-
cimiento y la práctica de estas masculinidades positi-
vas.

Además, se considera que tanto las instituciones pú-
blicas como privadas están obligadas a promover cam-
pañas y desarrollar programas de formación y capaci-
tación enfocados en masculinidades positivas. Esto
busca generar una transformación cultural que permi-
ta a los hombres adoptar comportamientos y actitudes
más equitativos, rechazando la violencia y contribu-
yendo a la construcción de una sociedad más justa e
igualitaria. La ley no sólo es un avance en la normati-
va estatal, sino que también señala la importancia de

cambiar las dinámicas tradicionales en diversos ámbi-
tos de la vida pública y privada.

Así, pese a los importantes avances que las mujeres
han logrado en materia legislativa, además de romper
techos de cristal e incorporarse al mercado laboral, en-
frentan desafíos persistentes en la búsqueda de la
igualdad sustantiva. Muchas mujeres no sólo se han
convertido en jefas de familia, asumiendo el rol de
proveedoras principales, sino que continúan cargando
con la mayor parte de las responsabilidades domésti-
cas y de crianza. Esto da lugar a jornadas dobles o tri-
ples, donde además de ser el sustento económico de
sus hogares, deben cumplir con el cuidado de los hijos
y las tareas del hogar. La carga física, mental y emo-
cional que esto implica es inmensa, y subraya la nece-
sidad de transformar las dinámicas tradicionales de gé-
nero.

Según datos del Instituto Nacional de Estadística y
Geografía al cuarto trimestre de 2023, uno de cada tres
hogares en México es encabezado por mujeres, y tres
de cada diez madres también son jefas de hogar. Este
aumento representa un crecimiento de 67 por ciento en
los últimos trece años, lo que evidencia el avance de
las mujeres en el ámbito económico, pero también re-
fleja las barreras que aún enfrentan para compartir
equitativamente las tareas de cuidado. El reto es claro:
sin una redistribución equitativa de las responsabilida-
des del hogar y la crianza, las mujeres seguirán sopor-
tando una carga desproporcionada.

Además, la violencia de género sigue siendo una rea-
lidad alarmante. En 2021, 70.1 por ciento de las muje-
res mexicanas mayores de 15 años reportó haber ex-
perimentado al menos un incidente de violencia a lo
largo de su vida. Esta violencia, que se manifiesta en
distintas formas, es un recordatorio de las profundas
desigualdades que persisten en nuestra sociedad. En
este contexto, la promoción de masculinidades positi-
vas se vuelve indispensable para transformar estas di-
námicas. Fomentar una mayor participación de los
hombres en las tareas domésticas, la crianza y el cui-
dado, así como en la lucha contra la violencia de gé-
nero, es clave para aliviar la carga sobre las mujeres y
avanzar hacia una igualdad sustantiva real.

Las estadísticas reflejan el esfuerzo constante de las
mujeres por alcanzar mayor autonomía y reducir su
dependencia de los hombres. Han luchado por ser va-
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loradas en todos los aspectos de la vida, tanto en lo la-
boral como en lo personal, y por cerrar las persistentes
brechas de desigualdad. Este progreso ha sido crucial
para transformar las relaciones de poder en la socie-
dad. Sin embargo, el camino hacia una igualdad plena
sigue encontrando obstáculos significativos, entre
ellos, los arraigados estereotipos de género y la resis-
tencia al cambio.

Uno de los mayores desafíos para alcanzar la igualdad
sustantiva es la violencia de género, que sigue siendo
alarmantemente común. Esta violencia está fuerte-
mente ligada a la permanencia de una masculinidad
hegemónica que promueve la dominación y el con-
trol, lo que refuerza relaciones desiguales y perpetúa
ciclos de abuso. Pese a los esfuerzos por erradicar es-
tas actitudes, desarraigar la masculinidad tradicional
ha sido un proceso complejo que requiere una trans-
formación más profunda de las estructuras sociales y
culturales.

Las masculinidades positivas desempeñan un papel
fundamental para romper con estos ciclos de violencia
y desigualdad. Al promover formas de ser hombre ba-
sadas en el respeto, la empatía y la corresponsabilidad,
se facilita la construcción de relaciones más equitati-
vas y seguras. Fomentar masculinidades positivas no
solo beneficia a las mujeres, sino que también permite
a los hombres liberarse de los roles restrictivos que
perpetúan la violencia, avanzando hacia una conviven-
cia más justa y respetuosa para todos y todas.

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de
esta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto

Único. Se adicionan al artículo 5 la fracción V Bis y
al artículo 42 la fracción VII; y se reforman las frac-
ciones VI y X del artículo 17 de la Ley General para la
Igualdad entre Mujeres y Hombres, para quedar como
sigue:

Artículo 5. (…)

I. a V. (…)

V. Bis. Nuevas Masculinidades. Concepto que se
refiere a ejercer la masculinidad de una forma
consciente, respetuosa y equitativa para erradi-

car roles y estereotipos de género que nutren la
desigualdad entre mujeres y hombres;

VI. a IX. (…)

Artículo 17. (…)

La política nacional que desarrolle el Ejecutivo federal
deberá considerar los siguientes lineamientos:

I. a V. (…)

VI. Promover la eliminación de estereotipos esta-
blecidos en función del sexo; para lo cual impul-
sara el ejercicio de nuevas masculinidades;

VII. a IX. …

X. En el sistema educativo, la inclusión entre sus fi-
nes de la formación en el respeto de los derechos y
libertades y de la igualdad entre mujeres y hombres,
así como en el ejercicio de la tolerancia y de la li-
bertad dentro de los principios democráticos de
convivencia, así como la inclusión en sus principios
de calidad, promover en sus programas y planes
de estudio el ejercicio de las nuevas masculinida-
des para lograr la igualdad efectiva entre mujeres
y hombres;

XI. a XIV. (…)

Artículo 42. Para los efectos de lo previsto en el artí-
culo anterior, las autoridades correspondientes des-
arrollarán las siguientes acciones:

I. a VI. (…)

VII. Promover el ejercicio de nuevas masculini-
dades.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Salón de sesiones del Palacio Legislativo de 
San Lázaro, a 5 de noviembre de 2024.

Diputado Ulises Mejía Haro (rúbrica)
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QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE

AGUAS NACIONALES, PARA CREAR EL CENTRO NACIO-
NAL DE GESTIÓN DE SEQUÍAS, A CARGO DEL DIPUTADO

ULISES MEJÍA HARO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA

El que suscribe, Ulises Mejía Haro, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Legisla-
tura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6,
fracción I, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presenta ante esta soberanía ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se adicionan
diversas disposiciones a la Ley de Aguas Nacionales,
para crear el Centro Nacional de Gestión de Sequías,
con base en la siguiente

Exposición de Motivos

La sequía es uno de los fenómenos hidrometeoroló-
gicos más complejos, con impactos profundos en la
población, la economía y el medio ambiente. Aun-
que es una condición recurrente del clima, suele per-
cibirse erróneamente como un evento excepcional y
azaroso. A diferencia de fenómenos como los hura-
canes, la sequía se manifiesta de manera paulatina,
lo que dificulta su detección oportuna. Su origen ra-
dica en la escasez de precipitaciones prolongada,
causando falta de agua para actividades socioeconó-
micas esenciales. Los impactos de la sequía no sólo
dependen de su intensidad y extensión, sino también
de la vulnerabilidad de las poblaciones y sectores
afectados.

El cambio climático agrava el riesgo de sequías al in-
crementar su frecuencia e intensidad, especialmente
en regiones donde la radiación solar y la evaporación
son elevadas, y las precipitaciones escasas. Los efec-
tos pueden ser devastadores en múltiples dimensio-
nes:

• Ambiental: Reducción de niveles en cuerpos de
agua, pérdida de biodiversidad, aumento de incen-
dios forestales e intensificación de la erosión.

• Económico: Disminución de la productividad
agrícola, aumento en los costos de riego y desem-
pleo, lo que frena inversiones en sectores clave.

• Social: Estrés físico y mental, inseguridad ali-
mentaria, migraciones y desintegración comunita-
ria.

El National Drought Mitigation Center de Estados
Unidos destaca que la sequía afecta todas las zonas cli-
máticas, aunque de formas muy diversas. Es funda-
mental diferenciarla de la aridez, que es una condición
permanente en zonas de baja precipitación.

En México, el Centro Nacional de Prevención de De-
sastres (Cenapred) define la sequía como una dismi-
nución significativa y prolongada de la precipitación
respecto a los niveles normales, que genera daños en
las actividades humanas. Un ejemplo de su impacto se
dio en 1997-1998 con el fenómeno de El Niño, que
ocasionó pérdidas de cosechas por un valor cercano a
los 2,000 millones de dólares y obligó a importaciones
de granos por 1,300 millones adicionales. En ese pe-
riodo se registraron más de 14 mil incendios, que afec-
taron 849 mil 632 hectáreas; y temperaturas extremas,
que batieron récords históricos en el país.

El sector agrícola es especialmente vulnerable. La se-
quía puede provocar pérdidas patrimoniales a los pro-
ductores, interrupción de ciclos productivos, desabasto
de alimentos y migraciones forzadas. Entre 1979 y
1988, estados como Coahuila, Guanajuato, Durango y
Zacatecas sufrieron sequías prolongadas, lo que eviden-
ció la falta de mecanismos de prevención adecuados.

Pese a los esfuerzos gubernamentales, las pérdidas
económicas y sociales por sequías continúan en au-
mento. Las políticas actuales suelen ser reactivas en
lugar de preventivas, limitándose a responder ante los
daños ya ocasionados. Además, existen problemas es-
tructurales:

• Fragmentación institucional: Las instituciones
encargadas de la gestión de riesgos carecen de co-
ordinación efectiva.

• Recursos insuficientes: La falta de inversión en
infraestructura moderna y personal especializado
debilita la capacidad de respuesta.

• Desarticulación del conocimiento: Los sectores
científicos y gubernamentales no colaboran eficaz-
mente en la toma de decisiones estratégicas.
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Para enfrentar de manera integral los desafíos que
plantea la sequía, es fundamental la creación del Cen-
tro Nacional de Gestión de Sequías (Cenages), con se-
de en Zacatecas. Este organismo público descentrali-
zado tendría autonomía técnica y de gestión, y estaría
enfocado en la investigación, monitoreo y predicción
de la sequía desde una perspectiva multidisciplinaria.

Objetivos del Cenages

1. Investigación y monitoreo: Identificar las cau-
sas y características de la sequía en México.

2. Prevención y reducción de vulnerabilidad:
Desarrollar estrategias para mitigar impactos socia-
les, económicos y ambientales.

3. Sistema de alerta temprana: Implementar he-
rramientas científicas que anticipen periodos de se-
quía.

4. Formación de recursos humanos: Capacitar
personal especializado en gestión del riesgo y adap-
tación.

5. Coordinación interinstitucional: Establecer
vínculos con entidades nacionales e internacionales
para compartir conocimiento y experiencias.

6. Difusión de información: Publicar informes so-
bre avances en la prevención y gestión de la sequía.

La gestión del riesgo ante la sequía requiere una pla-
nificación estratégica basada en la prevención. Es
esencial que los agricultores adopten variedades resis-
tentes y ajusten los ciclos productivos para reducir
pérdidas. Un enfoque proactivo permitiría que las ins-
tituciones se adelanten a los efectos adversos, en lugar
de limitarse a reaccionar ante ellos.

México puede aprender de países como Estados Uni-
dos y Australia, donde se invierte significativamente
en la investigación y planificación ante desastres. En
estas naciones, las políticas preventivas han demostra-
do ser efectivas para reducir la vulnerabilidad de la po-
blación y minimizar los daños económicos.

La sequía es un fenómeno recurrente cuya gestión no
puede postergarse. La creación del Cenages es un pa-
so crucial para consolidar un sistema preventivo que

integre el conocimiento científico con la toma de deci-
siones políticas. Sólo mediante una coordinación efec-
tiva entre gobierno, sociedad y sector privado, México
podrá desarrollar una mayor resiliencia ante las condi-
ciones climáticas adversas. El reto no es evitar la se-
quía, sino prepararse adecuadamente para enfrentar
sus impactos, minimizando riesgos y fomentando el
desarrollo sostenible.

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de
esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto

Único. Se adicionan las fracciones XI Bis y XLVIII
Bis al artículo 3 y el capítulo V Bis 4 al título segun-
do, con los artículos 14 Bis 4-A a 14 Bis 4-L, de la Ley
de Aguas Nacionales, para quedar como sigue:

Artículo 3. Para los efectos de esta ley se entenderá
por

I. a XI. …

XI Bis. “Cenages”: el Centro Nacional de Ges-
tión de Sequías;

XII. a XLVIII. …

XLVIII Bis. “Sequía”: el fenómeno que se pro-
duce naturalmente cuando las lluvias han sido
considerablemente inferiores a los niveles nor-
males registrados, causando un agudo desequili-
brio hídrico que perjudica los sistemas de pro-
ducción de recursos de tierras.

XLIX. a LXVI. …

…

Título Segundo
Administración del Agua

(…)

Capítulo V Bis 4
Del Centro Nacional de Gestión de Sequías

Artículo 14 Bis 4-A. Se crea el Cenages como un or-
ganismo público descentralizado de la administra-
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ción pública federal, con personalidad jurídica y
patrimonio propios, con autonomía técnica y de
gestión con domicilio en el estado de Zacatecas. Pa-
ra el cumplimiento de su objeto, podrá establecer
delegaciones o coordinaciones regionales o estatales
en el territorio nacional. La coordinación sectorial
del Cenages corresponde a la Secretaría, de confor-
midad con las disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 14 Bis 4-B.- El Cenages tiene por objeto
generar conocimiento sobre la sequía en México,
que permita diseñar estrategias de reducción de
vulnerabilidad ante dicho fenómeno.

El Cenages es rector de la política preventiva en
materia de sequía, para lo cual deberá realizar in-
vestigaciones interdisciplinarias para el monitoreo
y predicción de la sequía.

Artículo 14 Bis 4-C. El Cenages para la consecu-
ción de su objeto, tiene las siguientes atribuciones:

I. Realizar actividades tendentes a investigar,
monitorear y predecir la sequía meteorológica,
hidrológica, agrícola y social;

II. Estudiar y dar seguimiento a los efectos ad-
versos producidos por la sequía; desarrollando
estudios que permitan establecer las causas de la
vulnerabilidad de México ante la sequía y lleven
a proponer estrategias de prevención de sus im-
pactos negativos;

III. Promover investigaciones encaminadas a re-
solver problemas específicos que enfrentan di-
versos sectores socioeconómicos en relación con
la sequía, considerando los impactos sociales,
económicos y ambientales que dicho fenómeno
puede tener;

IV. Proporcionar a los diversos interesados in-
formación focalizada, veraz, completa y de cali-
dad relacionada con la sequía; formulando es-
trategias de comunicación de información
climática, particularmente cuando se trate de se-
quía, que lleven a implementar acciones de pre-
paración;

V. Elaborar un Sistema de Alerta Temprana an-
te la Sequía basado en diagnósticos y pronósticos

científicos, con definición de acciones por parte
de los tomadores de decisiones involucrados; 

VI. Mantener la información climática necesaria
para el funcionamiento del Sistema de Alerta
Temprana ante la Sequía;

VII. Alertar a las autoridades y a la población
respecto de los posibles periodos de sequía y sus
consecuencias;

VIII. Apoyar la formación de recursos humanos
de alto nivel que desarrolle investigación, moni-
toreo y acciones de reducción de vulnerabilidad
frente a la sequía;

IX. Actuar como órgano de consulta, capacita-
ción y asesoría de las dependencias y entidades
de la Administración Pública Federal, así como
de las autoridades estatales y municipales que lo
soliciten, en materia de investigación, monitoreo
y predicción de la sequía;

X. Facilitar la cooperación, intercambio de in-
formación y de experiencias con otros países y
organismos internacionales, en materia de inves-
tigación, monitoreo y predicción de la sequía;

XI. Realizar y publicar mediante una página
electrónica oficial los informes relativos a los
avances en materia de investigación, monitoreo,
gestión y predicción de la sequía;

XII. Publicar y difundir de conformidad con la
Ley de la materia, la información relativa a las
investigaciones que se realicen; y

XIII. Las demás que señalen las leyes y regla-
mentos.

Artículo 14 Bis 4-D. El patrimonio del Cenages se
integra por

I. Los bienes muebles e inmuebles que se desti-
nen para su servicio;

II. La cantidad que se le asigne en el Presupues-
to de Egresos de la Federación para su funciona-
miento;
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III. Las donaciones, herencias y legados que le
otorguen personas físicas o morales; y

IV. Los demás bienes que adquiera por cualquier
otro título legal. 

Artículo 14 Bis 4-E.Para el despacho de los asuntos
de su competencia, el Cenages contará con

I. Una junta de gobierno;

II. Un comité técnico;

III. Un comité de investigadores especialistas en
sequía;

IV. Un director general; y

V. Un órgano de control.

Artículo 14 Bis-F. La junta de gobierno se integra
por los titulares de

I. La Secretaría de Medio Ambiente, Recursos
Naturales;

II. La Secretaría de Agricultura y Desarrollo
Rural;

III. La Secretaría de Gobernación;

IV. El director general del Cenages, quien la pre-
sidirá;

V. El rector de la Universidad Autónoma Cha-
pingo.

Por cada miembro propietario de la Junta, se de-
signará un suplente, que deberá ser de solo un ran-
go jerárquico inferior al del titular, y sustituirá a
este en sus faltas temporales.

La junta sesionará de manera ordinaria una vez
cada tres meses, previa convocatoria del Director
General del Cenages o de forma extraordinaria
cuando las dos terceras partes de los integrantes de
la Junta, lo estimen necesario. Los miembros de la
Junta gozarán de voz y voto en las sesiones de la
misma. 

Son facultades indelegables de la Junta: 

I. Aprobar y evaluar los programas y proyectos
a cargo del Cenages;

II. Elaborar y aprobar el estatuto orgánico del
Cenages;

III. Expedir la convocatoria para el proceso de
selección de los integrantes del comité de investi-
gadores;

IV. Autorizar los programas y presupuestos del
Cenages, así como las modificaciones en térmi-
nos de la legislación aplicable;

V. Definir criterios, prioridades y metas del Ce-
nages; y

VI. Las demás que señale el Estatuto Orgánico
del Cenages.

Artículo 14 Bis 4-G.- El consejo técnico estará cons-
tituido por los titulares de las Secretarías de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, de Bienestar, de
Energía, de Economía y de Salud; por los del Insti-
tuto Mexicano de Tecnología del Agua, del Institu-
to de Ecología, del Instituto Nacional de Investiga-
ciones Forestales, Agrícolas y Pecuarias, y por la
Comisión Nacional Forestal, así como, por los Pre-
sidentes de las Comisiones Legislativas del Congre-
so de la Unión relativas a la materia, por dos re-
presentantes de los gobiernos de los estados y un
representante de una organización ciudadana de
prestigio y experiencia en materia de clima y agua.

Artículo 14 Bis 4-H.- El comité de investigadores
especialistas en sequía tiene por objeto generar, in-
tegrar y difundir conocimiento e información sobre
la sequía a través de investigación científica aplica-
da y el fortalecimiento de capacidades, para apoyar
la toma de decisiones para la prevención y mitiga-
ción de los impactos de la sequía, y estará integra-
do por

I. Dos especialistas en climatología, encargados
de estudios sobre las causas físicas de la sequía,
de mantener el monitoreo de condiciones climá-
ticas que puedan resultar en sequía, desarrollar
e implementar esquemas de pronóstico del cli-
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ma, que lleven a establecer la posible ocurrencia
de sequía a escala regional;

II. Un especialista en Agricultura, encargado de
generar escenarios de impactos de la sequía en la
producción agrícola que lleven a generar reco-
mendaciones a los tomadores de decisiones del
sector; 

III. Un especialista en Hidrología, que genere es-
cenarios de impactos de la sequía en el sector
agua y que emita recomendaciones en cuestiones
de manejo de agua;

IV. Un especialista en ecología, que genere esce-
narios de los potenciales impactos de la sequía en
el sector ambiental, que lleven a recomendacio-
nes a los tomadores de decisiones; y

V. Un especialista en medicina veterinaria y zoo-
tecnia, que genere escenarios de los impactos de
la sequía en el sector pecuario que lleven a gene-
rar recomendaciones a los tomadores de decisio-
nes del sector.

Cada investigador contará con el apoyo de un téc-
nico-científico que lo apoye en las labores de moni-
toreo, investigación y comunicación de información
sobre la sequía. Por ello se contará con: cinco Téc-
nicos - científicos de apoyo.

Adicionalmente, se contará con: cinco Investigado-
res Invitados, qué en esquemas de contratos anua-
les, estancias post-doctorales, profesores visitantes,
o académicos en estancias cortas trabajarán en el
Cenages en proyectos específicos recomendados y
apoyados financieramente mediante algún esque-
ma de proyecto de investigación. Los investigado-
res invitados mantendrán un estatus académico y
laboral equivalente al de un investigador de planta.

Artículo 14 Bis 4-I.- El director general del Cena-
ges durará en su encargo un periodo de cuatro años
y sólo podrá ser electo para un periodo igual. Para
ser director general se requiere

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento de re-
conocida honorabilidad, en pleno goce y ejerci-
cio de sus derechos civiles y políticos;

II. Poseer grado académico de Doctor, que im-
plique conocimiento probado en materia de se-
quía;

III. Haber desempeñado cargos de alto nivel de-
cisorio, cuyo ejercicio requiere conocimiento y
experiencia en materia administrativa; y

IV. No encontrarse en uno o varios de los su-
puestos establecidos en la fracción III del artícu-
lo 21 de la Ley Federal de las Entidades Paraes-
tatales.

El director estará impedido para desempeñar cual-
quier otro cargo durante su gestión, salvo aquellos
que sean de carácter honorífico o académico.

Artículo 14 Bis 4-J.- El director general, además de
las facultades y atribuciones que le confiere el artí-
culo 22 de la Ley Federal de Entidades Paraestata-
les, tendrá las siguientes:

I. Formar parte de la junta de gobierno, con de-
recho a voz y voto;

II. Administrar y representar legalmente al Ce-
nages;

III. Convocar a las sesiones de la junta del Ce-
nages; celebrar y concertar toda clase de conve-
nios de cooperación inherentes al objeto y fines
del Cenages;

IV. Formular los programas del Cenages de cor-
to, mediano y largo plazos;

V. Elaborar y someter a consideración de la Jun-
ta, el Estatuto Orgánico;

VI. Formular anualmente y someter a conside-
ración de la Junta, el presupuesto del Cenages;

VII. Ejercer el presupuesto del Cenages con su-
jeción a las disposiciones legales, reglamentarias
y administrativas aplicables; 

VIII. Presentar a la junta un informe financiero
pormenorizado del Cenages, en los tiempos que
marque el reglamento de la ley;
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IX. Establecer los mecanismos de control para
alcanzar los objetivos y fines propuestos;

X. Proporcionar la información que soliciten los
comisarios;

XI. Tomar las medidas pertinentes a fin de que
las funciones del Cenages se realicen de forma
articulada, congruente y con eficacia; y

XII. Las demás que le atribuyen el Estatuto o el
Reglamento y las que sean consecuencia natural
de sus funciones.

Artículo 14 Bis 4-K. La vigilancia y el control del
Cenages recaerán sobre el Comité de Vigilancia, es-
tará integrado por un comisario nombrado por la
Junta de Gobierno y otro designado por la Secreta-
ría de la Función Pública.

Los comisarios tendrán las atribuciones conferidas
en el capítulo VI de la Ley Federal de las Entidades
Paraestatales.

Artículo 14 Bis 4-L. Las relaciones laborales del
Cenages se regirán por la Ley Federal de los
Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamen-
taria del Apartado B del Artículo 123 constitu-
cional.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Ejecutivo federal deberá expedir la regla-
mentación de las disposiciones que resulten necesarias
para el desarrollo y la ejecución de esta ley en un pla-
zo máximo de 180 días a partir de la entrada en vigor
del presente decreto.

Tercero. La Semarnat, una vez publicado el presente
Decreto en el Diario Oficial de la Federación, destina-
rá al Cenages una partida presupuestal de la asignada
en el ejercicio fiscal en curso, a fin de iniciar sus tra-
bajos en el tiempo señalado.

Cuarto. La Junta de Gobierno presentará a la Semar-
nat, con la debida oportunidad, el proyecto de presu-

puesto de egresos, correspondiente al siguiente ejerci-
cio fiscal.

Quinto. El Cenages a que se refiere el presente De-
creto, deberá constituirse dentro de un plazo de máxi-
mo de 180 días posteriores a la entrada en vigor de es-
te Decreto. 

Sexto. El personal científico del Cenages deberá in-
crementarse al menos cada dos años hasta llegar a una
planta de diez investigadores titulares y diez técnicos.

Séptimo. Se derogan todas las disposiciones que con-
travengan la presente Ley. 

Salón de sesiones del Palacio Legislativo de
San Lázaro, a 5 de noviembre de 2024.

Diputado Ulises Mejía Haro (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY GENERAL DE SALUD, EN MATERIA DE PRODUCTOS

MILAGRO, A CARGO DEL DIPUTADO ULISES MEJÍA HARO,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El que suscribe, Ulises Mejía Haro, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Legisla-
tura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6,
fracción I, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presenta ante esta soberanía ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
y adicionan diversas disposiciones de la Ley General
de Salud, en materia de productos milagro, con base
en la siguiente

Exposición de Motivos

Nos encontramos ante una problemática de salud pú-
blica que afecta a millones de personas en nuestro pa-
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ís: la proliferación y consumo de productos milagro.
Estos productos, promovidos como soluciones rápidas
y eficaces para diversas enfermedades y condiciones
de salud, no sólo carecen de evidencia científica que
respalde sus supuestas propiedades, sino que también
pueden causar graves daños a la salud de los consumi-
dores. Es imperativo que, como legisladores, tomemos
medidas contundentes para regular su comercializa-
ción y establecer penas que disuadan a aquellos que
lucran con la salud y la esperanza de la gente.

Los productos milagro se comercializan con promesas
de beneficios extraordinarios para la salud; por ejem-
plo: la pérdida rápida de peso y sin realizar esfuerzos;
mejorar el rendimiento sexual; rejuvenecimiento de la
piel; aumento de la masa muscular, desintoxicación y
limpieza del organismo y el tratamiento de enferme-
dades crónicas, entre otras.

Estos productos, a menudo, no cuentan con respaldo
científico ni aprobación sanitaria, y su publicidad se
basa en testimonios y afirmaciones exageradas o fal-
sas.

Muchos de estos productos milagro se comercializan
como si fueran suplementos alimenticios, prometiendo
efectos beneficiosos para la salud de las personas que
los consumen, por ello resulta impostergable su estric-
ta regulación dentro de la Ley General de Salud.

En el contexto actual, los suplementos alimenticios
representan una parte significativa del mercado de
productos de consumo en el ámbito de la salud. Estos
productos, destinados a complementar la ingesta die-
tética, están compuestos por fuentes concentradas de
nutrientes y otras sustancias presentes en los alimen-
tos con efectos nutricionales o fisiológicos. Sin em-
bargo, la falta de una regulación adecuada ha permi-
tido que muchos de estos productos se comercialicen
con afirmaciones no comprobadas, lo que puede in-
ducir a error a los consumidores y poner en riesgo su
salud.

En el mercado podemos encontrar que se ofertan pas-
tillas que prometen curar el Alzheimer, cáncer, diabe-
tes o bien máquinas de ejercicio y geles que con poco
esfuerzo garantizan bajar de peso y tonificar el cuerpo,
cremas que hacen rejuvenecer la piel en poco tiempo,
etc. Lamentablemente, estos productos milagro proli-
feran en el país, poniendo en serio riesgo la salud de

las personas, mientras que los productores y comer-
ciantes de estos falsos remedios ganan millones de pe-
sos.

Datos recientes de la Encuesta Nacional de Salud y
Nutrición de 2023 revelan que aproximadamente 30
por ciento de la población adulta ha consumido algún
producto milagro en el último año. Este alto índice de
consumo se debe, en gran parte, a la facilidad de acce-
so a estos productos, la falta de regulación estricta y
las estrategias de marketing engañosas que se utilizan
para promoverlos.

El consumo de productos milagro puede tener conse-
cuencias severas para la salud. Entre los efectos nega-
tivos más comunes se encuentran

1. Reacciones adversas: Muchos de estos produc-
tos contienen ingredientes no declarados o en con-
centraciones peligrosas que pueden provocar into-
xicaciones, alergias severas, y otros efectos
adversos.

2. Retraso en el tratamiento adecuado: Las per-
sonas que confían en estos productos a menudo re-
trasan o sustituyen tratamientos médicos conven-
cionales, lo que puede agravar enfermedades
preexistentes.

3. Impacto psicológico: El uso de productos mila-
gro puede generar falsas esperanzas y, al no obtener
los resultados prometidos, llevar a la frustración, la
desesperanza y el deterioro de la salud mental.

En la revista de divulgación de ciencia de la UNAM,
los daños generados por este tipo de productos, se pue-
de empezar por destacar el daño económico de com-
prar un supuesto remedio que no sirve para nada; el
riesgo de auto recetarse y abandonar tratamientos mé-
dicos eficaces y dietas saludables para sustituirlos por
el producto milagro que puede enmascarar los sínto-
mas y signos de trastornos graves que ameritarían
atención médica y también está el problema ético de
enganchar con publicidad falsa a los pacientes aqueja-
dos por males degenerativos, a los que se ofrece una
igualmente falsa esperanza de encontrar alivio
(https://www.comoves.unam.mx/numeros/articu-
lo/149/los-productos-milagro-ni-placebo-ni-panacea-
solo-fraude Fecha de consulta: 21 de octubre de 24).
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Es nuestra responsabilidad proteger a la ciudadanía de
prácticas comerciales engañosas que pongan en riesgo
su salud. La reforma propuesta respecto a la Ley Ge-
neral de Salud es una medida necesaria y urgente para
regular el mercado de suplementos alimenticios y pro-
teger la salud de los consumidores. La definición cla-
ra de estos productos, junto con la regulación de su pu-
blicidad y la imposición de sanciones por infracciones,
garantizará que los productos disponibles en el merca-
do sean seguros, eficaces y comercializados con infor-
mación veraz.

La imposición de penas severas a quienes comerciali-
cen productos milagro sin la debida autorización sani-
taria servirá como un disuasivo efectivo.

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de
esta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto

Único. Se reforma la fracción V del articulo 215 y se
adiciona un párrafo al artículo 216 de la Ley General
de Salud, en materia de suplementos alimenticios, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 215. (…)

I. a IV. (…)

V. Suplementos alimenticios: Son aquellos pro-
ductos clasificados por la Secretaría de Salud cu-
yo propósito es complementar e incrementar la
ingesta dietética. Estos productos consisten en
fuentes concentradas de nutrimentos u otras sus-
tancias presentes de manera natural en los ali-
mentos y que tienen un efecto nutricional o fisio-
lógico, siendo ingeridos por vía oral.

La composición de estos suplementos puede incluir,
de forma individual o combinada, carbohidratos,
proteínas, aminoácidos, lípidos, metabolitos, plan-
tas, hierbas, algas, probióticos, alimentos tradicio-
nales u otros ingredientes que establezca la Secre-
taría de Salud. Estos pueden estar adicionados o no
con vitaminas y minerales.

Los suplementos alimenticios pueden presentarse
en diversas formas farmacéuticas, como tabletas,
cápsulas, emulsiones, suspensiones, y otras descri-

tas en la Farmacopea de los Estados Unidos Mexi-
canos vigente, siempre y cuando se apeguen a esta
definición.

Artículo 216. (…)

En materia de suplementos alimenticios, queda
prohibido que en su etiquetado y publicidad se re-
alicen declaraciones relacionadas con efectos nutri-
cionales o fisiológicos, a menos que estas declara-
ciones hayan sido debidamente aprobadas por la
Secretaría de Salud. Para estos propósitos, la Se-
cretaría de Salud definirá las medidas regulatorias
y administrativas mediante las cuales se elaborarán
y publicarán las declaraciones permitidas, las cua-
les deberán estar relacionadas únicamente con los
ingredientes de los productos. Las infracciones en
esta materia facultarán a la autoridad competente
para la aplicación inmediata de las medidas esta-
blecidas en el artículo 404 de esta ley.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Secretaría de Salud contará con un plazo
de 6 meses a partir de la publicación de la presente re-
forma, para publicar la lista de declaraciones de pro-
piedades fisiológicas válidas que podrá la industria in-
cluir en sus productos.

Salón de sesiones del Palacio Legislativo de 
San Lázaro, a 5 de noviembre de 2024.

Diputado Ulises Mejía Haro (rúbrica)
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QUE ADICIONA LOS ARTÍCULOS 132 DE LA LEY FEDERAL

DEL TRABAJO Y 43 DE LA LEY FEDERAL DE LOS TRABA-
JADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, REGLAMENTARIA

DEL APARTADO B DEL ARTÍCULO 123 CONSTITUCIONAL,
EN MATERIA DE SALUD Y BIENESTAR MENTAL, A CARGO DE

LA DIPUTADA NATY POOB PIJY JIMÉNEZ VÁSQUEZ, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

Naty Poob Pijy Jiménez Vásquez, integrante del Gru-
po Parlamentario de Morena en la LXVI Legislatura
del Congreso de la Unión, con fundamento en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración del Congreso de la Unión ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se adicionan
las fracciones XVI Ter al artículo 132 de la Ley Fede-
ral del Trabajo y VI Bis al artículo 43 de la Ley Fede-
ral de los Trabajadores al Servicio del Estado, Regla-
mentaria del Apartado B del Artículo 123
Constitucional, en materia de salud y bienestar mental,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Organización Mundial de la Salud (OMS) define
salud mental como “un estado de bienestar en el cual
cada individuo desarrolla su potencial, puede afrontar
las tensiones de la vida, puede trabajar de forma pro-
ductiva y fructífera, y puede aportar algo a su comuni-
dad”1

La OMS ha definido el termino de riesgos psicosocia-
les, que son aquellos peligros para la salud mental en
el trabajo, mismos que pueden estar relacionados con
el contenido o el horario del trabajo, así como las ca-
racterísticas específicas del espacio donde se desarro-
lla el trabajo o las oportunidades de desarrollo profe-
sional.

Un estudio realizado en 2023 por Affor Health, con-
sultora especializada en gestión preventiva psicoso-
cial, arrojó datos relevantes sobre la importancia de la
salud mental de los trabajadores en México, entre los
que podemos destacar que

• A escala nacional, 1 de cada 3 colaboradores pre-
senta trastornos moderados que requieren interven-
ción, y sólo 10 por ciento de los trabajadores tiene
acceso a servicios de salud mental laboral.

• 36 por ciento de los colaboradores del sector de
servicios de tecnología y salud sienten tensión o an-
gustia de manera habitual.

• 68 por ciento de los trabajadores del servicio de
alimentos y el 51 por ciento del personal que labo-
ra en la construcción presentan las mayores afecta-
ciones en materia salud mental y emocional.

• 47 por ciento de los colaboradores del sector fi-
nanciero presentan afectaciones en salud mental.

• Las afectaciones en trabajadores del servicio pú-
blico oscilan en el 18 por ciento de los trabajado-
res.2

Otro dato que debe destacarse es que el Instituto de
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado ISSSTE, dio a conocer que, los trastornos men-
tales afectan a 25 millones de personas en nuestro pa-
ís, lo que significa un 18 por ciento de la población, es-
tas afectaciones, aumentaron durante y posterior a la
pandemia de Covid-19.

El Instituto Nacional de Salud Pública ha comunicado
que el estrés laboral puede llegar a tener repercusiones
nocivas para la salud física y mental del trabajador, in-
cluso fatales, de no ser prevenidas y atendidas.

El aumento del estrés laboral tiene importantes afecta-
ciones en la salud de los trabajadores, pues se estima
que 7 de cada 10 mexicanos sufren los efectos de esta
condición, pero 80 por ciento de las empresas no tiene
estrategias para disminuir la afectación en su personal,
advirtió un especialista.

Los tomadores de decisiones deben considerar el aho-
ra denominado burnout, reconocido ya por la Organi-
zación Mundial de la Salud en el 2022 a través de la
Clasificación Internacional de Enfermedades (CIE)
que señala a este indicio como síndrome del trabajador
“quemado”, derivado del estrés laboral o desgaste
ocupacional, convirtiéndolo en un padecimiento labo-
ral.

La Secretaria de Salud federal, a través de la Subse-
cretaría de Prevención y Promoción de la Salud, defi-
ne burnout como el agotamiento derivado del desem-
peño laboral y se relaciona más con el ámbito
emocional; lo anterior ocurre como consecuencia de
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tener que realizar mucho trabajo en poco tiempo o
bien, tener que realizar tareas que pueden generar an-
gustia y sensaciones de culpa por no realizarlas co-
rrectamente.3

Información de la OCDE detalla que de entre los 38
países analizados, México es el que trabaja más horas
en el mundo: en promedio 2 mil 226 horas al año,
cuando el promedio es de mil 687 horas anuales entre
los países miembros.4

Esa dedicación de altas horas consagradas al trabajo
por parte de las y los trabajadores del país ha propi-
ciado que, según la OMS, 75 por ciento de la fuerza la-
boral manifieste una prevalencia de estrés, colocándo-
nos en el primer lugar por encima de China con 73 por
ciento o Estados Unidos con 59.

Los daños y repercusiones deben relacionarse directa-
mente a los perjuicios que el estrés laboral de los tra-
bajadores, como consecuencia, afecta a la producción
y la economía, existe referencias que reiteran estudios
de La Organización Internacional del Trabajo, en los
cuales se estima que el estrés laboral en México cues-
ta entre 5 mil y 40 mil millones de dólares al año.5

Como herramienta para atender el estrés laboral, el pa-
ís implantó a través de la Secretaría del Trabajo la Nor-
ma Oficial Mexicana NOM-035-STPS-2018, “Facto-
res de riesgo psicosocial en el trabajo-Identificación,
análisis y prevención”, la cual tiene como objetivo “es-
tablecer los elementos para identificar, analizar y pre-
venir los factores de riesgo psicosocial, así como para
promover un entorno organizacional favorable en los
centros de trabajo”6 y que entró en vigor en 2019.

Esta norma fue un avance significativo, ante los índi-
ces de prevalencia de estrés laboral en el país en el año
2019, sin embargo, deben considerarse dos aristas
más:

Primero. Las repercusiones e incrementos de enferme-
dades derivadas de la salud mental provocados por la
pandemia de Covid-19.

Segundo. Que la norma considera la evaluación de las
condiciones en la que se desarrollan las actividades
(ambiente y condiciones de la organización), pero en
ningún caso se evalúa el estrés en el trabajador o su
perfil psicológico.7

Este segundo aspecto es el parte aguas que, con base
en los datos ya referidos en la presente, motiva a ele-
var a rango de Ley la necesidad de garantizar la salud
y bienestar mental de las y los trabajadores de nuestro
país, ello debería ser un método de prevención contra
las afectaciones en la salud de la fuerza laboral y se-
cundado en el mismo orden de importancia, disminuir
los costos, que asume la parte contratante, por la alta
rotación del personal.

La rotación de personal es un punto clave para las em-
presas, pues ello impacta directamente en la produc-
ción y en consecuencia en la economía, con datos de
la Asociación Mexicana en Dirección de Recursos Hu-
manos se encontró que México tiene un índice de ro-
tación de personal alto. 

Con un promedio de casi 17 por ciento, es el país de
Latinoamérica con la tasa más elevada.8

Según Gallup, empresa de estudios de opinión y de
mercado, reemplazar un colaborador cuesta 150 por
ciento de su salario anual.

Deloitte, empresa que provee servicios de auditoría,
consultoría, asesoría financiera, asesoría de riesgo e
impuestos, afirma que “el coste de perder a un emple-
ado puede ir de unos 10 mil dólares al doble del sala-
rio anual de la persona que perdemos”.

Para ilustrar la razón de la siguiente iniciativa se in-
cluye a continuación un cuadro comparativo de la pro-
puesta:
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Con base en lo expuesto someto a consideración de es-
ta asamblea la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adicionan las fracciones XVI
Ter al artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo y
VI Bis al artículo 43 de la Ley Federal de los Tra-
bajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria
del Apartado B del Artículo 123 Constitucional, en
materia de salud y bienestar mental

Primero. Se adiciona la fracción XVI Ter al artículo
132 de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como
sigue:

Artículo 132. Son obligaciones de los patrones

I. a XVI Bis. …

XVI Ter. Promover e implementar medidas para
identificar, analizar y prevenir los factores de
riesgo psicosocial, con la finalidad de garantizar
el bienestar mental y emocional de los trabaja-
dores.

XVII. a XXXIII. …

Segundo. Se adiciona la fracción VI Bis al artículo 43
la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Es-
tado, Reglamentaria del Apartado B del Artículo 123
Constitucional, para quedar como sigue:

Artículo 43. Son obligaciones de los titulares a que se
refiere el artículo 1o. de esta ley

I. a VI. …

VI Bis.- Promover e implementar medidas para
identificar, analizar y prevenir los factores de
riesgo psicosocial, con la finalidad de garantizar
el bienestar mental y emocional de los trabaja-
dores.

VII. a X. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 https://www.who.int/es/news/item/03-06-2022-why-mental-he-

a l t h - i s - a - p r i o r i t y - f o r - a c t i o n - o n - c l i m a t e -

change#:~:text=La%20OMS%20define%20la%20salud,apor-

tar%20algo%20a%20su%20comunidad%C2%BB

2 https://afforhealth.com/

3 https://www.gob.mx/salud/articulos/sindrome-de-fatiga-cronica-

y - s i n d r o m e - d e -

burnout#:~:text=El%20s%C3%ADndrome%20de%20%E2%80%

9CBurnout%E2%80%9D%20se,sensaciones%20de%20cul-

pa%20por%20no

4 https://es.statista.com/grafico/12597/los-mexicanos-los-que-

mas-trabajan%253B-los-alemanes-los-que-menos/

5 https://www.eleconomista.com.mx/capitalhumano/Cuanto-le-

cuesta-el-estres-laboral-a-empresas-personas-y-economia-en-Me-

xico-20220803-0097.html

6 https://www.gob.mx/stps/articulos/norma-oficial-mexicana-

nom-035-stps-2018-factores-de-riesgo-psicosocial-en-el-trabajo-

i d e n t i f i c a c i o n - a n a l i s i s - y -

prevencion#:~:text=La%20NOM%20035%20tiene%20como,en%

20los%20centros%20de%20trabajo

7 https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/503382/TRIP-

TICO_NOM-035.pdf

8 https://www.eleconomista.com.mx/capitalhumano/Rotacion-

temprana-de-personal-puede-costar-hasta-200000-pesos-por-em-

pleado-20230626-0099.html#:~:text=Datos%20de%20la%20Aso-

ciaci%C3%B3n%20Mexicana,con%20la%20tasa%20m%C3%A1

s%20elevada
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Cámara de Diputados, a 5 de noviembre de 2024.

Diputada Naty Poob Pijy Jiménez Vásquez (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 10 DE LA LEY DE EDUCA-
CIÓN NAVAL, A CARGO DEL DIPUTADO LEONCIO ALFONSO

MORÁN SÁNCHEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MO-
RENA

El suscrito, Leoncio Alfonso Morán Sánchez, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, frac-
ción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta soberanía la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto, por el que se
reforma el artículo 10, fracción III, de la Ley de Edu-
cación Naval, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La educación sobre el cuidado del medio ambiente y la
preservación de los recursos naturales en la Universi-
dad Naval es crucial por varias razones:

Como institución vinculada a la Secretaría de Marina,
la Universidad Naval, forma a futuros líderes que ten-
drán un impacto significativo en la gestión de los re-
cursos marítimos y costeros.

El motivo de la presente iniciativa es garantizar que
además de contar con una formación integral cuenten
con una conciencia ambiental en estos futuros líderes
que son quienes protegen en gran medida desastres
ecológicos y situaciones de emergencia en el impacto
del medio ambiente, su formación resulta esencial pa-
ra la sostenibilidad de los ecosistemas.

La actividad naval tiene un impacto considerable en el
medio ambiente, la educación sobre prácticas sosteni-

bles y la protección de la biodiversidad marina contri-
buye a minimizar este impacto y a conservar los re-
cursos naturales.

El conocimiento sobre energías renovables y tecnolo-
gías limpias puede transformar la forma en que opera
la Secretaria de Marina, estando a la vanguardia y
mostrando con su ejemplo que México se preocupa y
atiende las actuales demandas del medio ambiente
promoviendo prácticas más sostenibles en las opera-
ciones navales.

Esta formación resulta indispensable ya que la educa-
ción en temas ambientales ayuda a asegurar que los fu-
turos oficiales comprendan y cumplan con las regula-
ciones nacionales e internacionales sobre protección
del ambiente.

Generar una conciencia global ante dicha problemáti-
ca es un desafío en la actualidad, preparar a los estu-
diantes para que comprendan y enfrenten estos retos
les permite contribuir a soluciones que trascienden
fronteras y se alinean con los objetivos de desarrollo
sostenible de la presidenta, Claudia Sheinbaum Pardo.

Por tanto, incluir la educación ambiental en el currícu-
lo de la Universidad Naval desde la Ley de Educación
Naval, garantiza que sea continua y permanente dentro
de los programas de estudio para formar parte de una
formación integral, donde se desarrollan no solo habi-
lidades técnicas, sino también una ética de responsabi-
lidad hacia el planeta y las futuras generaciones.

La educación sobre medio ambiente y energías reno-
vables en la Universidad Naval es fundamental para
promover prácticas sostenibles, formar líderes respon-
sables y contribuir a la preservación de los recursos
naturales en un contexto cada vez más desafiante.

Beneficios para Colima

En Colima, como estado costero con una rica biodi-
versidad y recursos naturales, se beneficiaría significa-
tivamente de una reforma a la Ley de Educación Na-
val que incorpore materias sobre el cuidado del medio
ambiente y el uso de energías renovables.

Una educación naval que enfatice el cuidado del me-
dio ambiente y el uso de energías renovables crearía
una generación de líderes comprometidos con la sos-
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tenibilidad. Estos oficiales podrían influir en políticas
y prácticas dentro de la Secretaría de Marina y otras
instituciones, promoviendo un enfoque más ecológico
en sus operaciones y decisiones, sobre todo atendien-
do todo lo que sucede en su entorno.

Colima alberga ecosistemas marinos y costeros úni-
cos, como la costa del Pacífico y áreas protegidas. Con
un enfoque en la educación ambiental, los futuros ofi-
ciales navales estarían mejor equipados para imple-
mentar y apoyar iniciativas de conservación, ayudan-
do a proteger la biodiversidad y a mitigar el impacto
de actividades humanas en estos ecosistemas.

Incorporar el conocimiento sobre energías renovables
en la educación naval fomentaría el desarrollo y uso de
tecnologías limpias en la región. Colima tiene un gran
potencial para la energía solar y eólica, y formar ex-
pertos en estos campos podría impulsar la economía
local y reducir la dependencia de combustibles fósiles.

Los cadetes y oficiales educados en temas ambienta-
les podrían desempeñar un papel activo en la sensibi-
lización de la comunidad sobre la importancia de la
conservación y el uso responsable de los recursos.
Esto podría llevar a la implementación de programas
comunitarios y campañas de educación ambiental,
involucrando a la población local en acciones soste-
nibles.

La transición hacia prácticas más sostenibles en el ám-
bito naval podría abrir nuevas oportunidades económi-
cas en Colima, como el turismo ecológico y proyectos
de investigación en energías renovables. Estos secto-
res pueden contribuir al desarrollo económico local,
creando empleos y mejorando la calidad de vida.

Con el conocimiento adquirido sobre la gestión am-
biental y las energías renovables, Colima estaría mejor
preparado para enfrentar los desafíos del cambio cli-
mático. Los futuros líderes navales podrían implemen-
tar estrategias de adaptación y mitigación, protegiendo
tanto a las comunidades costeras como a los recursos
naturales del estado.

La reforma de la Ley de Educación Naval podría fo-
mentar la colaboración entre diferentes instituciones,
como universidades, organizaciones no gubernamen-
tales y gobiernos locales. Esto facilitaría el intercam-
bio de conocimientos y recursos, creando un enfoque

integral para abordar los problemas ambientales en
Colima.

La presente iniciativa a la Ley de Educación Naval in-
corpora el cuidado del medio ambiente que ha impul-
sado la gobernadora, Indira Vizcaíno, y el uso de ener-
gías renovables beneficiaría enormemente a Colima.
No solo contribuiría a la formación de líderes compro-
metidos y capacitados, sino que también ayudaría a
proteger los valiosos recursos naturales del estado,
promover el desarrollo sostenible y fortalecer la resi-
liencia frente a los desafíos ambientales. La educación
es la base sobre la cual se pueden construir un futuro
más sostenible y próspero para Colima y sus habitan-
tes.

Planteamiento del problema

En las últimas décadas, la preocupación por el medio
ambiente ha cobrado una relevancia creciente a escala
mundial. En México, un país rico en biodiversidad y
recursos naturales, la educación ambiental y la promo-
ción de energías renovables se han vuelto imperativas.
A medida que el cambio climático avanza y la degra-
dación de los ecosistemas se intensifica, la necesidad
de educar a la población sobre la importancia del cui-
dado del medio ambiente y el uso sostenible de los re-
cursos se convierte en una tarea urgente.

México enfrenta serios problemas ambientales que
amenazan su riqueza natural y la calidad de vida de sus
habitantes. La deforestación, la contaminación del aire
y del agua, los incendios, la pérdida de biodiversidad y
la creciente escasez de recursos hídricos son solo algu-
nos de los desafíos más apremiantes. Según el Progra-
ma de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente, el
país es uno de los más vulnerables a los efectos del cam-
bio climático, lo que implica que el aumento de tempe-
raturas y la irregularidad de las precipitaciones afecta-
rán gravemente su agricultura y recursos hídricos.

La educación es una herramienta fundamental para en-
frentar estas crisis. Al integrar la educación ambiental
en los currículos escolares, desde la educación básica
hasta la educación superior, se puede cultivar una con-
ciencia ecológica en las nuevas generaciones. Esto no
solo promueve un respeto hacia el entorno natural, si-
no que también prepara a los ciudadanos para tomar
decisiones informadas que favorezcan la sostenibili-
dad.
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Además del cuidado del ambiente, es esencial fomen-
tar el uso de energías renovables en México. El país
tiene un gran potencial en recursos renovables, como
la energía solar, eólica y geotérmica. Sin embargo, la
dependencia de combustibles fósiles continúa siendo
un obstáculo significativo para el desarrollo sosteni-
ble.

La educación sobre energías renovables permite a la
población comprender no solo los beneficios econó-
micos y ambientales de estas fuentes de energía, sino
también su viabilidad técnica y su importancia para la
independencia energética.

A medida que los estudiantes aprenden sobre tecnolo-
gías limpias, pueden convertirse en agentes de cambio
en sus comunidades, impulsando la adopción de ener-
gías renovables y contribuyendo a la reducción de la
huella de carbono del país.

La educación para el desarrollo sostenible debe ser un
eje transversal en todos los niveles educativos. Imple-
mentar programas que incluyan prácticas de reciclaje,
conservación del agua y uso responsable de la energía,
así como la promoción de proyectos comunitarios en-
focados en la sostenibilidad, puede generar un impac-
to positivo y duradero. Además, la colaboración entre
instituciones educativas, gobiernos y organizaciones
no gubernamentales puede potenciar estos esfuerzos,
creando redes de apoyo y conocimiento.

La participación de la comunidad en la educación am-
biental también es crucial. Talleres, campañas de sen-
sibilización y proyectos de restauración ecológica pue-
den involucrar a la población en acciones concretas,
fomentando un sentido de pertenencia y responsabili-
dad hacia el entorno.

La educación sobre el cuidado del ambiente y el uso
de energías renovables en México es más que una ne-
cesidad; es un imperativo moral y estratégico. Frente a
la crisis ambiental que amenaza no solo la biodiversi-
dad, sino también la vida humana, educar a las nuevas
generaciones se convierte en la clave para construir un
futuro sostenible. Al integrar estos temas en la educa-
ción, no solo se promueve una mayor conciencia y res-
ponsabilidad ambiental, sino que también se sientan
las bases para un México más resiliente, justo y soste-
nible. La inversión en educación ambiental es, sin du-
da, una inversión en el futuro del país y del planeta.

Me permito citar la página de la Universidad Naval, que
como ejemplo en la carrera de la Carrera de Ingeniería
en Hidrografía, el o la estudiante será capaz de planear,
organizar, integrar, dirigir y controlar la elaboración y
actualización del acervo informativo oficial vigente
(cartas náuticas, portulanos, y data hidrográfica); así co-
mo resolver con liderazgo y responsabilidad las situa-
ciones tácticas y operativas en la salvaguarda y defensa
del territorio nacional en la costa, territorio insular y
cuerpos de agua continentales, desempeñándose inte-
gralmente como jefe de brigada de levantamientos hi-
drográficos o comandante de Unidad de Infantería de
Marina, aplicando el trabajo en equipo en las unidades
y establecimientos de la Secretaria de Marina-Armada
de México (https://www.uninav.edu.mx/uninav-se-
mar/orientaton/carreras/infante.html). Sirviendo como
ejemplo, como una formación escolarizada del cuidado,
prevención del medio ambiente y de los recursos natu-
rales, fomentando el conocimiento y el uso de las ener-
gías renovables sin lugar a duda son parte complemen-
taria en todas las carreras que esta gran universidad
desempeña y que serán de gran utilidad no solo a sus
egresados, sino con dicho conocimientos serán de gran
utilidad en el beneficio del país.

Propuesta legislativa

Para ello se elabora un cuadro comparativo del texto
vigente y el propuesto:

Ley de Educación Naval
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Por todo lo expuesto y fundado me permito proponer
el siguiente

Decreto

Único. Se reforma el artículo 10, fracción III, de la
Ley de Educación Naval, para quedar como sigue:

Artículo 10. Los objetivos del sistema educativo son

I. y II. …

III. Preparar profesionistas competitivos con una
formación naval, científica, tecnológica, incluyente,
humanista, de calidad ciudadana, intercultural, con
enfoque de derechos humanos, perspectiva de géne-
ro y del cuidado al medio ambiente y la preser-
vación de los recursos naturales, impulsando el
conocimiento y uso de las energías renovables.

IV. a VII. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 5 de noviembre de 2024.

Diputado Leoncio Alfonso Morán Sánchez (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 1O. Y 2O. DE LA LEY DE

CONTRIBUCIÓN DE MEJORAS POR OBRAS PÚBLICAS FE-
DERALES DE INFRAESTRUCTURA HIDRÁULICA, A CARGO

DEL DIPUTADO LEONCIO ALFONSO MORÁN SÁNCHEZ,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El suscrito, Leoncio Alfonso Morán Sánchez, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, frac-
ción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta soberanía la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto, por el que se
reforman los artículos 1o., párrafo segundo; y 2o., pá-
rrafo primero, de la Ley de Contribución de Mejoras
por Obras Públicas Federales de Infraestructura Hi-
dráulica, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Incorporar energías renovables en la Ley de Contribu-
ción de Mejoras por Obras Públicas Federales de In-
fraestructura Hidráulica podría ofrecer múltiples bene-
ficios para el pueblo, me permito citar lo publicado en
el portal de internet del Gobierno Federal “Beneficios
de usar energías renovables; con las energías limpias
¡todos ganamos!” De la Secretaría de Medio Ambien-
te y Recursos Naturales, publicado el 25 de septiembre
de 2018 (https://www.gob.mx/semarnat/articulos/be-
neficios-de-usar-energias-renovables-172766). Con
referencia al simple hecho de los beneficios que se
pueden obtener en el momento de realizar una transi-
ción a energías renovables.

Ventajas ambientales

• La principal ventaja es la prácticamente nula emi-
sión de gases de efecto invernadero y otros conta-
minantes que contribuyen al cambio climático.

• Ayudan a disminuir enfermedades relacionadas
con la contaminación.

• No necesitan grandes cantidades de agua para su
funcionamiento.

• Reducen la necesidad de industrias extractivas en
la medida que se evita el uso de combustibles fósi-
les.
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• No crean problemas de basura difíciles de resol-
ver, como la eliminación de residuos nucleares o es-
corias.

• Pueden reducir la necesidad de proyectos hidroe-
léctricos de gran escala con los consecuentes efec-
tos de inundación y erosión.

Ventajas económicas

• Reducción de las tarifas en los servicios de luz,
agua y gas.

• Generación de empleos directos (trabajadores de
la construcción, desarrolladores, fabricantes de
equipo, diseñadores, instaladores, financieros).

• Generación de empleos indirectos (en la agricul-
tura, al expandir los sistemas de riego, en la gana-
dería y avicultura, con la instalación de establos
electrificados, en el comercio y los servicios).

• Para los ayuntamientos, la reducción del costo de
los servicios municipales de energía eléctrica
(alumbrado público, bombeo de agua y edificios
públicos).

Ventajas sociales

• La posibilidad de llevar energía eléctrica a comu-
nidades remotas, y en la promoción del desarrollo
de dichas comunidades.

Para la presente iniciativa en la materia para renovar la
Ley de Contribución de Mejoras por Obras Públicas
Federales de Infraestructura Hidráulica, representará a
futuro una decisión de gran relevancia en beneficio de
proveer al pueblo mejores servicios al menor precio
posible, ya que con los cambios que se proponen, se
obtendrían beneficios inmediatos y en un futuro cerca-
no para nuestras familias y generaciones venideras,
que beneficiará así la dependencia de combustibles fó-
siles, promoviendo un uso más sostenible de los recur-
sos hídricos.

La implantación de tecnologías renovables, como la
energía solar o eólica en el proceso de tratamiento y
distribución de agua, podría disminuir los costos ope-
rativos a largo plazo.

Al mejorar la infraestructura hidráulica con fuentes de
energía renovable, se podría garantizar un acceso más
confiable y constante al agua potable, beneficiando a
comunidades vulnerables.

La construcción y mantenimiento de instalaciones de
energía renovable crearían empleos en las comunida-
des, impulsando la economía local.

Al integrar energías renovables, se fortalecería la in-
fraestructura para enfrentar eventos climáticos extre-
mos, protegiendo los recursos hídricos y asegurando
su disponibilidad.

Promover el uso de energías renovables puede fomen-
tar una cultura de sostenibilidad y educación ambien-
tal entre la población.

La implantación de estas reformas podría incluir a las
comunidades en la toma de decisiones, aumentando la
transparencia y la rendición de cuentas.

En suma, esta reforma mejoraría la calidad de vida de
la población, impulsando el desarrollo sostenible.

Beneficios para Colima

El pasado 16 de septiembre, la gobernadora, Indira
Vizcaíno Silva, sostuvo una reunión con el titular de la
Comisión Nacional del Agua en la administración de
la presidenta Claudia Sheinbaum Pardo, ambas cola-
borando desde la estrategia de la prosperidad compar-
tida, donde se presentaron diversos proyectos de in-
fraestructura hidroagrícola con el fin de que sean
integrados al Plan de Inversión de Conagua para el pe-
riodo 2024-2030.

Colima podría beneficiarse significativamente de esta
reforma ya que incorporar energías renovables en la
Ley de Contribución de Mejoras por Obras Públicas
Federales de Infraestructura Hidráulica mediante un
acceso mejorado al agua mediante la implementación
de energías renovables en sistemas de bombeo y trata-
miento de agua podría asegurar un suministro más
confiable y accesible para las comunidades, especial-
mente en áreas rurales.

La utilización de fuentes renovables, como la ener-
gía solar, podría reducir los costos de operación de
las plantas de tratamiento de agua, permitiendo que
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más recursos se destinen a otras necesidades comu-
nitarias.

La instalación de infraestructura para energías renova-
bles generaría empleos locales durante la construcción
y mantenimiento, impulsando la economía regional.

Dada la vulnerabilidad de Colima a eventos climáti-
cos, integrar energías renovables en la infraestructura
hidráulica ayudaría a mejorar la resiliencia ante se-
quías e inundaciones, asegurando un manejo más efi-
ciente del agua.

La reforma podría promover programas educativos so-
bre sostenibilidad y uso eficiente del agua, fomentan-
do una cultura de conservación en la población.

Involucrar a las comunidades en la planificación y eje-
cución de proyectos de infraestructura puede fortale-
cer el tejido social y fomentar la participación cívica.

Colima podría experimentar un impacto positivo a ni-
vel social, económico y ambiental al incorporar ener-
gías renovables en la ley de contribución de mejoras,
beneficiando a la población de manera integral.

Planteamiento del problema

No utilizar energías renovables en la Ley de Contribu-
ción de Mejoras por Obras Públicas Federales de In-
fraestructura Hidráulica presenta varios problemas:

Pues aumenta la vulnerabilidad a las fluctuaciones del
mercado energético y los precios del petróleo.

De no contar con innovación y mirar hacia el futuro
los costos operativos a largo plazo pueden ser más al-
tos, que, sin energías renovables, ya que el uso de
combustibles fósiles implica gastos constantes en
combustible y mantenimiento.

La generación de energía a partir de fuentes no reno-
vables contribuye a la contaminación del aire y al
cambio climático, afectando la calidad del agua y el
ecosistema local. La sobreexplotación de recursos no
renovables puede llevar a una mayor escasez de agua
en el futuro, dificultando el acceso a este recurso vital.

Las comunidades pueden enfrentarse a cortes de ener-
gía y falta de suministro estable, lo que afecta el trata-

miento y distribución del agua, como ha sucedido últi-
mamente en diferentes estados de la república.

No incorporar tecnologías renovables limita las opor-
tunidades para innovar en el sector energético y en la
gestión del agua, retrasando el desarrollo de solucio-
nes sostenibles.

Las comunidades más vulnerables pueden ser las más
afectadas por la falta de acceso a servicios de agua
confiables y sostenibles, exacerbando las desigualda-
des existentes.

Ignorar las energías renovables significa perder la
oportunidad de generar empleo y desarrollo económi-
co local a través de la construcción y mantenimiento
de infraestructura sostenible.

No reformar la presente legislación y no actualizarla y
adecuarla a la nueva realidad que se traduce en utilizar
energías renovables puede resultar en un sistema hi-
dráulico menos eficiente, más costoso y perjudicial
para el medio ambiente y la sociedad.

Propuesta legislativa

Para ello se elabora un cuadro comparativo del texto
vigente y el propuesto:

Ley de Contribución de Mejoras por Obras Públi-
cas Federales de Infraestructura Hidráulica
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Por todo lo expuesto y fundado me permito proponer
el siguiente

Decreto

Único. Se reforman los artículos 1o., párrafo segun-
do; y 2o., párrafo primero, de la Ley de Contribución
de Mejoras por Obras Públicas Federales de Infraes-
tructura Hidráulica, para quedar como sigue:

Artículo 1. …

Las obras públicas a que se refiere esta Ley, son las
que permiten usar, aprovechar, explotar, distribuir o
descargar aguas nacionales, sean superficiales o del
subsuelo, así como la reparación, terminación, amplia-
ción y modernización de las mismas, fomentando el
uso de energías renovables.

Artículo 2. Los sujetos obligados al pago de la contri-
bución de mejoras establecidas en esta Ley, son las
personas físicas o morales que se beneficien en forma
directa por las obras públicas federales de infraestruc-
tura hidráulica construidas en los términos del artículo
anterior, para proveer al pueblo de una mejor in-
fraestructura hidráulica que ofrezca mejores servi-
cios al menor precio posible.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 5 de noviembre de 2024.

Diputado Leoncio Alfonso Morán Sánchez (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 7O. BIS DE LA LEY GENERAL

EN MATERIA DE DELITOS ELECTORALES, A CARGO DEL

DIPUTADO FRANCISCO ADRIÁN CASTILLO MORALES, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

Quien suscribe, Francisco Adrián Castillo Morales, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena en la Cá-
mara de Diputados de la LXVI Legislatura, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a consi-
deración de esta asamblea iniciativa con proyecto de
decreto por el que se adiciona el artículo 7 Bis de la
Ley General en materia de Delitos Electorales, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

En el territorio mexicano habitan 68 pueblos indíge-
nas, cada uno hablante de una lengua originaria pro-
pia, las cuales se organizan en 11 familias lingüísticas
y se derivan en 364 variantes dialectales, el Instituto
Nacional de Estadística y Geografía INEGI, 25.7 mi-
llones de personas, es decir el 21.5 por ciento de la po-
blación, se manifiesta como indígena, y los12 millones
de habitantes es decir el 10.1 por ciento de la pobla-
ción mencionan vivir en hogares indígenas, el 6.5 por
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ciento de la población nacional se encuentra registrada
como hablante de una lengua indígena, representando
al 7.4 millones de personas.

Aún se continúan las comunidades originarias vulne-
rables en el tema de desigualdad, según un acuerdo
con el Consejo Nacional de Evaluación de la Política
de Desarrollo Social, 69.5 por ciento de la población
indígena, 8.4 millones de personas, experimenta situa-
ción de pobreza; y 27.9 (3.4 millones de personas), de
pobreza extrema. De los hablantes de alguna lengua
indígena, 43 por ciento no concluyó la educación pri-
maria, mientras que 55.2 desempeña trabajos manua-
les de baja calificación.

Los pueblos indígenas enfrentan problemas sustancia-
les de discriminación en el ejercicio de sus derechos,
una prioridad es combatir la exclusión generalizada de
los pueblos indígenas a través de políticas públicas,
hay programas que atienden exclusivamente a los ha-
bitantes de comunidades indígenas esencial atender las
omisiones que obstaculizan la interacción entre comu-
nidades indígenas y dependencias de gobierno.

La ubicación física de las dependencias de gobierno
tiende a estar alejada de las zonas rurales, donde la
mayor parte de las personas indígenas se concentra.
Así, que acudir a alguna instancia gubernamental re-
presenta importantes costos de transporte y tiempo.

En materia democrática mexicana se ha visto que aún
existe susceptibilidad en cometerse conductas ilícitas,
con ello en una población indígena en ser vulnerable y
que exista la vinculación al derecho penal, para garan-
tizar la sanción y al bien jurídico de proteger el voto.

En el artículo 2o., Apartado A, fracción III, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se
establece que es un derecho de los pueblos y comuni-
dades indígenas:

… Elegir de acuerdo con sus sistemas normativos a
las autoridades o representantes para el ejercicio de
sus formas propias de gobierno interno, garantizan-
do que las mujeres y los hombres indígenas disfru-
tarán y ejercerán su derecho de votar y ser votados
en condiciones de igualdad; así como a acceder y
desempeñar los cargos públicos y de elección popu-
lar para los que hayan sido electos o designados, en
un marco que respete el pacto federal, la soberanía

de los Estados y la autonomía de la Ciudad de Mé-
xico. En ningún caso, sus sistemas normativos limi-
tarán los derechos político-electorales de los y las
ciudadanas en la elección de sus autoridades muni-
cipales…

Por lo tanto, en materia electoral es necesario regular el
marco jurídico cuando se encuentren involucrados co-
mo sujetos pasivos a los pueblos indígenas y afromexi-
canos, derivado que siguen existiendo conductas ilíci-
tas por su descornamiento, desigualdad o ignorancia.

Ley General en materia de Delitos Electorales

Por lo expuesto someto a la consideración de esta so-
beranía, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona el artículo 7 Bis de la
Ley General en materia de Delitos Electorales

Único. Se adiciona el párrafo segundo del artículo 7
Bis de la Ley General en materia de Delitos Electora-
les, para quedar como sigue:

Artículo 7 Bis. Se impondrá de trescientos a seiscien-
tos días multa y prisión de cuatro a nueve años a quien,
utilizando bienes, fondos, servicios o beneficios rela-
cionados con programas sociales, ejerza cualquier tipo
de presión sobre el electorado para votar o abstenerse
de votar por una o un candidato, partido político o co-
alición, o bien para participar o abstenerse de partici-
par en eventos proselitistas, o para votar o abstenerse
de votar por alguna opción durante el procedimiento
de consulta popular.
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Cuando se trate de la intimidación, manipulación o
se ejerza presión, para los pueblos indígenas y afro-
mexicanos aumentara la multa al doble menciona-
da en el párrafo anterior y prisión de cinco a diez
años de prisión.

Transitorios

Primero. Este decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se
opongan al presente decreto.

Notas

1 “Numeralia indígena 2015”, en Indicadores Socioeconómicos de

los Pueblos Indígenas de México, 2015”, CDI, México, 2015, en

https://www. mx/inpi/articulos/indicadores-socioeconomicos-de-

los-pueblos-indige- nas-de-mexico-2015-116128

2 “Medición de pobreza 2018. Población según pertenencia étni-

ca”, Coneval, México, 2018, disponible en

https://www.coneval.org.mx/Evaluacion/Publishin-lgImages/Po-

breza_2018/POBLACION_PERTENENCIA_ETINICA.jpg

3 “Por mi raza hablará la desigualdad. Efectos de las característi-

cas étnico-raciales en la desigualdad de oportunidades en México”,

Oxfam, 2018, disponible en

https://www.oxfammexico.org/sites/default/files/Por%20mi%20ra

za%20hablara%20la%20desigualdad_0.pdf

4 chrome-extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/

5 https://www.conapred.org.mx/wp-content/uploads/2

6 https://www.iwgia.org/es/mexico/3745-mi-2020-mexico.html

Palacio Legislativo de San Lázaro.- 
Ciudad de México, a 5 de noviembre de 2024.

Diputado Francisco Adrián Castillo Morales (rúbrica)

QUE EXPIDE LA LEY DE PROMOCIÓN Y FOMENTO A LA

MOVILIDAD ELÉCTRICA O ELECTROMOVILIDAD, A CARGO

DE LA DIPUTADA ALMA MONSERRAT CÓRDOBA NAVA-
RRETE, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, Alma Monserrat Córdoba Navarrete, inte-
grante de la LXVI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión, con fundamento en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta asamblea iniciativa con
proyecto de decreto por el que se expide la Ley de
Promoción y Fomento a la Movilidad Eléctrica o Elec-
tromovilidad, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. Antecedentes

1. De acuerdo con la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, capítulo sex-
to, sección primera, artículo 39, párrafo 2, “la Cámara
de Diputados contará con las comisiones ordinarias y
especiales que requiera para el cumplimiento de sus
funciones”.1

2. Durante la LXV Legislatura de acuerdo con la ne-
cesidad de atender los temas neurálgicos de nuestro
país, la Cámara de Diputados con base en las faculta-
des que su marco jurídico le confiere; mediante la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, a cargo de los diputados
coordinadores de diversos grupos parlamentarios,2 pu-
blicado en la Gaceta Parlamentaria año XXIV, núme-
ro 5871, el jueves 23 de septiembre de 2021; y el de-
creto por el que se reforma el artículo 39 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos,3 publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 6 de octubre de 2021, dando paso a la mo-
dificación de la denominación de cuatro comisiones y
a la creación de cinco, entre ellas la de Movilidad.

3. El 21 de octubre de 2021 se instaló el pleno de la
Comisión de Movilidad, presidida por el diputado Sa-
lomón Chertorivski Woldenberg, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano, y donde se integró
como secretaria la diputada Alma Delia Navarrete Ri-
vera del Grupo Parlamentario Morena.
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4. Dentro de los asuntos turnados a la Comisión de
Movilidad, destaca la minuta con proyecto de Decreto
por el que se expide la Ley General de Movilidad y Se-
guridad Vial, recibida el 1 de febrero de 2022 para
posteriormente ser aprobada en el pleno de la Cámara
de Diputados el 29 de marzo de 2022 y publicada pa-
ra su entrada en vigor el 17 de mayo de 2022 en el Dia-
rio Oficial de la Federación.4

5. La Ley General de Movilidad y Seguridad Vial
menciona en los artículos relacionados con la sosteni-
bilidad:

Artículo 16. Las autoridades, en sus ámbitos de
competencia, deberán satisfacer los requerimientos
de movilidad procurando los menores impactos ne-
gativos en la calidad de vida de las personas, en la
sociedad y en el medio ambiente, (…) futuras gene-
raciones.

Artículo 17. Las políticas en materia de movilidad
deberán fomentar la resiliencia de las personas, de
la sociedad y del sistema de movilidad, frente a los
efectos negativos del cambio climático. Asimismo,
las autoridades competentes aplicarán medidas para
controlar y reducir los efectos negativos en la so-
ciedad y en el medio ambiente, derivados de las ac-
tividades de transporte, en particular, la congestión
vehicular, la contaminación del aire, la emisión de
gases de efecto invernadero, entre otras.

Artículo 18. Las políticas en materia de movilidad
que se determinen por las autoridades de los tres ór-
denes de gobierno, promoverán e incentivarán la
gradual adopción de las innovaciones tecnológicas
en los sistemas aplicados al transporte, vehículos,
combustibles, fuentes de energía e infraestructura.4

5. En el plan de trabajo de la comisión se aprobó la re-
alización del foro Electromovilidad en México, por un

futuro sustentable, con el objetivo de conocer y dar a
conocer los retos a los que se enfrenta nuestro país en
esta materia, así como sentar las bases legislativas que
impulsen una política pública específica; con la parti-
cipación de autoridades, investigadores y expertos en
la materia, la diputada Alma Delia Navarrete Rivera
manifestó: “Creo que tenemos que poner énfasis en
que este tema esté regulado y normado, además de es-
timular a los negocios y al ambiente”,5 haciendo pa-
tente su interés por este tema.

6. El pasado 10 de abril de 2024, la Diputada Alma
Delia Navarrete Rivera presentó para el inicio de su
proceso legislativo, la iniciativa con proyecto de de-
creto que expide la Ley de Fomento a la Electromovi-
lidad; publicada en la Gaceta Parlamentaria número
6505-II-1, del martes 16 de abril de 2024, con número
de expediente 8229. Fue turnada (80)6 a las Comisio-
nes Unidas de Movilidad, y de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, con opinión de la Comisión de Pre-
supuesto y Cuenta Pública, de acuerdo con la
comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva
de la Cámara de Diputados, publicada en la Gaceta
Parlamentaria, año XXVII, número 6515-X, del mar-
tes 30 de abril de 2024.7

7. Con la conclusión de la LXV Legislatura y al no ser
dictaminada la iniciativa en comento , con base en el
Artículo 184, numeral 2, y el transitorio segundo del
Reglamento de la Cámara de Diputados, la iniciativa
se tiene por desechada, procediendo a su archivo como
asunto total y definitivamente concluido.

Por todo lo anteriormente expuesto, no sin antes dar el
crédito correspondiente como proponente inicial de
esta iniciativa a la Diputada Federal de la LXV Legis-
latura Alma Delia Navarrete Rivera, hoy, me permito
retomar esta iniciativa con las correspondientes actua-
lizaciones, con el fin de continuar con la encomienda
de la creación de las leyes que propicien alcanzar
nuestros objetivos en Materia de Movilidad y Sosteni-
bilidad, además del avance hacia el cumplimiento de
los compromisos pactados nacional e internacional-
mente para una mejor calidad de vida de las genera-
ciones presentes y futuras.

II. Introducción

El incremento de gases como el CO2, CH4 y N2O,
vinculados con el avance de las actividades humanas,
como la industria, la deforestación y principalmente la
quema de combustibles fósiles, ha llevado a un au-
mento de la retención de calor en la Tierra. Este fenó-
meno, conocido como calentamiento global y cambio

climático, se manifiesta en alteraciones climáticas se-
veras como sequías, problemas en la producción de
alimentos, incendios, inundaciones, heladas y lluvias
intensas en periodos atípicos.

Si no se altera la tendencia de emisión de gases de
efecto invernadero (GEI) de los últimos 150 años, el
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declive en la calidad de vida en nuestro planeta, pro-
vocado por el incremento de estos gases en la atmós-
fera, podría volverse irreversible. 

En este contexto, resulta crucial identificar las princi-
pales fuentes de emisión de GEI tanto a nivel global
como local, para implementar estrategias de mitiga-
ción que reduzcan dichas emisiones, ya sea a través de
esfuerzos individuales, comunitarios, regionales, na-
cionales, y tanto del sector público como del privado.

Las acciones para mitigar estas emisiones a gran esca-
la suelen ser promovidas y ejecutadas por gobiernos e
industrias. Sin embargo, existen numerosas iniciativas
que pueden ser adoptadas a nivel individual o en pe-
queños grupos, frecuentemente mediante la adopción
de tecnologías menos contaminantes y más respetuo-
sas con el ambiente.

Las principales áreas donde se ha logrado una reduc-
ción significativa de emisiones mediante tecnologías
innovadoras incluyen la iluminación de edificaciones,
la transición a medios de transporte terrestre más lim-
pios, el uso de energías renovables, la mejora en la efi-
ciencia energética de aparatos existentes y cambios en
las prácticas de gestión y en el comportamiento de los
consumidores.

Según el Banco Mundial, el transporte contribuye con
el 20 por ciento de las emisiones globales de GEI. Da-
do el crecimiento económico global, se estima un au-
mento de hasta 60 por ciento en estas emisiones, mien-
tras que la ONU anticipa que el número de vehículos
se duplicará para 2050. Esto subraya la urgencia de re-
ducir las emisiones de GEI en este sector para mitigar
su impacto en el clima.

La adopción de vehículos que incluyen componentes
de impulso electrificado representa un avance crucial
para disminuir la emisión de gases de efecto inverna-
dero (GEI) en el sector del transporte. Durante las úl-
timas dos décadas, estos vehículos han visto significa-
tivas mejoras tecnológicas, lo que ha llevado a una
reducción en sus costos y en su impacto ambiental. A
pesar de que la industria automovilística ha hecho im-
portantes avances en el desarrollo de nuevas tecnolo-
gías, para alcanzar una mejora sustancial en la produc-
tividad y fomentar un entorno más sostenible desde el
punto de vista ambiental y climático, será indispensa-
ble incrementar la comercialización, financiación, in-

novación y, fundamentalmente, la implementación y el
monitoreo de políticas públicas orientadas hacia la
movilidad eléctrica o electromovilidad, según indica
el Programa de las Naciones Unidas para el Medio
Ambiente (2018).

El Acuerdo de París, suscrito por México en 2015, es-
tablece el compromiso de los países participantes para
descarbonizar sus economías y limitar el aumento de
la temperatura global bien por debajo de 2 grados Cel-
sius, aspirando a no superar 1.5 grados en relación con
los niveles preindustriales.

Para cumplir este compromiso, cada nación ha pro-
puesto sus propias Contribuciones Determinadas a ni-
vel Nacional con el objetivo de disminuir sus emisio-
nes de gases de efecto invernadero (GEI). En su NDC
inicial de 2015, México se propuso reducir sus emi-
siones de GEI en 22 por ciento para 2030, meta que
podría incrementarse hasta el 36% con el debido apo-
yo y financiamiento internacional. Estos objetivos se
integraron en la modificación de la Ley General de
Cambio Climático. Además, la Ley de Transición
Energética, promulgada el mismo año, fija el objetivo
de que para 2024, al menos 35 por ciento de la energía
eléctrica generada en México provenga de fuentes lim-
pias.

En la cumbre climática Cop 27 de 2022, México ac-
tualizó su compromiso, elevando su meta de reducción
de emisiones de GEI a 30 por ciento para 2030, mejo-
rando su objetivo previo, de 22. Con el apoyo y finan-
ciamiento adecuados a escala internacional, esta meta
podría aumentarse hasta 40 por ciento, según informó
la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales.

Para alcanzar estos ambiciosos objetivos, es crucial
analizar y atender las emisiones de los sectores que
más contribuyen al total de GEI en México, país que
se sitúa en el duodécimo lugar mundial en términos de
emisiones. Los sectores más contaminantes incluyen
el transporte, la generación de electricidad y la agri-
cultura. Esto subraya la necesidad de implementar so-
luciones efectivas para reducir las emisiones, especial-
mente en el sector del transporte.

III. Justificación

La presente propuesta y eventual aprobación de la Ley
de Promoción y Fomento a la movilidad eléctrica o
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electromovilidad se basa en varios aspectos funda-
mentales que se interrelacionan y refuerzan mutua-
mente. En primer lugar, la necesidad de combatir el
cambio climático y reducir la contaminación atmosfé-
rica es evidente, especialmente considerando los com-
promisos adquiridos por México en el Acuerdo de Pa-
rís y las metas establecidas en la Cop 27. Por lo que la
movilidad eléctrica o electromovilidad surge como
una solución efectiva para disminuir las emisiones de
gases de efecto invernadero y mejorar la calidad del
aire en las ciudades, lo cual impacta positivamente en
la salud pública.

La creación de una legislación específica para la mo-
vilidad eléctrica o electromovilidad en México se sus-
tenta en el compromiso del país de asegurar el derecho
a un ambiente saludable, tal como lo dicta el artículo
4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. Este compromiso se refleja en varias leyes
federales, incluidas la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente (LGEEPA), la Ley
General de Cambio Climático (LGCC), y la Ley de
Transición Energética (LTE). Estas normativas fomen-
tan el uso de tecnologías sustentables y buscan dismi-
nuir las emisiones nocivas. Específicamente, la LGE-
EPA y la LGCC contienen normas para la
conservación ambiental, así como para la prevención y
gestión de la contaminación del aire, incentivando el
uso de tecnologías y combustibles menos contaminan-
tes. La LTE, por otro lado, se enfoca en diversificar las
fuentes de energía, fomentar el uso de energías reno-
vables y mejorar la eficiencia energética en varios ám-
bitos, incluyendo el transporte. En este marco, la mo-
vilidad eléctrica o electromovilidad emerge como una
iniciativa crucial para minimizar el impacto ambiental
del sector de transporte, contribuyendo de esta manera
al logro de un desarrollo sostenible y al cumplimiento
de los objetivos internacionales de México en su com-
bate contra el cambio climático.

Por otro lado, la transición hacia la movilidad eléctri-
ca o electromovilidad representa una oportunidad úni-
ca para impulsar el crecimiento económico y la com-
petitividad de México en el mercado global de
vehículos electrificados. La Ley de Promoción y Fo-
mento a la movilidad eléctrica o Electromovilidad in-
centivará la inversión en el sector, generando empleo
y fortaleciendo la cadena de suministro nacional. Al
mismo tiempo, la adopción de vehículos electrificados
contribuirá a reducir la dependencia de las importacio-

nes de combustibles fósiles y promoverá el uso de
energías renovables, disminuyendo la vulnerabilidad
económica del país ante fluctuaciones en los precios
internacionales del petróleo.

Además, esta ley tendrá un papel crucial en la estimu-
lación de la innovación tecnológica y la formación de
capital humano en el ámbito de la movilidad eléctrica
o electromovilidad. La creación de incentivos y pro-
gramas de apoyo fomentará la investigación y des-
arrollo de nuevas tecnologías, así como la capacita-
ción y especialización de técnicos y profesionales.

La equidad y accesibilidad en el transporte también se
verán beneficiadas por la Ley de Promoción y Fomen-
to a la movilidad eléctrica o Electromovilidad. Los ve-
hículos electrificados ofrecen costos de operación y
mantenimiento más bajos en comparación con los ve-
hículos de combustión interna, lo que facilita su acce-
so a diferentes segmentos de la población, incluyendo
comunidades rurales y áreas urbanas marginadas. La
promoción del transporte público electrificado mejora-
rá la movilidad urbana y contribuirá a reducir las bre-
chas socioeconómicas.

Finalmente, es fundamental contar con un marco re-
gulatorio integral que promueva y apoye la adopción
de la movilidad eléctrica o electromovilidad a nivel
nacional. La Ley de Promoción y Fomento a la Mo-
vilidad Eléctrica o Electromovilidad permitirá la arti-
culación de políticas y programas en los ámbitos fe-
deral, estatal y municipal, asegurando una
implementación efectiva y coordinada en todo el te-
rritorio nacional. Además, establecerá estándares téc-
nicos y de seguridad para la producción, importación,
comercialización y uso de vehículos electrificados y
su infraestructura de carga. En resumen, la Ley de
Promoción y Fomento a Movilidad Eléctrica o Elec-
tromovilidad es una herramienta esencial para en-
frentar los desafíos ambientales, económicos y socia-
les, en aras de garantizar un futuro más sostenible y
próspero para México.

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de
esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se expide la Ley de Promoción y
Fomento a la Movilidad Eléctrica o Electromovili-
dad
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Único. Se expide la Ley de Promoción y Fomento a la
Movilidad Eléctrica o Electromovilidad, para quedar
como sigue:

Ley de Promoción y Fomento a la Movilidad Eléc-
trica o Electromovilidad

Título Primero
Disposiciones Generales

Capítulo Único

Artículo 1. La presente ley es de orden público e inte-
rés general. Es reglamentaria del artículo 25 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos. Tiene por objeto impulsar, fomentar, promover y
difundir el desarrollo y adopción de tecnologías de
movilidad automotriz bajas en emisiones contaminan-
tes provenientes de combustibles fósiles, con el fin de
coadyuvar en materia de protección al ambiente y des-
arrollo sustentable, manteniendo la competitividad de
los sectores productivos, en concordancia con la Ley
General de Cambio Climático, la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, la
Ley de Transición Energética, la Ley de Planeación, y
demás ordenamientos legales aplicables.

Artículo 2. Para los efectos de la presente ley se en-
tenderá por

• Movilidad eléctrica o electromovilidad: Al uso de
vehículos híbridos eléctricos, híbridos eléctricos
conectables, eléctricos de batería y de celda de
combustible.

• Infraestructura de carga: Instalaciones y equipos
destinados a la carga de baterías de vehículos eléc-
tricos, híbridos eléctricos conectables o de celda de
hidrógeno.

• Operador de infraestructura de carga: Persona fí-
sica o moral que instala, opera y mantiene infraes-
tructura de carga.

• Vehículo de celda de combustible: vehículo eléc-
trico propulsado únicamente por un motor eléctrico
donde la energía para el motor es suministrada por
una celda electroquímica que produce electricidad a
través de la reacción de no combustión de un com-
bustible consumible, típicamente hidrógeno.

• Vehículo eléctrico: vehículo automotor cuyo fun-
cionamiento o propulsión es 100 por ciento de mo-
do eléctrico y genera cero emisiones por combus-
tión durante su operación.

• Vehículo híbrido eléctrico: vehículo automotor
con dos o más sistemas que proporcionan energía,
los cuales le proveen propulsión ya sea en conjunto
o en forma independiente. Si cuenta con sistema de
almacenamiento eléctrico, éste no se recarga a tra-
vés de una conexión externa.

• Vehículo híbrido eléctrico conectable: vehículo
automotor con dos o más sistemas que proporcio-
nan energía, los cuales le proveen propulsión ya sea
en conjunto o en forma independiente, en donde el
sistema de almacenamiento eléctrico se recarga a
través de una conexión externa.

Título Segundo
Estrategia Nacional de Movilidad 

Eléctrica o Electromovilidad

Capítulo Único

Artículo 3. La estrategia nacional de movilidad eléc-
trica o electromovilidad será establecida por el poder
ejecutivo de la federación y deberá elaborarse en aten-
ción a las disposiciones legales aplicables. Debe con-
tener las bases para la promoción y masificación de la
movilidad eléctrica o electromovilidad, así como las
condiciones regulatorias y la aplicación de los incenti-
vos fiscales, económicos y no económicos, con el ob-
jetivo de reducir las emisiones de gases de efecto in-
vernadero y contribuir a impulsar la transición
energética y la sostenibilidad ambiental. Se regirá por
los siguientes principios rectores:

I. Contribución a la reducción de emisiones de ga-
ses de efecto invernadero y contaminantes atmosfé-
ricos;

II. Promoción de la eficiencia energética y el uso de
energías limpias;

III. Fomento a la investigación, desarrollo, innova-
ción y transferencia tecnológica en movilidad eléc-
trica o electromovilidad;

Gaceta Parlamentaria Martes 5 de noviembre de 202438



IV. Establecimiento de incentivos fiscales, econó-
micos y no económicos para impulsar la adopción
de la movilidad eléctrica o electromovilidad;

V. Integración de la infraestructura de carga con
fuentes de energía renovable;

VI. Cooperación interinstitucional e internacional
en materia de movilidad eléctrica o electromovili-
dad; y

VII. Participación ciudadana y transparencia en el
diseño, implementación y evaluación de políticas
públicas en movilidad eléctrica o electromovilidad.

Artículo 4. Para la implementación de la estrategia na-
cional de movilidad eléctrica o electromovilidad, las
autoridades competentes serán

I. La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales;

II. La Secretaría de Energía;

III. La Secretaría de Infraestructura, Comunicacio-
nes y Transportes;

IV. La Secretaría de Economía;

V. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público; y

VI. Las demás dependencias y entidades de la ad-
ministración pública federal, estatal y municipal, en
el ámbito de sus respectivas competencias.

Artículo 5. La Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, en coordinación con el resto de las
dependencias de la administración pública federal, los
gobiernos de las entidades federativas y municipios,
deberá elaborar y publicar en el Diario Oficial de la
Federación la estrategia nacional de movilidad eléctri-
ca o electromovilidad en un plazo no mayor al primer
año después de cada cambio de gobierno, de confor-
midad con la Ley de Planeación. La estrategia estable-
cerá los objetivos, metas, indicadores y acciones para
impulsar la movilidad eléctrica o electromovilidad en
México.

Título Tercero
Fomento a la Movilidad Eléctrica o 

Electromovilidad

Capítulo I
Incentivos Fiscales y Económicos

Artículo 6. La Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico establecerá en el ámbito de sus atribuciones y
mediante disposiciones de carácter general, los incen-
tivos fiscales aplicables a la adquisición de vehículos
híbridos eléctricos, híbridos eléctricos conectables,
eléctricos de batería y de celdas de combustible, así
como a la instalación y operación de infraestructura de
carga.

Artículo 7. Las autoridades competentes podrán otor-
gar incentivos económicos, en forma de subsidios, fi-
nanciamiento y apoyos, a proyectos y acciones rela-
cionados con la movilidad eléctrica o
electromovilidad, conforme a los criterios y condicio-
nes establecidos en la estrategia nacional de movilidad
eléctrica o electromovilidad y demás disposiciones
aplicables.

Capítulo II
Desarrollo de Infraestructura de Carga

Artículo 8. La Secretaría de Energía, en coordinación
con las demás autoridades competentes, elaborará y
actualizará periódicamente un plan nacional de in-
fraestructura de carga, que establecerá las metas, es-
trategias y acciones para el desarrollo y expansión de
la infraestructura de carga en todo el territorio nacio-
nal, de conformidad con la estrategia nacional de mo-
vilidad eléctrica o electromovilidad.

Las metas establecidas en el plan nacional de infraes-
tructura de carga deberán revisarse cada 5 años con fi-
nalidad de que el consumo de energía eléctrica de la
misma cuente con diversas alternativas y la proporción
de generación de energías limpias vaya en crecimien-
to gradual para alcanzar los niveles establecidos en los
diversos acuerdos suscritos.

La Secretaría de Energía deberá considerar un mayor
impulso a la producción de energías limpias que pue-
dan ser alcanzadas bajo condiciones económicas y del
mercado energético y de manera óptima.
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Artículo 9. La Secretaría de Economía, en coordina-
ción con las demás autoridades competentes, emitirá y
actualizará los estándares técnicos y aplicables a los
vehículos, híbridos eléctricos, híbridos eléctricos co-
nectables, eléctricos de batería y de celda de combus-
tible y a la infraestructura de carga, garantizando la in-
teroperabilidad y seguridad, así como de los vehículos.

Artículo 10. Las autoridades responsables promove-
rán la integración de la infraestructura de carga con
fuentes de energía renovable, disminuyendo así la de-
pendencia de combustibles fósiles y reduciendo las
emisiones de gases de efecto invernadero.

Capítulo III
Investigación, Desarrollo e Innovación

Artículo 11. En colaboración con el Consejo Nacional
de Ciencia y Tecnología, las autoridades mexicanas
impulsarán la investigación y el avance en el ámbito
de la electromovilidad, incluyendo el desarrollo de ba-
terías, sistemas de carga y la mejora en la eficiencia
energética. Esto se logrará mediante la asignación de
fondos, la convocatoria a proyectos y la creación de
alianzas con entidades académicas, de investigación y
del sector privado y público.

Artículo 12. Las entidades gubernamentales mexica-
nas, trabajando en conjunto con instituciones educati-
vas y centros de capacitación, fomentarán la educación
de personal calificado en movilidad eléctrica o elec-
tromovilidad y campos relacionados. Además, promo-
verán la actualización y formación continua de los tra-
bajadores del sector.

Artículo 13. Las autoridades encargadas estimularán
el intercambio de tecnología en el área de la movilidad
eléctrica o electromovilidad, facilitando la coopera-
ción entre universidades, centros de investigación, em-
presas y organizaciones tanto privadas como públicas,
a nivel nacional e internacional.

Artículo 14. Las autoridades mexicanas se compro-
meten a promover el crecimiento y diversificación de
la cadena de producción nacional en materia de movi-
lidad eléctrica o de electromovilidad. Para ello, imple-
mentarán políticas y programas que incentiven la in-
versión, la innovación y la creación de empleo en este
sector.

Artículo 15. En coordinación con instituciones educa-
tivas y de formación técnica, las autoridades en Méxi-
co impulsarán la integración de temáticas de movili-
dad eléctrica o electromovilidad en los currículos y
programas educativos.

Capítulo IV
Cooperación y Participación Internacional

Artículo 16. Las entidades gubernamentales fomenta-
rán la colaboración global en el campo de la movilidad
eléctrica o electromovilidad, participando activamente
en conferencias internacionales, redes y tratados. Ade-
más, llevarán a cabo proyectos en conjunto con otros
países y organizaciones internacionales para fortalecer
este sector.

Artículo 17. Las autoridades se encargarán de difun-
dir prácticas destacadas y casos de éxito en movilidad
eléctrica o electromovilidad, tanto dentro como fuera
del país, con la finalidad de optimizar y enriquecer la
implementación de políticas y estrategias relacionadas
con esta área.

Capítulo V
Movilidad Eléctrica o Electromovilidad 

en el Transporte Público

Artículo 18. Las autoridades competentes, en coordi-
nación con los gobiernos de las entidades federativas y
municipios, fomentarán e incentivarán la transición de
sistemas de transporte público hacia vehículos, híbri-
dos eléctricos, híbridos eléctricos conectables, eléctri-
cos de batería o de celda de combustible mediante la
implementación de políticas, programas y acciones es-
pecíficas.

Artículo 19. La promoción de la movilidad eléctrica o
electromovilidad en el transporte público se llevará a
cabo de manera complementaria e integrada con las
políticas y programas de movilidad sustentable, con el
objetivo de promover el uso de modos de transporte
más sostenibles y menos contaminantes.

Capítulo VI
Monitoreo, Evaluación y Transparencia

Artículo 20. Las instituciones correspondientes crea-
rán y sostendrán sistemas para monitorear y evaluar
los progresos y logros en la adopción de vehículos hí-
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bridos y eléctricos, así como el avance en la infraes-
tructura de carga, empleando indicadores claros y
cuantificables.

Artículo 21. Las entidades responsables asegurarán la
disponibilidad de la información y fomentarán la libe-
ración de datos en formato abierto sobre movilidad
eléctrica o electromovilidad, para apoyar la toma de
decisiones y el análisis de las políticas, programas y
acciones ejecutadas.

Artículo 22. Las autoridades fomentarán el involucra-
miento de la ciudadanía en la creación, aplicación y re-
visión de las políticas, programas y medidas sobre la
movilidad eléctrica o electromovilidad, a través de
consultas públicas y la integración de formas de parti-
cipación ciudadana en los procesos decisorios.

Artículo 23. Las autoridades elaborarán y actualizarán
las regulaciones y normativas técnicas necesarias para
la efectiva implementación de esta Ley, trabajando en
conjunto con los sectores público y privado, y alineán-
dose con lo establecido en la Ley General del Equili-
brio Ecológico y la Protección al Ambiente, la Ley de
Transición Energética y la Ley General de Cambio
Climático.

Artículo 24. Las entidades gubernamentales instaura-
rán mecanismos de coordinación entre instituciones
para asegurar la cohesión y armonización de las polí-
ticas, programas y acciones en materia de movilidad
eléctrica o electromovilidad con otras políticas y es-
trategias sectoriales y territoriales.

Artículo 25. Las autoridades asegurarán la participa-
ción de la ciudadanía y la realización de consultas pú-
blicas en la formulación, implementación, seguimien-
to y evaluación de las políticas, programas y medidas
en materia de movilidad eléctrica o electromovilidad,
de acuerdo con lo previsto en la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente y otras
normativas relevantes.

Artículo 26. Las autoridades se comprometerán a que
las políticas, programas y acciones en materia de mo-
vilidad eléctrica o electromovilidad sean inclusivas y
equitativas, considerando las necesidades y prioridades
de diversos sectores de la población, incluyendo a per-
sonas con discapacidad, mujeres, jóvenes, adultos ma-
yores y comunidades en situación de vulnerabilidad.

Artículo 27. Las instituciones responsables realizarán
revisiones y actualizaciones periódicas de esta ley, te-
niendo en cuenta los avances tecnológicos, las tenden-
cias internacionales y las necesidades y prioridades
nacionales en materia de movilidad eléctrica o electro-
movilidad, así como los hallazgos de los procesos de
monitoreo y evaluación.

Artículo 28. Las violaciones a las disposiciones de la
presente ley serán sancionadas conforme a lo estable-
cido en las leyes y reglamentaciones aplicables, inclu-
yendo la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, la Ley de Transición Energé-
tica y la Ley General de Cambio Climático.

Transitorios

Primero. La presente ley entrara? en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Ejecutivo federal expedirá dentro de los
180 días siguientes a la entrada en vigor de la presen-
te ley el reglamento. Asimismo, establecerá? las ade-
cuaciones de carácter orgánico, estructural y funcional
para su debido cumplimiento.

Tercero. Las erogaciones que se generen con motivo
de la entrada en vigor de la presente ley se cubrirán
con cargo al presupuesto aprobado a las dependencias
y entidades involucradas de la administración pública
federal, para el ejercicio fiscal que corresponda a la
entrada en vigor de esta ley y los subsecuentes que co-
rrespondan.

Notas

1 Sitio oficial de la Cámara de Diputados, Ley Orgánica del Con-

greso General de los Estados Unidos Mexicanos, https://www.di-

putados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/locg.htm

2 Sitio oficial de la Cámara de Diputados, Gaceta Parlamentaria de

la Cámara de Diputados,

https://gaceta.diputados.gob.mx/PDF/65/2021/sep/20210923-

IV.pdf

3 Sitio oficial de la Cámara de Diputados, Diario Oficial de la Fe-

d e r a c i ó n ,

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/locg/LOCG_ref43

_06oct21.pd
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4 Sitio oficial de la Cámara de Diputados, https://www.diputa-

dos.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGMSV.pdf

5 Sitio oficial de la Cámara de Diputados, https://comunicacionso-

cial.diputados.gob.mx/index.php/boletines/realizan-foro-electro-

movilidad-en-mexico-por-un-futuro-sustentable-

6 Sitio oficial de la Cámara de Diputados,

http://sil.gobernacion.gob.mx/Numeralia/Iniciativas/resultados-

NumeraliaIniciativas.php?SID=&Origen=IL&Serial=2a547df38c

14e403fdc8c23d036e12f5&Reg=234&Paginas=15&pagina=5#E6

6

7 Gaceta parlamentaria, anexo X, https://gaceta.diputados.gob.mx/

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 5 de noviembre de 2024.

Diputada Alma Monserrat Córdoba Navarrete (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 4O. DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MA-
TERIA DE EQUIDAD DE GÉNERO EN LA TITULARIDAD, RE-
PRESENTACIÓN Y USUFRUCTO DE LA TIERRA, A CARGO DE

LA DIPUTADA EUNICE ABIGAIL MENDOZA RAMÍREZ, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

Quien suscribe, Eunice Abigaíl Mendoza Ramírez, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena de la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta asamblea iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se adiciona el párrafo deci-
moctavo al artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, conforme a la siguien-
te

Exposición de Motivos

Primero. Que como lo denuncian Tlacaélel Rivera-
Núñez y Gabriela Torres-Mazuera,1 históricamente ha
existido una dinámica patriarcal en la titularidad y
control de la tierra, de las agro-tecnologías y otros re-
cursos públicos asociados, lo cual, a su consideración
fundamentada y de la cual se coincide, ha dado paso a
la exclusión de las mujeres campesinas.

Las desigualdades de género en el ámbito de los dere-
chos a la tierra son enormes a todos los niveles. Las
mujeres no sólo tienen menor acceso a la tierra que los
hombres, sino que además muchas veces sólo tienen
los llamados derechos secundarios a la tierra; es decir,
que son titulares de esos derechos a través de los hom-
bres de su familia. Por ello, las mujeres pueden perder
sus derechos a la tierra en caso de divorcio, viudedad
o migración de sus maridos. Además, está demostrado
que las parcelas de las mujeres generalmente son de
menor tamaño y calidad.2

Y es que de conformidad con el Artículo 14 del Con-
venio 169 de la Organización Internacional del Tra-
bajo;

1. Deberá reconocerse a los pueblos interesados el
derecho de propiedad y de posesión sobre las tie-
rras que tradicionalmente ocupan. Además, en los
casos apropiados, deberán tomarse medidas para
salvaguardar el derecho de los pueblos interesa-
dos a utilizar tierras que no estén exclusivamente
ocupadas por ellos, pero a las que hayan tenido
tradicionalmente acceso para sus actividades tra-
dicionales y de subsistencia. A este respecto, de-
berá prestarse particular atención a la situación de
los pueblos nómadas y de los agricultores itine-
rantes.

2. Los gobiernos deberán tomar las medidas que se-
an necesarias para determinar las tierras que los
pueblos interesados ocupan tradicionalmente y ga-
rantizar la protección efectiva de sus derechos de
propiedad y posesión.

3. Deberán instituirse procedimientos adecuados en
el marco del sistema jurídico nacional para solucio-
nar las reivindicaciones de tierras formuladas por
los pueblos interesados.
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Por su parte, la Declaración Universal de los Derechos
Humanos reza en su Artículo 17 que toda persona tie-
ne derecho a la propiedad, individual y colectivamen-
te, así como que nadie será privado arbitrariamente de
su propiedad.

La Declaración y Plataforma de Acción de Beijing es-
tablece la necesidad de adoptar reformas legislativas y
administrativas para proteger el derecho de la mujer al
acceso pleno y equitativo a los recursos económicos,
incluido el derecho a la herencia, la posesión de tierras
y otras propiedades, el crédito, los recursos naturales y
las tecnologías apropiadas.

Segundo. Que, en el artículo 1o., la Constitución esta-
blece que en los Estados Unidos Mexicanos todo indi-
viduo gozará de las garantías que otorga la propia
Constitución, las cuales no podrán restringirse ni sus-
penderse, sino en los casos y con las condiciones que
ella misma establece. Así también se señala que queda
prohibida toda discriminación motivada por origen ét-
nico o nacional, el género, la edad, las discapacidades,
la condición social, las condiciones de salud, la reli-
gión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o
cualquier otra que atente contra la dignidad humana y
tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y
libertades de las personas.

El propio ordenamiento manifiesta en el artículo 27
que se reconoce la personalidad jurídica de los núcle-
os de población ejidales y comunales y se protege su
propiedad sobre la tierra, tanto para el asentamiento
humano como para actividades productivas. En el mis-
mo tenor de ideas, señala que la ley, considerando el
respeto y fortalecimiento de la vida comunitaria de los
ejidos y comunidades, protegerá la tierra para el asen-
tamiento humano y regulará el aprovechamiento de
tierras, bosques y aguas de uso común y la provisión
de acciones de fomento necesarias para elevar el nivel
de vida de sus pobladores.

La reforma agraria fue resultado del movimiento revo-
lucionario de 1910 que dotó de tierras a la población
rural del país. En el caso de las mujeres el acceso a los
derechos de propiedad ha sido paulatino y en ocasio-
nes limitado o condicionado por prácticas sociales y
culturales que imperan al interior de la sociedad. En la
actualidad se cuenta con una normatividad que esta-
blece las formas en las que las mujeres pueden acceder
a la tierra: de 1992 la Ley Agraria, la Ley General de

Sociedades Cooperativas de 1994 con reformas hasta
2009, la Ley de Desarrollo Rural Sustentable del 2001
con reformas hasta el 2012 y el reglamento de la Ley
Agraria para fomentar la organización y desarrollo de
la mujer campesina. Derivado de estas reformas y a lo
largo del tiempo la heterogeneidad en la proporción de
propiedad en manos de las mujeres ha ido cambiando
paulatinamente, pero aún sigue siendo menor en com-
paración con los hombres.3

El gobierno federal reconoce que el Programa Nacio-
nal para la Igualdad entre Mujeres y Hombres (Proi-
gualdad 2020-2024);

Considera acciones para facilitar el acceso de las mu-
jeres rurales a la propiedad de activos productivos; in-
corporación de la perspectiva de género en la planea-
ción de tramos carreteros urbanos y rurales tendientes
a acercar a las mujeres rurales a los servicios básicos;
promover su participación en la vida comunitaria, en
los Comités de Ordenamiento Ecológico del territorio
y otros mecanismos de gestión del territorio; fomentar
su participación en empresas y cooperativas; generar
mecanismos que promuevan sus derechos de propie-
dad y titularidad de tierras y otros recursos naturales,
así como su participación en las organizaciones agra-
rias a fin de promover el desarrollo territorial susten-
table y equitativo; establecer medidas para promover
su acceso a los recursos hídricos.4

Tercero. Que, de acuerdo con la publicación “Las mu-
jeres y el acceso a la tierra”, del boletín estadístico
Desigualdad en cifras, de 2020, en las localidades ru-
rales, la reproducción de la vida está fuertemente vin-
culada con el trabajo de la tierra. No obstante, uno de
los mayores obstáculos en los ingresos de las mujeres
rurales es la falta de seguridad en materia de propiedad
o tenencia de la tierra que les impide el acceso a apo-
yos públicos y a decidir cómo emplear los recursos pa-
ra atender sus necesidades y las de su familia.5
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A decir del Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía, así como del Instituto Nacional de las Mujeres,
de acuerdo con el Censo de Población y Vivienda
2020, en México hay 64 millones 540 mil 634 muje-
res, mismas que componen 51.2 por ciento de la po-
blación,6 21.1 por ciento habitan en localidades rura-
les. Además, de los 11.4 millones de hogares que son
jefaturados o encabezados por una mujer en el país el
16.2 por ciento se ubica en una zona rural, 26 por cien-
to de las personas que poseen un certificado parcelario
como ejidarias o comuneras son mujeres, 7.2 por cien-
to de los más de 10 mil ejidos y comunidades son pre-
sididos por mujeres (RAN, 2021).7

En el país hay 893 municipios, donde 80 por ciento de
la población habita en zonas rurales. De estos munici-
pios 54.5 por ciento tiene un nivel de marginación al-
to o muy alto. Es decir, existen ciertos bienes o servi-
cios a los que la población no tiene abastecimiento o
este es limitado, como es el caso del agua potable y la

electricidad. Aunado a una menor oferta de trabajos,
servicios médicos, educativos y de trasporte, lo que
impacta directamente en el bienestar de las personas.
El nivel de marginación se profundiza aún más en las
mujeres indígenas que viven en situaciones de mayor
desventaja y vulnerabilidad, dado que tradicionalmen-
te son ellas las que llevan el agua o recolectan la leña
para la preparación de los alimentos, así como, para
realizar las diversas actividades no remuneradas y re-
muneradas en sus comunidades y su hogar.8

Y aunque es una realidad que la breca ha ido disminu-
yendo, ya que de 2021 y hasta el 30 de octubre de
2023, se ha reconocido a 12,000 mujeres como titula-
res de derechos agrarios en ejidos y comunidades de
México, mediante sentencias de los Tribunales Agra-
rios,9 quedan cosas por hacer y por legislar, ya que de
acuerdo con Sitlali Chino Jaramillo, de 4.9 millones de
personas que poseen núcleos agrarios en todo el país,
más de 3.6 millones son hombres. De modo que, de
cada 10 personas con derechos sobre la tierra, ni si-
quiera tres son mujeres.10

Cuarto. Que, la presente iniciativa esta alienada a las
metas del Objetivo 5: Lograr la igualdad entre los gé-
neros y empoderar a todas las mujeres y las niñas, en-
tre las cuales se encuentran el poner fin a todas las for-
mas de discriminación contra todas las mujeres y las
niñas en todo el mundo, asegurar la participación ple-
na y efectiva de las mujeres y la igualdad de oportuni-
dades de liderazgo a todos los niveles decisorios en la
vida política, económica y pública, emprender refor-
mas que otorguen a las mujeres igualdad de derechos
a los recursos económicos, así como acceso a la pro-
piedad y al control de la tierra y otros tipos de bienes,
los servicios financieros, la herencia y los recursos na-
turales, de conformidad con las leyes nacionales, así
como aprobar y fortalecer políticas acertadas y leyes
aplicables para promover la igualdad de género y el
empoderamiento de todas las mujeres y las niñas a to-
dos los niveles.

Y es que la Organización de las Naciones Unidades y
de la Organización de las Naciones Unidas para la Ali-
mentación y la Agricultura reconocen que las mujeres
rurales representan más de un tercio de la población
mundial y 43 por ciento de la mano de obra agrícola,
que 1 de cada 3 mujeres empleadas en el mundo tra-
baja en agricultura y que, en América Latina, las mu-
jeres rurales representan 29 por ciento de la fuerza la-
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boral, por lo que esta población es responsable de más
de 50 por ciento de la producción de alimentos.

Quinto. Que el medio rural es el corazón de nuestra
nación, y es allí donde las desigualdades de género son
más profundas. Es tiempo de revertir esta realidad y
asegurar que las mujeres del campo tengan acceso a la
tierra, a los recursos, y a las oportunidades que histó-
ricamente se les han negado. No habrá justicia social
sin equidad de género en el campo.

Por lo que la presente iniciativa pretende adicionar un
nuevo párrafo al artículo 4o. de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de estable-
cer que el Estado, a través del Gobierno Federal y en
coordinación con los gobiernos de las entidades fede-
rativas y municipales, impulse políticas, acciones y
programas en el medio rural orientadas a garantizar la
equidad de género en la titularidad, representación y
usufructo de la tierra por parte de mujeres, así como de
mujeres jóvenes e indígenas.

Ello, con el objetivo de coadyuvar a establecer un mar-
co jurídico que permita disminuir la brecha de des-
igualdad que aún sigue existiendo en nuestro país y en
específico en el medio rural. Reconociendo con ello lo
que Anabel López Sánchez y Beatriz Casas Arellanes
señalan:

La titularidad sobre la tierra, para las mujeres campe-
sinas, representa la posibilidad de ampliar sus oportu-
nidades de mejorar la vida, individual y colectiva. El
reconocimiento e inclusión comunitaria; la participa-
ción en la toma de decisiones sobre la tierra y el terri-
torio, y sobre el futuro de sus pueblos; fortalecer su
economía y su autonomía. Brindar certeza agraria a las
mujeres, es también fortalecer las bases de sus dere-
chos humanos.11

Con esta iniciativa damos un paso firme hacia una
transformación que empodere a las mujeres rurales,
reconociendo su derecho a la tierra como un derecho
humano esencial. Trabajemos juntos para hacer de es-
ta propuesta una realidad y construir un campo más
justo e igualitario para todas y todos.

Por todo lo expuesto, para tener un mejor panorama de
la reforma que se propone, se acompaña el siguiente
cuadro comparativo:

Por todo lo expuesto y fundado, el suscrito legislador
propone a esta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona el párrafo decimoc-
tavo al artículo 4o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos

Único. Se adiciona el párrafo decimoctavo al artículo
4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 4o. La mujer y el hombre son iguales ante la
ley. Ésta protegerá la organización y el desarrollo de la
familia.

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)
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(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

Estado, a través del gobierno federal y en coordinación
con los gobiernos de las entidades federativas y muni-
cipales, impulsará políticas, acciones y programas en
el medio rural para garantizar la equidad de género en
la titularidad, representación y usufructo de la tierra
por parte de mujeres, así como de mujeres jóvenes e
indígenas.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo: Se deroga toda disposición que se contra-
ponga al presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 5 de noviembre de 2024.

Notas
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7 Instituto Nacional de las Mujeres, “Las mujeres rurales en Mé-
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10 Ibídem.
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Diputada Eunice Abigail Mendoza Ramírez (rúbrica)
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QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 10 Y 11 DE LA LEY GE-
NERAL DE ASENTAMIENTOS HUMANOS, ORDENAMIENTO

TERRITORIAL Y DESARROLLO URBANO, A CARGO DEL DI-
PUTADO JUAN ÁNGEL BAUTISTA BRAVO, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MORENA

Quien suscribe, Juan Ángel Bautista Bravo, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I,
y 77 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta soberanía iniciativa de
reforma con proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 10 y 11 de la Ley General de Asentamientos Hu-
manos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Una de las practicas neoliberales que más ha dañado a
la ciudadanía en las grandes urbes, debido al creci-
miento del parque vehicular y que ha generado un gran
debate sobre la protección de los derechos de los con-
sumidores, es por el cobro de estacionamientos públi-
cos en centros comerciales, plazas, instituciones edu-
cativas, clínicas u hospitales. Al ser considerado una
paradoja, pagar estacionamiento por ir a consumir
bienes y servicios.

Además de esa problemática, la ciudadanía se enfren-
ta con los operadores de los estacionamientos por co-
bros excesivos, gestiones ineficientes e inadecuadas
de los espacios, aunando el abuso que comentan la ma-
yoría al no hacerse responsables de los daños ocasio-
nados a los vehículos y motocicletas en el tiempo
transcurrido en el estacionamiento y las condiciones
de inseguridad con las que operan.

Ejemplos abundan en la mayoría de los estados. Por
dar algunos párrafos de noticias sobre el tema:

El Congreso de la Ciudad de México aprobó un dicta-
men que establece la regulación de la tarifa de los es-
tacionamientos públicos en la capital.1

Con tarifas que van desde los 25 hasta los 200 pesos,
los dueños de estacionamientos en Nuevo León apro-
vechan la nula regulación de estos espacios por parte

de las autoridades, lo que les otorga la libertad de co-
brar importes abusivos con total impunidad y sin ha-
cerse responsables u ofrecer alguna garantía de seguri-
dad a los vehículos de sus clientes.2

Aunque la ley establece que todos los establecimientos
comerciales deben brindar a sus clientes un lugar para
estacionarse, en la práctica es otra cosa. Esto debido a
que en algunos establecimientos de este giro cobran la
fracción, así sean 5 minutos, y no sellan el boleto. En-
cima de eso, apenas 5 por ciento de los estaciona-
mientos públicos cuenta con póliza de seguro que pro-
teja a las unidades que hacen uso de este servicio. Para
la presidenta de la Amasfac en Tabasco, Leonor Ola-
varrieta, todas las empresas de este giro deberían tener
una póliza de responsabilidad civil.3

No existe una regulación, mucho menos un reglamen-
to municipal de estacionamientos, por lo que es tierra
fértil para cometerse abusos y perjuicios en contra de
los propietarios que por necesidad utilizan estos par-
queaderos públicos.4

Los estacionamientos públicos siguen operando al
margen de la ley, pues mientras unos cobran excesivas
tarifas, otros no tienen ni siquiera los cajones necesa-
rios o las medidas de seguridad que se requieren para
la tranquilidad de los usuarios. Al respecto, el secreta-
rio del Ayuntamiento, Madián de los Santos Chacón,
admitió que no se está aplicando el reglamento muni-
cipal por lo que el tema se revisará este mismo año.
Sin embargo, aseguró que se está trabajando en el te-
ma de la mejora regulatoria, por lo que se dialogará
con las tiendas departamentales, de autoservicio y ne-
gocios de estacionamientos, a fin de establecer un ta-
bulador en los cobros a sus clientes, y evitar los cobros
desmedidos.5

Dichas prácticas han ido en aumento, debido a la ca-
rencia de regulaciones legales que protejan los dere-
chos de los consumidores y garantice la accesibilidad
de forma más equitativa.

Motivo por el cual, con esta iniciativa se busca atender
una de las problemáticas básicas de los consumidores
al proponer gratuidad en los estacionamientos, con la
condición de haber adquirido un bien y/o servicio. Ir
girando a un modelo de ciudades más igualitarias, re-
gularizando algo que a simple vista podría superficial.
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Sin embargo, la gratuidad en los estacionamientos,
principalmente en las grandes ciudades, fomenta una
mayor accesibilidad para todos los sectores socioeco-
nómicos. Se genera una cancha más pareja, permitien-
do que independientemente de los ingresos económi-
cos tengan el acceso. Al eliminar los costos de
estacionamiento, se incentiva el consumo local. Al no
condicionar la adquisición de bienes y servicios.

En algunos estados, municipios y alcaldías se ha in-
tentado regular el uso de estacionamientos, con pocos
casos de éxito y de implementación, en consecuencia,
presento esta iniciativa, para tener un marco legal fe-
deral. En el que, los estados tendrán la obligación de
reglamentar, según su ámbito de competencia, para la
transición a la gratuidad de los estacionamientos, la re-
gulación de los espacios, establecimiento de sanciones
para los que infrinjan las normativas.

El artículo 115 de la Constitución establece: “Los esta-
dos adoptarán, para su régimen interior, la forma de
gobierno republicano, representativo, democrático, lai-
co y popular, teniendo como base de su división terri-
torial y de su organización política y administrativa, el
municipio libre. Y por su parte: Los municipios estarán
investidos de personalidad jurídica y manejarán su pa-
trimonio conforme a la ley. Los ayuntamientos tendrán
facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en
materia municipal que deberán expedir las legislaturas
de los Estados, los bandos de policía y gobierno, los re-
glamentos, circulares y disposiciones administrativas
de observancia general dentro de sus respectivas juris-
dicciones, que organicen la administración pública mu-
nicipal, regulen las materias, procedimientos, funcio-
nes y servicios públicos de su competencia y aseguren
la participación ciudadana y vecinal”.

De conformidad con lo anterior, es facultad de los Es-
tados y Municipios de legislar y administrar respecti-
vamente, los planes de desarrollo urbano y la zonifica-
ción territorial. Por lo que, tendrán que homologar los
marcos legales estatales y los bandos municipales pa-
ra la regulación y cumplimiento de la Ley General de
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y
Desarrollo Urbano, que tiene como finalidad este pre-
sente.

A fin de ajustarse a la técnica legislativa, a continua-
ción, se anexa un cuadro comparativo que consta las
propuestas del proyecto de reforma:

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de
esta asamblea la presente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se reforma la fracción XXVIII del artículo 10;
y se adicionan la fracción XXVII, con lo que recorre
la actual para quedar como XXVIII, y la XXVII del ar-
tículo 11 de la Ley General de Asentamientos Huma-
nos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano,
para quedar de la siguiente manera:

Artículo 10. …

I. a XXVI. …

XXVII. Establecer las normas conforme a las
cuales se regulará el servicio que presenten los
estacionamientos dedicados a cubrir las necesi-
dades para realizar actividades de producción de
bienes, compra–venta de mercancías o presta-
ción de servicios, sea con fines mercantiles o no,
incluidas educativas u hospitalarias, se ofrezca la
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gratuidad a los consumidores, así como aplicar y
promover las políticas y criterios para garanti-
zar espacios de estacionamiento a personas con
discapacidad, adultos mayores y mujeres emba-
razadas, y contar con un seguro de responsabili-
dad civil; y

XXVIII. Las demás que les señalen esta Ley y
otras disposiciones jurídicas federales y locales.

Artículo 11. …

I. a XXVI. …

XXVII. Formular, aprobar, administrar y ejecu-
tar la reglamentación para el servicio que pres-
tan los estacionamientos dedicados a cubrir las
necesidades para realizar actividades de produc-
ción de bienes, compraventa de mercancías o
prestación de servicios, sea con fines mercantiles
o no, incluidas educativas u hospitalarias, se
ofrezca la gratuidad a los consumidores, así co-
mo realizar el seguimiento correspondiente para
la efectividad de la norma.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las legislaturas de las entidades federativas,
así como los municipios y las alcaldías de Ciudad de
México, deberán realizar las modificaciones a las le-
yes y reglamentos correspondientes en la materia den-
tro de los ciento ochenta días posteriores a la entrada
en vigor del presente decreto.

Notas

1 ¡Ni un peso más!, 2023, https://www.nmas.com.mx/ciudad-de-

mexico/tarifas-de-estacionamientos-en-cdmx-seran-reguladas-

aprueba-congreso/

2 Estacionamientos se sirven con ‘cuchara grande’; operan sin re-

gulación, pocas obligaciones y tarifas ‘al gusto’ (2024), 

https://www.reporteindigo.com/reporte/estacionamientos-monte-

rrey-nuevo-leon-regulacion-tarifas/

3 Letra muerta regulación de estacionamientos en Villahermosa

(2024), https://www.elheraldodetabasco.com.mx/local/por-que-es-

letra-muerta-la-regulacion-de-estacionamientos-en-villahermosa-

11423546.html

4 Necesaria regulación de estacionamientos en Reynosa (2024),

https://www.elmanana.com/local/reynosa/sin-regular-estaciona-

mientos-quedan-a-criterio-de-propietarios/5806074

5 Cobros excesivos, no tienen cajones necesarios, carecen de me-

didas de seguridad, son algunas de las quejas contra estos sitios,

https://www.elheraldodetabasco.com.mx/local/estacionamientos-

publicos-al-margen-de-la-ley-4276264.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 5 de noviembre de 2024.

Diputado Juan Ángel Bautista Bravo (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 139 DE LA LEY DE LA IN-
DUSTRIA ELÉCTRICA, A CARGO DEL DIPUTADO DANIEL

MURGUÍA LARDIZÁBAL, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA

El suscrito, diputado federal Daniel Murguía Lardizá-
bal, integrante del Grupo Parlamentario de Morena en
la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6, nume-
ral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se adiciona un tercer párrafo al artículo 139 de
la Ley de la Industria Eléctrica, al tenor del siguiente

Planteamiento del Problema

Ante los incrementos de temperatura ocasionados por
el cambio climático, fenómeno de carácter global que,
repercute de manera directa en el aumento de la de-
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manda de energía, lo que afecta e impacta en el gasto
familiar, por ende, la preponderancia de que en la me-
todología para el cálculo o el mecanismo para la fija-
ción de tarifas, se considere, en el caso aplicable, en-
tre otros componentes, las temperaturas máximas
durante la temporada de calor del año inmediato ante-
rior para así poder acceder a un subsidio durante ese
periodo.

Exposición de Motivos

Los efectos del cambio climático son cada vez más
significativos, ocasionando daños irreversibles, mis-
mos que -inminentemente- aumentarán en las próxi-
mas décadas. 

Gradualmente ha sido más notoria la “pérdida de hie-
lo marino, el aumento acelerado del nivel del mar y
olas de calor más largas e intensas”,1 comprometiendo
ineludiblemente los ecosistemas a nivel mundial.

“En México las temperaturas promedio aumentaron
0.85º C y las temperaturas invernales 1.3º C”,2 siendo
que los incrementos han sido e 6º C en el Norte y de
5º C en el Sureste del país; lo que ha ocasionado di-
versas afectaciones, entre las que destaca: el aumento
en la demanda general y por ende, un alza en el con-
sumo de energía de las familias mexicanas, causando
con esto, un impacto importante en sus finanzas.

Es importante hacer mención que, con base a referen-
cias del Programa de Desarrollo del Sistema Eléctrico
Nacional (Prodesen) 2023-2037, el Sistema Eléctrico
Nacional proporciona servicio a más de 125 millones
de habitantes en el territorio nacional (Pág. 13), sien-
do que uno de los principales objetivos es el de satis-
facer el suministro de electricidad a precios asequi-
bles.

Es a través de la Comisión Federal de Electricidad
(CFE) que se suministra de un servicio básico a más
del 99 por ciento de la población, lo que equivale a
cerca de 48 millones de clientes, de los cuales el seg-
mento Doméstico, es uno de los de mayores consumo
y ventas, junto con el Industrial media tensión.

Para cumplir con su objetivo principal que es “prove-
er el servicio de energía eléctrica a la población mexi-
cana”,3 la CFE establece condiciones generales para la
prestación del suministro eléctrico,4 determinando en-
tre otras tarifas de consumo eléctrico para uso domés-
tico, mismas que se clasifican en 1, 1A, 1B, 1C, 1D,
1E, 1F y DAC; cabe resaltar que, las letras permiten
indicar las diferentes regiones en México. Cada una
varía en cuanto a su temperatura mínima promedio
mensual,5 a su vez, las siete primeras cuentan con sub-
sidio federal, mismo que se pierde al sobrepasar cier-
tos kWh y se convierte en tarifa de domicilio de alto
consumo (DAC).

• Elaboración propia con datos de https://app.cfe.mx/Aplicacio-

nes/CCFE/Tarifas/TarifasCRECasa/Casa.aspx
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Como puede observarse en la tarifa 1C, 1D, 1E y 1F
en temporada de verano prevalece un consumo inter-
medio alto.

Disponible en: https://rsolar.com.mx/como-cobra-cfe-la-electrici-

dad-en-tu-recibo-de-luz/

Mientras que las tarifas domésticas 1D, 1E y 1F du-
rante los meses de abril a septiembre cuentan con un
subsidio especial toda vez que, en las regiones en don-
de se aplican estas tarifas, se presenta una temperatura
media mensual mínima en verano de 31º, 32º y 33º
respectivamente.

La consideración de este subsidio especial responde
principalmente al incremento en el consumo de
energía derivado del uso en mayor proporción de di-
versos aparatos eléctricos como lo son: refrigerado-
res, aires acondicionados, ventiladores, por mencio-
nar algunos.

El precio del kilowatt por hora en temporada de vera-
no puede representar un aumento de por lo menos un
peso, lo que provoca un impacto a las finanzas de las
familias mexicanas en su consumo de energía.

Es por ello que en el marco de las atribuciones confe-
ridas en el artículo 139 de la Ley de la Industria Eléc-
trica, el Ejecutivo federal puede establecer “un meca-

nismo de fijación de tarifas distinto al de las tarifas

finales a que se refiere el párrafo anterior para deter-

minados grupos de Usuarios del Suministro Básico, en

cuyo caso el cobro final hará transparente la tarifa fi-

nal que hubiere determinado la CRE”, tal como lo ha
realizado a través de la publicación de diversos Decre-
tos mediante los cuales, se busca apoyar a la población
para contribuir en su “capacidad de pago del suminis-
tro eléctrico”.6

Recordar que tuvieron que transcurrir años para lograr
revertir el acuerdo de la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 7 de febrero del 2002,7 en el cual se autori-
zaba el ajuste, modificación y reestructuración a las
tarifas para suministro y venta de energía eléctrica y
reducía el subsidio a las tarifas domésticas de la po-
blación que más consumía; situación misma que gene-
ró una gran inconformidad entre las y los mexicanos.

La transición para que se logrará considerar en el cál-
culo de la tarifa doméstica la correspondencia en cada
región y la temporada implicó voluntad y un análisis
oportuno en el impacto del gasto familiar. 

Actualmente, existe un importante avance en materia
tarifaria que ha permitido a los usuarios domésticos
del servicio básico contar con un esquema factible que
les permita hacer frente a las temporadas de calor que
anualmente han ido en incremento.

El acuerdo por el que se modifica el diverso por el que

se otorga un subsidio a las entidades federativas que

se indican publicado en el Diario Oficial de la Fede-

ración el 22 de febrero de 2024, establece que las en-
tidades federativas de Baja California, Baja California
Sur, Sonora y Sinaloa, se caracterizan por ser una re-
gión principalmente desértica, costera y donde se re-
gistran elevadas temperaturas en verano, lo que oca-
siona el incremento del consumo de energía eléctrica,8

es firme con el objetivo de brindar una medida justa
frente al incremento inercial por el aumento de tempe-
ratura en los municipios o localidades beneficiadas.

En el decreto en comento se toma como un criterio ar-
mónico un objetivo prioritario (5) del Programa Sec-
torial de Energía para el período 2020-2024, el cual, es
“asegurar el acceso universal a las energías para que la
sociedad mexicana disponga de las mismas para su
desarrollo”, por lo que es más que necesario que pue-
dan revisarse o ampliarse los criterios mismos para
que las entidades federativas no comprendidas en los
acuerdos mediante los cuales se otorga subsidio.

No obstante, hay entidades federativas o municipios
en particular que, hoy día, no han sido contemplados
en los Acuerdos y que, en temporada de verano han
llegado a alcanzar temperaturas superiores a los 40º,
alcanzando máximas de 45 grados o más, y que, no
han sido consideradas para ser beneficiarias.
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Para efectos de ejemplificación, se considera el caso
de Ciudad Juárez, Chihuahua, la cual en los años re-
cientes ha presentado un incremento importante de
temperatura.

“Durante el año 2023, el municipio de Ciudad Juárez
presentó de igual manera temperaturas superiores a los
40 grados centígrados y aún cuando la temperatura
promedio en la temporada de calor es del rango de los
36 grados en su punto máximo, los incrementos que se
han presentado durante los años recientes han rebasa-
do sus rangos históricos.

Con base a la Comisión Nacional del Agua y el Servi-
cio Meteorológico Nacional, Ciudad Juárez cuenta de
acuerdo las Normales Climatológicas con los siguien-
tes rangos:

Como puede observarse, los meses con temperaturas
superiores a los 30º centígrados son meses de mayo,
junio, julio, agosto y septiembre, siendo de éstos, los
meses de junio, julio, agosto y septiembre los superio-
res a los 35º centígrados, alcanzando en su momento
más álgido más de 40º, eso sólo hablando de la tem-
peratura máxima promedio, puesto que en la tempera-
tura máxima extrema los registros pautan temperaturas
de más de 45º.

Complementario a lo anterior, la Secretaría de Energía
en el documento “Demanda y Consumo 2024-2038”
establece que se espera que en el periodo de referencia

Ciudad Juárez crezca a una tasa promedio anual de
Demanda Máxima del 3.2 por ciento.

Casos como el previamente referido, se replican en di-
ferentes georeferencias del país, situación por la cual,
se considera oportuno, revisar o en su caso, ampliar las
consideraciones en la metodología para calcular las ta-
rifas finales del suministro básico.

Tras el aumento de temperatura señalado, el aumento
en el consumo de energía de entre el 25 y 40% el con-
sumo de electricidad,12 durante la temporada de calor,
toda vez que el usuario que sobrepasa el límite esta-
blecido y sobrepasa su consumo de energía se le apli-
ca una tarifa por ende más alta.

Hoy día, entre los principales aspectos que se conside-
ran para el cálculo de tarifa de energía eléctrica para
usuarios domésticos correspondiente al suministro bá-
sico se encuentran, por citar algunos:

• Nivel de consumo

• Zona geográfica y temporada

Es importante mencionar en un marco referencial y
complementario a lo citado con antelación que el
acuerdo por el que la Comisión Reguladora de Ener-
gía modifica el acuerdo primero del diverso
A/058/2016 (DOF 06/06/2018) en su apartado sépti-
mo se establece que “los cargos expresados en $/kW-
mes son equivalentes a la demanda máxima registrada
medida en kilowatts, dentro de los doce meses ante-
riores, y que los doce meses se contarán a partir del
mes inmediato anterior al del día que se trate”.13

Si bien, el gobierno federal como medida de apoyo a
la economía familiar subsidia las tarifas para uso do-
méstico y esto le representa un importante compromi-
so en las finanzas públicas.

Ahora bien, ante los elementos vertidos, resulta apre-
miante que se considere en la metodología y/o el me-
canismo de fijación de tarifas, las temperaturas máxi-
mas durante la temporada de calor del año anterior
inmediato para así obtener una temperatura promedio
y no de los doce meses previos como lo estipula el
acuerdo por el que la Comisión Reguladora de Ener-
gía modifica el acuerdo primero del diverso
A/058/2016 (DOF 06/06/2018) en su apartado sépti-
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mo, lo anterior, permitiría que localidades que han ve-
nido presentando temperaturas superiores a los 35º, al-
canzando en sus niveles máximos más de 40º, puedan
ser consideradas con un subsidio de verano.

La presente propuesta busca armonizarse con uno de
los estandartes de la anterior administración y reafir-
mados por el actual gobierno: bienestar para las y los
mexicanos.

Para una mayor comprensión se presenta una tabla
comparativa de la adición propuesta:

Decreto

Por el que se adiciona un tercer párrafo al artículo
139 de la Ley de la Industria Eléctrica

Único. Se adiciona un tercer párrafo al artículo 139
de la Ley de la Industria Eléctrica, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 139.- La CRE aplicará las metodologías para
determinar el cálculo y ajuste de las Tarifas Reguladas,
las tarifas máximas de los Suministradores de Último
Recurso y las tarifas finales del Suministro Básico. La
CRE publicará las memorias de cálculo usadas para
determinar dichas tarifas y precios.

El Ejecutivo Federal podrá determinar, mediante
Acuerdo, un mecanismo de fijación de tarifas distinto
al de las tarifas finales a que se refiere el párrafo ante-
rior para determinados grupos de Usuarios del Sumi-
nistro Básico, en cuyo caso el cobro final hará trans-
parente la tarifa final que hubiere determinado la CRE.

En el caso aplicable, se deberá considerar entre
otros componentes, los días consecutivos de tempe-
raturas máximas durante la temporada de calor
del año inmediato anterior para así poder acceder
a un subsidio durante ese periodo.

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Notas

1 Los efectos del cambio climático. NASA. [en línea] [consultado

el 17 de septiembre de 2024] Disponible en:

https://ciencia.nasa.gov/cambio-climatico/los-efectos-del-cambio-

climatico/

2 Efectos del cambio climático. Instituto Nacional de Ecología y

Cambio Climático [en línea] [consultado el 17 de septiembre de

2024] Disponible en: https://www.gob.mx/inecc/acciones-y-pro-

gramas/efectos-del-cambio-climatico

3 Momentos de la CFE. [en línea] [consultado el 21 de septiembre

de 2024] Disponible en: https://www.cfe.mx/nuestraempresa/pa-

ges/historia.aspx#:~:text=El%20objetivo%20principal%20de%20

la,para%20beneficio%20de%20la%20poblaci%C3%B3n.

4 Resolución de la Comisión Reguladora de Energía por la que

aprueba el Modelo de Contrato mercantil para la prestación del

servicio de suministro básico de energía eléctrica en baja tensión

en la modalidad de pospago presentado por CFE Suministrador de

Servicios Básicos y su Anexo Único [en línea] [consultado el 21 de

septiembre de 2024] Disponible en: https://www.dof.gob.mx/no-

ta_detalle.php?codigo=5628991&fecha=07/09/2021#gsc.tab=0
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5 ¿Qué tipo de tarifas de energía eléctrica existen? UNAM. [en lí-

nea] [consultado el 21 de septiembre de 2024] Disponible en:

https://asesoria.juridicas.unam.mx/preguntas/pregunta/37-Que-ti-

po-de-tarifas-de-energia-electrica-existen

6 Acuerdo por el que se modifica el diverso por el que se otorga un

subsidio a las entidades federativas que se indican publicado en el

Diario Oficial de la Federación el 22 de febrero de 2024. DOF. 5

de abril de 2024 [en línea] [consultado el 25 de septiembre de

2024] Disponible en: https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codi-

go=5722447&fecha=05/04/2024

7 Acuerdo que autoriza el ajuste, modificación y reestructuración

a las tarifas para suministro y venta de energía eléctrica y reduce

el subsidio a las tarifas domésticas. DOF: 07/02/2002 [en línea].

[consultado el 25 de septiembre de 2024] Disponible en:

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=736145&fe-

cha=07/02/2002#gsc.tab=0

8 Ibídem.

9 Normales Climatológica por Estado [en línea] [Consultado 21 de

junio de 2024] [Disponible en: https://smn.conagua.gob.mx/to-

ols/RESOURCES/Normales_Climatologicas/Mensuales/chih/mes

08030.txt

10 Ibídem.

11 Contenido en proposición con punto de acuerdo por el que se

exhorta al gobierno federal para que, a través de la Secretaría de

Hacienda y Crédito Público y la Secretaría de Energía en el ámbi-

to de sus atribuciones, analicen la pertinencia para que Ciudad Juá-

rez, Chihuahua, sea integrado en el acuerdo por el que se otorga

subsidio a las entidades federativas de Baja California, Sonora, Si-

naloa y Nayarit, para los efectos que se indican, mismo que fue pu-

blicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de febrero del

2024, y su posterior modificación publicada el 5 de abril del pre-

sente, toda vez que las temperaturas registradas en temporada de

calor han ido en gradual incremento afectando la economía fami-

liar de las y los juarenses; publicado en Gaceta el 3 de julio de

2024 y aprobada el 31 de julio de 2024.

12 Herrera, Joselyn. La ola de calor impacta en tu recibo de ener-

gía. El Economista. 16 de mayo 2024 [en línea] [Consultado el 4

de octubre de 2024] [Disponible en:

https://www.eleconomista.com.mx/finanzaspersonales/La-ola-de-

calor-impacta-en-tu-recibo-de-energia-20240516-0069.html

13 Acuerdo por el que la Comisión Reguladora de Energía modi-

fica el Acuerdo Primero del diverso A/058/2016. DOF: 06/06/2018

[en línea] [consultado el 27 de septiembre de 2024] Disponible en:

https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5525274&fe-

cha=06/06/2018#gsc.tab=0

Dado el Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 5 de noviembre de 2024.

Diputado Daniel Murguía Lardizábal (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 16 Y 20 DE LA

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES

EN POSESIÓN DE LOS PARTICULARES, A CARGO DEL DIPU-
TADO DANIEL MURGUÍA LARDIZÁBAL, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DE MORENA

El suscrito, diputado federal Daniel Murguía Lardizá-
bal, integrante del Grupo Parlamentario de Morena en
la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6, nume-
ral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se adiciona al artículo 16 una fracción VI reco-
rriéndose la subsecuente y se reforma el artículo 20 de
la Ley Federal de Protección de Datos Personales en
Posesión de los Particulares, al tenor del siguiente

Planteamiento del Problema 

México es el segundo país con mayor incidencia en el
robo de datos personales, a través de la sustracción y
posterior filtración de información, situación misma
que representa un riesgo para las y los titulares por su
potencial daño patrimonial y moral. Es por ello que re-
sulta apremiante que se formalicen las acciones para
coadyuvar en la protección de datos personales para
evitar que se les dé un uso fraudulento.
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La presente iniciativa tiene por objeto ampliar los al-
cances del aviso de privacidad en materia de notifica-
ciones a los titulares de parte de los responsables de la
información en el caso de alguna vulneración a sus sis-
temas.

Exposición de Motivos

De acuerdo con la Asociación de Internet MX “las
principales vulnerabilidades que sufrieron los inter-
nautas mexicanos están el fraude y pérdida financiera
(46.5 por ciento), seguidas por la suplantación de iden-
tidad (27.3 por ciento) y el robo de información (22.2
por ciento)”.1

Con base a los datos oficiales, la Comisión Nacional
para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servi-
cios Financieros (Condusef), refiere que del 2020 al
2022 se registró un total de 391 mil 182 controversias
por posible fraude, teniendo un incremento en el frau-
de cibernético.2

En lo que refiere al robo de datos personales y subse-
cuentemente, la filtración de información personal in-
cide para que los crímenes como el robo de identidad
y otros fraudes sean de fácil ejecución para la delin-
cuencia.

En el contexto del robo de información y en sus dife-
rentes formas de obtención y trato, ha cobrado fuerza,
la venta de listas que contienen datos específicos que
entrarían en un mercado secundario para la comisión
de algún delito (robos, fraudes, extorsiones, por men-
cionar algunos).

En México, pese a la normativa en materia de protec-
ción de datos, la compra-venta de listas o bases de da-
tos de usuarios de alguna institución, no sólo pueden
estar disponibles en la Deep web, sino que, de igual
manera pueden encontrarse incluso en grupos abiertos
de redes sociales como Facebook.

La compra-venta de listas o base de datos, preferente-
mente se realiza para la comisión de fraudes cibernéti-
cos; toda vez que se dispondrá con la adquisición de
éstas de: datos personales, como números de identifi-
cación, números de tarjetas de crédito, cuentas de
usuario, cuentas bancarias y listas de direcciones de
correo electrónico.

Con base al “Estudio de la Asociación de Internet de
México, sobre el valor económico de nuestros datos
personales en el mercado ilegal”3 citado en el portal de
Avast, la referencia del número de seguridad social
puede oscilar entre los 26 y 52 pesos; la información
sobre las tarjetas bancarias puede llegar a tener un pre-
cio estimado de un mínimo de $26 pesos y un máximo
de $52 pesos.

Referida en: https://blog.avast.com/es/cu%C3%A1nto-valen-

nuestros-datos-personales-en-el-mundo-digital-avast

“Por 820 pesos los datos personales de millones de
personas quedan vulnerables, denunció Víctor Ma-
nuel Garay Garzón, secretario general de la Facul-
tad de Derecho (FD) de la UNAM, quien detalló
que, dependiendo de la oferta y la demanda, en el
mercado negro se pagan 203 pesos por entregar el
nombre completo de una persona, 162 por su fecha
de nacimiento, 235 por su firma electrónica y 220
pesos por su teléfono particular”.4

Hace varios meses trascendió en algunos medios sobre
el robo de información personal de clientes de Banor-
te, lo anterior fue expuesto por la Red en Defensa de
los Derechos Digitales (R3D) en su sitio oficial, en
donde detallan que fue una base de cerca de 1.4 gb de
información que fue filtrada en un foro dedicado a la
venta de este tipo de archivos. La propia R3D, en el
cuerpo de su comunicado afirma que “se corroboró
que el fichero incluye datos personales como nombre
completo, RFC, sexo, dirección (calle, número, muni-
cipio, entidad y código postal), números telefónicos,
correo electrónico y balance de cuenta de clientes de
Banorte”.5
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Días después, se informaba sobre la oferta de una su-
puesta base de datos de 3 millones de usuarios del ban-
co BBVA, “en un foro de internet especializado en fil-
traciones y ataques cibernéticos”;6 y en la que
presume, se contiene nombres de presuntos clientes,
sus RFC, domicilios, teléfonos, números de cuenta y
su límite de crédito.

Durante el primer trimestre de este ejercicio, la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV), informó
sobre la “vulneración de datos personales y datos fi-
nancieros de la empresa Buro de Crédito”,7 lo que
comprometió la información de las y los usuarios de
servicios financieros.

Casos como los anteriores se suman a los suscitados
en el 2021 en tres bases de datos con supuestos regis-
tros de personas usuarias de los bancos BBVA y San-
tander que fueron puestas a la venta en un foro. 

Importancia de proteger los datos personales

El Banco de México en su sitio oficial, respecto de la
“Seguridad de la Información en el Sistema Financie-
ro”, refiere que, “la materialización de riesgos ciber-
néticos puede causar a las instituciones financieras da-
ños de tres tipos: i) disrupciones de las tecnologías de
la información que utilizan y la consecuente indispo-
nibilidad de sus servicios; ii) afectación a la integri-
dad, confidencialidad y disponibilidad de la informa-
ción que gestiona la institución, incluida la de sus
clientes; iii) pérdidas económicas a las propias institu-
ciones o a sus clientes.8

De igual manera, el Banco de México, destaca la im-
portancia de la implementación de prácticas y proce-
sos para proteger la información, y no sólo a los siste-
mas informáticos.

Y hoy en día, se tiene la certeza de que, en el caso de
las instituciones bancarias, cuentan con la implemen-
tación de medidas de seguridad como las siguientes:9

Tácticas de respuesta inmediata. Los equipos de
tecnología de los bancos han adoptado protocolos
en los que priorizan las partes más críticas para la
institución financiera. La idea es limitar la capaci-
dad de los piratas informáticos para adentrarse en
sus redes.

Implementan políticas de seguridad para todos.
Con normas de seguridad en bancos bien definidas,
mantienen una arquitectura de protección adaptable
a los nuevos retos. Esto es lo que ayuda a los en-
cargados de proteger los sistemas del banco a deter-
minar la mejor manera de que funcionen con un
riesgo mínimo.

Aplicación de las políticas de seguridad. Una co-
sa es tener políticas de seguridad que definan cómo
se comportarán en caso de emergencia y en escena-
rios de prevención y otra es validar realmente que
se estén aplicando estos protocolos. Los bancos
monitorean constantemente sus sistemas para de-
tectar cambios en las configuraciones y asegurarse
de que cualquier novedad haya sido aprobada por el
mismo equipo y cumpla con las políticas de protec-
ción.

Validan constantemente los requisitos de seguri-
dad. Los equipos informáticos de las instituciones
financieras están atentos a todos los cambios, mejo-
ras, actualizaciones, modificaciones, parches, repa-
raciones, y a la aplicación de las normas de seguri-
dad en bancos.

Automatización y algoritmos de prevención. En
su búsqueda por prevenir ataques, los bancos des-
arrollan e implementan algoritmos que son capaces
de detectar automáticamente movimientos y acce-
sos sospechosos a las cuentas de sus usuarios, que
generan alertas y bloqueos preventivos, buscando
proteger a sus clientes.

La Ley Federal de Protección de Datos Personales en
Posesión de los Particulares, establece que: 

“Todo responsable que lleve a cabo tratamiento de

datos personales deberá establecer y mantener me-

didas de seguridad administrativas, técnicas y físi-

cas que permitan proteger los datos personales

contra daño, pérdida, alteración, destrucción o el

uso, acceso o tratamiento no autorizado” (artículo

19).

Sin embargo, el mismo proceso evolutivo tecnológico
referido con antelación, se ha convertido en un nicho
de oportunidad para grupos delictivos que incurren en
ciberdelitos, que de igual manera se van innovando.”
La tecnología permite seguir cometiendo delitos tradi-
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cionales de forma no tradicional, desde cualquier par-
te del mundo y en cualquier momento”.10 Motivo por
el cual, los responsables del tratamiento de los datos
personas, deben de estar a la vanguardia en lo que res-
pecta a la seguridad informática, y con procesos ro-
bustos de protección y monitoreo de sus sistemas e in-
fraestructura.

Empero cuando se llega a presentar una vulneración
de los sistemas de seguridad, los responsables de los
datos deben de informar en de manera clara y sencilla
a los titulares, previendo en todo caso los datos com-
prometidos, brindando acompañamiento en todo mo-
mento a los afectados a fin de otorgarles certeza y con-
fianza de que la institución que representa actuará en
concordancia. 

Actualmente, la Ley Federal de Protección de Datos
Personales en Posesión de los Particulares, establece
que “las vulneraciones de seguridad ocurridas en

cualquier fase del tratamiento que afecten de forma

significativa los derechos patrimoniales o morales de

los titulares, serán informadas de forma inmediata por

el responsable al titular, a fin de que este último pue-

da tomar las medidas correspondientes a la defensa de

sus derechos” (artículo 20).

Como se desprende de lo anterior, la normativa esta-
blece que las vulneraciones ocurridas, que afecten de
forma significativa a los titulares deben ser informadas
de forma inmediata, pero en la praxis, no resulta ser
siempre así, al ser que, en la mayoría de los casos, el
titular no es informado sobre el posible riesgo en el
que se encuentran sus datos, hasta no ser que la afec-
tación es mayor o simplemente nunca es notificado.

El proceso que cada responsable implementa para pro-
teger los datos, así como procedimiento de notifica-
ción en caso de vulneraciones, es en cada caso parti-
cular y distinto puesto que, se puede considerar que no
es necesario hacer del conocimiento del titular la noti-
ficación al ser que se tiene la capacidad para solucio-
nar la vulneración de manera oportuna e inmediata. 

Actualmente, las y los mexicanos, no cuentan con el
dato real sobre en manos de quiénes está su informa-
ción personal, o el uso que se le está dando a la mis-
ma, vulnerando su derecho a la autodeterminación in-
formativa, prerrogativa que establece que “nadie debe
introducirse, sin autorización expresa de él mismo o

por mandato de ley o judicial), en aquellos aspectos
que no son públicos –sino de su vida personal, fami-
liar, documentos, correspondencia y domicilio–, para
conocerlos, conservarlos, procesarlos y/o transmitir-
los, independientemente de que dicha acción le cause
o no, algún daño o molestia”.11

La exposición de cualquier dato personal, puede oca-
sionar un daño patrimonial o moral a los titulares tal
como lo refiere la ley en materia, pero de igual mane-
ra, ocasiona una sensación de vulnerabilidad y des-
confianza. Recordar que, la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, en el artículo 16, pá-
rrafo segundo refiere que:

“Artículo 16. …

Toda persona tiene derecho a la protección de sus

datos personales, al acceso, rectificación y cance-

lación de los mismos, así como a manifestar su opo-

sición, en los términos que fije la ley, la cual esta-

blecerá los supuestos de excepción a los principios

que rijan el tratamiento de datos, por razones de

seguridad nacional, disposiciones de orden públi-

co, seguridad y salud públicas o para proteger los

derechos de terceros.

…

Situación por la cual, el no informar al titular sobre el
riesgo en que se encuentran sus datos personales, que-
brantando lo establecido en el artículo 16. Tal como
sucede en la mayoría de los casos en la actualidad.

“Omitir la notificación de vulneraciones es negarle
la oportunidad a los titulares afectados de adoptar
medidas oportunas para protegerse de peligros rea-
les y latentes”.12

Cierto es que, ante vulneraciones de seguridad, se con-
sidera importante que realmente sea efectivo el acom-
pañamiento de los responsables del tratamiento de los
datos personales en todo momento, a fin de que pueda
hacer válida la defensa de sus derechos.

Al realizar la notificación, las empresas deben infor-
mar con base a lo señalado en el Reglamento de la Ley
Federal de Protección de Datos Personales en Pose-
sión de los Particulares:13
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I. La naturaleza del incidente;

II. Los datos personales comprometidos;

III. Las recomendaciones al titular acerca de las
medidas que éste pueda adoptar para proteger sus
intereses;

IV. Las acciones correctivas realizadas de forma in-
mediata; y

V. Los medios donde puede obtener más informa-
ción al respecto.

Es alarmante el incremento de vulneraciones a los da-
tos personales y los usos de los que de ellas se des-
prenden. Como se ha desarrollado en el cuerpo de la
presente, la innovación tecnológica se mantiene en
una constante, y en esa tesitura prevalece un riesgo la-
tente sobre el tratamiento de los datos del titular, es por
ello, que resulta apremiante detallar en la Ley Federal
de Protección de Datos Personales en Posesión de Par-
ticulares lo siguiente:

1.- Establecer en el aviso de privacidad que de
presentarse una vulneración de seguridad que
comprometa los derechos patrimoniales o mora-
les de los titulares, estos deberán ser notificados
inmediatamente sin dilación alguna.

2.- Eliminar el carácter de forma significativa y
garantizar que el responsable brindará acompa-
ñamiento en todo momento al titular de los da-
tos.

Lo anterior, al tenor de poder brindarle al titular la cer-
tidumbre de ser notificado de manera oportuna en el
caso de suscitarse una vulneración de seguridad que
comprometa sus datos personales.

Para una mayor comprensión se presenta una tabla
comparativa de la adición y reforma propuestas:

Decreto

Por el que se adiciona al artículo 16 una fracción VI
recorriendo la subsecuente y se reforma el artículo
20 de la Ley Federal de Protección de Datos Perso-
nales en Posesión de los Particulares

Único. Se adiciona al artículo 16 una fracción V reco-
rriendo la subsecuente y se reforma el artículo 20 de la
Ley Federal de Protección de Datos Personales en Po-
sesión de los Particulares, para quedar como sigue:

Artículo 16.- El aviso de privacidad deberá contener,
al menos, la siguiente información:

I. a V. […]
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VI. De presentarse una vulneración de seguridad
que comprometa los derechos patrimoniales o
morales de los titulares, estos deberán ser notifi-
cados inmediatamente de conformidad a lo dis-
puesto en el artículo 17 la presente ley, sin dila-
ción alguna, y

VII. El procedimiento y medio por el cual el res-
ponsable comunicará a los titulares de cambios al
aviso de privacidad, de conformidad con lo previs-
to en esta ley.

En el caso de datos personales sensibles, el aviso de
privacidad deberá señalar expresamente que se trata de
este tipo de datos.

Artículo 20.- Las vulneraciones de seguridad ocurri-
das en cualquier fase del tratamiento que afecten los
derechos patrimoniales o morales de los titulares, se-
rán informadas de forma inmediata por el responsable
al titular en los términos del artículo 16 de la pre-
sente Ley, coadyuvando en todo momento, a fin de
que este último pueda tomar las medidas correspon-
dientes a la defensa de sus derechos.

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.
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Dado el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 5 de noviembre de 2024.

Diputado Daniel Murguía Lardizábal (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 4O. DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MA-
TERIA DE INCLUSIÓN FINANCIERA, A CARGO DE LA DIPU-
TADA EUNICE ABIGAIL MENDOZA RAMÍREZ, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MORENA

Quien suscribe, diputada Eunice Abigail Mendoza Ra-
mírez, integrante de la LXVI Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados del honorable Congreso de la Unión e
integrante del Grupo Parlamentario de Morena, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de
esta asamblea la iniciativa con proyecto de decreto por
el que se adiciona un párrafo al artículo 4o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de inclusión financiera, conforme a la siguien-
te 

Exposición de Motivos

Primero: Que la inclusión financiera se refiere al ac-
ceso equitativo y no discriminatorio de todas las per-
sonas, especialmente las más vulnerables, a servicios
financieros básicos que les permitan mejorar su cali-
dad de vida y bienestar económico. La inclusión fi-
nanciera es clave para promover la igualdad de opor-
tunidades, ya que facilita el acceso a productos y
servicios como cuentas bancarias, créditos, seguros,
pagos digitales, y asesoría financiera, necesarios para
participar en la economía formal.

La inclusión financiera se fundamenta en el reconoci-
miento de que el acceso a servicios financieros es in-
dispensable para garantizar otros derechos humanos,
como el derecho al trabajo, a la seguridad social, a la
educación y a una vida digna. Sin servicios financieros
accesibles, gran parte de la población queda excluida
del sistema económico formal, lo que perpetúa la po-
breza y las desigualdades socioeconómicas.

En este sentido, la Comisión Económica para América
Latina y el Caribe (CEPAL) ha publicado un texto
nombrado “La inclusión financiera para la inserción
productiva y el papel de la banca de desarrollo”, en
que de acuerdo con Esteban Pérez Caldenty y Daniel
Tilteman;

La inclusión financiera abarca todas las iniciativas pú-
blicas y privadas, tanto desde el punto de vista de la
demanda como de la oferta, para brindar servicios a
los hogares y las pequeñas y medianas empresas
(pymes), que tradicionalmente han quedado excluidos
de los servicios financieros formales, mediante la uti-
lización de productos y servicios que se adecuen a sus
necesidades. Más allá de ampliar los niveles de acceso
financiero y bancarización, la inclusión financiera
también se refiere a las políticas encaminadas a mejo-
rar y perfeccionar el uso del sistema financiero para
las Pymes y los hogares que ya forman parte del cir-
cuito financiero formal.1

La inclusión financiera también implica que estos ser-
vicios sean ofrecidos de manera accesible, asequible y
adaptada a las necesidades de grupos que histórica-
mente han sido marginados, como las mujeres, los
pueblos indígenas, los jóvenes, las personas en situa-
ción de pobreza, y los pequeños productores rurales. 

Segundo: Que de acuerdo con organizaciones interna-
cionales como el Banco Mundial (BM) y la Organiza-
ción de las Naciones Unidas (ONU), la inclusión fi-
nanciera contribuye al desarrollo sostenible al
impulsar el crecimiento económico, reducir la pobreza
y promover la resiliencia económica ante crisis.

La inclusión financiera se refiere al acceso que tienen
las personas y las empresas a diversos productos y
servicios financieros útiles y asequibles que atienden
sus necesidades —transacciones, pagos, ahorro, crédi-
to y seguros— y que se prestan de manera responsable
y sostenible.2
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La ONU ha reconocido la inclusión financiera como
un componente esencial para alcanzar varios de los
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), incluyendo
la erradicación de la pobreza (ODS 1), la promoción
de la igualdad de género (ODS 5), y el fomento del tra-
bajo decente y el crecimiento económico (ODS 8).

En este contexto, diversos países han implementado
reformas y políticas públicas para promover la inclu-
sión financiera, a través de la creación de bancos de
desarrollo, la expansión de infraestructura tecnológi-
ca para servicios digitales, y la promoción de la edu-
cación financiera para que los ciudadanos puedan to-
mar decisiones informadas sobre su economía
personal.

En resumen, la inclusión financiera es un derecho que
busca garantizar que todos los individuos, sin importar
su origen o condición socioeconómica, tengan acceso
a los recursos financieros necesarios para llevar una
vida digna y participar plenamente en la economía.

Tercero: Que como lo refirió en su exposición de mo-
tivos, nuestro compañero diputado Gustavo Callejas
Romero:3

“(...) la Declaración sobre el Progreso y el Desarro-
llo en lo Social, estipula en su artículo primero lo si-
guiente: 

Todos los pueblos y todos los seres humanos, sin
distinción alguna por motivos de raza, color, sexo,
idioma, religión, nacionalidad, origen étnico, situa-
ción familiar o social o convicciones políticas o de
otra índole, tienen derecho a vivir con dignidad y a
gozar libremente de los frutos del progreso social y,
por su parte, deben contribuir a él.4

En el mismo sentido, su artículo octavo plantea:

Cada gobierno tiene el papel primordial y la responsa-
bilidad final de asegurar el progreso social y el bien-
estar de su población, planificar medidas de desarrollo
social como parte de los planes generales de desarro-
llo, de estimular, coordinar o integrar todos los esfuer-
zos nacionales hacia ese fin, e introducir los cambios
necesarios en la estructura social. En la planificación
de las medidas de desarrollo social debe tenerse debi-
damente en cuenta la diversidad de las necesidades de
las zonas de desarrollo y las zonas desarrolladas, así

como de las zonas urbanas y las zonas rurales, dentro
de cada país.5

Sin duda, como lo plantea el anterior instrumento in-
ternacional, se deben implementar planes para favore-
cer el desarrollo social de cualquier ser humano inclu-
yendo la inclusión financiera que también es parte del
bienestar y desarrollo social, ya que como lo plantea el
Banco Mundial, la inclusión financiera es un factor
clave para reducir la pobreza e impulsar la prosperi-
dad. En este sentido y atendiendo a las diferentes rea-
lidades de nuestro país, en dicha estrategia deben ser
tomados en cuenta las y los migrantes, así como su fa-
milia.

La inclusión financiera significa, para personas físicas
y empresas, tener acceso a productos financieros útiles
y asequibles que satisfagan sus necesidades: transac-
ciones, pagos, ahorros, crédito y seguro, prestados de
manera responsable y sostenible.

El acceso a servicios financieros facilita la vida coti-
diana y ayuda a las familias y las empresas a planifi-
car para todo, desde los objetivos a largo plazo hasta
las emergencias imprevistas. Es más probable que, en
calidad de titulares de cuentas, las personas usen otros
servicios financieros, como créditos y seguros, para
iniciar y ampliar negocios, invertir en educación o sa-
lud, gestionar riesgos y sortear crisis financieras, todo
lo cual puede mejorar su calidad general de vida.6

En el mismo tenor de ideas, siete de los 17 Objetivos
de Desarrollo Sostenible, la agenda de las Naciones
Unidas para 2030, contemplan la inclusión como re-
quisito para su cumplimiento. De acuerdo con el déci-
mo Objetivo de Desarrollo Sostenible, “Reducción de
las desigualdades”, se tiene como metas;

De aquí a 2030, potenciar y promover la inclusión so-
cial, económica y política de todas las personas, inde-
pendientemente de su edad, sexo, discapacidad, raza,
etnia, origen, religión o situación económica u otra
condición.

Así también se puede leer;

De aquí a 2030, reducir a menos del 3 por ciento los
costos de transacción de las remesas de los migrantes
y eliminar los corredores de remesas con un costo su-
perior al 5 por ciento.
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Cuarto: La inclusión financiera en México, según el
Consejo Nacional de Inclusión Financiera (Conaif), se
define como el acceso y uso de servicios financieros
formales, bajo una regulación que garantiza la protec-
ción al consumidor y promueve la educación financie-
ra. Este concepto se sustenta en cuatro pilares funda-
mentales:

Aunado a lo anterior se deberán priorizar cuatro ele-
mentos:

Acceso: La disponibilidad de infraestructura finan-
ciera (sucursales, cajeros, etcétera) para que la po-
blación pueda acceder a servicios y productos fi-
nancieros. 

Uso: La adquisición y utilización de estos produc-
tos y servicios por parte de la población, reflejando
así sus necesidades y comportamientos financieros. 

Protección al consumidor: La garantía de transpa-
rencia, trato justo y mecanismos efectivos para
atender quejas y proteger a los usuarios de prácticas
abusivas. 

Educación financiera: El desarrollo de habilidades
y conocimientos para que la población pueda tomar
decisiones financieras informadas y gestionar sus
recursos de manera eficiente.7

Con el fin de ampliar las oportunidades económicas y
mejorar la calidad de vida de los mexicanos, el go-
bierno y las instituciones financieras han unido esfuer-
zos para impulsar la inclusión financiera. A través de
reformas legales, la creación de organismos especiali-
zados como el Conaif y el diseño de productos finan-
cieros adaptados a las necesidades de diversos seg-
mentos de la población, se busca garantizar que todos
tengan acceso a servicios financieros básicos. Estas
iniciativas promueven el ahorro, el crédito y la educa-
ción financiera, empoderando a las personas y fomen-
tando el desarrollo económico del país.

Quinto: Que 47 países cuentan con una Estrategia Na-
cional de Inclusión Financiera; de éstos, 11 pertenecen
a América Latina y el Caribe, entre ellos México. 

El Consejo Nacional de Inclusión Financiera ha dado
a conocer la versión preliminar para la discusión del
Grupo de Seguimiento de Inclusión Financiera, titula-

da “Política Nacional de Inclusión Financiera 2020-
2030”, en la que en su sexto capitulo se hace un diag-
nostico de la inclusión financiera en México, dando
como resultado que los problemas para acceder a la re-
ferida inclusión, pasan por la alta incidencia de la po-
breza y desigualdad, por la limitada salud financiera y
por la propia exclusión financiera, enfatizando que los
problemas son tanto del lado de la oferta como de la
demanda.8

En ese mismo sentido, la Comisión Nacional Bancaria
y de Valores (CNBV), en colaboración con el Instituto
Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), realizaron
la Encuesta Nacional de Inclusión Financiera (ENIF)
2021,9 teniendo los siguientes principales hallazgos:10

• Más de la mitad de la población reportó haber te-
nido afectaciones económicas derivadas de los
efectos de la pandemia ocasionada por la Covid-19.

• En 2021, el 67.8 por ciento de la población mexi-
cana de 18 a 70 años (56.7 millones de personas) te-
nía al menos un producto financiero formal, como
cuentas de ahorro, crédito, seguros o Afores, un au-
mento respecto al 63 por ciento registrado en 2018.

• Mientras que el 74.3 por ciento de los hombres
contaban con algún producto financiero formal, so-
lo el 61.9 por ciento de las mujeres tenía acceso a
estos servicios, destacando una brecha significativa
entre géneros.

• El 49.1 por ciento de los mexicanos tenía una
cuenta bancaria o en una institución financiera, lo
que supone una leve mejora frente al 47.1 por cien-
to de 2018?.

• De 2018 a 2021, las cuentas de nómina registraron
un crecimiento de tres puntos porcentuales, es decir
la estadística pasó de 25 a 28 por ciento, 

• El acceso a productos financieros varía por región.
Las zonas con mayor inclusión financiera son el Nor-
este y el Noroeste, mientras que las regiones Centro
Sur y Sur presentan los menores niveles de inclusión.

• Seis de cada 10 personas ahorran en México, pero
solo el 21 por ciento de la población lo hace de ma-
nera formal. La mayoría sigue prefiriendo métodos
informales de ahorro, como guardar dinero en casa.
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• El porcentaje de varones que tienen una cuenta de
banco en localidades rurales es de 44 por ciento, 11
puntos porcentuales más que las mujeres. Esta bre-
ca aumento considerablemente con relación a 2015
y 2018. 

• El 54 por ciento de la población mexicana nunca
ha tenido nunca un financiamiento formal. 26 por
ciento de esa población dice que ha podido cumplir
con los requisitos solicitados y el 7 por ciento por
los intereses o comisiones que son muy altas. El 65
por ciento de la población todavía desconfía de las
instituciones financieras o considera que los trámi-
tes son complicados

• De la población que ha tenido financiamiento for-
mal, la mayoría lo ha obtenido por tarjeta de crédi-
to departamental.

• Solo el 36 por ciento de las mujeres rurales han te-
nido acceso a un crédito formal. 

• El 52 por ciento de las personas con cuenta hacen
uso de la aplicación de celular pata realizar consul-
tas o transacciones.

• Solo el 29.2 por ciento de la población cuenta con
algún tipo de seguro, siendo los seguros de vida y
salud los más comunes. Esta cifra refleja una brecha
importante en la protección financiera ante riesgos

• Una de cada cuatro personas realiza pagos con tar-
jeta o trasfiere electrónicamente; pero esta propor-
ción tiene que ver con el nivel de escolaridad ya que
el 57 por ciento de esas personas dice tener estudios
de licenciatura o más. 

Estos resultados sugieren que, aunque ha habido avan-
ces en la inclusión financiera, aún persisten desafíos re-
lacionados con la desigualdad de género, la bancariza-
ción y el acceso equitativo en distintas regiones del país.

Sexto: Que un sector que se beneficiaría significativa-
mente de una política sólida de inclusión financiera
son los migrantes y sus familias. Según la Comisión
Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL),
estudios revelan que:

Los hogares que reciben remesas tienden a tener una
mayor propensión a ahorrar que los hogares no recep-

tores y mayores cantidades de ahorro en valor absolu-
to: alrededor del 57 por ciento de los hogares recepto-
res ahorran una parte de sus remesas, frente a un 41
por ciento de los hogares no receptores.

Sin embargo; debido a que los hogares receptores de
remesas están excluidos o tienen acceso limitado al
sistema financiero formal, ahorran a través de canales
informales que los exponen a riesgos de fraude, robo o
extravío y mayores costos de transacción. Se estima
que solo el 23 por ciento de los hogares receptores
ahorra en las instituciones financieras y en los hogares
no receptores el porcentaje es mucho menor: 9 por
ciento (FIDA, 2017). Asimismo, al no tener acceso o
tener acceso limitado a servicios financieros, los mi-
grantes no pueden apalancar su capital financiero y se
ven obligados a financiarse con sus propios recursos,
limitando sus inversiones en fases secuenciales que
alargan el tiempo de desarrollo de sus proyectos e in-
crementan sus costos.11

Además, en la misma agrega que:

El uso de cuentas de depósito para enviar dinero
permite vincular a los migrantes y a las familias re-
ceptoras al sistema financiero, apalancando el im-
pacto de las remesas al incrementar el ahorro y las
oportunidades de inversión de los migrantes y las
familias receptoras. Se estima que los migrantes
que tienen una cuenta bancaria en su país de origen
incrementan hasta un 25 por ciento su flujo de en-
vío de remesas y son hasta tres veces más propen-
sos a enviar dinero para apoyar un negocio familiar.
Respecto a las familias receptoras, se estima que
aquellas que tienen una cuenta bancaria reciben
hasta 27 por ciento más de remesas (Orozco, 2017).
Además, los servicios financieros les permiten sua-
vizar consumo, mitigar riesgos y diversificar sus ac-
tivos físicos, financieros y productivos.12

Séptimo: Que el Consejo Nacional de Inclusión Fi-
nanciera ha dado a conocer la versión preliminar para
la discusión del Grupo de Seguimiento de Inclusión
Financiera, titulada “Política Nacional de Inclusión Fi-
nanciera 2020-2030”, en la que en su primer capitulo
se hace una proyección del México en 2030, señalan-
do que para entonces el país ha logrado que la mayo-
ría de su población esté incluida en el sistema finan-
ciero, lo que ha contribuido a reducir la desigualdad y
la pobreza, mejorando la inclusión social, lo que sin

Martes 5 de noviembre de 2024 Gaceta Parlamentaria63



duda implica que en la actualidad hagamos lo que nos
corresponde y con ello alcanzar que en ese futuro, per-
sonas de diversos grupos demográficos, incluidas mu-
jeres, indígenas, y poblaciones rurales, tengan acceso
a productos financieros como créditos y seguros, lo
que les permita generar ingresos, invertir en educación
y salud, y estar mejor preparados ante eventos inespe-
rados. Además, de que la mayoría de los ciudadanos y
ciudadanas adquirieran mejores habilidades de mane-
jo financiero, permitiéndoles llevar presupuestos, pa-
gar cuentas a tiempo y tomar decisiones de gasto más
responsables.

La propuesta de reformar la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos para incorporar el dere-
cho a la inclusión financiera en el artículo 4 responde a
la necesidad imperiosa de avanzar hacia una mayor
equidad y bienestar económico para todos los ciudada-
nos. La versión preliminar del documento “Política Na-
cional de Inclusión Financiera 2020-2030”, presentada
por el Consejo Nacional de Inclusión Financiera, pro-
yecta un futuro en el que una amplia mayoría de la po-
blación esté incluida en el sistema financiero para
2030. Esta inclusión, como señala el documento, con-
tribuirá significativamente a reducir la desigualdad y la
pobreza, y mejorará la inclusión social.

Actualmente, los datos reflejan un panorama desigual en
términos de acceso y uso de productos financieros. Más
de la mitad de la población ha sufrido afectaciones eco-
nómicas debido a la pandemia de Covid-19, y, aunque el
acceso a productos financieros ha crecido, persisten no-
tables brechas. Por ejemplo, solo el 61.9 por ciento de las
mujeres tienen acceso a servicios financieros formales
frente al 74.3 por ciento de los hombres, y en las zonas
rurales, las mujeres enfrentan una desventaja aún mayor.
Además, el 54 por ciento de la población nunca ha teni-
do un financiamiento formal, y existe una desconfianza
generalizada hacia las instituciones financieras debido a
requisitos complicados y altos costos.

Incorporar el derecho a la inclusión financiera en la
Constitución garantizará que se promueva el acceso
universal y equitativo a servicios financieros. Este de-
recho permitirá que personas de diversos grupos de-
mográficos, incluidos mujeres, indígenas y poblacio-
nes rurales, puedan acceder a créditos, seguros y otros
productos financieros necesarios para generar ingre-
sos, invertir en educación y salud, y prepararse para
imprevistos. Asimismo, contribuirá a desarrollar habi-

lidades de manejo financiero entre la ciudadanía, pro-
moviendo una mayor responsabilidad en la gestión de
recursos y en la toma de decisiones económicas.

La reforma propuesta no solo se alinea con las pro-
yecciones y objetivos del Consejo Nacional de Inclu-
sión Financiera, sino que también responde a la nece-
sidad urgente de superar las desigualdades persistentes
en el acceso a servicios financieros, creando así un
México más inclusivo y justo.

Por todo lo expuesto, para tener un mejor panorama de
la reforma que se propone, se acompaña el siguiente
cuadro comparativo:
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Por todo lo expuesto y fundado, el suscrito legisla-
dor propone a esta soberanía el siguiente proyecto de
Decreto por el que se adiciona el párrafo dieciocho
al Artículo 4° de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en materia de inclusión fi-
nanciera.

Único. Se adiciona el párrafo dieciocho al Artículo 4°
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, en materia de inclusión financiera, para que-
dar como sigue:

Artículo 4o.- Artículo 4o.- La mujer y el hombre son
iguales ante la ley. Ésta protegerá la organización y el
desarrollo de la familia. 

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

Toda persona tiene el derecho a la inclusión financie-
ra, que comprende el acceso equitativo y no discrimi-
natorio a servicios financieros, incluyendo, pero no li-
mitándose a cuentas bancarias, créditos, seguros y
otros productos financieros. 

El Estado promoverá políticas y acciones para garan-
tizar que todos los ciudadanos, sin importar su género,
origen étnico, región geográfica, nivel socioeconómi-
co o situación personal, puedan acceder a estos servi-
cios y desarrollar habilidades para una gestión finan-
ciera adecuada. 

El Estado tomará medidas para reducir las brechas de
acceso y uso de servicios financieros, especialmente
para grupos históricamente marginados y comunida-
des rurales, y fomentará la transparencia, la competen-
cia y la confianza en las instituciones financieras.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Segundo: Se deroga toda disposición que se contra-
ponga al presente decreto.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
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Diputada Eunice Abigail Mendoza Ramírez (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 4O. DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MA-
TERIA DE IGUALDAD SUSTANTIVA, A CARGO DE LA DIPU-
TADA MARÍA DEL ROSARIO OROZCO CABALLERO, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, María del Rosario Orozco Caballero, di-
putada federal e integrante del Grupo Parlamentario de
Morena en la LXVI Legislatura de la Cámara de Di-
putados del honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y 6, fracción I, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta ho-
norable asamblea la presente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforman diversas disposicio-
nes de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en materia de igualdad sustantiva, al tenor
de la siguiente
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Exposición de Motivos

Introducción

Acabar con las condiciones que han permitido la

desigualdad social y política sería, después de la li-

beración de los esclavos, la mayor revolución

emancipadora

(Villoro, 1997, citado en CEPAL, 2010).

La igualdad sustantiva es una necesidad sustentada en
el principio de igualdad de la mujer y el hombre ante
la Ley, consagrada en nuestra Constitución, misma
que demanda en los hechos se garantice el ejercicio
pleno de los derechos universales y la capacidad de
garantizarlos en la vida cotidiana. 

De acuerdo con la Ley General para la Igualdad entre
Mujeres y Hombres en su artículo 5, fracción V, la
igualdad sustantiva se define como “el acceso al mis-

mo trato y oportunidades para el reconocimiento, go-

ce o ejercicio de los derechos humanos y las liberta-

des fundamentales”.1

El término “igualdad sustantiva” nace de la recomen-
dación general número 25 de 2004 emitida por la Or-
ganización de las Naciones Unidas, a través del Comi-
té para la Eliminación de la Discriminación contra la
Mujer.1

Dicha recomendación busca que la mujer tenga las
mismas oportunidades desde un primer momento y
que disponga de un entorno que le permita conseguir
la igualdad de resultados. No es suficiente garantizar a
la mujer un trato idéntico al del hombre, deben tener-
se en cuenta las diferencias biológicas que hay entre la
mujer y el hombre y las diferencias que la sociedad y
la cultura han creado. 

Para alcanzar una igualdad sustantiva, es necesario
equilibrar las diferencias que existen entre la mujer y
el hombre, para ello, es necesario una estrategia eficaz
encaminada a corregir la representación insuficiente
de la mujer, y una redistribución de los recursos y del
poder entre el hombre y la mujer.

Actualmente, la desigualdad que existe entre mujeres
y hombres constituye un caso singular entre todas las
formas de discriminación. No constituyen una clase

social, ni una minoría social o racial, atraviesan todos
los grupos y pueblos y, en todos ellos, son una insepa-
rable mitad. 

Todas las sociedades construyen una estructura simbó-
lica, un paradigma, al que llama orden de género, el
cual tiene su base en la división sexual del trabajo; es
decir, en las tareas, atributos y roles asignados a cada
uno de los géneros, que a su vez determinan sus opor-
tunidades, valores, responsabilidades y privilegios o la
ausencia de estos.

La violencia contra las mujeres es una forma de dis-
criminación que obstaculiza el goce de derechos y li-
bertades en pie de igualdad con los hombres. Esta dis-
criminación se encuentra sustentada en las relaciones
de poder históricamente desiguales entre mujeres y
hombres.

La búsqueda de la igualdad y la no discriminación es
un imperativo moral y social en nuestras sociedades
contemporáneas, ya que a medida que avanzamos ha-
cia un mundo más justo, se vuelve fundamental cues-
tionar y transformar los modos en que interactuamos.

La igualdad sustantiva parte del reconocimiento de
que históricamente las mujeres han sido discriminadas
y de que es necesario llevar a cabo acciones que eli-
minen la desigualdad y acorten las brechas entre mu-
jeres y hombres en todas las esferas del desarrollo, de
manera que se sienten las bases para una efectiva
igualdad de género, tomando en cuenta que la des-
igualdad que de facto padecen las mujeres puede agra-
varse en función de la edad, la raza, la pertenencia ét-
nica, la orientación sexual, el nivel socioeconómico, la
condición de discapacidad y el estatus migratorio, en-
tre otros.3

Las brechas de desigualdad de género son una medida
estadística que da cuenta de la distancia de mujeres y
hombres con respecto a un mismo indicador. 

La cuantificación de las brechas ha estimulado el
desarrollo de estadísticas y la formulación de indica-
dores para comprender las dimensiones de la des-
igualdad y monitorear los efectos de las políticas so-
bre su erradicación, así como los avances en la
eliminación de la desigualdad comparativamente a
través del tiempo.4
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Antecedentes históricos en México para el recono-
cimiento de los derechos de la mujer

A lo largo del tiempo y con la lucha de grandes muje-
res revolucionarias se han logrado cambios graduales
en la legislación mexicana en favor de los derechos de
las mujeres.

La participación femenina en la vida política del país
ha contribuido a la consolidación de la democracia; su
presencia en ámbitos de toma de decisiones, tanto pú-
blicos como privados, ha sido condicionante del mejo-
ramiento de los niveles de vida sociales y económicos,
en el proceso general del desarrollo de las políticas a
favor de la igualdad y la equidad de género.5

1. Con fecha 12 de febrero de 1946, el presidente
Miguel Alemán promulgó un decreto para estable-
cer que las mujeres podrían participar en las elec-
ciones municipales en igualdad de condiciones que
los varones, con el derecho a votar y ser elegidas.”

2. Con fecha 17 de octubre de 1953, el presidente
Adolfo Ruiz Cortines publicó en el Diario Oficial
de la Federación (DOF) un decreto otorgando a las
mujeres el derecho a votar y ser votadas para pues-
tos de elección popular a nivel nacional.

3. Para 1954 Aurora Jiménez, resulta electa a nivel
nacional para ocupar un cargo de Diputada Federal
en la historia de México, por el estado de Baja Ca-
lifornia. 

4. Con fecha 3 de julio de 1955, las mujeres acuden
por primera vez a las urnas a emitir su voto.

5. Con fecha 04 de julio de 1964 son electas como
Senadoras María Lavalle Urbina y Alicia Arellano
Tapia, la primera por el Estado de Campeche y la
segunda por el Estado de Sonora.

6. Con fecha 31 de diciembre de 1974, el presiden-
te Luis Echeverria Álvarez promulgo en la Consti-
tución que “el varón y la mujer son iguales ante la
Ley”, de igual manera, se reconoce el derecho a la
protección a las mujeres durante y después del em-
barazo.

7. Para 1975, la Organización de las Naciones Uni-
das (ONU), estableció el día 8 de marzo como el

Año Internacional de la Mujer haciendo un llamado
a las naciones para trabajar por la igualdad de géne-
ro e incluso por la necesidad urgente de luchar con-
tra la violencia a la que millones de mujeres pade-
cen.6

8. Para 1985 se crea la Comisión Nacional de la
Mujer; y posteriormente, en 2001 se crea el Institu-
to Nacional de las Mujeres, dichas instituciones
buscaron generar condiciones en igualdad de opor-
tunidades y de trato entre los géneros; el ejercicio
pleno de todos los derechos de las mujeres y su par-
ticipación igualitaria en la vida política, cultural,
económica y social del país.7

Los ejemplos anteriores permiten constatar la manera
en que las legislaciones contienen un trato diferencia-
do hacia las mujeres que las pone en desventaja frente
a los hombres. También se puede apreciar que dichas
normas fueron modificadas para eliminar la referida
distinción que tenía como resultado la discriminación
por género.

Ha pasado ya más de un siglo, desde que las mujeres
iniciaron y protagonizaron la lucha para el reconoci-
miento de sus derechos y que el día de hoy tienen un
impacto directo en nuestra cultura política y el des-
arrollo democrático.

Hoy podemos decir que se ha marcado un parteaguas
en la historia mexicana gracias a la lucha de decenas
de mujeres como: Hermila Galindo, Elvia Carrillo
Puerto, María Hernández Zarco, Juan Belén Gutié-
rrez de Mendoza, María Lavalle Urbina, y Amalia
González Caballero de Castillo Ledón entre muchas
otras.8

La perspectiva de género es una categoría analítica, in-
tegrada por metodologías y mecanismos, que sirve pa-
ra hacer visible la discriminación, la desigualdad de
oportunidades, la violencia social, económica y políti-
ca; así como las relaciones de poder y las razones en
las que se sostiene lo referido.9

Permite “detectar y eliminar todas las barreras y obs-
táculos que discriminan a las personas por condición
de sexo o género las situaciones de desventaja que, por
cuestiones de género, discriminan e impiden la igual-
dad”.10
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A lo largo de 23 legislaturas, se fueron incorporando
más mujeres a la vida política, poniendo en el centro
de las prioridades temas relevantes en materia de pers-
pectiva de género, entre ellos el criterio de paridad to-
tal del Congreso Federal.

La paridad de género en la integración de los órganos
del Estado es una regla permanente y transversal. Es
decir, no se trata de una medida provisional ni optati-
va, sino de una transformación que permita una verda-
dera democracia y que legitime cómo se deben inte-
grar los órganos del Estado, así como quiénes deben
ejercer el poder público.

1. En 2008 se comenzó a adaptar el término “pari-
dad de género” para acercarnos a una representa-
ción igualitaria, por lo que se incluyó una integra-
ción de, al menos, 40 por ciento de candidaturas
propietarias del mismo género, pero se exceptuaron
las candidaturas de mayoría relativa, también se au-
mentó el número de mujeres en la lista plurinomi-
nal, de 2 mujeres por cada 5 candidatos.11

2. Para 2014, mediante una reforma constitucional
se garantizó la paridad de género en las listas a can-
didaturas al Poder Legislativo Federal y locales. 

Desde entonces los partidos están obligados a ga-
rantizar paridad de género en el registro de candi-
daturas legislativas; determinar y hacer públicos los
criterios para garantizar la paridad en el registro de
las candidaturas, sin que se admitan criterios que
permitan que se asigne a cualquier género distritos
electorales donde los partidos hayan obtenido la
más baja votación.

3. El 6 de junio de 2019, se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación (DOF) el Decreto de la refor-
ma constitucional de paridad entre géneros, que
consolidó formalmente el modelo paritario diseña-
do para alcanzar la participación real y efectiva de
las mujeres en todos los espacios de poder y de de-
cisión pública, al establecer como objetivo claro de
la reforma garantizar que todos los órganos del Es-
tado en todos los niveles estén conformados de ma-
nera paritaria y que las mujeres participen en todos
los espacios de poder y de decisión pública.12

4. De igual manera, para 2019 se integró al artículo
3 de la Constitución el término “igualdad sustanti-

va”, en el párrafo cuarto para prever que: “La edu-

cación se basará en el respeto irrestricto de la dig-

nidad de las personas, con un enfoque de derechos

humanos y de igualdad sustantiva.”

Todavía quedan barreras por romper y estereotipos
culturales y sociales que acabar, para ello, es impor-
tante seguir atendiendo las causas que las originan.

Si bien la promulgación de leyes y la elaboración e im-
plementación de políticas públicas en favor de las mu-
jeres es un gran avance, lo cierto es que para alcanzar
la igualdad sustantiva es necesario que las leyes y po-
líticas públicas garanticen que las mujeres tengan las
mismas oportunidades que los hombres en todas las
dimensiones del desarrollo y que exista, por lo tanto,
un contexto propicio para lograrlo en los hechos. 

Esto implica la obligación del Estado de remover to-
dos los obstáculos para que las mujeres, especialmen-
te las que se encuentran en particular desventaja o que
pertenecen a grupos de población históricamente mar-
ginados y excluidos, logren la igualdad en los hechos.

Acciones para avanzar hacia la igualdad sustantiva

El avance hacia la igualdad sustantiva requiere la in-
tervención pública en tres frentes interrelacionados: 

1. Corregir la desventaja socioeconómica de las
mujeres; 

2. Luchar contra los estereotipos, el estigma y la
violencia; y 

3. Fortalecer el poder de acción, la voz y la partici-
pación de las mujeres. 

La vida de las mujeres se transforma cuando la acción
de estas tres dimensiones se refuerza entre sí. La trans-
formación duradera de las estructuras e instituciones
sociales es posible cuando los cambios en estas tres
dimensiones (recursos, respeto y poder de acción) se
entrecruzan y trabajan de manera concertada.

Para ello, nuestros marcos normativos deben de estar
alineados a los más altos estándares internacionales
para estar a la altura de las necesidades que enfrentan
nuestra sociedad hoy en día.
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Marco jurídico internacional 

La igualdad entre mujeres y hombres es un derecho
humano inalienable, de aceptación universal y recono-
cido en diversos instrumentos internacionales:

• La Carta de las Naciones Unidas (1945) reafirma,
en su preámbulo, “la fe en los derechos fundamen-
tales, en la dignidad y el valor de la persona huma-
na, en la igualdad de derechos de hombres y muje-
res, y de las naciones grandes y pequeñas”.13

• La Declaración Universal de Derechos Humanos
(1948) proclama el principio de igualdad y la pro-
hibición de todas las formas de discriminación ba-
sada en el sexo (art. 2).14

• La Convención de los Derechos Políticos de las
Mujeres (1954) propone poner en práctica el prin-
cipio de igualdad de derechos de hombres y muje-
res, enunciado en la Carta de las Naciones Uni-
das.15

• El Pacto Internacional de los Derechos Civiles y
Políticos (PIDCP, 1966)16 y el Pacto Internacional
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
(PIDESC, 1966)17 establecen, en su artículo terce-
ro, la obligación de los Estados Parte de garantizar,
a hombres y mujeres, la igualdad en el goce de to-
dos los derechos consagrados en ellos.

• Actualmente, la Convención sobre la eliminación
de todas las formas de discriminación contra la mu-
jer (CEDAW) establece que “los Estados parte no

sólo están obligados a sentar las bases legales pa-

ra que exista igualdad formal entre mujeres y hom-

bres; es necesario asegurar que haya igualdad de

resultados o de facto: igualdad sustantiva. Para al-

canzarla, es necesario que las leyes y políticas ga-

ranticen que las mujeres tengan las mismas oportu-

nidades que los hombres en todas las esferas de la

vida, lo que implica que el Estado tiene la obliga-

ción de garantizar las condiciones para ello y de

remover todos los obstáculos para que la igualdad

se alcance en los hechos”.18

La igualdad sustantiva, como tal, no propone hacer
iguales a mujeres y hombres, sino garantizar la igual-
dad en el goce y el ejercicio de los derechos de ambos;
en pocas palabras, se trata de que en nuestras socieda-

des haya igualdad de trato, igualdad en el acceso a las
oportunidades e igualdad de resultados.

Marco jurídico nacional

• El artículo 1o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) establece
que todas las personas gozarán de los derechos hu-
manos reconocidos en la Constitución y en los tra-
tados internacionales de los que el Estado mexica-
no sea parte, favoreciendo en todo tiempo a las
personas la protección más amplia, y la obligación
de las autoridades de promover, respetar, proteger y
garantizar los derechos humanos de conformidad
con los principios de universalidad, interdependen-
cia, indivisibilidad y progresividad.19

• La fracción V del artículo 12 de la Ley General
para la Igualdad entre Mujeres y Hombres
(LGIMH) prevé que corresponde al Gobierno Fede-
ral garantizar la igualdad de oportunidades, me-
diante la adopción de políticas, programas, proyec-
tos e instrumentos compensatorios como acciones
afirmativas, las cuales de acuerdo con el artículo 5
de la Ley citada, son entendidas como el conjunto
de medidas de carácter temporal correctivo, com-
pensatorio y/o de promoción, encaminadas a acele-
rar la igualdad sustantiva entre mujeres y hom-
bres.20

• El artículo 2o. de la Ley Federal para Prevenir y
Eliminar la Discriminación (LFPED) mandata que
corresponde al Estado promover las condiciones
para que la libertad y la igualdad de las personas se-
an reales y efectivas. Los poderes públicos federa-
les deberán eliminar aquellos obstáculos que limi-
ten en los hechos su ejercicio e impidan el pleno
desarrollo de las personas, así como su efectiva par-
ticipación en la vida política, económica, cultural y
social del país y promoverán la participación de las
autoridades de los demás órdenes de Gobierno y de
los particulares en la eliminación de dichos obstá-
culos.21

• El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 (PND)
establece el principio de no dejar a nadie atrás y no
dejar a nadie afuera. Asimismo, el PND indica que
el gobierno impulsará la igualdad como principio
rector, incluyendo la igualdad efectiva de derechos
entre mujeres y hombres.22
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• El Programa Nacional para la Igualdad entre Mu-
jeres y Hombres 2020- 2024 (Proigualdad) tiene co-
mo objetivo contribuir a lograr cambios significati-
vos para responder a las necesidades y aspiraciones
de las mujeres y las niñas, así como a generar las
condiciones para avanzar en la igualdad sustantiva
y la no discriminación.23

Datos y cifras

Existen datos certeros y oficiales sobre las brechas en-
tre mujeres y hombres en el acceso, uso, control y par-
ticipación en la distribución de recursos, servicios,
oportunidades y beneficios e incluso derechos y liber-
tades en todos los ámbitos de la vida. 

• La Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Re-
laciones en los Hogares (ENDIREH) 2021 revela que
la carga de trabajo reproductivo sigue siendo una ba-
rrera para la educación de niñas, adolescentes y muje-
res, en ese año solo el 9 por ciento de las niñas de 10
a 14 años que fueron madres continuaban estudiando,
cifra que muestra un aumento en comparación con el 5
por ciento registrado en 2009. 

Además, en 2020 y 2021, aumentó la proporción de
niñas madres dedicadas a trabajos remunerados, alcan-
zando el 20 por ciento del total. De ellas, el 65 por
ciento se dedicaba al trabajo doméstico o de cuidados
remunerado.24

• De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadísti-
ca y Geografía (INEGI), la población económica-
mente activa es mayormente de hombres, 36 millo-
nes, mientras que las mujeres son 24.9 millones, lo
que implica en gran parte de los casos una total de-
pendencia económica de las mujeres, con todos los
efectos negativos que ello acarrea.

Por otro lado, las mujeres dependen más de sus redes de
parentesco para acceder a los servicios de salud. Al res-
pecto, el 5 por ciento de las mujeres en situación de po-
breza tienen acceso como titulares de la afiliación, mien-
tras que 30 por ciento de las mujeres afiliadas que no
están en situación de pobreza son titulares del acceso. 

En cambio, la titularidad crece en los hombres, a 16
por ciento en los hombres en situación de pobreza, y a
52 por ciento de los hombres que no se encuentran en
esa situación. 

En condición de pobreza, 15 por ciento de los hogares
encabezados por mujeres y 18 por ciento de los enca-
bezados por hombres presentaron carencia en calidad
y espacios de la vivienda, cifra que se reduce a 3 y 4%
respectivamente en ausencia de pobreza.25

• Dado que el rol de género asigna a las mujeres la
mayor carga del trabajo doméstico, la incidencia de
carencia de la vivienda en contextos de pobreza re-
presenta un factor que condiciona sus opciones pa-
ra participar en el mercado del trabajo remunerado.

• Para la Organización para la Cooperación Econó-
mica y el Desarrollo (OCDE), los tres aspectos más
importantes de la desigualdad de género en cada pa-
ís son: la violencia contra las mujeres, la brecha sa-
larial entre géneros y el reparto desigual del trabajo
no remunerado. 

• Muchos países de la OCDE ahora otorgan priori-
dad a la lucha contra estas desigualdades, mediante
políticas y acciones para que se impulse el lideraz-
go de más mujeres en los sectores público y priva-
do.

Planteamiento de la problemática

Aunque hoy en día parezca algo tan lejano el reconoci-
miento de los derechos democráticos de la mujer, miles
de mujeres tuvieron que luchar desde lo individual y
colectivo abriendo paso para que hoy, todas las muje-
res podamos participar en la vida política del país.

A pesar de la existencia de leyes que promueven la
igualdad y perspectiva en materia de género, persiste
una brecha significativa entre la legislación y su apli-
cación efectiva, lo que mantiene a miles de mujeres y
niñas en situación de vulnerabilidad y perpetúa la des-
igualdad de género.

La mayor parte de las personas que viven en situación
de pobreza son mujeres. En comparación con los hom-
bres, tienen un menor acceso a recursos, poder e in-
fluencia, y pueden experimentar una mayor desigual-
dad debido a su clase, etnia o edad, así como debido a
creencias religiosas y fundamentalistas.

A lo largo de la historia, las mujeres han alcanzado im-
portantes logros, demostrando su preparación y capaci-
dad para participar en todos los ámbitos de la sociedad.
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Sin embargo, aún existen resistencias de una sociedad
machista y patriarcal en la que prevalecen roles y es-
tereotipos que se traducen en discriminación y en vio-
lencia contra las mujeres por razón de género.

Es tiempo de transformar nuestras leyes para que sean
verdaderamente representativas y respetuosas de la
igualdad de la mujer y el hombre.

Esto es esencial en un país donde existen más de 67
millones de mujeres que constituyen más de la mitad
de la población, por ende, deben ser visibilizadas en
todos los espacios de participación social.26

Objeto de la iniciativa

Se reforma el artículo 4o. párrafo primero de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos para establecer que los tres órdenes de gobierno
deberán garantizar plenamente el derecho de las muje-
res a la igualdad sustantiva. 

De igual manera, se señala que la ley establecerá los
mecanismos tendientes a la erradicación de todas las
formas de violencia contra la mujer. 

Se establece dentro de los artículos transitorios que:

• El Congreso de la Unión deberá realizar las refor-
mas al marco jurídico correspondiente, con la fina-
lidad de garantizar los derechos y obligaciones con-
tenidas en el presente Decreto, dentro de un plazo
de 180 días siguientes a su entrada en vigor; y

• Los Congresos de las entidades federativas debe-
rán realizar las reformas legislativas, normativas y
administrativas necesarias para garantizar los dere-
chos y obligaciones contenidas en el presente De-
creto, dentro de un plazo de 180 días siguientes a su
entrada en vigor.

Esta iniciativa representa un esfuerzo importante para
avanzar hacia la erradicación de la violencia y la dis-
criminación, así como para cerrar las brechas de des-
igualdad que han afectado históricamente a las muje-
res mexicanas.

Facilita la implementación de programas para la pre-
vención y erradicación de la violencia por razones de
género, así como la promoción desde el Estado como

eje rector de la igualdad sustantiva en todos los ámbi-
tos de la vida social y económica de las mujeres, sin
importar su origen. 

Con esta reforma, se garantiza un marco normativo sóli-
do que busca proteger a las niñas, adolescentes y mujeres
frente a diversas formas de violencia, también se fortale-
ce la actuación institucional con perspectiva de género,
asegurando que la intervención del Estado sea integral.

Además, se consolidan medidas más eficaces para lo-
grar una transformación profunda que permita mitigar
las diversas formas de violencia por razones de géne-
ro, garantizando el acceso integral a los derechos fun-
damentales de todas las mujeres para el disfrute de la
justicia, la protección y la igualdad. 

Asimismo, esta reforma permitirá a México avanzar en
el cumplimiento de sus obligaciones internacionales,
particularmente con el Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC), que exi-
ge la protección efectiva de los derechos económicos,
sociales y culturales sin discriminación por género. 

No solo alineará las leyes nacionales con los estánda-
res internacionales, sino que también fortalecerá el
marco jurídico nacional para proteger los derechos hu-
manos de las mujeres. Con estas acciones se ayudará a
demostrar el liderazgo de México en el ámbito inter-
nacional en cuanto a la implementación de políticas
que promuevan la igualdad de género. 

El impulso y aprobación de esta reforma contribuirá al
compromiso del Estado mexicano para garantizar la
participación política de las mujeres en condiciones de
igualdad con los hombres y de materializar una verda-
dera democracia. 

Después de más de 70 años de la reforma constitucio-
nal que reconoció el derecho a la mujer a votar y ser
votada, el día de hoy tenemos un Congreso paritario
con 250 diputadas y 64 senadoras siendo el único par-
lamento a nivel mundial que cuenta con paridad en
ambas Cámaras.

Contamos con 27 entidades federativas con congresos
locales paritarios; para 2024 contamos con 13 mujeres
gobernadoras y por primera vez el 01 de octubre con-
tamos con una mujer presidenta de los Estados Unidos
Mexicanos.
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Después que durante mucho tiempo las mujeres fui-
mos anuladas, hoy somos conscientes que es imposi-
ble hablar de justicia social, excluyendo las demandas
de las mujeres.

Para efectos de una mejor apreciación de la propuesta,
a continuación, se presenta un cuadro comparativo en-
tre el texto vigente y el texto propuesto:

Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a
consideración de esta honorable asamblea el siguiente
proyecto de

Decreto por el que se reforma el párrafo primero
del artículo 4 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en materia de igualdad
Sustantiva

Artículo Único. Se reforma el párrafo primero del ar-
tículo 4 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 4o.- La mujer y el hombre son iguales ante la
ley. Ésta protegerá la organización y el desarrollo de la
familia. Los tres órdenes de gobierno deberán ga-
rantizar plenamente el derecho de las mujeres a la
igualdad sustantiva. La ley establecerá los meca-
nismos tendientes a la erradicación de todas las
formas de violencia contra la mujer. 

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

Transitorios

Primero. - El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. - El Congreso de la Unión deberá realizar
las reformas al marco jurídico correspondiente, con la
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finalidad de garantizar los derechos y obligaciones
contenidas en el presente Decreto, dentro de un plazo
de 180 días siguientes a su entrada en vigor.

Tercero. - Los Congresos de las entidades federativas
deberán realizar las reformas legislativas, normativas y
administrativas necesarias para garantizar los derechos y
obligaciones contenidas en el presente Decreto, dentro
de un plazo de 180 días siguientes a su entrada en vigor.

Notas

1 Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, artículo

5, fracción V.

2 Recomendación general 25/2004, Comité para la Eliminación de

la Discriminación contra la Mujer, Organización de las Naciones

Unidas, 2004.

3 La igualdad de género, ONU Mujeres, 2018

4 Glosario para la igualdad, brechas de desigualdad de género, In-

mujeres.

5 Mujeres en México votan por primera vez, Comisión Nacional

de Derechos Humanos, México, 2022.

6 Organización de las Naciones Unidas, Día Internacional de la

Mujer.

7 Cronología de la lucha política por los derechos y libertades, por

y para las mujeres mexicanas, Segob.

8 Breve historia sobre la lucha por el voto femenino, Portal Ciu-

dadano Cámara de Diputados, 2023.

9 SCJN, Juzgar con perspectiva de género. Concepto, aplicabilidad

y metodología para cumplir dicha obligación, México, 1a.

XXVII/2017 (10a.), marzo de 2017. 

10 SCJN, impartición de justicia con perspectiva de género. Obli-

gaciones que debe cumplir el estado mexicano en la materia, Mé-

xico, P. X)V2015 (10a.), septiembre de 2015.

11 Evolución normativa en México, Instituto Nacional Electoral.

12 3 La igualdad de género, ONU Mujeres, 2018. Decreto por el

que se reforman los artículos 2, 4, 35, 41, 52, 53, 56, 94 y 115 de

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en ma-

teria de paridad entre géneros.

13 Carta de las Naciones Unidas, igualdad entre hombres y muje-

res (1945).

14 Declaración Universal de los Derechos Humanos, no discrimi-

nación (1948).

15 Convención sobre los derechos políticos de las mujeres, (1954).

16 Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos (PIDCP,

1966).

17 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cul-

turales (PIDESC, 1966).

18 Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Dis-

criminación contra la Mujer (1979).

19 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

(CPEUM).

20 Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres

(LGIMH).

21 Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación

(LFPED).

22 Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 (PND).

23 Programa Nacional para la Igualdad entre Mujeres y Hombres

2020- 2024 (Proigualdad).

24 Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los

Hogares (Endireh) 2021.

25 Indicadores de ocupación y empleo, Instituto Nacional de Esta-

dística y Geografía (INEGI), 2024.

26 Estadísticas a propósito del Día Internacional de la Mujer-datos

nacionales, INEGI, 2023.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 5 de noviembre de 2024

Diputada María del Rosario Orozco Caballero (rúbrica)
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QUE ABROGA LA LEY PARA CONSERVAR LA NEUTRALI-
DAD DEL PAÍS, A CARGO DE LA DIPUTADA NADIA YADIRA

SEPÚLVEDA GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA

La que suscribe, Nadia Sepúlveda García, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Le-
gislatura del Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás aplica-
bles del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración del pleno la presente iniciativa
con proyecto de decreto, que abroga la Ley para Con-
servar la Neutralidad del País, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos 

1.-La abrogación, es la anulación o revocación de lo
que por ley o privilegio se hallaba establecido. 

La abrogación de la ley se diferencia de la derogación,
en que aquella consiste en la abolición o anulación to-
tal de la ley, y está en la abolición o anulación de solo
una parte de ella.1

La abrogación es expresa o tácita; es expresa, cuando
una nueva ley revoca formalmente a la antigua; es tá-
cita cuando la nueva ley contiene disposiciones con-
trarias a la anterior sin decir que la revoca, o cuando
los motivos de una nueva ley han cesado enteramente,
o, en fin, cuando se ha establecido una costumbre con-
traria a la ley, o cuando esta ha caído en desuso.2

2.-El 1 de septiembre de 1939 dio inicio la II Guerra
Mundial, con la invasión primero de Alemania a Po-
lonia y posteriormente de la URSS. Francia e Ingla-
terra apoyarían a Polonia bajo este peculiar frente —
la doble invasión a Polonia—. Lázaro Cárdenas,
Presidente de México, remitió un 18 de septiembre
de 1939 al Congreso una iniciativa de Ley conside-
rando que de la guerra desarrollada en Europa, para
defender los intereses comerciales de nuestro país, lo
mejor era conservar la neutralidad del país, porque
como contexto nuestro país suministraba petróleo y
otras materias primas al Tercer Reich Alemán y al
Imperio Japonés.

La iniciativa con proyecto de Ley para Conservar la

Neutralidad del País, recibió dispensa de todos los trá-

mites y por considerarlo de urgente y obvia resolución,
fue votada por unanimidad y pasada al Senado para
sus efectos legales. La misma fue publicada en el
Diario Oficial del 10 de noviembre de 1939.3

El gobierno del presidente Lázaro Cárdenas fomenta-
ba la solución pacífica de las controversias internacio-
nales. El 4 de septiembre de 1939, a tres días de ini-
ciada la Segunda Guerra Mundial, emitió esta
declaración, para señalar la neutralidad de México en
el conflicto.4

3.-Con fecha 29 de mayo de 1942 el honorable Con-
greso de la Unión aprobó el proyecto de decreto pre-
sentado por el presidente de la República, general Ma-
nuel Ávila Camacho, para declarar la guerra entre
México contra Alemania Italia y Japón, publicada en
el Diario Oficial de la Federación el día 2 de junio de
1942. Nuestro país se sumaba a los países Aliados ver-
sus el Eje.

La declaración de guerra y las acciones siguientes
abrogaron en la práctica la Ley para Conservar la
Neutralidad del País.

Como es de sobra conocido nuestro país tuvo partici-
pación en la II Guerra Mundial por medio del Escua-
drón 201, en el océano pacifico auxiliando al ejército
de los Estados Unidos.

La venta y transporte de petróleo a los Estados Unidos
de América fue una contradicción a lo que representa
la neutralidad. Las circunstancias en las cuales había
nacido la ley habían cambiado radicalmente y no es
que se elabore un juicio de valor, únicamente se refie-
re un hecho y su contradicción.

Por esa razón la Ley para Conservar la Neutralidad

del País debió ser abrogada, desde 1943, al haber des-
aparecido las causas que le dieron origen. Además,
adolece de carácter vinculatorio hacia el exterior, por
el contrario, impone el deber al gobierno mexicano de
cumplirlo y de hacerlo cumplir.

La neutralidad en el derecho internacional es un acto
unilateral, mediante el cual un país ajeno a un conflic-
to en particular atiende esta posición con los deberes y
obligaciones que establecen los convenios internacio-
nales en esta materia.5

Martes 5 de noviembre de 2024 Gaceta Parlamentaria75



4.-México ha suscrito diversos instrumentos interna-
cionales que regulan el tema de la neutralidad entre
los que destacan:

Las Convenciones V y XIII de la Haya de 1907, res-
pecto a los Derechos y Deberes de las Potencias y Per-
sonas Neutrales en las Guerras Terrestre y Naval. 

Los Convenios de Ginebra de 1942 respecto a la Obli-
gación que tienen los Países Neutrales con los heridos,
enfermos y náufragos de las fuerzas armadas en cam-
paña; el trato de los prisioneros de guerra y la protec-
ción de personas civiles en tiempos de guerra.

Es importante señalar que nuestro país cuenta con:

La Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos
encargada establecer los mecanismos para la porta-
ción, posesión, fabricación, transportación, comer-
cialización de las armas de fuego en nuestro país.

La Convención sobre Prohibiciones o Restricciones
del Empleo de Ciertas Armas Convencionales que
puedan considerarse excesivamente nocivas o de
efectos indiscriminados

El Protocolo contra la Fabricación y el Tráfico Ilí-
citos de Armas de Fuego, sus Piezas y Componen-
tes y Municiones complementario de la Convención
de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Or-
ganizada Transnacional.

Son instrumentos internacionales para prevenir, san-
cionar y promover la cooperación internacional contra
el tráfico y fabricación de armas de fuego, sustancias
químicas y su comercialización en el ámbito mundial.

El artículo 89 fracción X de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos establece los principios
de política exterior que deberá seguir el titular del eje-
cutivo federal en la conducción de la misma, los cua-
les son:

La autodeterminación de los pueblos

La no intervención; la solución pacífica de contro-
versias; la proscripción de la amenaza o el uso de la
fuerza en las relaciones internacionales; la igualdad
jurídica de los Estados

La cooperación internacional para el desarrollo; y
la lucha por la paz y la seguridad internacionales.

La proscripción de la amenaza o el uso de la fuerza;

La igualdad jurídica de los Estados.

La protección y la promoción de los derechos hu-
manos.

Dichos principios prevalecen sobre las previsiones en
materia de neutralidad

La fracción III del artículo 76 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos establece:

Que es facultad exclusiva del Senado de la Repú-

blica autorizar al Presidente de la República para

que pueda permitir la salida de tropas nacionales

fuera de los límites del País, el paso de tropas ex-

tranjeras por el territorio nacional y la estación de

escuadras de otra potencia, por más de un mes, en

aguas mexicanas.

Esto implicaría la inconstitucionalidad de la Ley da-
do que el citado precepto establece que, si es posible
el paso o la estancia de tropas de otros países por el te-
rritorio nacional, sin diferenciar cuando se trate de al-
gún conflicto bélico o no; siempre y cuando lo autori-

ce el Senado de la República.

En ese sentido, las disposiciones de la Ley para Con-
servar la Neutralidad del País de 1939, cuyo objeto
formal y material se consumó y espiró con el Decreto
de declaración del estado de guerra entre Los Estados
Unidos Mexicanos y el III Reich Alemán, Italia y el
Imperio Japonés publicado en el Diario Oficial de la
Federación de 2 de junio de 1942.6

5.-La Ley para Conservar la Neutralidad del país no
tiene aplicación práctica ni razón formal para mante-
nerse en vigor.

En los antecedentes de iniciativas legislativas se regis-
tran las propuestas de los ex legisladores Francisco

Arroyo Vieyra, y Enrique Burgos, de Cámara de Dipu-
tados y del Senado de la República respectivamente.

En el sentido de que se abrogara la Ley para Conser-
var la Neutralidad del País, por considerar:
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Que una democracia que se precie de serlo deberá con-
tar con un sistema jurídico cuyas leyes se apliquen en
el tiempo y no sólo en la historia.7

Aunando lo referido en conformidad con las disposi-
ciones de la Carta de San Francisco,8 nuestro país se
encuentra vinculado a las disposiciones sobre arreglo
pacífico de las controversias entre Estados y de acción
del Consejo de Seguridad ante amenazas o quebranta-
mientos de la paz y actos de agresión entre Estados;
entre estas acciones se incluye la de todo miembro de
las Naciones Unidas de contribuir al mantenimiento de
la paz y la seguridad internacionales mediante su par-
ticipación, de acuerdo a lo que requiera el Consejo, en
actos de disposición de fuerzas armadas, ayuda y faci-
lidades necesarias para la preservación de las mencio-
nadas paz y seguridad internacionales.

Antes que una eventual declaración de neutralidad en
un conflicto armado entre Estados, nuestro país ha
asumido el compromiso –como miembro de la Orga-
nización de las Naciones Unidas– de contribuir con la
implementación de la normatividad, las funciones y
las acciones de la propia Organización y sus órganos
para preservar la paz y la seguridad en el concierto de
las naciones.

En consecuencia, lo pactado en la Carta de las Nacio-
nes Unidas también deja sin efectos la Ley para Con-

servar la Neutralidad del País de 1939. 

Es necesario que de manera clara el Congreso de la
Unión declare la abrogación formal expresa de una ley
ya en desuso.

Concluyendo:

La presente iniciativa busca abrogar la Ley para Con-
servar la Neutralidad del País, publicada en el Diario
Oficial de la Federación del 10 de noviembre de 1939.

El objeto formal y material se consumó y concluyó

con el Decreto de declaración del estado de guerra

entre México y Alemania, Italia y Japón publicado

en el Diario Oficial de la Federación de 2 de junio

de 1942.

En la actualidad y a la luz de lo previsto por la fracción
X del artículo 89 constitucional, en las disposiciones
de la Carta de las Naciones Unidas y de conformidad

con los instrumentos internacionales suscritos por Mé-
xico; por lo tanto, no tiene aplicación práctica ni razón
formal para mantenerse en vigor dicha Ley.

En virtud de los expuesto y fundado, me permito pro-
poner el siguiente proyecto de:

Decreto por el cual se abroga la Ley para Conser-
var la Neutralidad del País

Artículo Único. - Se abroga la Ley para Conservar la
Neutralidad del País, publicada en el Diario Oficial de
la Federación del 10 de noviembre de 1939.

Transitorio

Único. - El presente decreto entrará en vigor el día
de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 Diccionario Universal de Términos Parlamentarios, Cámara de

Diputados, puede verse en

https://www.diputados.gob.mx/sedia/biblio/virtual/dip/dicc_tpar-

la/a.pdf

2 Arroyo Vieyra, Francisco, 2003, por la que se abroga la Ley Pa-

ra Conservar la Neutralidad del País. Puede verse en http://sil.go-

bernacion.gob.mx/Archivos/Documentos/2003/11/asun_695112_

20031125_716076.pdf

3 Archivo Histórico y Memoria Legislativa del Senado de la Re-

pública, puede verse en https://www.facebook.com/ArchivoSena-

doMx/videos/m%C3%A9xico-se-declara-neutral-ante-la-segun-

da-guerra-mundial/556831995533842/

4 Íbid.

5 Novak, Fabián,1996, La neutralidad en el derecho internacional

contemporáneo, se puede ver en https://revistas.pucp.edu.pe/in-

dex.php/agendainternacional/article/view/7173

6 Obra citada.

7 Obra citada.

8 Delegados de cincuenta naciones se reunieron en San Francisco

entre el 25 de abril y el 26 de junio de 1945 en la Conferencia de

las Naciones Unidas sobre Organización Internacional. Trabajando
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en las propuestas de Dumbarton Oaks, el Acuerdo de Yalta y las

enmiendas propuestas por varios gobiernos, la Conferencia acordó

la Carta de las Naciones Unidas y el Estatuto de la Nueva Corte In-

ternacional de Justicia. 26 de junio de 1945 se suscribió en San

Francisco, Estados Unidos de América, la Carta de las Naciones

Unidas, que estableció el acuerdo de sus integrantes, iniciando por

las Potencias Aliadas por “mantener la paz y la seguridad interna-

cionales, y con tal fin: tomar medidas colectivas eficaces para pre-

venir y eliminar amenazas a la paz, y para suprimir actos de agre-

sión u otros quebrantamientos de la paz; y lograr por medios

pacíficos, y de conformidad con los principios de la justicia y del

derecho internacional, el ajuste o arreglo de controversias o situa-

ciones internacionales susceptibles de conducir a quebrantamien-

tos de la paz”. (Artículo 1, párrafo primero) Puede verse docu-

mento completo:

https://www.un.org/es/about-us/history-of-the-un/san-francisco-

conference

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 5 de noviembre de 2024.

Diputada Nadia Sepúlveda García (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 53 DE LA LEY

GENERAL DE EDUCACIÓN, EN MATERIA DE CIBERSEGURI-
DAD, A CARGO DEL DIPUTADO ALBERTO MALDONADO

CHAVARÍN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El que suscribe, diputado Alberto Maldonado Chava-
rín, del Grupo Parlamentario de Morena, en la LXVI
Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en el artí-
culo 71, fracción II de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos
6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
asamblea la presente iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se reforma y adiciona el artículo 53 de la
Ley General de Educación, en materia de ciberseguri-
dad, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos

“Vivimos en un mundo donde todas las guerras
comenzarán como ciberguerras ... Es la combi-
nación de piratería y campañas de desinforma-
ción masivas y bien coordinadas”.

Jared Cohen

En México, 50 por ciento de las niñas y niños entre 6
y 11 años son usuarios de internet y tienen acceso a
una computadora, los adolescentes entre 12 a 17 años,
el 80 y 94 por ciento utilizan internet o aparatos co-
nectados a la red.

Cada vez son más los niños, niñas y adolescentes, los
que pasan más tiempo conectados a internet, un medio
que les brinda grandes oportunidades para encontrar
información, continuar con sus actividades educativas
y estar en contacto con sus seres queridos.

Desafortunadamente, el internet también representa
riesgos para la niñez y la adolescencia. Según las en-
cuestas nacionales, 25 por ciento de las y los adoles-
centes de entre 12 y 17 años ha vivido alguna forma de
ciberacoso en México. 

Las niñas, niños y adolescentes están particularmente
expuestos a la violencia en internet, la cual puede te-
ner consecuencias graves en su desarrollo, salud men-
tal e integridad personal.

Las tecnologías digitales en red son aquellos dispositi-
vos, sitios webs, aplicaciones y las prácticas y valores
culturales asociados, que permiten diversas formas de
intercambio de información en conexión con otros
aparatos y sistemas. Entre ellos se encuentran los telé-
fonos móviles, las computadoras, las consolas de vi-
deojuegos, los sitios de redes sociales y las aplicacio-
nes de mensajería.

Las tecnologías digitales en red tienen un rol cada vez
más relevante en el desarrollo de nuestras vidas. Son
el espacio fundamental para que niños, niñas y adoles-
centes crezcan en ambientes seguros y libres de vio-
lencia.

La larga exposición a pantallas, la desinformación, los
discursos de odio, el consumo permanente de conteni-
dos satisfactorios o estresantes propiciados por los sis-
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temas algorítmicos de las plataformas de redes o la
presión social para realizar algunas acciones, son al-
gunas de las experiencias a las que están expuestos to-
dos los usuarios de manera constante y que merecen
atención especial y apoyo para que los niños, niñas y
adolescentes puedan aprender a sortearlas.

La información que dejamos en redes digitales es al-
macenada y puede ser recuperada por cualquiera que
tenga acceso a ella, así como ser distribuida de mane-
ra interminable por múltiples personas.

La ciberseguridad se ha vuelto una necesidad impe-
rante en la actualidad. Con la evolución tecnológica y
la digitalización de prácticamente todos los aspectos
de nuestra vida cotidiana, los riesgos asociados al uso
de estas tecnologías han aumentado de manera pro-
porcional. Desde el uso cotidiano de smartphones has-
ta la integración de herramientas digitales en las aulas,
la exposición al ciberespacio es cada vez mayor.

Es por eso que lo que compartimos sobre nosotros de-
be ser información que resguarde la privacidad de
nuestra vida personal, en especial la de niños, niñas y
adolescentes que pueden quedar expuestos a usos ma-
lintencionados o criminales.

Poner fotografías y etiquetar lugares que frecuenta-
mos, o introducir datos del infante en aplicaciones, son
formas de compartir entre amistades. Pero los niños y
niñas y adolescentes no suelen ser tomados en cuenta
en la información que las personas adultas comparten
de ellos y ellas en público y que es almacenada y apa-
rece en red incluso hasta que son mayores.

El grooming es una forma de intercambios con fines
sexuales de personas adultas hacia niños, niñas o ado-
lescentes. Es una forma de abuso que puede suceder a
través de redes digitales.

Acceder a personas cercanas o del mundo entero en
cualquier momento del día, a través de distintos tipos
de servicios y dispositivos que permitan chat e inter-
cambio de información (juegos, las redes de mensaje-
ría o el correo electrónico), resulta una práctica fre-
cuente que entraña peligros a los que están expuestos
niños niñas y adolescentes. Es responsabilidad de fa-
miliares, maestros y amigos velar por protegerles ante
esta circunstancia.

En las redes digitales pueden encontrarse prácticas de
estafa, robo de identidad o hackeo de datos con distin-
tos fines. Los niños, niñas y adolescentes pueden estar
expuestos también a estas circunstancias con el fin de
obtener datos de sus padres y madres, mayormente de
carácter financiero, o sobre ellos mismos.

Actualmente la mayoría de las escuelas en nuestro pa-
ís, cuentan con equipos de cómputo que fomentan y
permiten que las y los niños y adolescentes tengan ac-
ceso a las diversas redes de comunicación. Sin embar-
go y dado que las cifras en delitos cibernéticos come-
tidos en agravio de los menores y principalmente en
estudiantes, es de suma importancia que en los planes
de estudio se contemple la prevención de los delitos
cibernéticos y uso responsable de las redes sociales.

Por lo anteriormente expuesto, someto a considera-
ción, la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforma y adiciona el artículo 53 de la Ley
General de Educación, en materia de ciberseguridad,
para quedar como se muestra en el siguiente cuadro
comparativo:

Ley General de Educación

Capítulo V
Del Fomento de la Investigación, la ciencia, las 

humanidades, la tecnología y la innovación.

Proyecto de decreto por el que se reforma y adicio-
na el artículo 53 de la Ley General de Educación,
en materia de ciberseguridad
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Único: Se reforma y adiciona el artículo 53 de la
Ley General de Educación, en materia de ciberse-
guridad, para quedar como se muestra a continua-
ción:

Artículo 53. Las autoridades educativas, en el ámbito
de sus competencias, impulsarán en todas las regiones
del país, el desarrollo de la investigación, la ciencia,
las humanidades, la tecnología, la prevención y la in-
novación, de conformidad con lo siguiente:

I. Promoción del diseño y la aplicación de méto-
dos y programas para la enseñanza, el aprendizaje,
el fomento de la ciencia, las humanidades, la tecno-
logía, innovación y la prevención de los delitos ci-

bernéticos y uso responsable de las redes sociales,
en todos los niveles de la educación;

II…

III…

IV…

V. Implementación de políticas públicas, mecanis-

mos y acciones para la prevención de los delitos ci-

bernéticos y uso responsable de las redes sociales.

Transitorios

Único. - El presente decreto entra en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Infografía:

https://www.unicef.org/cuba/midete-uso-responsable-redes-socia-

les

https://www.unicef.org/mexico/mantener-seguros-ni%C3%B1as-

ni%C3%B1os-y-adolescentes-en-internet

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 5 de noviembre de 2024.

Diputado Alberto Maldonado Chavarín (rúbrica)

DE DECRETO POR EL QUE ESTABLECEN LAS CARACTERÍS-
TICAS DE UNA MONEDA CONMEMORATIVA EN MEMORIA DE

IFIGENIA MARTHA MARTÍNEZ Y HERNÁNDEZ, A CARGO

DE LA DIPUTADA HILDA ARACELI BROWN FIGUEREDO,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, Hilda Araceli Brown Figueredo, diputada
federal, integrante del Grupo Parlamentario de More-
na de la LXVI Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 3, numeral 1, fracción IX
,6, numeral 1, fracción I; 76, fracción II; 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se establecen las
características de una moneda conmemorativa en
memoria de Ifigenia Martha Martínez y Hernán-
dez, y para el efecto de dar cumplimiento a los ele-
mentos indicados en el numeral 78 del citado ordena-
miento reglamentario, se realiza conforme a la
siguiente

Exposición de Motivos

Ifigenia Martha Martínez y Hernández1 nació 28 años
antes de que las mujeres pudiéramos votar por prime-
ra vez en México. Toda su vida se dedicó a aprender,
estudiar y prepararse para luego, cuando le tocó ocu-
par cargos académicos o políticos, compartir y enseñar
generosamente todo lo que sabía.

Hay quienes dicen que tenía 94 años y había nacido en
1930, en la ficha curricular como diputada federal di-
ce que nació el 16 de junio de 1925, lo cual significa-
ría que estaba a poco más de 8 meses de cumplir un si-
glo de vida. Un siglo completo de lucidez, de
conocimiento, de generosidad y acción política, de lu-
char por mejores condiciones de vida para todos los
mexicanos, de ser y de hacer el cambio.

Su grandeza fue permanente, siempre que pudo ayudó
a quienes tuvieron la fortuna de convivir con ella; en
cada cargo buscaba dar lo mejor de sí misma. Se pre-
paró académicamente, en una época en la que pocas
mujeres tenían acceso a la educación superior; siempre
buscó saber más para comprender el mundo y desem-
peñar con eficiencia las múltiples encomiendas que re-
cibió a lo largo de los años. 
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Fue una luchadora social, mujer emblemática de la iz-
quierda mexicana. Reconocida por ser una de las pri-
meras economistas en realizar estudios sobre la des-
igualdad económica y social en México. También fue
pionera en la academia, ya que fue la primera mexica-
na en graduarse de la maestría en Economía en la Uni-
versidad de Harvard, en el año de 1949.

Al año siguiente fue cofundadora de la Comisión Eco-
nómica para América Latina y el Caribe (CEPAL) y
posteriormente se destacó como profesora de finanzas
públicas en la Universidad Nacional Autónoma de
México (UNAM) y catedrática del Centro de Estudios
Monetarios Latinoamericanos. 

Enunciar cada uno de los cargos y encargos que des-
empeñó sería casi interminable, porque fue dirigente
estudiantil, maestra, investigadora, embajadora, fun-
cionaria pública, activista política, defensora de la au-
tonomía universitaria en 1968, fundadora de la Co-
rriente Democrática del PRI junto a Cuauhtémoc
Cárdenas y Porfirio Muñoz Ledo, así como posterior-
mente del Partido de la Revolución Democrática.

También fue distinguida por el Senado de la Repúbli-
ca con la Medalla Belisario Domínguez, la cual reci-
bió el 7 de octubre de 2021, con la Medalla Benito
Juárez que le otorgó la Sociedad de Geografía y Esta-
dística en 2009, así como con la Medalla Sor Juana In-
és de la Cruz que le concedió la Cámara de Diputados
del H. Congreso de la Unión en marzo del 2019. 

Toda su vida luchó por la democracia y la paridad de
género, su ejemplo perdurará y debe ser reconocido
para inspirar a más niñas y jóvenes, hombres y muje-
res, a seguir unidos para defender y mejorar la vida de
todas y todos. Tuvo el honor de presidir la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados y transferir la Ban-
da Presidencial de manos del primer presidente de la
Cuarta Transformación, Andrés Manuel López Obra-
dor, a manos de la primera presidenta de México, la
doctora Claudia Sheinbaum Pardo.

Hasta el último día de su vida fue ejemplo y motor pa-
ra seguir impulsando los cambios que México ha es-
perado por muchas décadas. 

Lo anterior justifica ampliamente el solicitar la emi-
sión especial de una moneda conmemorativa de la vi-
da y obra de la ilustre maestra Ifigenia Martínez.

En ese tenor la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y las leyes secundarias que la ri-
gen, tales como la Ley Monetaria, la Ley de la Casa de
la Moneda y la Ley del Banco de México establecen
plenamente el marco legal para este efecto.

Es así que los ordenamientos antes referidos, en lo
conducente a la emisión de monedas y billetes esta-
blecen lo siguiente:

La Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos establece en el séptimo párrafo del artículo 28
párrafo: 

“No constituyen monopolios las funciones que el
Estado ejerza de manera exclusiva, a través del
banco central en las áreas estratégicas de acuña-
ción de moneda y emisión de billetes. El banco
central, en los términos que establezcan las leyes y
con la intervención que corresponda a las autorida-
des competentes, regulará los cambios, así como la
intermediación y los servicios financieros, contan-
do con las atribuciones de autoridad necesarias pa-
ra llevar a cabo dicha regulación y proveer a su ob-
servancia. La conducción del banco estará a cargo
de personas cuya designación será hecha por el pre-
sidente de la República con la aprobación de la Cá-
mara de Senadores o de la Comisión Permanente,
en su caso; desempeñarán su encargo por periodos
cuya duración y escalonamiento provean al ejerci-
cio autónomo de sus funciones; sólo podrán ser re-
movidas por causa grave y no podrán tener ningún
otro empleo, cargo o comisión, con excepción de
aquéllos que actúen en representación del banco y
de los no remunerados en asociaciones docentes,
científicas, culturales o de beneficencia.” 

La Ley Monetaria en el artículo 2o. determina la
responsabilidad del Banco de México para acuñar
monedas de uso corriente y conmemorativas: 

“Artículo 2o. Las únicas monedas circulantes se-
rán: 

a) Los billetes del Banco de México, S.A., con las
denominaciones que fijen sus estatutos; 

b) Las monedas metálicas de cincuenta, veinte,
diez, cinco, dos y un peso, y de cincuenta, veinte,
diez, y cinco centavos, con los diámetros, compo-
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sición metálica, cuños y demás características
que señalen los decretos relativos.

Cuando los decretos relativos prevean aleaciones
opcionales para la composición de las monedas me-
tálicas, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
a propuesta del Banco de México, determinará su
composición metálica señalando alguna de las alea-
ciones establecidas en el decreto respectivo o susti-
tuyendo la así señalada por otra de ellas. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público publi-
cará en el Diario Oficial de la Federación las reso-
luciones en las que se determine la aleación que se
utilizará en la composición metálica de las monedas
de que se trata.

c) Las monedas metálicas conmemorativas de
acontecimientos de importancia nacional, en
platino, en oro, en plata o en metales industria-
les, con los diámetros, leyes o composiciones me-
tálicas, pesos, cuños y demás características que
señalen los decretos relativos.” 

La Ley de la Casa de Moneda de México, es sus ar-
tículos 1o. y 2o. señala: 

Artículo 1o.- La acuñación de moneda es una
función que ejerce de manera exclusiva el Esta-
do en los términos del artículo 28 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y
de las leyes y decretos del Congreso de la Unión,
y conforme a las políticas y lineamientos estable-
cidos por el Ejecutivo federal, a través de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Articulo 2o.- Para el ejercicio de la función de acuña-
ción de moneda, se crea un organismo descentralizado
de la administración pública federal, con personalidad
jurídica y patrimonio propios, que se denominará Ca-
sa de Moneda de México.

La Ley del Banco de México precisa, entre otros pun-
tos, las obligaciones y atribuciones del Banco de Mé-
xico para emitir billetes y ordenar la acuñación de mo-
nedas y en su artículo 4o. puntualiza respecto a la
emisión y circulación monetaria: 

“Artículo 4o. Corresponderá privativamente al Banco
de México emitir billetes y ordenar la acuñación de

moneda metálica, así como poner ambos signos en cir-
culación a través de las operaciones que esta ley le au-
toriza realizar.” 

Como podemos apreciar en dicha legislación, el
Banco de México tiene la facultad exclusiva para
acuñar monedas y emitir billetes de conformidad
con los decretos correspondientes. Para ello es in-
dispensable que por medio de un decreto se manda-
te a la autoridad pertinente, en este caso, el Banco
de México; además, el Congreso de la Unión, con-
forme a lo establecido en el artículo 73 fracción
XVIII, puede proponer dichos decretos: 

Los decretos sobre acuñación de monedas conmemo-
rativas podrán ser propuestos por: 

1) El presidente de la República; 

2) Los diputados y senadores del Congreso de la
Unión; y

3) Las legislaturas de los estados y de la Ciudad de
México. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto
de 

Decreto

Único. Se emite una moneda conmemorativa en
memoria de la maestra Ifigenia Martha Martínez y
Hernández, luchadora social y ejemplo de demo-
cracia, de conformidad con lo dispuesto en el inciso c)
del artículo 2o. de la Ley Monetaria de los Estados
Unidos Mexicanos, con las características que a conti-
nuación se señalan: 

Valor nominal: $20.00 (Veinte pesos 00/100 M.N.) 

Forma: Circular. 

Diámetro: 30 mm (treinta milímetros) 

Composición: La moneda será bimetálica y estará
constituida por dos aleaciones, una para su parte
central y otra para su anillo perimétrico, que serán
como sigue: 
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1. Parte central de la moneda. 

Aleación de cuproníquel, que estará compuesta
en los siguientes términos: 

a) Contenido: 75% (setenta y cinco por ciento)
de cobre y 25% (veinticinco por ciento) de ní-
quel. 

b) Tolerancia en contenido: 2% (dos por ciento)
por elemento, en más o en menos. 

c) Peso: 7.355 g. (siete gramos, trescientos cin-
cuenta y cinco miligramos). 

d) Tolerancia en peso por pieza: 0.294 g. (dos-
cientos noventa y cuatro miligramos), en más o
en menos. 

2. Anillo perimétrico de la moneda. 

Aleación de bronce-aluminio, que estará inte-
grado como sigue: 

a) Contenido: 92% (noventa y dos por ciento) de
cobre; 6% (seis por ciento) de aluminio y 2%
(dos por ciento) de níquel. 

b) Tolerancia en contenido: 1.5% (uno. cinco déci-
mos por ciento) por elemento, en más o en menos. 

c) Peso: 8.590 g. (ocho gramos, quinientos no-
venta miligramos). 

d) Tolerancia en peso por pieza: 0.344 g. (tres-
cientos cuarenta y cuatro miligramos), en más o
en menos. 

Peso total Será la suma de los pesos de la parte
central y del anillo perimétrico de la misma, que
corresponde a 15.945 g. (quince gramos, nove-
cientos cuarenta y cinco miligramos) y la tole-
rancia en peso por pieza: 0.638 g. (seiscientos
treinta y ocho miligramos), en más o en menos. 

Los cuños serán: 

Anverso: El Escudo Nacional, con la leyenda “Es-
tados Unidos Mexicanos”, formando el semicírculo
superior. 

Reverso: El motivo de esta moneda será el que, de
conformidad con el artículo segundo transitorio del
presente decreto, apruebe el Banco de México. Di-
cho motivo deberá relacionarse con la “Maestra
Ifigenia Martínez. Luchadora social y ejemplo
de democracia”.

Canto: Estriado discontinuo. 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Segundo. Corresponderá al Banco de México realizar
el diseño de que se trate, contemplando la leyenda an-
tes referida, mismo que se contendrá en el reverso de
la moneda. 

Tercero. La moneda a que se refiere el presente de-
creto podrá empezar a acuñarse a los 90 días naturales
posteriores a la aprobación del diseño señalado en el
artículo segundo transitorio. 

Cuarto. Corresponderá a la Casa de Moneda de Mé-
xico realizar los ajustes técnicos que se requieran los
que deberán ser acordes con las características esen-
ciales de la moneda descrita en el presente decreto. 

Quinto. Corresponderán al Banco de México todos
los derechos de autor y cualquier otro derecho de pro-
piedad intelectual derivado del diseño y acuñación de
la moneda a que se refiere el presente decreto.

Nota

1 http://sil.gobernacion.gob.mx/Librerias/pp_PerfilLegislador.

php?SID=&Referencia=9228920

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 5 de noviembre de 2024. 

Diputada Hilda Araceli Brown Figueredo (rúbrica)
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QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 14 DE LA LEY GENERAL DE

EDUCACIÓN SUPERIOR, EN MATERIA DE FORTALECIMIEN-
TO DE LAS LENGUAS INDÍGENAS, A CARGO DE LA DIPUTA-
DA KARINA MARGARITA DEL RÍO ZENTENO, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, Karina Margarita del Río Zenteno, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena, diputada
federal de la LXVI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, y 72, inciso h, de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los
artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presentó a consideración de es-
ta soberanía, la iniciativa con proyecto de decreto que
adiciona un párrafo al artículo 14 de la Ley General de
Educación Superior, en materia de fortalecimiento de
las lenguas indígenas, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Primero. En México el desplazamiento de las lenguas
indígenas de los espacios públicos (Instituciones) y de
prestigio ha sido un factor muy poderoso en la hege-
monía actual del español como lengua “oficial”, ya
que, aunque cuando jurídicamente el español no es la
única lengua oficial como se reconoce en la constitu-
ción, en el hecho es lo contrario.

La política lingüística y educativa de México en rela-
ción a los pueblos indígenas puede verse en tres situa-
ciones históricas (Hamel 1998: 132): (1) el monocul-
turalismo y la diversidad negada, (2)
multiculturalismo de diversidad reconocida como
“problema” y la inclusión cultural y (3) pluralismo de
diversidad asumida como recurso enriquecedor para
toda la sociedad. Estas tres etapas se pueden relacionar
con las tres orientaciones en planificación lingüística:
la lengua como problema, la lengua como derecho y la
lengua como recurso (Ruiz 1984), es importante que el
Estado asuma su responsabilidad e inicie un cambio
para cumplir con un mandato constitucional.

Desde la visión oficial la reivindicación de las len-
guas había sido concebida como una suerte de licen-
cia o concesión a favor de los pueblos originarios y no
como parte medular e integral de la política lingüísti-
ca del Estado Mexicano y como derecho de las mino-
rías.

Si bien hablamos de una educación intercultural o bi-
lingüe lo cierto es que aun continuamos discriminando
a los pueblos indígenas, la educación indígena tiene
como fin último la enseñanza del español, debido a
que sus contenidos, los libros oficiales están diseñado
en una sola lengua, se tiene la percepción que la ense-
ñanza de las lenguas o la revitalización debería ser so-
lo para los pueblos originarios y poco se ha enseñado
en las Instituciones de educación básica, media supe-
rior y superior de las escuelas monolingües públicas y
privadas. 

La enseñanza de las lenguas es una herramienta estra-
tégica en los gobiernos a través de su sistema educati-
vo, los países desarrollados y subdesarrollados con-
templan en su plan de estudios la enseñanza de una
segunda lengua como parte del proceso de formación
integral y globalizada. 

En México desde la educación secundaria, media su-
perior y superior se enseña una segunda lengua que
predominantemente es el inglés, en educación prima-
ria se contempla y se ha elaborado proyectos para la
enseñanza de una segunda lengua extranjera, se ha
buscado que desde la educación con la enseñanza del
español y las lenguas extranjeras el sometimiento y la
homogenización lingüístico-cultural de la población
originaria, pese a que somos un país pluricultural y
prurilinguistico reconocido en la Carta Magna.

Es necesario que con la reciente reforma al artículo 2º
Constitucional, se reivindique verdaderamente a los
pueblos indígenas en torno al uso, preservación y en-
señanza de las lenguas indígenas en todos los espacios
públicos e Institucionales. Las lenguas y las culturas
indígenas no pueden ser solo responsabilidad de los
pueblos originarios, sino que también debe participar
el Estado y el pueblo de México, porque si no conti-
nuaremos con las diferencias y discriminaciones entre
indígenas y no indígenas, se debe priorizar la unifica-
ción del país y con ello lograr una verdadera conver-
gencia y unidad social.

Si el Estado considera necesario e importante aprender
una lengua extranjera para ingresar al mundo globali-
zado, por otro lado nunca ha volteado a ver las entida-
des federativas, municipios y comunidades indígenas
donde hacen falta profesionales de las distintas áreas
con un dominio básico de las lenguas indígenas para
poder desempeñar bien sus labores, si desde la educa-
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ción se priorizara la enseñanza de las lenguas indíge-
nas por ejemplo tendríamos; a médicos bilingües, en-
fermeras bilingües, profesores bilingües en todos los
niveles educativos, ingeniero bilingües, abogados bi-
lingües, con ello lograríamos un mejor desarrollo co-
mo sociedad y país, desde la perspectiva de los “otros”
es mejor aprender y enseñar contenidos que vienen de
afuera menospreciando la riqueza de lo que tenemos
en nuestro país, esa visión debe reorientarse y fusio-
narse e ir de la mano. 

Actualmente en la mayoría de las instituciones públi-
cas de educación superior piden como requisito de ti-
tulación una segunda lengua, por ello desde las uni-
versidades se promueve la enseñanza de las lenguas
extranjeras, pero en cambio la enseñanza de las len-
guas indígenas solo la promueve el sistema de educa-
ción indígena e intercultural en los niveles de preesco-
lar y primaria y muy pocas universidades, lo cierto y
lamentable es que los indígenas deben integrarse y con
ello aprender el español y posteriormente una lengua
extranjera para poder en este caso titularse, pero no se
tiene la visión de una enseñanza en su propia lengua,
por ejemplo a nivel nacional todas las universidad pú-
blicas y privadas utilizan como medio de comunica-
ción al español, no existe ningún programa de educa-
ción superior que utilice como medio de comunicación
una lengua indígena, contrario a lo establecido en la
Constitución y la Ley General de Derechos Lingüísti-
cos de los Pueblos Indígenas, la educación intercultu-
ral se encuentra planteada desde la visión del “otro” y
en ello no caben los pueblos indígenas ni sus lenguas
porque siempre serán visto desde abajo y no como
iguales en derechos. 

Por ello es factible e importante otorgarle el mismo
“status” y reconocimiento a las lenguas indígenas
cuando se habla de una política educativa integral en
relación a las lenguas indígenas y desde la educación
superior debe reconocerse la importancia de la ense-
ñanza y aprendizaje de las lenguas indígenas por que
en muchas ocasiones los profesionales estarán labo-
rando en municipios y comunidades indígenas, permi-
tir que el futuro profesional opte por que lengua apren-
der sea nacional o extranjero acorde a su necesidad y
con ello respondemos a la reforma del artículo 2o.
constitucional, que implica la preservación, revitaliza-
ción y el derecho de los pueblos indígenas de usar su
lengua en los distintos niveles de educación, y con
ello evitar la desaparición de las lenguas pero sobre

todo que sea opción de aprendizaje de la lengua para
aquellos que su lengua materna sea el español, logran-
do con ello alcanzar una plena igualdad sin discrimi-
nación.

Segundo. El análisis del marco normativo en torno a
la protección y fomento de las lenguas indígenas en
México revela un conjunto de instrumentos legales,
tanto nacionales como internacionales, que reconocen
la importancia de preservar y revitalizar las lenguas de
los pueblos originarios. Sin embargo, estos marcos le-
gales también muestran la necesidad de una imple-
mentación efectiva que vaya más allá de la teoría y se
traduzca en acciones concretas dentro de los espacios
públicos y educativos.

El Convenio 169 de la Organización Internacional del
Trabajo (OIT), ratificado por México en 1990, esta-
blece el derecho de los pueblos indígenas a fortalecer
sus culturas e instituciones, lo cual incluye la preser-
vación y enseñanza de sus lenguas. Este convenio
otorga un mandato claro al Estado para adoptar medi-
das que aseguren el uso y desarrollo de las lenguas in-
dígenas. En particular, el artículo 28 menciona la ne-
cesidad de enseñar a los niños indígenas a leer y
escribir en su propia lengua, lo que representa un pri-
mer paso hacia la inclusión y el respeto de su identi-
dad lingüística.

Por otro lado, la Declaración de las Naciones Unidas
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas refuerza
estos principios al establecer que los pueblos indíge-
nas tienen el derecho de revitalizar y transmitir sus
idiomas, filosofías y sistemas culturales a las futuras
generaciones. Además, la declaración subraya el dere-
cho de los pueblos indígenas a controlar sus sistemas
educativos y a recibir educación en sus propios idio-
mas, en igualdad de condiciones con los demás. Esto
es fundamental para romper el ciclo de discriminación
que históricamente ha marginado a estos pueblos del
acceso a una educación justa y equitativa.

A nivel nacional, la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en su artículo 2o., reconoce y
garantiza el derecho de los pueblos indígenas a pro-
mover el uso, desarrollo y preservación de sus len-
guas. Además, estipula la construcción de modelos
educativos que reconozcan la composición pluricultu-
ral de la nación, basados en sus culturas y lenguas. Sin
embargo, aunque existe este reconocimiento, la prácti-
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ca educativa aún está dominada por la hegemonía del
español, lo cual limita el verdadero acceso de las co-
munidades indígenas a una educación que valore y
promueva sus propias lenguas y culturas.

La Ley General de los Derechos Lingüísticos de los
Pueblos Indígenas refuerza el mandato constitucional
al establecer que las lenguas indígenas y el español
son lenguas nacionales con la misma validez. Esto im-
plica que el Estado tiene la obligación de proteger y
promover el uso de las lenguas indígenas en todos los
ámbitos de la vida pública y privada. Sin embargo, en
la realidad, esta igualdad no se materializa, ya que el
español sigue siendo la lengua predominante en la ma-
yoría de los espacios públicos e institucionales.

Finalmente, la Ley General de Educación Superior y la
Ley General de Educación establecen principios para
fomentar la interculturalidad, el multilingüismo y el
respeto a la diversidad lingüística en el sistema educa-
tivo. Estas leyes buscan garantizar que la población in-
dígena tenga acceso a una educación bilingüe e inter-
cultural que respete su dignidad e identidad. No
obstante, la realidad muestra que la enseñanza de las
lenguas indígenas está relegada a ciertos niveles edu-
cativos y no se integra de manera transversal en todo
el sistema educativo, lo cual perpetúa la desigualdad y
la discriminación hacia los pueblos indígenas.

En resumen, aunque el marco normativo en México
establece claramente el derecho de los pueblos indíge-
nas a preservar y promover sus lenguas, la implemen-
tación de estas disposiciones sigue siendo limitada. Es
necesario un compromiso real por parte del Estado pa-
ra asegurar que las lenguas indígenas sean considera-
das un recurso valioso y enriquecedor para toda la so-
ciedad, y no solo una responsabilidad de las
comunidades indígenas. La educación bilingüe y la in-
clusión de las lenguas indígenas en todos los niveles
educativos son claves para avanzar hacia una sociedad
más justa e igualitaria, donde la diversidad cultural sea
verdaderamente valorada y respetada.

Tercero. Esta reforma tiene como objetivo principal
asegurar que las lenguas indígenas sean reconocidas y
valoradas como un recurso enriquecedor para toda la
sociedad mexicana, y no únicamente como una res-
ponsabilidad de los pueblos originarios. La educación
bilingüe e intercultural debe ser transversal, abarcando
todos los niveles educativos y considerando la partici-

pación de todos los actores del sistema educativo, des-
de autoridades hasta docentes y estudiantes. Solo así
se podrá construir una sociedad que valore y respete la
diversidad cultural y lingüística, contribuyendo a una
verdadera justicia social y a la unidad nacional.

El reconocimiento pleno de las lenguas indígenas en
los programas educativos contribuirá a la formación
de profesionales comprometidos con la realidad pluri-
cultural de México, capaces de desempeñarse en con-
textos diversos y de atender las necesidades de las co-
munidades indígenas de manera empática y efectiva.
Esto permitirá no solo el fortalecimiento de las len-
guas y culturas indígenas, sino también el enriqueci-
miento del tejido social y la consolidación de una na-
ción más inclusiva y equitativa, donde la diversidad
sea reconocida como una fuente de riqueza y no como
un obstáculo.

La educación superior tiene un papel clave en este pro-
ceso, al formar a los futuros líderes y profesionales del
país. Es necesario que el sistema educativo reconozca
el valor de las lenguas indígenas y permita que el
aprendizaje de estas sea una opción válida y accesible
para todos. De esta manera, se garantizará el derecho
de los pueblos indígenas a la educación en su propia
lengua, y se contribuirá a la construcción de un Méxi-
co más justo, igualitario y respetuoso de su diversidad
cultural.

Para mayor claridad a la propuesta, a continuación, se
incluye un cuadro comparativo de la propuesta:
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Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas y con fundamento
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, 6, numeral 1,
fracción I; 77, numeral 1, y 78, numeral 1, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a conside-
ración del pleno de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión el siguiente

Decreto

Por el que se adiciona un párrafo al artículo 14 de
la Ley General de Educación Superior

Artículo Único. Se adiciona un tercer párrafo y se re-
corren los subsecuentes párrafos del artículo 14 de la
Ley General de Educación Superior para quedar como
sigue:

Artículo 14. …

…

En el caso de que las instituciones de educación su-
perior establezcan como requisitos de titulación el
dominio de una segunda lengua, deberán conside-
rar como opción válida las lenguas indígenas na-
cionales, en apego a la fracción VIII del artículo 8
de la presente ley. 

…

…

Transitorio

Único: El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 5 de noviembre de 2024.

Diputada Karina Margarita del Río Zenteno (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 13 DE LA LEY GENERAL DE

EDUCACIÓN, A CARGO DEL DIPUTADO MARIO MIGUEL

CARRILLO CUBILLAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA

El suscrito, diputado federal Mario Miguel Carrillo
Cubillas, integrante del Grupo Parlamentario de More-
na en la LXVI Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción
II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, somete a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto
que reforma al artículo 13 de la Ley General de Edu-
cación, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

La educación es uno de los pilares fundamentales pa-
ra el desarrollo de cualquier sociedad. No solo es el
medio por el cual los individuos adquieren conoci-
mientos y habilidades, sino que también es un factor
clave en la promoción de la equidad, la cohesión social
y el progreso económico. A lo largo de la historia, los
sistemas educativos han sido el motor de la transfor-
mación social, impulsando la creación de nuevas opor-
tunidades y el avance de civilizaciones enteras; su pa-
pel como herramienta de movilidad social, su función
en la formación de ciudadanos responsables, y su im-
pacto en la innovación y el crecimiento económico.

1. Educación como herramienta de movilidad social:

La educación ha sido históricamente reconocida como
una de las principales herramientas para promover la
movilidad social, es decir, la capacidad de los indivi-
duos para mejorar su posición socioeconómica dentro
de una sociedad. En un mundo donde las desigualda-
des sociales y económicas están profundamente arrai-
gadas, la educación se presenta como una de las pocas
vías efectivas que puede romper el ciclo de la pobreza,
proporcionando a las personas no solo conocimientos
y habilidades, sino también el acceso a mejores opor-
tunidades de vida.

A través de la adquisición de conocimientos, compe-
tencias y habilidades, las personas pueden acceder a
empleos mejor remunerados y posiciones de mayor in-
fluencia. Uno de los vínculos más directos entre la
educación y la movilidad social es su impacto en la ca-
pacidad de los individuos para acceder a mejores em-
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pleos y, por ende, a mejores ingresos. En un mercado
laboral cada vez más globalizado y competitivo, el co-
nocimiento y las habilidades especializadas son esen-
ciales para acceder a empleos de mayor calidad y bien
remunerados. La educación, en este sentido, actúa co-
mo un puente que permite a las personas mejorar sus
capacidades y adquirir las competencias necesarias pa-
ra prosperar en el mundo laboral.

En economías basadas en el conocimiento, como las
de muchos países desarrollados, la correlación entre el
nivel educativo y los ingresos es particularmente mar-
cada. Según la Organización para la Cooperación y el
Desarrollo Económicos (OCDE), los individuos con
educación universitaria suelen ganar, en promedio, un
56 por ciento más que aquellos con solo educación se-
cundaria. Además, la educación superior abre puertas
a sectores de la economía con alta demanda de habili-
dades especializadas, como la tecnología, las ciencias
de la información y la ingeniería, áreas que general-
mente ofrecen empleos bien remunerados y con ma-
yores oportunidades de desarrollo profesional.1

2. Formación de ciudadanos responsables y críticos

La educación no solo tiene un impacto económico, si-
no también un papel central en la construcción de una
sociedad democrática y responsable. A través de la
educación, los individuos aprenden no solo sobre el
mundo que los rodea, sino también sobre sus derechos
y deberes como ciudadanos. Una sociedad educada es
más capaz de tomar decisiones informadas, de partici-
par en procesos democráticos y de exigir rendición de
cuentas a sus líderes.

La educación fomenta el pensamiento crítico, que es
esencial en la construcción de una ciudadanía activa y
comprometida. Cuando los ciudadanos son capaces de
analizar la información de manera crítica, pueden
identificar soluciones a los problemas sociales y parti-
cipar de manera efectiva en la construcción de políti-
cas públicas que promuevan el bienestar colectivo.
Además, la educación en valores, como el respeto, la
tolerancia y la empatía, contribuye a la creación de una
sociedad más pacífica y cohesionada.

La falta de educación o una educación de baja calidad
puede tener graves consecuencias. Sociedades con ni-
veles educativos bajos tienden a sufrir de mayores ín-
dices de violencia, corrupción y conflictos sociales.

Esto se debe, en parte, a la falta de oportunidades de
desarrollo personal y profesional, lo que genera frus-
tración y desesperanza. Por lo tanto, la inversión en
una educación que forme ciudadanos responsables y
críticos es esencial para la estabilidad y el bienestar de
una nación.

3. Educación como motor de la innovación y el creci-
miento económico

En un mundo cada vez más globalizado y tecnológica-
mente avanzado, la educación es crucial para la inno-
vación y el crecimiento económico. Las economías del
siglo XXI requieren una mano de obra altamente cali-
ficada y adaptable, capaz de enfrentar los desafíos de
un mundo en constante cambio. En este sentido, los
sistemas educativos deben prepararse para formar a
los individuos en habilidades técnicas y tecnológicas,
pero también en habilidades blandas como la creativi-
dad, la resolución de problemas y la colaboración.

Los países que invierten en educación de calidad sue-
len ser los que lideran en términos de innovación y
productividad. La educación impulsa el desarrollo de
nuevas tecnologías, fomenta la investigación y pro-
mueve el emprendimiento. Las naciones con sistemas
educativos sólidos tienden a tener economías más
competitivas y dinámicas, lo que les permite participar
activamente en el mercado global.

La educación desempeña un papel fundamental en la
transición hacia economías sostenibles. Las nuevas
generaciones deben ser educadas no solo para compe-
tir en el mercado laboral, sino también para enfrentar
los retos ambientales y sociales del futuro. La educa-
ción para el desarrollo sostenible es clave para garan-
tizar que las futuras generaciones puedan vivir en un
mundo más equitativo y respetuoso con el medio am-
biente.

Economía Circular

La economía circular consiste en mantener los recur-
sos en uso el mayor tiempo posible, extrayendo de
ellos el máximo valor, recuperando, renovando y reu-
tilizando los productos y sus componentes cuando ya
no sirven. La economía circular sustituye un modelo
económico lineal de tomar-hacer-desperdiciar por un
modelo de bucle cerrado que minimiza los residuos,
las emisiones y la contaminación. Este proceso se
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inicia con el comienzo del ciclo de vida de un produc-
to: los procesos de diseño y producción de productos
circulares pueden ayudar a ahorrar recursos como
agua, metales y otras materias primas, evitar la gestión
ineficiente de residuos y crear nuevas oportunidades
de negocio y empleo.2

La economía circular representa un cambio fundamen-
tal en la forma en que las sociedades modernas inter-
actúan con los recursos naturales, los residuos y los
procesos productivos. 

Frente a un modelo económico lineal tradicional, ba-
sado en extraer, producir, consumir y desechar, es de-
cir, basado en la extracción de recursos, su transfor-
mación en productos, el consumo y, finalmente, la
disposición de residuos. 

Este sistema, aunque ha impulsado el crecimiento eco-
nómico en las últimas décadas, ha demostrado ser in-
sostenible tanto en términos ecológicos como sociales,
ya que está agotando los recursos naturales y generan-
do cantidades crecientes de desechos y contaminación. 

Frente a este desafío, la economía circular surge como
un enfoque alternativo capaz de abordar estos proble-
mas de manera holística, ofreciendo un modelo rege-
nerativo y sostenible; diseñada para mantener los re-
cursos en uso durante el mayor tiempo posible,
minimizar el desperdicio y fomentar la sostenibilidad
ambiental. Este enfoque está emergiendo como una
necesidad imperante a nivel global, no solo para miti-
gar los impactos ambientales derivados de la sobreex-
plotación de recursos, sino también para transformar
la estructura económica y social en favor de un des-
arrollo más equilibrado y resiliente.

Debido al impacto del cambio climático, debemos dar
importancia a la cultura de la economía circular, y al
presentar esta iniciativa quiero hacer un análisis desde
diversas perspectivas, incluyendo la preservación de
los recursos naturales, la reducción del impacto am-
biental, el impulso de la innovación y la competitivi-
dad económica, y su papel crucial en la creación de
una cultura de responsabilidad compartida.

La preservación de los recursos naturales:

Una de las premisas fundamentales de la economía
circular es la optimización del uso de los recursos na-

turales, lo cual cobra especial relevancia en un mundo
donde estos son finitos y su demanda continúa cre-
ciendo a medida que la población aumenta. La econo-
mía lineal tradicional ha conducido a una explotación
desmedida de los recursos naturales, lo que ha genera-
do crisis de escasez, degradación ambiental y, en mu-
chos casos, conflictos por su control.

El cambio hacia una economía circular busca mitigar
estos problemas mediante la reutilización, el reciclaje
y la regeneración de recursos. Esto no solo reduce la
presión sobre las fuentes de materias primas, sino que
también fomenta una nueva cultura de consumo, don-
de los bienes y productos no son concebidos como
desechables, sino como parte de un ciclo continuo. La
minería urbana, por ejemplo, se está convirtiendo en
una tendencia donde los residuos electrónicos son re-
colectados y reciclados para extraer metales preciosos
y otros materiales valiosos. Este enfoque no solo pro-
longa la vida útil de los recursos, sino que también dis-
minuye la necesidad de nuevas extracciones, lo que re-
duce el impacto ambiental y la energía necesaria para
los procesos productivos.

Reducción del impacto ambiental: Economía circular,

sostenibilidad y sustentabilidad:

El impacto ambiental de la economía lineal es uno de
los principales motores detrás del surgimiento de la
economía circular. En la actualidad, el modelo de
“usar y tirar” genera grandes cantidades de residuos,
muchos de los cuales son difíciles de gestionar y se
acumulan en vertederos o terminan contaminando eco-
sistemas naturales, como los océanos. Los plásticos,
en particular, han alcanzado niveles críticos de conta-
minación, afectando a la vida marina y, por extensión,
a toda la cadena alimentaria global.

En contraste, la economía circular propone un sistema
donde los productos, al final de su vida útil, no se con-
sideran desechos, sino insumos para nuevos procesos
productivos. Este concepto de “cerrar el ciclo” incluye
no solo el reciclaje, sino también la reparación y el re-
diseño de productos para que sean más duraderos, reu-
tilizables o fáciles de descomponer al final de su vida
útil. La economía circular no solo reduce la cantidad
de residuos que llegan a los vertederos, sino que tam-
bién disminuye las emisiones de gases de efecto in-
vernadero (GEI) asociadas con la producción de nue-
vos materiales.
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Según la Fundación Ellen MacArthur, una transición
hacia una economía circular en sectores clave como el
acero, el cemento, el aluminio y los plásticos podría
reducir las emisiones globales de GEI en un 40 por
ciento para 2050. Esto muestra el impacto que la cir-
cularidad puede tener en la sostenibilidad global, des-
tacando su relevancia en los esfuerzos para mitigar la
crisis climática.3

Innovación y competitividad económica: Nuevos mo-

delos de negocio

La economía circular no solo es un modelo ambiental-
mente más sostenible, sino que también ofrece una
oportunidad única para la innovación y la competitivi-
dad económica. En lugar de depender de un flujo cons-
tante de materias primas, las empresas pueden enfo-
carse en maximizar el valor de los recursos existentes,
lo que les permite reducir costos, diversificar sus fuen-
tes de ingresos y aumentar su resiliencia ante la vola-
tilidad de los mercados de materias primas.

Este enfoque está impulsando la creación de nuevos
modelos de negocio basados en la reparación, el reci-
claje, la reutilización y el alquiler de productos. Mo-
delos de economía de servicios, donde las empresas
ofrecen el uso de productos sin la necesidad de pose-
erlos (por ejemplo, plataformas de alquiler de ropa o
vehículos), están ganando terreno rápidamente. Estas
iniciativas no solo responden a las demandas de con-
sumidores más conscientes del impacto ambiental, si-
no que también representan nuevas oportunidades pa-
ra el crecimiento económico.

Suecia ha implementado un sistema robusto de reci-
claje y valorización de residuos, hasta el punto de que
solo el 1 por ciento de su basura doméstica termina en
vertederos, mientras que el 99% restante es reciclado
o convertido en energía. Este enfoque ha permitido a
Suecia disminuir su dependencia de recursos importa-
dos y reducir significativamente su huella ecológica.
Además, el país ha logrado desvincular el crecimiento
económico de la extracción de recursos naturales, de-
mostrando que es posible generar riqueza sin agotar el
medio ambiente.

Otro país que ha mostrado avances notables es Países
Bajos, donde el gobierno ha lanzado ambiciosas estra-
tegias para lograr una economía 100 por ciento circular
para 2050. En este contexto, se han implementado polí-

ticas para el uso eficiente de los recursos, con énfasis en
la reutilización de materiales en sectores clave como la
construcción, donde se promueve el uso de materiales
reciclados. Estas acciones están reduciendo la cantidad
de residuos generados, disminuyendo las emisiones de
carbono y ralentizando el agotamiento de recursos.

Alemania, uno de los países líderes en economía circu-
lar en Europa, ha implementado el concepto de sim-
biosis industrial, en el que los residuos de una empresa
se utilizan como materia prima para otra. Esta práctica
está reduciendo de manera drástica los residuos indus-
triales y está fomentando la creación de redes de pro-
ducción más sostenibles y eficientes. Alemania ha lo-
grado reciclar más del 65 por ciento de sus residuos
municipales, liderando así en la gestión de desechos y
sirviendo como modelo a seguir para otros países.

Dinamarca, a través del proyecto de Kalundborg
Symbiosis,4 ha sido pionera en el concepto de econo-
mía circular aplicada a nivel industrial. En este ecosis-
tema, varias empresas de diferentes sectores industria-
les comparten recursos y subproductos, lo que ha
permitido reducir el consumo de agua, energía y mate-
rias primas, además de disminuir la emisión de resi-
duos y gases contaminantes. Este modelo ha sido re-
plicado en otras partes del mundo, demostrando que la
colaboración entre industrias puede ser un motor para
la innovación y la sostenibilidad.

España, ha visto un aumento en la creación de emple-
os verdes a medida que adopta políticas circulares en
sectores como la gestión de residuos, la agricultura
sostenible y las energías renovables. La economía cir-
cular no solo está generando empleo en áreas de alto
impacto social, sino que también está promoviendo un
tipo de crecimiento más inclusivo, al crear oportunida-
des para los trabajadores menos cualificados y para las
comunidades más desfavorecidas.

La Unión Europea, por ejemplo, ha implementado el
Plan de Acción de Economía Circular, con el objetivo
de impulsar la competitividad global de sus empresas,
fomentar la innovación y proteger el medio ambiente.
Al liderar en la adopción de prácticas circulares, los
países europeos están consolidando su posición como
actores clave en el desarrollo de tecnologías limpias y
sostenibles, lo que les brinda una ventaja en un merca-
do global cada vez más comprometido con la sosteni-
bilidad.
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En términos de competitividad, los países que están
adoptando la economía circular de manera temprana
están mejor posicionados para liderar en sectores cla-
ve. Europa, por ejemplo, ha implementado estrategias
nacionales y continentales para fomentar la economía
circular, con iniciativas como el Pacto Verde Europeo.
Los países que se adelantan en la adopción de este mo-
delo se están beneficiando de la creación de empleos
verdes, la atracción de inversiones en tecnología lim-
pia y la reducción de su dependencia de recursos ex-
ternos.

Creación de una cultura de responsabilidad compartida

Un aspecto crucial del éxito de la economía circular es
la creación de una cultura de responsabilidad compar-
tida, tanto entre los productores como entre los consu-
midores. En la economía lineal, la responsabilidad por
los productos tiende a recaer sobre los consumidores,
quienes se enfrentan al problema de gestionar los resi-
duos al final de la vida útil de los productos. En cam-
bio, la economía circular introduce el concepto de res-
ponsabilidad extendida del productor, donde las
empresas son responsables del ciclo completo de vida
de los productos que fabrican, desde su diseño hasta su
reciclaje.

Este cambio no solo implica una transformación en los
procesos de producción, sino también un cambio en la
mentalidad de los consumidores. La cultura de la eco-
nomía circular fomenta la conciencia sobre el impacto
de las decisiones de compra y el valor de prolongar la
vida útil de los productos. Esto implica un cambio pro-
fundo en los hábitos de consumo, pasando de la ad-
quisición continua de nuevos productos a la repara-
ción, reutilización o compra de productos duraderos.

La educación juega un papel central en esta transfor-
mación, ya que es necesario inculcar desde una edad
temprana los valores de sostenibilidad, consumo res-
ponsable y cuidado del medio ambiente.

La cultura de la economía circular es crucial en el con-
texto global actual, no solo como una respuesta a la
crisis ambiental, sino como un modelo que redefine la
relación entre las sociedades y los recursos. Su impac-
to se extiende más allá del ámbito ecológico, abarcan-
do la innovación, el crecimiento económico, la equi-
dad social y la construcción de una sociedad más
consciente y responsable.

El éxito de este modelo depende de la colaboración
entre gobiernos, empresas y ciudadanos para promo-
ver una transición efectiva hacia un sistema regenera-
tivo y sostenible.

La adopción global de la economía circular representa
un paso fundamental hacia un futuro en el que el pro-
greso económico y el bienestar social no estén en con-
flicto con la preservación del planeta. Frente a la cre-
ciente presión sobre los recursos naturales y los
desafíos ambientales del siglo XXI, el fortalecimiento
de una cultura de la economía circular es más urgente
que nunca.

Presento el siguiente cuadro comparativo, mismo que
busca ilustrar esta iniciativa:
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Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de
este honorable Congreso la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto que reforma el artículo 13 de la Ley Gene-
ral de Educación

Artículo Único. Se reforma el artículo 13 de la Ley
General de Educación, para quedar como sigue:

Artículo 13. Se fomentará en las personas una educa-
ción basada en: 

I …

…

…

IV. …

V. La economía circular, con una cultura de sus-
tentabilidad y sostenibilidad a través de la con-
cientización, el cambio social y ciudadano, a fin
de reducir el consumo, fomentar la recirculación
de productos e impulsar el reciclaje bajo progra-
mas y estrategias que inspiren a las nuevas gene-
raciones a tomar acciones hacia un futuro circu-
lar, sustentable y sostenible. 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 https://comercio.gob.es/PoliticaComercialUE/OMCOrganismo-

sInternacionales/Paginas/ocde.aspx

2 https://ec.europa.eu/eurostat/web/circular-economy

3 https://www.ellenmacarthurfoundation.org/es/recursos/educa-

cion-y-aprendizaje/vision-general

4 Ejemplo mundial de economía ecointeligente

5 https://www.ain.es/actualidad/el-pacto-verde-europeo-sus-cla-

ves-y-objetivos-como-generacion-de-nuevas-oportunidades-para-

la-actividad-industrial-eugreendeal/

Dado en Ciudad de México, 
a 5 de noviembre de 2024.

Diputado Mario Miguel Carrillo Cubillas (rúbrica)

DE DECRETO PARA INSCRIBIR CON LETRAS DE ORO EN EL

MURO DE HONOR DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS EL

NOMBRE DE CUITLÁHUAC, A CARGO DE LA DIPUTADA

HERMINIA LÓPEZ SANTIAGO, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DE MORENA

Quien suscribe, Herminia López Santiago, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena de la LXVI Legis-
latura, con fundamento en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y 262 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, así como en los
Criterios para las inscripciones de Honor en la Cámara
de Diputados , publicados en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 3 de octubre de 2011, someto a considera-
ción de los integrantes del pleno, la presente iniciativa
con proyecto de decreto, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

De acuerdo con la Crónica Mexicayotl, Cuitláhuac fa-
lleció el 3 de diciembre de 1520 víctima de la viruela.
Por eso, en el marco del 504 aniversario de su muerte,
escribir su nombre en el Muro del Honor de esta ho-
norable Cámara de Diputados sería la mejor forma de
honrar su memoria, así como su legado histórico, el
cual se detallará a continuación.

Después de la muerte de Moctezuma Xocoyótzin,
quien fue su hermano, Cuitláhuac, fue nombrado tla-
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toani de Tenochtitlan. Mientras se realizaban los cor-
tejos fúnebres de Moctezuma, Hernán Cortés prepara-
ba su huida de Tenochtitlan por la calzada de Tepeyac
junto con sus soldados, pero les fue imposible.

La noche siguiente, los españoles iniciaron su retirada
por el camino de Tacuba, pero no pudieron burlar al
ejercito mexica comandado por Cuitláhuac, quien ce-
rró el paso a los conquistadores provocando alarma y
confusión entre ellos, quienes, en medio de la lluvia y
la oscuridad, se hallaban prácticamente indefensos, al
no poder usar sus armas de fuego. Muchos soldados de
Cortés murieron ahogados al caer al lago, arrastrados
por el peso de sus propias armaduras y de los carga-
mentos de oro y plata que transportaban.

Cortés perdió en esa noche la mayor parte de su ejér-
cito, tanto hombres como caballos y armamento, por
lo que, al ver pasar los restos de sus tropas, lloró de do-
lor al pie de un viejo ahuehuete al saberse vencido por
los mexicas. Aquella batalla del 20 de junio de 1520
pasaría a la historia para conocerse como Noche de la
Victoria, la noche en la que el conquistador y sus ejer-
cito fueron vencidos.

Hoy, a 504 años de la muerte de Cuitláhuac, su nom-
bre sigue pasando desapercibido, pese a que fue el pri-
mer gobernante mexicano en repeler una invasión ex-
tranjera, pese a que Cuitláhuac fue el único tlatoani
que logró derrotar a los españoles.

Colocar el nombre de Cuitláhuac en letras de oro en el
Muro de Honor del Palacio Legislativo es un primer
paso para reivindicar a un héroe del que poco se habla
en los libros de historia, a un mexicano cuyo nombre
fue olvidado a propósito por los conquistadores para
no aceptar su penosa derrota, un hombre que sin sa-
berlo estaba defendiendo la soberanía nacional. Esto
sumado a la iniciativa de ley de pueblos originarios y
afromexicanos que busca reivindicar y reconocerlos.

Es importante brindarle al Cuitláhuac el lugar que se
merece en la historia de nuestro país, así como a los
pueblos indígenas, pues, como lo dijo nuestra presi-
denta Claudia Sheinbaum: “la visión histórica que se

tiene de la Conquista tiene que cambiar y dejar atrás

la versión romancista para reivindicar la grandeza de

México que proviene de la diversidad pluricultural de

entonces y de ahora”.

Es por lo anteriormente expuesto y con fundamento en
las disposiciones jurídicas aplicables que sometemos a
la atenta consideración de esta asamblea la aprobación
de la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto que dispone la inscripción con letras de oro
en el Muro de Honor de la honorable Cámara de
Diputados la leyenda “Cuitláhuac”

Artículo Único. Inscríbase en todo lo alto con letras
de oro en el Muro de Honor de la honorable Cámara
de Diputado la leyenda: “Cuitláhuac”.

Transitorios

Primero. Este Decreto entrará en vigor el día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Segundo. La Mesa Directiva de la Cámara de Diputa-
dos, en coordinación con la Comisión de Régimen,
Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, realizarán los
preparativos necesarios y el protocolo de salubridad
necesarios a aplicarse en la Sesión Solemne que debe-
rá llevarse a cabo el 4 de diciembre de 2024 para cum-
plir con lo señalado en el artículo único de este decre-
to.

Tercero. La Secretaría General llevará a cabo las pre-
visiones necesarias para el ceremonial respectivo.

Notas

1 D. Olmo Guillermo, 30 de octubre de 2024,

https://www.bbc.com/mundo/noticias-55224571

2. León Portilla, Miguel, Visión de los vencidos, México, UNAM,

2007, pp. 266 y 267

3. Mario Grimaldo, 30 de octubre de 2024, https://www.elsolde-

mexico.com.mx/cultura/cuitlahuac-quien-fue-el-tlatoani-que-casi-

vence-a-los-espanoles-pero-la-viruela-termino-con-su-vida-

12605545.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 5 de noviembre de 2024.

Diputada Herminia López Santiago (rúbrica)
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QUE ADICIONA UN ARTÍCULO 368 SEXIES AL CÓDIGO PE-
NAL FEDERAL, A CARGO DE LA DIPUTADA CLAUDIA ALE-
JANDRA HERNÁNDEZ SÁENZ, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DE MORENA

La que suscribe, diputada Claudia Alejandra Her-
nández Sáenz, en la LXVI Legislatura del Congreso
de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario de
Morena, con fundamento en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, me permito someter a la consideración de
esta soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se adiciona un artículo 368 Sexies
al Código Penal Federal, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El agua es fundamental para el desarrollo sostenible y
el progreso socioeconómico, la generación de energía,
la producción de alimentos, la conservación de los
ecosistemas y la supervivencia humana. Además, jue-
ga un papel clave en la adaptación al cambio climáti-
co, actuando como un vínculo crucial entre la sociedad
y el medio ambiente.1

De acuerdo al Banco Mundial, en México el estrés hí-
drico representa una vulnerabilidad crítica, especial-
mente en el contexto del cambio climático. Por otro la-
do, el crecimiento demográfico ha provocado una
considerable disminución en la disponibilidad de agua
per cápita, la cual pasó de 18,035 m³ por año en 1950
a 3,392 m³ por año en 2015. La Comisión Nacional del
Agua (Conagua) estima que los recursos hídricos per
cápita continuarán disminuyendo, proyectando que
para el año 2030 se reducirán a 3,250 m³.2

En este contexto, cabe señalar que, aunque existe el re-
conocimiento del derecho humano al agua, establecido
en el artículo 4o., párrafo sexto, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, cada vez re-
querirá de mayores esfuerzos para garantizar que todas
las personas, sin distinción ni discriminación, tengan
acceso a agua suficiente, segura y asequible para sus
necesidades personales y domésticas, incluyendo el
consumo, la higiene y la preparación de alimentos en
el hogar.

Este derecho también está respaldado por diversos ins-
trumentos internacionales sobre derechos humanos ra-

tificados por México, como la Convención sobre la
Eliminación de todas las formas de Discriminación
contra la Mujer3 y la Convención sobre los Derechos
del Niño.4

Asimismo, la Asamblea General de la Organización de
las Naciones Unidas reconoció en una resolución en el
año de 2010 que “el derecho al agua potable y el sa-
neamiento es esencial para el pleno disfrute de la vida
y de otros derechos humanos.5

Para la Agenda 2030 de Desarrollo Sostenible de la
Organización de las Naciones Unidas, el agua es un
elemento transversal para la consecución de los Obje-
tivos de Desarrollo Sostenible (ODS), destacando que
“El acceso al agua potable, el saneamiento y la higie-
ne representan la necesidad humana más básica para el
cuidado de la salud y el bienestar. Miles de millones de
personas no tendrán acceso a estos servicios básicos
en 2030 a menos que se cuadrupliquen los avances. El
rápido crecimiento de la población, la urbanización y
las crecientes necesidades en materia de agua de los
sectores agrícola, industrial y energético están provo-
cando un aumento de la demanda de agua.

Por otro lado, la demanda de agua ha superado el cre-
cimiento demográfico y la mitad de la población mun-
dial actualmente sufre una escasez de agua grave du-
rante al menos un mes al año. Se prevé que la escasez
de agua aumente con el incremento de las temperatu-
ras globales, provocado a su vez por el cambio climá-
tico.

Entre las medidas necesarias para garantizar el acceso
universal al agua potable segura y asequible de aquí al
año 2030, se encuentran las inversiones en infraestruc-
turas e instalaciones de saneamiento, la protección y el
restablecimiento de los ecosistemas relacionados con
el agua, así como la educación en materia de higiene.
Además, la mejora del uso eficiente de los recursos hí-
dricos es una de las claves para reducir el estrés hídri-
co”.6

La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, apro-
bada en septiembre de 2015 por la Asamblea General
de las Naciones Unidas, señala en su “Objetivo 6: Ga-
rantizar la disponibilidad de agua y su gestión sosteni-
ble y el saneamiento para todos”, entre lo que destaca
lo siguiente:
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6.1. De aquí a 2030, lograr el acceso universal y
equitativo al agua potable a un precio asequible pa-
ra todos.

6.2. De aquí a 2030, lograr el acceso a servicios de
saneamiento e higiene adecuados y equitativos para
todos y poner fin a la defecación al aire libre, pres-
tando especial atención a las necesidades de las mu-
jeres y las niñas y las personas en situaciones de
vulnerabilidad.

6.3. De aquí a 2030, mejorar la calidad del agua re-
duciendo la contaminación, eliminando el verti-
miento y minimizando la emisión de productos quí-
micos y materiales peligrosos, reduciendo a la
mitad, el porcentaje de aguas residuales sin tratar y
aumentando considerablemente el reciclado y la
reutilización sin riesgos a nivel mundial.

6.4. De aquí a 2030, aumentar considerablemente el
uso eficiente de los recursos hídricos en todos los
sectores y asegurar la sostenibilidad de la extrac-
ción y el abastecimiento de agua dulce para hacer
frente a la escasez de agua y reducir considerable-
mente el número de personas que sufren falta de
agua.

6.5. De aquí a 2030, implementar la gestión inte-
grada de los recursos hídricos a todos los niveles,
incluso mediante la cooperación transfronteriza, se-
gún proceda.

6.6. De aquí a 2030, proteger y restablecer los eco-
sistemas relacionados con el agua, incluidos los
bosques, las montañas, los humedales, los ríos, los
acuíferos y los lagos.

6.a. De aquí a 2030, ampliar la cooperación inter-
nacional y el apoyo prestado a los países en des-
arrollo para la creación de capacidad en actividades
y programas relativos al agua y el saneamiento, co-
mo los de captación de agua, desalinización, uso
eficiente de los recursos hídricos, tratamiento de
aguas residuales, reciclado y tecnologías de reutili-
zación.

6.b. Apoyar y fortalecer la participación de las co-
munidades locales en la mejora de la gestión del
agua y el saneamiento.7

En México, según la Comisión Nacional del Agua
(Conagua), el 58 por ciento de la población tiene ac-
ceso diario al agua en sus hogares y cuenta con siste-
mas de saneamiento básico mejorados. La disparidad
en el acceso a servicios de agua potable y saneamien-
to, es aún más evidente fuera de las áreas urbanas. 

Conagua también ha informado que la cobertura de
servicios de agua y saneamiento en entornos urbanos
alcanza aproximadamente el 64 por ciento de la po-
blación, mientras que en las zonas rurales llega al 39
por ciento. Este rezago en la universalización de agua
potable y saneamiento en México es un indicador cla-
ro de la desigualdad, discriminación y exclusión so-
cial.8

Es importante destacar, que, en nuestro país, se pre-
senta una disparidad geográfica significativa entre la
disponibilidad del agua y la distribución de la pobla-
ción y sus actividades económicas. En las regiones
norte, centro y noroeste, que abarcan el 78 por ciento
del territorio, reside el 77 por ciento de la población y
se genera el 83 por ciento del PIB, a pesar de contar
solo con el 33 por ciento del agua renovable. En con-
traste, en el sureste, que ocupa el 22 por ciento del te-
rritorio, vive el 23 por ciento de la población y se pro-
duce el 17 por ciento del PIB, pero ahí se concentra el
67 por ciento del agua renovable.9

Algunas cifras oficiales ilustran la magnitud de los
desafíos:

-Aproximadamente 6 millones de personas carecen
de acceso al agua potable y 11 millones de acceso al
saneamiento.

-El 14 por ciento de la población recibe agua 24 ho-
ras al día.

-Sólo 50 por ciento del volumen recolectado en al-
cantarillado recibe algún tipo de tratamiento.

-60 por ciento de los cuerpos de agua presenta algún
grado de contaminación.

-157 de los 653 acuíferos están sobreexplotados; el
89 por ciento de ellos se encuentra en las mismas
regiones de mayor grado de estrés o presión hídri-
ca.
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-Aproximadamente, el 40 por ciento del agua se
pierde en fugas en los sistemas municipales de dis-
tribución.

-En la agricultura de riego persisten pérdidas de
agua del orden del 50 por ciento.

-50 por ciento del territorio nacional ha perdido su
cobertura vegetal y sufrido afectaciones a sus eco-
sistemas y fuentes de agua.

-71 por ciento del territorio nacional presenta grado
de presión hídrica alto o muy alto.10

Recientemente Ecolab presentó “El estudio Water-
mark”, un informe anual sobre el estado de la gestión
sostenible del agua en todo el mundo; en él, se advier-
te la preocupación por el agua en México, al señalar
que:

-El 95 por ciento de los consumidores consideran
que el agua limpia y segura es una preocupación
ambiental importante.

-El 71 por ciento de los encuestados considera que
el acceso al agua es una preocupación urgente del
presente.

-28 por ciento cree que será un problema mayor
en el futuro.

-82 por ciento considera que la escasez de agua
puede resolverse con las medidas adecuadas.

-70 por ciento de los encuestados cree que reducir
el consumo de agua también contribuiría a dismi-
nuir las emisiones de gases de efecto invernadero.

En lo que respecta al robo de agua, también conocido
como “huachicoleo de agua”, la Conagua detectó 2 mil
280 tomas clandestinas de agua en México entre 2012
y 2018. Se trata de pozos abiertos por usuarios indivi-
duales o empresas que extraen el líquido sin contar
con permisos correspondientes, contribuyendo a la so-
breexplotación de los acuíferos.11

El “huachicoleo de agua” se lleva a cabo en forma si-
milar al robo ilegal de los ductos de combustible, per-
foran las tuberías o se aprovechan de las fugas exis-
tentes para obtener el agua, la cual luego venden.

Como hemos señalado, el acceso al agua potable, con-
tribuye a reducir las desigualdades y garantizar a los
más pobres derechos fundamentales, sin embargo, en
la actualidad la delincuencia organizada está provo-
cando guerras por territorio y por recursos naturales,
que son generadoras de violencia por el control del vi-
tal líquido. 

En algunas zonas de México, el agua se ha vuelto tan
escasa que se contrabandea con ella. Los huachicole-
ros la roban de pozos y tuberías públicas, aprovechan-
do la falta de vigilancia de las autoridades. El negocio
ilícito es cada vez más rentable a medida que las se-
quías y los problemas de la infraestructura crecen. De
2019 y hasta septiembre del 2022, se habían detectado
131 mil 603 tomas clandestinas en ductos de agua pú-
blicos en 239 municipios de México.12

El robo de agua en el estado de México, particular-
mente en municipios de la zona conurbada, deja ga-
nancias a grupos delictivos de alrededor de 160 mil
pesos al mes y se roban 4 mil litros de agua por se-
gundo; esta cantidad supera a la que actualmente su-
ministra el Sistema Cutzamala a la entidad mexiquen-
se, tomando en cuenta el último reporte del 4 de junio
de 2024, que suministró 4 mil 820 metros cúbicos de
agua por segundo a la Ciudad de México y 3 mil 92 al
estado de México.13 Al respecto, la administración es-
tatal reconoce que la escasez de agua ha fomentado es-
ta nueva forma de delito que se ha extendido rápida-
mente.

Es por ello, que en 2022 el Congreso del estado de
México aprobó una reforma al Código Penal de la en-
tidad para tipificar como delito el robo de agua, en la
que se estipula que a la persona que, sin autorización,
concesión, licencia o permiso expedido por una auto-
ridad competente, sustraiga y se apropie del agua po-
table de la infraestructura hidráulica deberá ser san-
cionada hasta con ocho años de cárcel.

Por su parte, el entonces jefe de Gobierno de la Ciudad
de México en 2023, Martí Batres, anunció una estrate-
gia para enfrentar el “huachicoleo de agua potable”;
entre las propuestas estaba enviar una reforma para
que se tipifique la extracción clandestina de agua y
que se castigue con hasta ocho años de cárcel.

Asimismo, informó que, entre marzo de 2023 y enero
de 2024, la Secretaría de Seguridad Ciudadana des-
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manteló cuatro tomas clandestinas de agua potable;
dos semanas más tarde, las autoridades admitieron que
había otras tres.

Datos de la Fiscalía local, obtenidos mediante solicitu-
des de transparencia, indican que en dos años se ini-
ciaron 112 carpetas de investigación por el delito de
robo de fluidos.

En 2022 se abrieron 60 expedientes, mientras que
2023 fueron 52. Del total, 49 por ciento se concentran
en tres alcaldías: Tlalpan con 23, Iztapalapa con 16 y
Cuauhtémoc con 13.14

En diversas entidades se ha legislado sobre el robo de
agua, entre las que podemos citar la Ciudad de Méxi-
co, Nuevo León, Jalisco, Puebla, sin embargo, desta-
can las entidades como el estado de México, Baja Ca-
lifornia, Hidalgo y Tamaulipas, quienes han
incorporado un capítulo para sancionar este delito. La
tipificación y la severidad de las penas varían entre ca-
da entidad, lo que pone de manifiesto la necesidad de
una legislación uniforme a nivel nacional para abordar
esta problemática de manera eficaz.

Por lo anterior, se propone tipificar el robo de agua co-
mo delito. Esta iniciativa busca sancionar el uso ilegal
de recursos hídricos, protegiendo el acceso equitativo
y la sostenibilidad del agua. Al penalizar estas con-
ductas, se pretende garantizar el derecho al agua y
asegurar su gestión responsable para beneficio de la
población y el medio ambiente.

Por lo tanto, se propone la adición del artículo 368 Se-
xies al Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Por lo expuesto y fundado, sometemos a la considera-
ción del pleno la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto

Único. Se adiciona un artículo 368 Sexies al Código
Penal Federal, para quedar como sigue: 

Artículo 368 Sexies. Se impondrá pena de tres a
nueve años de prisión y multa de cien a tres mil ve-
ces el valor diario de la Unidad de Medida y Ac-
tualización vigente, a quien, sin autorización, con-
cesión, licencia o permiso expedido por la
autoridad competente, sustraiga, se apropie, co-
mercialice o utilice con fines de lucro agua potable
de la infraestructura hidráulica pública, ya sea de
tomas legales o clandestinas, o de pozos.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas
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12 [1] El Economista-Connectas, Huachicoleros del Agua, (2023).

Disponible en: https://www.connectas.org/especiales/huachicole-

ros-del-agua/

13 [1] La Silla Rota, (2024) Se roban la mitad del agua que debe

ir a CDMX y Edomex, dice el secretario del Agua mexiquense,

Disponible en: https://lasillarota.com/metropoli/2024/6/20/se-ro-

ban-la-mitad-del-agua-que-debe-ir-cdmx-edomex-dice-el-secreta-

rio-del-agua-mexiquense-488817.html

14 [1] Excelsior, (2024) Buscan incluir robo de agua en Código

Penal, Disponible en: https://www.excelsior.com.mx/comuni-

dad/buscan-incluir-robo-de-agua-en-codigo-penal/1648850

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 5 de noviembre de 2024.

Diputada Claudia Alejandra Hernández Sáenz (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 139 DE LA LEY DE LA IN-
DUSTRIA ELÉCTRICA, A CARGO DEL DIPUTADO FRANCISCO

ADRIÁN CASTILLO MORALES, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DE MORENA

Quien suscribe, diputado Francisco Adrián Castillo
Morales, integrante del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, de la Cámara de Diputados de la LXVI Legisla-
tura, con fundamento en lo dispuesto en los en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción
I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a la consideración de esta honorable asamblea
la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 139 de la Ley de la In-
dustria Eléctrica, de acuerdo a la siguiente:

Exposición de Motivos

En el mundo, a través del tiempo, la energía solar, es
una herramienta que proporciona calor, se aprovecha
mediante espejos de manera que los rayos del sol se
concentran en un receptor que alcanza temperaturas de
hasta 1.000 ºC, el calor se utiliza para calentar un flui-
do que genera vapor y el vapor finalmente mueve una
turbina y produce electricidad, los colectores solares
térmicos usan paneles o espejos para absorber y con-
centrar el calor solar, transferirlo a un fluido y condu-
cirlo por tuberías para su aprovechamiento en edificios
e instalaciones o también para la producción de elec-
tricidad (solar termoeléctrica).

Es importante destacar que la energía solar no emite
sustancias tóxicas ni contaminantes del aire, que pue-
den ser muy perjudiciales para el medio ambiente y el
ser humano y las sustancias tóxicas pueden acidificar
los ecosistemas terrestres y acuáticos, y corroer edifi-
cios.

Los contaminantes de aire pueden desencadenar enfer-
medades del corazón, cáncer y enfermedades respira-
torias como el asma, la energía solar no genera resi-
duos ni contaminación del agua, un factor muy
importante teniendo en cuenta la escasez de agua.

Señalando el crecimiento de competencia, a las princi-
pales tecnologías renovables están reduciendo drásti-
camente sus costos, de forma que ya son plenamente
competitivas con las convencionales en un número
creciente de emplazamientos, las renovables, concre-

Gaceta Parlamentaria Martes 5 de noviembre de 202498



tamente la eólica y la fotovoltaica, son más baratas que
las energías convencionales en buena parte del mundo. 

Las economías de escala y la innovación están ya con-
siguiendo que las energías renovables lleguen a ser la
solución más sostenible, no sólo ambiental sino tam-
bién económicamente, para mover el mundo.

Se genera riqueza y empleo local, la energía solar es
una energía autóctona, disponible en la práctica totali-
dad del planeta, lo que contribuye a reducir las impor-
taciones energéticas y a crear riqueza y empleo de for-
ma local. 

Por todo ello, la producción de electricidad mediante
energía solar y su uso de forma eficiente contribuyen
al desarrollo sostenible.

El aprovechamiento de la energía tiene como principio
y ley de energía, que a la letra dice:

“…La ley de la conservación de la energía establece

que la energía no puede crearse ni destruirse, sólo

convertirse de una forma de energía a otra…”

Esto significa que un sistema siempre tiene la misma
cantidad de energía, a menos que se añada desde el ex-
terior, lo cual en el mundo los países que han aprove-
chado de un nuevo sistema de energía solar son los si-
guientes:

El desarrollo sostenible y el cuidado del medio am-
biente van de la mano, ya que ambos buscan garanti-
zar un equilibrio entre el crecimiento económico, el
bienestar social y la conservación del medio ambiente
para las generaciones presentes y futuras. 

Un medio ambiente sano y sustentable es aquel en el
que los recursos naturales se utilizan de manera res-
ponsable para satisfacer las necesidades presentes sin
comprometer la capacidad de las generaciones futuras
para satisfacer sus propias necesidades.

En México la Comisión Reguladora de Energía (CRE)
es una dependencia de la Administración Pública Fe-
deral centralizada, con carácter de Órgano Regulador
Coordinado en Materia Energética, como se establece
en el párrafo octavo, del artículo 28 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Si, bien es cierto existe un fundamento legal de mane-
ra constitucional como supremacía un derecho de
energía en territorio mexicano que deberá de gozar to-
do ciudadano, sin embargo, en zonas de pobreza o
marginadas la reforma a considerar es un apoyo y be-
neficio para un sector que se encuentra en desventaja
y aprovechando de la energía solar.

Con la necesidad de utilizar la energía solar y apoya en
las zonas marginadas, para lograr un bien social en zo-
nas de marginadas con pobreza y que sea sustentable,
es importante considerar el diseño de paneles solares
para la generación de electricidad, debido a que están
en un lugar al que no llega el trazado de la red eléctri-
ca, por lo que los ángulos de la techumbre consideran
la inclinación para facilitar la acumulación de energía.

En México se identifican los estados que tienen un nu-
mero de alta pobreza y marginación son los siguientes:

En la relación a focalizar por entidad federativa los es-
tados que se encuentran con mayor marginación en
una siguiente tabla se puede observar que algunos es-
tados tienen una ventaja sobre otros, derivado a que
cuentan con mayores niveles de temperatura para ob-
tener una energía solar a través de los paneles solares.
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México tiene, a través de la CFE, programas para el
otorgamiento de panel solar gratuito, los titulares de-
berán a acudir a un centro de la Comisión Federal de
Electricidad con su respectivo contrato de la CFE y te-
ner un espacio adecuado en su hogar para la instala-
ción.

El programa de paneles solares forma parte del plan de
la transición energética de México, con el cual permi-
ten incrementar los registros de energía limpia.

En apego a las normas establecidas, la energía solar
térmica deberá cumplir con las mismas señalando que
exista legalidad, que son las siguientes:

NMX-ES-003-NORMEX-2008: Esta norma esta-
blece los requerimientos mínimos para la instala-
ción de sistemas solares térmicos para el calenta-
miento de agua.

Aplicación: Colectores solares que proveen agua
caliente en fase líquida dentro del territorio mexica-
n o .
NMX-ES-004-NORMEX-2010: Evaluación térmi-
ca de sistemas solares para el calentamiento de agua
(método prueba).

NADF-008-AMBT-2006: Especificaciones técni-
cas para el aprovechamiento de la energía solar en
el calentamiento de agua en nuevos establecimien-

tos del Distrito Federal. Establece los requerimien-
tos mínimos de calidad, las especificaciones técni-
cas de instalación, funcionamiento y mantenimien-
to de la calefacción de agua a través de la energía
solar.

NOM-003-ENER-2011: Límites, método de prueba
y etiquetado de la eficiencia térmica de calentado-
res de agua para uso doméstico y comercial.

Con ello, la necesidad de reformar el artículo 139 de la
Ley de la Industria Eléctrica, con enfoque de huma-
nismo y bienestar social, para las zonas marginadas
con mejoras para el medio ambiente, con beneficio y
aprovechamiento de la energía solar.

Ley de la Industria Eléctrica

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta so-
beranía, el siguiente proyecto de:

Decreto por el que se reforma el artículo 139 de la
Ley de la Industria Eléctrica

Artículo Único. Se reforma el artículo 139 de la Ley
de la Industria Eléctrica para quedar como sigue:

Artículo 139. La CRE aplicará las metodologías para
determinar el cálculo y ajuste de las Tarifas Reguladas,
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las tarifas máximas de los Suministradores de Último
Recurso y las tarifas finales del Suministro Básico. La
CRE publicará las memorias de cálculo usadas para
determinar dichas tarifas y precios, se clasificará por
territorio la excepción de tarifas en zonas margina-
das al mismo tiempo que la instalación de paneles
solares será por parte del gobierno sin costo.

El Ejecutivo federal podrá determinar, mediante
Acuerdo, un mecanismo de fijación de tarifas distinto
al de las tarifas finales a que se refiere el párrafo ante-
rior para determinados grupos de Usuarios del Sumi-
nistro Básico, en cuyo caso el cobro final hará trans-
parente la tarifa final que hubiere determinado la CRE.

Transitorios

Primero. Este Decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se
opongan al presente Decreto.

Notas

1 https://www.galileo.edu/ids/noticias/la-importancia-del-desarro-

llo-sostenible-en-el-cuidado-del-planeta/#:~:text=Un%20me-

dio%20ambiente%20sano%20y,para%20satisfacer%20sus%20pr

opias%20necesidades.

2 https://www.acciona.com/es/energias-renovables/energia-solar/

3 https://energyeducation.ca/Enciclopedia_de_Energia/index.php/

4 https://es.statista.com/estadisticas/641225/potencia-solar-foto-

voltaica-instalada-por-paises/#:~:text=Con%20una%20potencia

5 https://www.archdaily.mx/mx/997643/energia-solar-en-la-arqui-

tectura

6 http://www.conapo.gob.mx/work/models/CONAPO/indices_

margina/2010/documentoprincipal

7. https://www.liderempresarial.com/cuales-son-los-10-estados-

con-mas-pobreza-en-mexico/

8. https://www.eluniversal.com.mx/techbit/asi-puedes-conseguir-

uno-de-los-paneles-solares-que-regala-la-cfe/

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 5 de noviembre de 2024.

Diputado Francisco Adrián Castillo Morales (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LAS LEYES GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA

PROTECCIÓN AL AMBIENTE, Y DE AGUAS NACIONALES, A
CARGO DE LA DIPUTADA MONTSERRAT RUIZ PÁEZ, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La que suscribe, diputada Monserrat Ruiz Páez, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman y adi-
cionan diversas disposiciones de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y
de la Ley de Aguas Nacionales, para prohibir y re-
gular las descargas de aguas residuales en mares y
cuerpos de agua, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

I. Introducción

México, al ser un país con vastos recursos acuáticos y
litorales, tiene una enorme responsabilidad en la pro-
tección de sus mares y cuerpos de agua. Sin embargo,
la contaminación por descargas de aguas residuales sin
tratamiento adecuado afecta gravemente estos ecosis-
temas, dañando la biodiversidad, la economía y la sa-
lud pública. La situación se agrava cuando considera-
mos que los cuerpos de agua contaminados impactan
no solo la calidad de vida de la población local, sino
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también los medios de subsistencia de miles de fami-
lias que dependen de la pesca, el turismo y otros re-
cursos naturales.

El agua es uno de los recursos más valiosos de nuestro
país, y su conservación es esencial para garantizar el
bienestar de las generaciones presentes y futuras. Sin
embargo, la contaminación por aguas residuales sigue
siendo una de las principales amenazas para la salud
de nuestros ríos, lagos, lagunas y mares. El mal mane-
jo de las aguas residuales y la falta de un tratamiento
adecuado no solo pone en riesgo la biodiversidad, sino
también la economía y la salud de la población.

II. Contexto y Problemática

Impacto Ambiental y Económico

Informes de la Comisión Nacional del Agua (Cona-
gua) revelan que un porcentaje significativo de des-
cargas de aguas residuales en zonas costeras y cuerpos
de agua no cumple con las Normas Oficiales Mexica-
nas (NOM). La falta de cumplimiento con estas nor-
mas ha tenido graves consecuencias ambientales, in-
cluyendo la destrucción de hábitats y la pérdida de
biodiversidad. Un ejemplo preocupante es el deterioro
de los arrecifes coralinos en la Riviera Maya, donde se
ha documentado una disminución en la cobertura co-
ralina de hasta un 30 por ciento en las últimas dos dé-
cadas debido al vertido de aguas contaminadas.

La contaminación también afecta los humedales y
manglares, que son ecosistemas fundamentales para la
mitigación del cambio climático, ya que almacenan
grandes cantidades de carbono. Los manglares en el
golfo de México están siendo destruidos como resulta-
do de descargas de aguas residuales y desechos indus-
triales, lo que ha llevado a la pérdida de estos ecosis-
temas vitales para la protección contra inundaciones y
tormentas.

Impacto en la Salud Pública

Las descargas ilegales de aguas residuales han tenido
un impacto significativo en la salud pública. Estudios
realizados por la Secretaría de Salud indican que las
zonas cercanas a cuerpos de agua contaminados pre-
sentan un incremento en la incidencia de enfermeda-
des gastrointestinales y dermatológicas, afectando
principalmente a niños y adultos mayores.

Un problema particularmente grave es la acumulación
de metales pesados en los organismos acuáticos, que
luego son consumidos por los seres humanos. Estudios
han encontrado niveles elevados de mercurio y plomo
en peces capturados en el río Balsas y el lago de Cha-
pala, lo cual representa un riesgo importante para la
salud de las comunidades que dependen de estos re-
cursos.

III. Justificación de la Reforma

El marco normativo actual no es suficiente para con-
trolar ni sancionar eficazmente las descargas de aguas
residuales sin tratamiento. Aunque existen leyes y re-
glamentos que establecen límites máximos permisi-
bles para la contaminación de cuerpos de agua, la fal-
ta de aplicación rigurosa y de mecanismos de
supervisión eficientes ha permitido que muchas em-
presas y entidades gubernamentales evadan su respon-
sabilidad ambiental.

La situación requiere una reforma integral que no solo
imponga sanciones más severas, sino que también fo-
mente la implementación de tecnologías de tratamien-
to de aguas residuales. La iniciativa tiene como objeti-
vo obligar a hoteles, municipios e industrias a contar
con sistemas de tratamiento que cumplan con las Nor-
mas Oficiales Mexicanas, asegurando que las aguas
residuales sean adecuadamente tratadas antes de ser
vertidas en cuerpos de agua.

IV. Objetivos de la Reforma

1. Prohibir las descargas de aguas residuales sin
tratamiento previo en mares, ríos, lagos y lagu-
nas.

2. Incrementar las sanciones para quienes in-
cumplan la normativa ambiental en materia de
descargas de aguas residuales.

3. Fortalecer la supervisión y vigilancia de los
sistemas de tratamiento de aguas residuales por
parte de las autoridades competentes.

4. Establecer responsabilidades claras para
ayuntamientos, industrias y establecimientos tu-
rísticos en el tratamiento adecuado de sus aguas
residuales.
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5. Promover el uso de tecnologías limpias y sos-
tenibles en el tratamiento de aguas residuales.

V. Fundamentación Legal

-Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Artículo 4o.: Derecho de toda persona a un medio
ambiente sano para su desarrollo y bienestar.

Artículo 27: Propiedad de la nación sobre las aguas
y recursos naturales, y responsabilidad del Estado
en su conservación y manejo adecuado.

-Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente

Artículo 15: Establece los principios de prevención
y precaución en materia ambiental.

Artículo 117: Regula las descargas de contaminan-
tes en cuerpos de agua.

-Ley de Aguas Nacionales

Artículo 88: Establece los requisitos para las des-
cargas de aguas residuales y el cumplimiento de las
normas de calidad aplicables.

-Tratados Internacionales

Convención Ramsar sobre Humedales de Im-
portancia Internacional.

Convenio de Basilea sobre el Control de los Mo-
vimientos Transfronterizos de Desechos Peligro-
sos y su Eliminación.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la considera-
ción de esta honorable asamblea el siguiente proyecto
de:

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente y de la Ley
de Aguas Nacionales

Artículo Primero. Se reforma el artículo 117 y se adi-
ciona un segundo párrafo al artículo 121 de la Ley Ge-

neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, para quedar como sigue:

Artículo 117. Las descargas de aguas residuales deben
cumplir con las Normas Oficiales Mexicanas que esta-
blecen los límites permisibles de contaminantes, para
la protección de los cuerpos de agua.

Artículo 121. ...

Queda estrictamente prohibida la descarga de
aguas residuales sin el tratamiento previo que ase-
gure el cumplimiento de los límites máximos per-
misibles de contaminantes establecidos en las Nor-
mas Oficiales Mexicanas aplicables. Los
ayuntamientos, industrias, establecimientos turísti-
cos y cualquier otro generador de aguas residuales
están obligados a contar con sistemas de trata-
miento adecuados que garanticen la calidad del
agua vertida en mares, ríos, lagos y lagunas.

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 88 de la Ley
de Aguas Nacionales, para quedar como sigue:

Artículo 88. Las personas físicas o morales que reali-
cen descargas de aguas residuales en cuerpos recepto-
res deberán contar con la concesión o permiso respec-
tivo y cumplir estrictamente con las Normas Oficiales
Mexicanas aplicables.

Las descargas de aguas residuales sin el tratamien-
to correspondiente o que no cumplan con las Nor-
mas Oficiales Mexicanas serán sancionadas con
multas de hasta cincuenta mil Unidades de Medida
y Actualización (UMA), clausura temporal o defi-
nitiva de las instalaciones, y la obligación de repa-
rar el daño ambiental causado. En caso de reinci-
dencia, se procederá a la revocación de permisos y
concesiones.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. Las autoridades competentes deberán ade-
cuar sus disposiciones normativas en un plazo no
mayor a 180 días naturales para garantizar el cumpli-
miento de este decreto.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 5 de noviembre de 2024.

Diputada Monserrat Ruiz Páez (rúbrica) 

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 202, 203 Y 204 DE LA

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PRO-
TECCIÓN AL AMBIENTE, EN MATERIA DE RESPONSABILI-
DAD AMBIENTAL, A CARGO DE LA DIPUTADA MONTSERRAT

RUIZ PÁEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, diputada Monserrat Ruiz Páez, integran-
te del Grupo Parlamentario de Morena en la XXVI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to por los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral
1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía
la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman los artículos 202, 203 y 204 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente, al tenor de la siguiente:

Ecposición de Motivos

I. Contexto General

La protección del medio ambiente constituye una prio-
ridad fundamental para garantizar el bienestar y la ca-
lidad de vida de las generaciones presentes y futuras.
No obstante, el marco normativo ambiental en México
presenta deficiencias y falta de armonización que difi-
cultan una protección efectiva de nuestros recursos na-
turales y la biodiversidad.

Actualmente, la Ley General del Equilibrio Ecológico
y la Protección al Ambiente remite en ciertos aspectos
a la legislación civil para determinar la responsabili-
dad por daños ambientales. Este enfoque resulta insu-
ficiente, ya que el daño ambiental tiene características
específicas que no son adecuadamente abordadas por
el derecho civil convencional.1

Por otro lado, la Ley Federal de Responsabilidad Am-
biental, publicada el 7 de junio de 2013,2 establece un
marco jurídico especializado para atender la responsa-
bilidad ambiental, centrado en la reparación y com-
pensación del daño ecológico. Sin embargo, la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente no ha sido actualizada para alinearse con es-
ta ley, lo que genera incertidumbre jurídica y limita la
efectividad de las acciones legales emprendidas por la
Procuraduría Federal de Protección al Ambiente.

II. Objetivo de la Reforma

La presente iniciativa tiene como finalidad:

1. Armonizar la Ley General del Equilibrio Ecoló-
gico y la Protección al Ambiente con la Ley Fede-
ral de Responsabilidad Ambiental, estableciendo
que la responsabilidad por daños ambientales se ri-
ja conforme a esta última, en lugar de la legislación
civil.

2. Fortalecer la legitimación activa de la Procuradu-
ría Federal de Protección al Ambiente para que pue-
da ejercer acciones legales bajo el marco de la Ley
Federal de Responsabilidad Ambiental, garantizan-
do una defensa más efectiva del medio ambiente.

3. Clarificar el procedimiento para la elaboración y
valoración de dictámenes técnicos, asegurando que
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se realicen conforme a los criterios establecidos en
la Ley Federal de Responsabilidad Ambiental.

III. Fundamentación Legal

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en su artículo 4o., párrafo quinto, establece el
derecho de toda persona a un medio ambiente sano pa-
ra su desarrollo y bienestar, y señala la obligación del
Estado de garantizar el respeto a este derecho.

Asimismo, el artículo 25 de la Constitución establece
que corresponde al Estado la rectoría del desarrollo
nacional para garantizar que este sea integral y susten-
table.3

Por lo tanto, es imperativo que nuestra legislación am-
biental sea coherente y eficaz, dotando a las autorida-
des competentes de las herramientas legales necesarias
para proteger el medio ambiente y sancionar adecua-
damente a quienes lo dañen.

IV. Contenido de la Reforma

V. Impacto Esperado

La reforma propuesta permitirá:

-Fortalecer la protección legal del medio ambiente,
asegurando que la responsabilidad por daños am-
bientales se rija por un marco jurídico especializado.

-Mejorar la eficacia de la Procuraduría Federal de
Protección al Ambiente, al clarificar y ampliar su
legitimación activa para actuar conforme a la Ley
Federal de Responsabilidad Ambiental.

-Incrementar la certeza jurídica, al armonizar las
disposiciones de la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente con la Ley Fe-
deral de Responsabilidad Ambiental, evitando con-
flictos normativos y lagunas legales.

-Fomentar la reparación efectiva de los daños am-
bientales, garantizando que los responsables sean
obligados a reparar o compensar el daño causado.

VI. Conclusión

La presente iniciativa representa un paso fundamental
para fortalecer el marco jurídico ambiental en México,
dotando a las autoridades competentes de las herra-
mientas legales necesarias para proteger de manera
eficaz nuestro patrimonio natural. Al armonizar la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente con la Ley Federal de Responsabilidad Am-
biental, se avanza en el cumplimiento de los compro-
misos constitucionales e internacionales en materia
ambiental, y se promueve un desarrollo verdadera-
mente sostenible.

La reforma propuesta no solo beneficia al medio am-
biente, sino que también promueve un desarrollo sos-
tenible y responsable, en consonancia con los Objeti-
vos de Desarrollo Sostenible de la Organización de las
Naciones Unidas5 especialmente el Objetivo 15, que
busca “proteger, restablecer y promover el uso soste-
nible de los ecosistemas terrestres”.

Proyecto de Decreto

Único. Se reforman los artículos 202, 203 y 204 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, para quedar como sigue:
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Artículo 202. La Procuraduría Federal de Protec-
ción al Ambiente, en el ámbito de sus atribuciones,
estará facultada para iniciar y ejercer las acciones
legales pertinentes ante las autoridades competen-
tes, conforme a la Ley Federal de Responsabilidad
Ambiental, cuando tenga conocimiento de actos,
hechos u omisiones que constituyan violaciones a
la legislación ambiental. Asimismo, podrá interve-
nir en los procedimientos judiciales y administrati-
vos en materia ambiental, representando los intere-
ses de la sociedad en la protección del medio
ambiente.

Artículo 203. La responsabilidad por los daños al am-
biente, a los recursos naturales y a la biodiversidad se
regirá conforme a la Ley Federal de Responsabilidad
Ambiental. Toda persona que ocasione dichos daños
será responsable y estará obligada a repararlos o com-
pensarlos en términos de dicha ley.

Artículo 204. Cuando, por infracción a las disposi-
ciones de esta Ley, se ocasionen daños al ambiente,
cualquier persona podrá solicitar a la Secretaría la
formulación de un dictamen técnico conforme a la
Ley Federal de Responsabilidad Ambiental. Dicho
dictamen tendrá valor probatorio en los procedi-
mientos judiciales y administrativos correspondien-
tes.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 [1]De la Vega Navarro, A., & Torres Fragoso, C. (2014). La res-

ponsabilidad ambiental en México: un análisis de su legislación y

aplicación. Revista de Derecho Ambiental, (36), 45-68.

2 [1]Diario Oficial de la Federación. (2013). Ley Federal de Res-

ponsabilidad Ambiental. Publicada el 7 de junio de 2013. Recupe-

rado de: www.dof.gob.mx

3 [1] Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

4 [1]Organización de las Naciones Unidas. (2015). Objetivos de

Desarrollo Sostenible. Recuperado de: www.un.org

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 5 de noviembre de 2024.

Diputada Monserrat Ruiz Páez (rúbrica)

QUE ADICIONA LOS ARTÍCULOS 229 BIS Y 230 BIS AL CÓ-
DIGO PENAL FEDERAL, A CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA

TERESA EALY DÍAZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA

La suscrita diputada María Teresa Ealy Díaz, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena, con fun-
damento en lo establecido en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someto a consi-
deración del pleno la presente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se adicionan los artículos 229 Bis
y 230 Bis al Código Penal Federal, al tenor de la si-
guiente:

Exposición de Motivos

La violencia contra las mujeres se manifiesta de diver-
sas formas, muchas de ellas sutiles y normalizadas, pe-
ro igualmente dañinas. Una de estas expresiones parti-
cularmente preocupantes es la violencia obstétrica y
gineco estética, un problema de salud pública que
afecta a millones de mujeres en todo el mundo, y en
México, particularmente.

Esta violencia, que trasciende la agresión física direc-
ta para incluir la negligencia médica, el maltrato psi-
cológico y la vulneración de la autonomía reproducti-
va, deja marcas profundas y duraderas en la salud
física y mental de las mujeres, impactando su calidad
de vida y su bienestar integral. Este documento se cen-
tra en el análisis de la violencia obstétrica y gineco es-
tética en México, explorando sus diversas manifesta-
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ciones, sus causas estructurales y las consecuencias
para las mujeres, con el objetivo de plantear estrate-
gias para su erradicación y la garantía de una atención
médica respetuosa y de calidad para todas.

La violencia obstétrica y gineco estética demanda una
reforma urgente del Código Penal Federal para prote-
ger la integridad física y psicológica de las mujeres,
priorizando su salud como necesidad fundamental. 

Según la Organización Mundial de la Salud (OMS), la
violencia obstétrica y gineco estética se define como la
apropiación del cuerpo y los procesos reproductivos
de la mujer por parte de profesionales de la salud, a
través de un trato deshumanizante, abuso de medicali-
zación y patologización de procesos naturales. Esta
violencia resulta en la pérdida de autonomía sobre el
propio cuerpo y la sexualidad, con consecuencias ne-
gativas para la calidad de vida de la mujer. 

La reforma al Código Penal se justifica por la necesi-
dad de reconocer y penalizar estas prácticas, garanti-
zando el acceso a una atención médica respetuosa, se-
gura y centrada en los derechos de las mujeres. Solo a
través de una legislación adecuada y una firme aplica-
ción de la ley se podrá erradicar la violencia obstétri-
ca y ginecoestética y asegurar una atención médica de
calidad, libre de violencia, para todas las mujeres.

La regulación de la violencia obstétrica en México ha
sido un proceso gradual y heterogéneo, reflejado en la
disparidad de legislaciones entre las diferentes entida-
des federativas: en el Código Penal del Estado de Ve-
racruz (2010) y el de Chiapas (2014). Si bien ambos
reconocen la violencia obstétrica como un delito, exis-
ten diferencias significativas en la tipificación de los
actos constitutivos de dicho delito y en las penas im-
puestas, lo que evidencia la complejidad del panorama
legal y la necesidad de una legislación federal unifor-
me y eficaz para garantizar la protección de los dere-
chos reproductivos de las mujeres en todo el país.

El progreso en materia de salud y bienestar de las mu-
jeres en México es innegable. Sin embargo, una reali-
dad persistente contradice esta narrativa de avance: la
persistente dificultad de acceso a servicios de salud gi-
necológica y obstétrica de calidad para miles de muje-
res en el país. Si bien se han implementado políticas y
programas encaminados a mejorar la atención médica
femenina, la falta de infraestructura adecuada y la es-

casez de personal especializado representan obstácu-
los significativos que impiden la plena realización del
derecho a la salud. 

Esta problemática no se limita a la mera inaccesibili-
dad; la deficiencia en la atención médica disponible se
traduce en una vulneración de los derechos fundamen-
tales de las mujeres, comprometiendo su salud, su vi-
da e incluso su dignidad como ciudadanas. La brecha
entre el discurso del progreso y la realidad vivida por
numerosas mujeres mexicanas demanda una atención
urgente y una revaloración de las estrategias imple-
mentadas hasta la fecha, para garantizar un acceso
equitativo y de calidad a la atención ginecológica y
obstétrica para todas.

La autonomía de la mujer durante el proceso del parto
se ve sistemáticamente vulnerada en numerosos casos.
La falta de consentimiento informado, la aplicación de
prácticas médicas invasivas sin la debida justificación,
y la presión ejercida por el personal de salud para que
las pacientes sigan procedimientos no necesariamente
adecuados a sus necesidades individuales, constituyen
una seria violación de sus derechos. Esta pérdida de
control sobre sus propios cuerpos se manifiesta en in-
tervenciones médicas innecesarias, como cesáreas no
justificadas, administración de fármacos sin funda-
mento clínico, y la negación del acceso a métodos de
alivio del dolor.

Este patrón de prácticas constituye una forma de vio-
lencia obstétrica, definida como la apropiación del
cuerpo y los derechos reproductivos de la mujer por
parte de los profesionales de la salud. Dicha violencia
se caracteriza por un trato deshumanizante, el abuso de
la medicalización y la patologización de los procesos
naturales del parto. Las consecuencias de esta violen-
cia trascienden la experiencia inmediata del parto; la
pérdida de autonomía y la incapacidad para tomar de-
cisiones libres sobre su cuerpo y su sexualidad gene-
ran un impacto negativo profundo y duradero en su ca-
lidad de vida. 

La investigación y la acción urgente son necesarias pa-
ra erradicar estas prácticas y garantizar el respeto ple-
no a los derechos de las mujeres durante el parto.1

La violencia gineco estética se refiere a cualquier acto
dentro del sistema de salud que viole la dignidad, au-
tonomía e integridad física o psicológica de las muje-
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res durante la atención ginecológica. Incluye la coer-
ción, la conducta irrespetuosa y la realización de pro-
cedimientos médicos sin consentimiento informado.2

Asimismo, violencia ginecoestética se refiere a la
violación del derecho de las mujeres a decidir li-
bremente sobre su cuerpo y los procedimientos gi-
necológicos a los que se someten. Este tipo de vio-
lencia ocurre cuando las mujeres no son
informadas adecuadamente sobre los riesgos y con-
secuencias de dichos procedimientos, o cuando son
presionadas a realizarlos sin su consentimiento ple-
no. Las consecuencias pueden incluir alteraciones
físicas, estéticas, marcas o cicatrices que no solo
afectan la integridad física, sino que también im-
pactan negativamente su bienestar emocional y psi-
cológico. La violencia ginecoestética resalta la im-
portancia del consentimiento informado y del
respeto por la autonomía de las mujeres en el ám-
bito de la salud.

Las raíces de la violencia obstétrica y ginecológica se
encuentran en la histórica influencia de una perspecti-
va masculinizada en la teoría y la práctica clínica de
ambas disciplinas. Esta visión sesgada ha perpetuado
la instrumentalización del cuerpo de la mujer, tratán-
dolo como un objeto de estudio en lugar de un sujeto
con necesidades individuales. 

La priorización de protocolos estandarizados, que ig-
noran la singularidad de cada caso, convierte la aten-
ción médica en un proceso rutinario y despersonaliza-
do, despojando a la mujer de su agencia y autonomía
en la toma de decisiones sobre su propia salud. Esta
falta de enfoque en la individualidad de la paciente es
un factor fundamental en la perpetración de la violen-
cia obstétrica y ginecológica.

La atención deshumanizada y violenta que reciben mi-
llones de mujeres en México durante el proceso de
parto refleja la profunda discriminación y violencia es-
tructural inherentes al sistema de salud. Los datos de
la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Rela-
ciones en los Hogares (Endireh) son contundentes: en
un periodo de cinco años, el 33.45 por ciento de las
mujeres que experimentaron un parto sufrieron algún
tipo de maltrato por parte del personal médico. Esta
estadística evidencia no solo una falla sistémica en la
provisión de atención médica adecuada, sino también
una preocupante normalización de la violencia contra

las mujeres dentro del ámbito de la salud reproductiva.
La magnitud de este problema exige una revisión ex-
haustiva de las políticas, protocolos y prácticas institu-
cionales para erradicar la violencia obstétrica y garan-
tizar una atención médica respetuosa y digna para
todas las mujeres.3

El maltrato físico constituye una de las formas más
graves de violencia obstétrica y gineco estética, mani-
festándose de diversas maneras, desde el uso de fuer-
za excesiva durante los exámenes hasta la negación de
atención médica oportuna y el suministro de medica-
mentos necesarios. Esta violencia se expresa también
a través de procedimientos médicos dolorosos e inne-
cesarios, como la maniobra de Kristeller, que implica
la aplicación de presión abdominal para acelerar el
parto, práctica altamente riesgosa y potencialmente
dañina. La administración de tratamientos sin el con-
sentimiento informado de la paciente y la demora in-
tencional en la atención médica son otras manifesta-
ciones de este maltrato. 

En hospitales públicos saturados, la frecuencia de este
tipo de violencia obstétrica y gineco estética es parti-
cularmente alarmante, obligando a muchas mujeres a
soportar este abuso en silencio, convirtiéndose en una
problemática de salud pública que requiere una aten-
ción prioritaria.

La violencia obstétrica y gineco estética trasciende la
agresión física; la humillación verbal y el abuso psico-
lógico infligidos durante la atención obstétrica y gine-
cológica constituyen una forma insidiosa pero igual-
mente devastadora de violencia institucionalizada
contra las mujeres. Esta forma de violencia, a menudo
subestimada en su impacto, se manifiesta a través de
una amplia gama de conductas degradantes y deni-
grantes. Desde comentarios despectivos sobre la apa-
riencia física de la mujer, críticas sobre su comporta-
miento y decisiones durante el proceso de parto, hasta
burlas, insultos y expresiones de menosprecio, cada
una de estas acciones contribuye a crear un ambiente
de hostilidad y miedo que permea la experiencia de la
mujer.

Más allá del dolor inmediato infligido, el abuso verbal
deja una profunda huella psicológica. La constante
descalificación y el trato irrespetuoso generan una sen-
sación de vulnerabilidad, indefensión y pérdida de
control, impactando profundamente la confianza de la
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mujer en el sistema de salud y en la capacidad de los
profesionales para proveer una atención médica ade-
cuada y respetuosa. La ansiedad, el miedo y la insegu-
ridad experimentados durante el parto, amplificados
por el abuso verbal, pueden afectar significativamente
la capacidad de la mujer para afrontar este proceso
crucial en su vida.

Las consecuencias de este tipo de violencia no se li-
mitan a la experiencia inmediata del parto. La eviden-
cia muestra una correlación directa entre el abuso ver-
bal y psicológico durante la atención obstétrica y
gineco estética y el desarrollo de problemas de salud
mental posteriores, como la depresión posparto, la an-
siedad generalizada y el trastorno por estrés postrau-
mático.

Estas consecuencias a largo plazo resaltan la gravedad
del problema y la necesidad de implementar medidas
para prevenir y abordar este tipo de violencia de ma-
nera efectiva, incluyendo la formación de profesiona-
les de la salud en la atención respetuosa y centrada en
los derechos de las mujeres. La erradicación de la vio-
lencia obstétrica requiere un cambio cultural profun-
do, comenzando por reconocer la violencia psicológi-
ca y verbal como una forma de violencia tan dañina
como la física.

Por otro lado, la cesárea, si bien es un procedimiento
médico que puede ser necesario para salvar la vida de
la madre o del bebé, se realiza con frecuencia sin la de-
bida justificación médica ni el consentimiento informa-
do de la mujer. En numerosos casos, las pacientes no
reciben una explicación adecuada de las razones que
motivan la intervención quirúrgica, ni se les permite
participar en la toma de decisiones sobre su propio
cuerpo. Esta práctica no solo viola el derecho de las
mujeres a un parto respetado e informado, sino que
también las expone a riesgos innecesarios asociados a
una cirugía mayor, con potenciales consecuencias ne-
gativas para su salud física y emocional. La falta de
transparencia y la ausencia de participación de la pa-
ciente en la decisión sobre su propio cuerpo represen-
tan una clara forma de violencia obstétrica que debe ser
erradicada a través de una reforma integral de las prác-
ticas médicas y una mayor capacitación del personal
sanitario en el respeto a los derechos de las mujeres.

Las mujeres mexicanas, incluyendo un alto porcentaje
de mujeres indígenas, dependen mayoritariamente de

los servicios de salud pública, como el IMSS o el Iss-
ste, para recibir atención médica gratuita durante el
embarazo, el parto y el posparto. Sin embargo, para las
mujeres indígenas, acceder a una atención de calidad
se convierte en un desafío aún mayor, debido a la con-
fluencia de factores que exacerban las desigualdades
existentes. La discriminación, la barrera del idioma y
la falta de personal capacitado en atención intercultu-
ral se constituyen como obstáculos significativos que
impiden el acceso a una atención médica integral y
respetuosa de sus necesidades específicas. 

Esta situación de vulnerabilidad subraya la urgencia
de implementar políticas públicas que garanticen la
equidad en el acceso a la salud, eliminando las barre-
ras culturales y lingüísticas que perpetúan la inequidad
en la atención obstétrica y ginecológica para las muje-
res indígenas.

La imposición de métodos anticonceptivos sin consen-
timiento informado representa un aspecto profunda-
mente preocupante en la atención médica brindada a
las mujeres indígenas en México. Tras el parto, mu-
chas mujeres son sometidas a procedimientos como la
colocación de dispositivos intrauterinos o la ligadura
de trompas sin una explicación adecuada de sus efec-
tos ni su consentimiento explícito. 

Esta práctica, que vulnera gravemente sus derechos re-
productivos y su autonomía, se ve exacerbada por la
falta de acceso a servicios de traducción e interpreta-
ción en muchos centros de atención médica. La ausen-
cia de comunicación efectiva entre el personal médico
y las pacientes, debido a las barreras lingüísticas, difi-
culta aún más el proceso de toma de decisiones infor-
madas, perpetuando una situación de indefensión y
vulnerabilidad para las mujeres indígenas. Esta pro-
blemática exige una intervención inmediata para ga-
rantizar el respeto de los derechos reproductivos, ase-
gurar el acceso a información en su idioma materno y
promover una atención médica intercultural que prio-
rice el consentimiento informado y la autonomía de las
mujeres.

A pesar de las complejidades y los desafíos descritos,
la imposición de procedimientos de esterilización o
métodos anticonceptivos sin el consentimiento explíci-
to e informado de las mujeres, indígenas o de cualquier
otro grupo, es absolutamente inaceptable e injustifica-
ble. Esta práctica constituye una flagrante violación de
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los derechos humanos fundamentales y de los derechos
sexuales y reproductivos de las mujeres. 

El respeto irrestricto a la autonomía corporal de las
mujeres y su capacidad de decidir libre y soberana-
mente sobre su propio cuerpo es un principio inaliena-
ble que no puede ser vulnerado por barreras culturales,
lingüísticas o de cualquier otra índole. La garantía de
este derecho fundamental exige la implementación de
políticas públicas y protocolos médicos que prioricen
el consentimiento informado y la participación activa
de las mujeres en todas las decisiones relacionadas con
su salud reproductiva. La erradicación de esta práctica
requiere un cambio cultural y una transformación pro-
funda del sistema de salud, asegurando que la atención
médica se imparta con respeto, dignidad y plena ob-
servancia de los derechos humanos.

Asimismo, la violencia obstétrica y gineco estética se
manifiesta como una violencia estética que deja mar-
cas indelebles en los cuerpos de las mujeres, afectan-
do profundamente su imagen corporal y autoestima.
Estas marcas no se limitan a las cicatrices resultantes
de intervenciones estéticas no consentidas, sino que
también incluyen las secuelas físicas de prácticas mé-
dicas deficientes o negligentes, exacerbadas por la fal-
ta de equipamiento, personal capacitado o la simple
falta de voluntad de los profesionales de la salud.

Las cicatrices dejadas por episiotomías desproporcio-
nadas o mal realizadas, por ejemplo, se convierten en
un recordatorio constante de una experiencia traumáti-
ca y, con frecuencia, se asocian con disfunciones se-
xuales y dolor crónico. De igual manera, las cicatrices
de cesáreas realizadas en condiciones precarias, con
deficiencias en la técnica o en el seguimiento postqui-
rúrgico, no sólo son antiestéticas, sino que también
pueden acarrear complicaciones a largo plazo. Las le-
siones causadas por maniobras obstétricas inadecua-
das, a menudo resultantes de la falta de recursos o en-
trenamiento adecuado, generan cicatrices internas que
pueden ser invisibles pero igualmente dolorosas, afec-
tando la salud y el bienestar físico de las mujeres.

Incluso la falta de atención adecuada a la cicatrización
postparto, debido a la falta de recursos o la negligencia
médica, puede resultar en cicatrices antiestéticas, hi-
perpigmentadas o queloides, que marcan el cuerpo de
la mujer como una evidencia palpable de la violencia
sufrida. La violencia estética en la atención obstétrica

no se reduce a la imposición de ideales de belleza he-
gemónicos, sino que se extiende a las consecuencias fí-
sicas y psicológicas derivadas de prácticas médicas de-
ficientes, revelando una profunda falta de respeto hacia
la integridad corporal y la salud de las mujeres. 

Erradicar esta violencia requiere no sólo abordar la
imposición de ideales estéticos, sino también mejorar
significativamente las condiciones de atención médi-
ca, garantizar acceso equitativo a recursos y capacitar
a los profesionales de la salud en el respeto a los dere-
chos y la autonomía de las mujeres.

En suma, la violencia obstétrica y gineco estética se
manifiesta como una compleja y multifacética forma
de violencia contra las mujeres, que trasciende la agre-
sión física para incluir la violencia estética, psicológi-
ca y la negligencia médica. 

Las marcas físicas, desde las cicatrices visibles de epi-
siotomías innecesarias o cesáreas mal realizadas hasta
las lesiones internas invisibles pero igualmente dolo-
rosas, son un testimonio tangible de la vulneración de
la autonomía corporal y la falta de respeto a la integri-
dad física y emocional de las mujeres. 

Estas marcas, lejos de ser simples secuelas médicas, re-
presentan un recordatorio constante de una experiencia
traumática que afecta la imagen corporal, la autoestima
y la salud mental de las mujeres a largo plazo. La per-
sistencia de estas prácticas, exacerbadas por la falta de
recursos, la deficiente formación del personal sanitario
y la normalización de la violencia en el sistema de sa-
lud, exige una regulación integral y exhaustiva. 

Es imperativo implementar políticas públicas y proto-
colos médicos que prioricen el consentimiento infor-
mado, la atención humanizada y el respeto a los dere-
chos reproductivos de las mujeres, garantizando una
atención de calidad y libre de violencia en todas las
etapas del proceso reproductivo. Sólo a través de una
regulación adecuada y la sensibilización social se po-
drá erradicar la violencia obstétrica y gineco estética
en todas sus manifestaciones, asegurando que las mu-
jeres puedan experimentar el parto y el puerperio con
seguridad, dignidad y respeto.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la
consideración de esta honorable asamblea la siguiente
iniciativa con proyecto de: 
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Decreto por el que se adicionan los artículos 229 Bis
y 230 Bis al Código Penal Federal

Único. Se adicionan los artículos 229 Bis y 230 Bis al
Código Penal Federal.

Código Penal Federal

Titulo Decimosegundo
Responsabilidad Profesional

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 229 Bis. Comete delito de violencia obs-
tétrica aquel profesional de la salud que vulnere
la autonomía de una mujer sobre su cuerpo o pro-
cesos reproductivos que conlleven a una mala
practica profesional, ya sea por uso desmedido de
medicamentos o por medio de procesos que alte-
ren el curso natural del cuerpo humano femeni-
no. 

Asimismo, se comete el delito de violencia obstétri-
ca cuando las y los profesionales de la salud, niegan
el trato digno durante el periodo de gestación, par-
to o puerperio. 

Este delito se sanciona con pena de uno a tres
años de prisión y suspensión de la cédula profe-
sional.

Artículo 230 Bis.- Comete delito de violencia Gine-
coestética la o el profesional de la salud que altere
el proceso natural de gestación o parto sin consen-
timiento de la paciente, una conducta irrespetuosa
al llevar a cabo las siguientes prácticas:

I) Practicar cesáreas innecesarias así como pro-
cedimientos que dejen marcas innecesarias en el
cuerpo de las mujeres.

II) Presionar psicológicamente a las pacientes
para someterse a algún método quirúrgico o an-
ticonceptivo.

III) Negar la atención adecuada, llevando a cabo
tratos que contravengan con la dignidad de la
mujer y de sus cuerpos.

IV) Imponer posiciones de parto que supongan
dolor innecesario o contravengan el trabajo na-
tural de parto.

V) Realizar procedimientos quirúrgicos sin con-
sentimiento informado y sin conocimiento de la
paciente respecto de las secuelas o posibles con-
secuencias adversas.

VI) Someter a tratamientos médicos o anticon-
ceptivos sin consentimiento informado y sin co-
nocimiento de la paciente respecto de las secue-
las o posibles consecuencias adversas.

Este delito se sanciona con pena de uno a tres años
de prisión y suspensión de la cédula profesional.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 [1] World Health Organization (WHO). “The prevention and eli-

mination of disrespect and abuse during facility-based childbirth.”

2014. Available at:

[WHODocument](https://apps.who.int/iris/bitstream/han-

dle/10665/134588/WHO_RHR_14.23_eng.pdf).

2 [1] Amnesty International. “Body Politics: Obstetric and Gynae-

cological Violence in Health Care.” 2021. Available at: [Amnesty

International Report](https://www.amnesty.org/download/Docu-

ments/EUR0132082021ENGLISH.PDF).

3 [1] Instituto Nacional de Estadística y Geografía. Encuesta Na-

cional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares (Endi-

reh) 2016. INEGI, 2017. Disponible en:

https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/endireh/2016/do

c/endireh2016

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 5 de noviembre de 2024.

Diputada María Teresa Ealy Díaz (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS

MEXICANOS, EN MATERIA DE DIVERSIDAD SEXUAL Y DE

GÉNERO, A CARGO DEL DIPUTADO JAIME GENARO LÓPEZ

VELA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

Quien suscribe, diputado federal Jaime Genaro Ló-
pez Vela, integrante del Grupo Parlamentario de Mo-
rena en la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputa-
dos del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, numeral 1; 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a la consideración de esta
honorable asamblea, la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de di-
versidad sexual y de género, de conformidad con la
siguiente:

Exposición de Motivos

Marco Histórico Internacional 

A lo largo de la historia de la humanidad se ha docu-
mentado la existencia de las relaciones entre personas
del mismo sexo. En la época de los griegos y romanos
estas reacciones existían en la sociedad sin mayor
transcendencia, sin embargo, en esa misma época y a
partir de la necesidad de tener más guerreros estas re-
laciones fueron prohibidas con el propósito de incre-
mentar la población.

La dominación patriarcal surgió en algún momento
próximo al desarrollo de la agricultura, gracias a esta
nueva práctica, la sociedad humana primitiva se asen-
tó y abandonó el nomadismo, dependiendo del cultivo
de la tierra y la domesticación de animales, este cam-
bio ocurrió hace 12 mil años, durante la llamada Re-
volución del Neolítico. Como consecuencia surgió de
la propiedad privada, del mismo modo se estableció un
régimen de propiedad sobre la mujer, dichas prácticas
fueron asumidas por la estructura religiosa en el ámbi-
to social, lo que dio como resultado el menosprecio en
el papel de las mujeres y descalificando a los hombres
proclives a mostrar su lado femenino o aquellos que
mostraban su afecto a otros hombres, surgiendo desde
la iglesia católica el pecado nefando.

Sin embargo, con la llegada del cristianismo, la homo-
sexualidad comenzó a ser condenada y considerada
como un pecado, ocasionando que estas relaciones se
mantuvieran en el anonimato y ocultas de lo público.
Durante la Edad Media y la Santa Inquisición, aque-
llos que se descubrían como homosexuales eran perse-
guidos, torturados e incluso condenados a muerte de-
bido a que la homosexualidad era vista como una
desviación moral y una amenaza para la sociedad.

Michel Foucault, el gran estudioso de la sexualidad,
postula una “voluntad de saber” sobre el sexo. A partir
del siglo XVII puede encontrarse una proliferación de
discursos sobre el sexo, una exhortación a hacer hablar
y a oír de él. Con ello se opone a la “hipótesis represi-
va” que supone que la sexualidad ha tendido a ser re-
chazada y reprimida en la modernidad por la burgue-
sía.

A la caída de la monarquía francesa, la presencia de fi-
lósofos como Marqués de Sade, tuvieron una fuerte in-
fluencia ya que al tiempo que el pueblo francés recla-
maba el término de la monarquía reclamaba también la
liberación de la sexualidad.

Fue hasta el siglo XIX que se comenzaron los prime-
ros esfuerzos por despenalizar la homosexualidad, al-
gunos países europeos comenzaron a eliminar las le-
yes que castigaban las relaciones entre personas del
mismo sexo, efecto que se extendería en más países y
continentes.

El 17 de mayo de 1990, la Organización Mundial de la
Salud (OMS) retiró la homosexualidad de la lista de
trastornos mentales.

A este desarrollo se suman diversas declaraciones de
carácter internacional:

La recomendación emitida por la Comisión de
Derechos Humanos menciona: “Las leyes que cri-
minalizan la homosexualidad o la conducta sexual
entre parejas del mismo sexo, las leyes que crimi-
nalizan el travestismo y otras leyes que criminali-
zan la expresión transgénero violan la legislación
internacional sobre derechos humanos debe dero-
garse. Aunque nunca se hayan aplicado, esas leyes
penales constituyen un incumplimiento de las obli-
gaciones de los Estados en virtud del derecho inter-
nacional de los derechos humanos. El Comité ha
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afirmado que las leyes que criminalizan la homose-
xualidad violan los derechos a la privacidad y a la
no discriminación incumpliendo las obligaciones
jurídicas de los Estados en virtud del Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP)”.1

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Po-
líticos, prohíbe la discriminación basada en la
orientación sexual. Los Estados tienen la obligación
de proteger a los individuos de la discriminación
por motivo de la orientación sexual. Además, el Co-
mité de Derechos Humanos ha expresado su preo-
cupación por la falta de leyes que prohíban la dis-
criminación.2 El Comité de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales, Comité con-
tra la Tortura, Comité de los Derechos del Niño
y Comité para la Eliminación de la Discrimina-
ción contra la Mujer, han confirmado que la dis-
criminación contra personas debido a su orientación
sexual está prohibida conforme a los tratados sobre
derechos humanos que tienen carácter vinculante
para los Estados que los ratifican. 

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, se ha establecido que “los estableci-
mientos, bienes y servicios de salud deben ser acce-
sibles a todos, especialmente a los sectores más vul-
nerables y marginados de la población”. El Comité
ha afirmado que “el Pacto prohíbe toda discrimina-
ción en lo referente al acceso a la atención de la sa-
lud y los factores determinantes básicos de la salud,
así como a los medios y derechos para conseguirlo,
por motivos de orientación sexual” y también ha
expresado inquietud por la discriminación contra
las personas transgénero e intersexuales en la aten-
ción sanitaria.3

Comité contra la Tortura. El Comité contra la
Tortura advirtió en una Observación General (2008)
del particular riesgo de ser sometidos a torturas que
sufren las personas con identidades y orientaciones
de género diversas. El Comité aconsejó que, a fin de
garantizar la protección de los grupos minoritarios,
los Estados deben garantizar que los actos de vio-
lencia y abuso contra miembros de grupos minori-
tarios deben ser completamente perseguidos y cas-
tigados.

Organización Mundial de la Salud, los intentos
por cambiar de manera forzada la orientación se-

xual de las personas lesbianas, gays o bisexuales
son ineficaces, perjudiciales y pueden equivaler a
actos de tortura. El 17 de mayo de 1990, la Asam-
blea General de la Organización Mundial de la Sa-
lud retiró la homosexualidad de su lista de enfer-
medades. No había razones científicas que
justificaran que se hubiese incluido como trastorno
mental.

El Consejo de Derechos Humanos y el Comité de
Derechos Humanos, el Consejo de Derechos Hu-
manos y el Comité de Derechos Humanos han con-
firmado que el uso de la pena de muerte por actos
no violentos, incluidas las relaciones sexuales con-
sentidas entre adultos, constituye una violación de
la legislación internacional sobre derechos huma-
nos.

Resolución 275 de la Comisión Africana de De-
rechos Humanos y de los Pueblos, mayo de 2014.
Condena la creciente incidencia de violencia y otras
violaciones de derechos humanos, entre ellas asesi-
nato, violación, abuso sexual, encarcelamiento arbi-
trario y otras formas de persecución de las personas,
por razón de su orientación sexual o identidad de
género real o atribuido.4

Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales (PIDESC) artículo 2.2 y
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos (PIDCP) artículo 2.1, establecen la obligación
a cada Estado Parte de respetar y garantizar a todos
los individuos que se encuentren en su territorio y
estén sujetos a su jurisdicción, los derechos recono-
cidos en el Pacto, sin discriminación alguna de ra-
za, color, sexo, idioma, religión, opinión política o
de otra índole, origen nacional o social, posición
económica, nacimiento o cualquier otra condición
social.5

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos (PIDCP) artículo 26, todas las personas son
iguales ante la ley y tienen derecho a igual protec-
ción de la ley y en consecuencia se prohíbe cual-
quier discriminación en virtud de la ley.6

Comité de Derechos Humanos, Observación Ge-
neral n. 18 precisó que el término «discrimina-
ción», debe entenderse referido a toda distinción,
exclusión, restricción o preferencia que se basen en

Martes 5 de noviembre de 2024 Gaceta Parlamentaria113



determinados motivos, como la raza, el color, el se-
xo, el idioma, la religión, la opinión política o de
otra índole, el origen nacional o social, la posición
económica, el nacimiento o cualquier otra condi-
ción social, y que tengan por objeto o por resultado
anular o menoscabar el reconocimiento, goce o
ejercicio, en condiciones de igualdad, de los dere-
chos huma nos y libertades fundamentales de todas
las personas.

Asamblea General de la Organización Mundial
de la Salud (OMS) aprobó la 10a revisión de la
Estadística Internacional de Clasificación de las
Enfermedades y Problemas de Salud Relaciona-
dos (ICD-10) 17 de mayo de 1990, con la cual se
reconoció que la “orientación sexual” por sí misma
no era un trastorno.

Consejo de Derechos Humanos Resolución 17/19
(A/ HRC/RES/17/19) junio de 2011, la primera re-
solución de las Naciones Unidas sobre orientación
sexual e identidad de género - expreso su preocupa-
ción por la violencia y la discriminación contra las
personas por su orientación sexual e identidad de
género, pavimento el camino para el primer reporte
oficial de Naciones Unidas en la materia denomina-
do “Leyes y prácticas discriminatorias y actos de
violencia cometidos contra personas por su orienta-
ción sexual e identidad de género”.

Consenso de Montevideo sobre Población y Des-
arrollo de 2013 reconoció que la discriminación y
la violencia basada en la orientación sexual y la
identidad de género sitúan a las personas LGBTI en
una posición de vulnerabilidad, impidiendo el acce-
so a la igualdad y al pleno ejercicio de la ciudada-
nía.

Resolución 32/2 aprobada por el Consejo de
Derechos Humanos, la ONU cuenta con un nue-
vo Procedimiento Especial a cargo del Experto
Independiente sobre Orientación Sexual e Identi-
dad de Género, en la que se le encomienda prin-
cipalmente evaluar la aplicación de los instru-
mentos internacionales vigentes de derechos
humanos relacionados con los medios para supe-
rar la violencia y la discriminación contra las
personas por motivos de orientación sexual o
identidad de género.7

Organización Mundial de la Salud (OMS) el 18
de junio de 2018 eliminó de la Clasificación Inter-
nacional de Enfermedades 11 (CIE 11) la “incon-
gruencia de género”- la transexualidad- en el capí-
tulo de las enfermedades mentales, pierde así, la
categoría de trastorno psicológico. Con ambas deci-
siones, las orientaciones sexuales e identidades de
género diversas dejaron de ser consideradas por la
comunidad científica como enfermedades.

Informe de la CIDH: “Violencia contra personas
Lesbianas, Gay, Bisexuales, Trans e Intersex en
América” 2015 analiza el impacto de las leyes que
criminalizan a las personas LGBTIQ+ por su iden-
tidad y expresión de género, o bien a través de con-
ductas tipificadas como la sodomía, la indecencia
seria o grave, o de disposiciones para “proteger” la
moral pública y su impacto en la violencia. 

Actualidad 

Sin embargo, a pesar de todas estas declaraciones se-
guimos viendo los efectos nocivos de las LGBTIQfo-
bias, que van desde el bullying escolar, expulsión del
hogar, rechazo laboral, agresiones callejeras, intentos
de suicidio, homicidios -crímenes de odio-, que se si-
guen viviendo.

Frente a ello ha habido dos intentos de reforma para
que desde el cuerpo constitucional se incorpore el de-
recho al libre desarrollo de la personalidad, lo que re-
conocerá entre otras cosas de manera expresa, situa-
ciones como la expresión de género o el derecho de las
personas no binarias, dichos intentos de legislación
ante el Congreso de la Unión, fueron en el 2001 que-
dando preferencias y en el 2011 quedando preferencias
sexuales, sin embargo atendiendo al principio de lite-
ralidad de la ley, no corresponde al reconocimiento de
la condición humana de la orientación sexual e identi-
dad de género, tal y como lo reconocen los principios
de Yogyakarta y lo que ha valido que de manera más
expresa la Convención Interamericana contra toda for-
ma de Discriminación e Intolerancia, ya lo reconoce
por primera vez.

Lo anterior refleja que a pesar de los avances que se
han tenido en los marcos internacionales, no ha sido
suficiente para eliminar la discriminación y desigual-
dad que viven las personas con pertenecientes a las po-
blaciones LGBT+.
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A dar inició a esta LXVI legislatura, misma que con la
coyuntura actual, integrantes de esta legislatura hemos
encontrado consensos necesarios para legislar dere-
chos de las mujeres y de la diversidad sexual.

Para un desarrollo sostenible y equitativo, es esencial
que las políticas públicas y en especial el Plan Nacio-
nal de Desarrollo y la planeación presupuestal, refle-
jen principios fundamentales de inclusión, igualdad y
no discriminación, perspectiva intercultural, enfoque
interseccional y perspectiva de género, de manera que
se consideren todos los sectores de la sociedad, y se
garantice el abordaje de las desigualdades de manera
integral.

La discriminación, basada en género, etnia, orienta-
ción sexual e identidad de género u otras característi-
cas, impide el ejercicio de derechos y que además ha
sido ampliamente documentada por el Consejo Nacio-
nal para Prevenir la Discriminación, desde el 2005,
cuando se hace la primer medición sobre discrimina-
ción en México.

Además, el desarrollo de una Nación no puede ser me-
dido únicamente por indicadores económicos; debe re-
flejar una sociedad inclusiva, igualitaria y libre de to-
da discriminación.

La pluralidad de voces y experiencias enriquece la to-
ma de decisiones y fortalece la cohesión social.

La interseccionalidad reconoce que las personas no
experimentan la discriminación de manera aislada, si-
no que las intersecciones de identidades como origen
étnico o nacional, el género, la edad, las discapacida-
des, la condición social, las condiciones de salud, así
como por orientación sexual e identidad de género,
crean experiencias únicas de discriminación. Integrar
un enfoque interseccional en el Plan Nacional de Des-
arrollo implica entender y abordar estas complejida-
des.

El reconocimiento de las intersecciones de la discrimi-
nación no sólo mejora la precisión de las políticas, si-
no que también asegura que se atiendan las necesida-
des específicas de grupos marginados. Esto implica,
por ejemplo, desarrollar políticas específicas para mu-
jeres indígenas, considerando no solo su género, sino
también su identidad cultural.

Además, abordar las desigualdades estructurales re-
quiere un enfoque integral que trascienda lo superfi-
cial, por ello, se debe considerar la discriminación in-
terseccional, que afecta a personas que experimentan
múltiples formas de discriminación, debe ser conside-
rada en la formulación de políticas para asegurar que
ninguna persona sea dejada atrás.

El 29 de febrero de 2024, la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos emitió recomendación 42/2024
dirigida a las Presidencias de la Cámara de Diputados
y de Senadores, al Subsecretario de Derechos Huma-
nos, Población, y Migración de la Secretaría de Go-
bernación y a la Presidenta del Consejo Nacional para
Prevenir la Discriminación, sobre el caso de violacio-
nes a los derechos humanos a la protección de la salud,
a la educación, al trabajo, a la identidad de género, a
la igualdad y no discriminación, a la vivienda, a la cul-
tura y al acceso a la justicia en agravio de la población
trans por la falta de armonización legislativa a nivel
constitucional,8 y en el cual señala en el apartado A.
diversos puntos, destacando lo siguiente:

-Que en 2006 se formularon los Principios de
Yogyakarta, un instrumento internacional que re-
úne 30 principios básicos sobre la orientación se-
xual y la identidad de género, con la finalidad de
orientar a los Estados sobre la interpretación y
aplicación del marco normativo internacional en
materia de derechos humanos para las personas
que se identifican como parte de este grupo de
atención prioritaria.9

-Que esos Principios resultaron de los abusos diri-
gidos en contra de las personas por su orientación
sexual e identidad de género. Su creación tuvo co-
mo propósito implementar medidas internacionales
de cumplimiento por todos los Estados para que las
personas LGBTIQ+ tengan posibilidad de ejercer y
hacer valer sus derechos humanos.

-Que en México se han implementado varias modi-
ficaciones legales con la finalidad de transformar la
perspectiva convencional sobre el derecho a la au-
todeterminación y la identidad de género, en espe-
cial para las personas trans. Uno de estos cambios
significativos ocurrió en 2008 con la reforma al ar-
tículo 135 Bis del Código Civil para el entonces
Distrito Federal,10 que otorgó pleno reconocimien-
to a estos derechos al permitir que las personas trans
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solicitaran la emisión de una nueva acta de naci-
miento que reconociera su identidad de género.11

-Que un antecedente clave para el avance en el re-
conocimiento de derechos de la población trans, fue
la reforma constitucional de derechos humanos en
el año 2011, pues permitió contar con herramientas
que han posibilitado una transición en la cual el Es-
tado Mexicano debe garantizar el cumplimento de
la ley, para comprometer a todas las autoridades,
para que en el ámbito de sus atribuciones y compe-
tencias, promuevan, respeten, protejan y garanticen
los derechos humanos.

-Que esas reformas parten de la premisa de que to-
das las personas deben gozar de los mismos dere-
chos en igualdad de condiciones, mediante la com-
prensión de la identidad, el libre desarrollo de la
personalidad, la no discriminación y la libertad de
expresión; es decir, la libertad de que todas las per-
sonas tienen derecho al reconocimiento de su iden-
tidad y que esta sea respetada en la sociedad bajo la
óptica del principio pro persona.12

-Que a nivel regional, en América Latina también se
han emitido pronunciamientos; entre ellos sobresa-
le el Consenso de Montevideo como el espacio más
importante donde se tratan asuntos en materia de
gobierno, población y desarrollo. En 2013 este
acuerdo gubernamental, reconoció que la violencia
y discriminación basadas en la orientación sexual y
la identidad de género pone a las personas
LGBTTTIQ+ en una situación vulnerable. También
destaca que la elaboración de estadísticas públicas
realizadas por los distintos organismos del Estado
debe tener lógica inclusiva y de ampliación de de-
rechos mediante la política pública y que la genera-
ción de información sobre grupos de población es-
pecíficos es un insumo básico para la elaboración
de políticas públicas y tienen vital importancia para
el monitoreo de los objetivos planteados en las
agendas nacionales y regionales.13

Asimismo, señala de manera textual en la recomenda-
ción que, el reconocimiento de la identidad de género
es un derecho humano fundamental que implica el res-
peto y la protección de las personas trans contra la vio-
lencia, la discriminación y la exclusión social. Sin em-
bargo, por lo que todavía señala, existen muchos
desafíos y obstáculos para garantizar el pleno ejercicio

de este derecho en todo el país y que es necesario que
las instituciones municipales, estatales y federales lle-
ven a cabo las medidas necesarias para garantizar los
derechos humanos de las personas trans en el ámbito
de sus atribuciones en materia de educación, salud,
empleo, seguridad, acceso a la justicia, deporte, cultu-
ra y en general, en todas aquellas áreas implicadas en
la garantía del derecho al libre desarrollo de la perso-
nalidad, el derecho a la identidad, derecho a una vida
libre de violencia, derecho a la igualdad y la no discri-
minación, entre otros.

Asimismo, señala en el apartado C.4. sobre el derecho
humano a la identidad de género, estableciendo diver-
sos puntos, destacando los siguientes:

-Que, a través de la progresividad de los derechos
humanos, el derecho humano al libre desarrollo de
la personalidad ha sostenido su esencia a partir del
respeto de la dignidad humana como referente pri-
mordial para no menoscabar otros derechos huma-
nos que asociados a éste permitan garantizar una ca-
lidad de vida de las personas.14

-Que en ese sentido, el artículo 1o. de la Constitu-
ción Política, en transversalidad con la protección al
derecho humano a la no discriminación, establece a
su vez la prohibición de cualquier acto o conducta
que atente contra la dignidad humana y tenga por
objeto anular o menoscabar los derechos y liberta-
des de las personas.15

-Que el Glosario de la Diversidad Sexual, de géne-
ro y características sexuales publicado en el año
2016 por Conapred, define al derecho al libre des-
arrollo de la personalidad como:

-“Derecho personalísimo, que deriva de la dignidad
de toda persona, a partir del cual se reconoce su li-
bertad de elegir de forma autónoma quién quiere
ser, con el fin de cumplir las metas u objetivos que
se ha fijado, de acuerdo con su proyecto de vida,
que entre otros aspectos incluye la forma en cómo
se relaciona sexual y afectivamente con las demás
personas.” Además, establece que “La orientación
sexual y la identidad de género que cada persona
defina para sí es esencial para su personalidad y
constituye uno de los aspectos fundamentales de su
autodeterminación, su dignidad y su libertad”.16
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-Por lo expuesto, el derecho humano al libre des-
arrollo de la personalidad debe ser observado a la
luz del respeto y protección del derecho de toda per-
sona a decidir, entendiéndose éste, como al derecho
a tomar o elegir decisiones respecto a su desenvol-
vimiento y desarrollo personal, social o familiar;
por lo que también, involucra su derecho a no sufrir
afectaciones, restricciones por actos o decisiones
públicas o privadas de otros agentes entorno a la li-
bre voluntad de las personas respecto de sus propios
actos o determinaciones, que les impidan ejercer li-
bremente ese derecho, lo que tiene una importante
relevancia al ser el derecho al libre desarrollo de la
personalidad, del cual deriva el derecho a la identi-
dad de género.17

Lo anterior se relaciona con la siguiente tesis de juris-
prudencia emitida por la Suprema Corte de Justicia de
la Nación:

Derecho al libre desarrollo de la personalidad. As-
pectos de comprende.

De la dignidad humana, como derecho fundamental
superior reconocido por el orden jurídico mexicano,
deriva, entre otros derechos personalísimos, el de todo
individuo a elegir en forma libre y autónoma su pro-
yecto de vida. Así, acorde a la doctrina y jurispruden-
cia comparadas, tal derecho es el reconocimiento del
Estado sobre la facultad natural de toda persona a ser
individualmente como quiere ser, sin coacción ni con-
troles injustificados, con el fin de cumplir las metas u
objetivos que se ha fijado, de acuerdo con sus valores,
ideas, expectativas, gustos, etcétera. Por tanto, el libre
desarrollo de la personalidad comprende, entre otras
expresiones, la libertad de contraer matrimonio o no
hacerlo; de procrear hijos y cuántos, o bien, decidir no
tenerlos; de escoger su apariencia personal; su profe-
sión o actividad laboral, así como la libre opción se-
xual, en tanto que todos estos aspectos son parte de la
forma en que una persona desea proyectarse y vivir su
vida y que, por tanto, sólo a ella corresponde decidir
autónomamente.

-Que la CIDH por otra parte, enfatiza que los Esta-
dos deben incluir expresamente la identidad de gé-
nero como un motivo de protección en la legisla-
ción y en las políticas públicas y toma nota de los
argumentos de algunos Estados en el sentido de que
la protección de las personas trans puede ser subsu-

mida en los términos sexo o género incluidos en el
texto de las disposiciones legales; no obstante, la
CIDH recomienda que el término identidad de gé-
nero sea incluido expresamente para mayor seguri-
dad jurídica y visibilidad, también considera que un
corolario del reconocimiento de la identidad de gé-
nero como una categoría prohibida de discrimina-
ción bajo la Convención Americana, es precisamen-
te el reconocimiento integral de la identidad de
género de las personas trans. En este sentido, consi-
dera que dentro de la prohibición de discriminación
por motivos relacionados con la identidad y expre-
sión de género, real o percibida, se deben incluir,
como derechos protegidos, las conductas en el ejer-
cicio de dicha identidad y garantizar de forma trans-
versal el reconocimiento de la identidad de género
en los distintos aspectos de la vida de la persona, lo
que implica la posibilidad de proyectarse libremen-
te hacia los demás, acorde a la identidad de género
de cada persona y el derecho de ser reconocida en
función de dicha identidad.18

-Que en ese sentido, el Estado en su calidad de ga-
rante de la pluralidad de derechos, debe respetar y
garantizar la coexistencia de individuos con distin-
tas identidades, expresiones de género y orientacio-
nes sexuales, para lo cual debe asegurar que todas
ellas puedan vivir y desarrollarse con dignidad y el
mismo respeto al que tienen derechos todas las per-
sonas, esa protección no se refiere simplemente al
contenido de esos derechos, sino que a través de
ella, el Estado también estaría garantizando la ple-
na vigencia y ejercicio de otros derechos de las per-
sonas cuya identidad de género es diferente a la que
es asociada con el sexo que les fue asignado al na-
cer; ya que la identidad de género es un elemento
constitutivo y constituyente de la identidad de las
personas, en consecuencia, su reconocimiento por
parte del Estado resulta de vital importancia para
garantizar el pleno goce de los derechos humanos
de las personas transgénero, incluyendo la protec-
ción contra la violencia, tortura, malos tratos, dere-
chos a la salud, a la educación, la vivienda, acceso
a la seguridad social, así como el derecho a la liber-
tad de expresión, y de asociación. Asimismo, la
Asamblea General de la Organización de Estados
Americanos, señaló que el reconocimiento de la
identidad de las personas es uno de los medios que
facilita el ejercicio de los derechos a la personalidad
jurídica, al nombre, a la nacionalidad, a la inscrip-
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ción en el registro civil, a las relaciones familiares,
entre otros derechos reconocidos en instrumentos
internacionales.19

Por último, señala en los puntos recomendatorios que
las Comisiones de Derechos Humanos de las Cámaras
de Diputados y Senadores deberán generar acciones
tendentes a impulsar la reforma al párrafo quinto del
artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos para que se incluya la identidad de
género como una categoría sospechosa de discrimina-
ción. 

Ahora bien, respecto a la orientación sexual, la Asocia-
ción Americana de Psicología la define como “la atrac-
ción emocional, romántica, sexual o afectiva duradera
hacia otros. Se distingue fácilmente de otros compo-
nentes de la sexualidad que incluyen sexo biológico,
identidad sexual (el sentido psicológico de ser hombre
o mujer) y el rol social del sexo (respeto de las normas
culturales de conducta femenina y masculina).20

En el Glosario de la diversidad sexual, de género y ca-

racterísticas sexuales, que expidió el Consejo Nacio-
nal para Prevenir la Discriminación,21 hace referencia
al termino “orientación sexual” en lugar de “preferen-
cia sexual”, ya que refiere que el último incluye una
gama de actividades y practicas amplísimas, como la
pedofilia y la necrofilia, mientras que “la orientación
sexual” se refiere a la atracción erótica afectiva de las
personas; por lo que señala que al hablar de diversidad
sexual y de genero el termino pertinente es “orienta-
ción sexual”.22

El Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación
presentó la Guía para legislar contra la discrimina-

ción ofreciendo recomendaciones para construir legis-
laciones anti discriminatorias, en la introducción se
advierte lo siguiente.

En México, la discriminación es un fenómeno dinámi-
co y extendido con dimensiones estructurales. Consti-
tuye una forma de exclusión que se manifiesta en ac-
ciones generalizadas que restringen los derechos
humanos y las libertades fundamentales. Debido a
ello, la discriminación aleja a las personas de alcanzar
su pleno potencial y de vivir en dignidad, lo que impi-
de al Estado mexicano consolidar la democracia y
cumplir con sus obligaciones en materia de derechos
humanos. 

Frente a este fenómeno discriminatorio, resulta nece-
sario la adopción de medidas urgentes que busquen re-
vertir esa situación y avanzar progresivamente hacia la
garantía plena del derecho a la igualdad y no discrimi-
nación. En ese sentido, el Consejo Nacional para Pre-
venir y Eliminar la Discriminación (en adelante Cona-
pred o Consejo) considera que uno de los cimientos
esenciales de una estrategia nacional efectiva contra la
discriminación se encuentra en la legislación.

Con respecto a la discriminación motivada por carac-
terísticas sexuales Antonio Guterres, secretario gene-
ral de las Naciones Unidas en 2018 menciona lo si-
guiente “Mientras las personas estén sujetas a la
criminalización, los prejuicios y la violencia a causa
de su orientación sexual, su identidad de género y sus
características sexuales, debemos redoblar esfuerzos
para poner fin a estas violaciones”.

Según datos de la ONU “en todo el mundo personas in-
tersex son sometidos a cirugías, tratamientos hormona-
les y otros procedimientos médicamente innecesarios
en un intento de cambiar forzosamente su apariencia
para alinearla con expectativas de la sociedad sobre
cuerpos femeninos y masculinos. Cuando, como es fre-
cuentemente el caso, estos procedimientos se llevan a
cabo sin el consentimiento pleno, libre e informado de
la persona misma, estos son violaciones de derechos
humanos fundamentales,23 por lo que resulta de impor-
tancia se agregado en el articulo 1ero constitucional. 

Datos Estadísticos Nacionales

El esfuerzo de distintas organizaciones de la sociedad
civil y la voluntad política lograron que el Instituto
Nacional de Estadística y Geografía (Inegi). Imple-
mentara la Encuesta Nacional sobre Diversidad Sexual
y de Género (Endiseg), 2021 arrojando datos de im-
portancia que a continuación se citan:

-4.6 millones de personas se consideran parte de las
poblaciones LGB+, lo que representa el 4.8 por
ciento del total de la población. 

-908.6 mil personas se identifican con identidad de
género trans.

-5 millones de personas se identifican como
LGBTI+, lo que representa el 5.1 por ciento de la
población. 
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-El 28.1 por ciento de las poblaciones LGBTI+ ma-
nifestaron que en el ámbito laboral han recibido un
taro desigual. 

-El 26.1 por ciento de las poblaciones LGBTI+ ma-
nifestaron que han pensado en suicidarse.

-158 mil 194 casos notificados de VIH del 2014 al
2024.

Libre desarrollo de la personalidad.

El derecho al libre desarrollo de la personalidad no lo
consagra de manera expresa la Constitución, pero la
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha advertido
en diversos amparos directos, jurisprudencias y tesis
sobre ese derecho al que define como un derecho que
deriva del reconocimiento de una superioridad de la
dignidad humana, prohibiéndose cualquier conducta
que la violente. 

En tal sentido, señala que la doctrina jurídica ha senta-
do que “la dignidad del hombre es inherente a su esen-
cia, a su ser. Se trata del reconocimiento de que, en el
ser humano, hay una dignidad que debe ser respetada
en todo caso, pues se trata del derecho a ser conside-
rado como ser humano, como persona, es decir, como
ser de eminente dignidad. 

Es un derecho absolutamente fundamental para el ser
humano, base y condición de todos los demás: el dere-
cho a ser reconocido siempre como persona humana.
El derecho a ser reconocido y a vivir en y con la dig-
nidad propia de la persona humana.24

Para la Corte, “son derechos personalísimos, de los
que dispone con libertad, pero, a su vez, constituyen
una obligación de los demás de respeto a ese derecho
y, por tanto, se configuran como un derecho de defen-
sa y garantía esencial para la condición humana, en
tanto pueden reclamarse por la defensa de la intimidad
violada o amenazada, cuanto se puede exigir del Esta-
do que prevenga eventuales intromisiones que lesio-
nen ese derecho personalísimo”. (Pág. 88, párr. 3) “El
individuo, sea quien sea, tiene derecho a elegir, en for-
ma libre y autónoma, su proyecto de vida, la manera
en que logrará las metas y objetivos que, para él, son
relevantes.” (Pág. 85, párr. 5). En este orden de ideas,
para la Suprema Corte “aun cuando estos derechos
personalísimos no se enuncian, en forma expresa, en la

Constitución mexicana, sí están implícitos en las dis-
posiciones de los tratados internacionales antes men-
cionados, suscritos por México y, en todo caso, deben
entenderse como derechos que derivan del reconoci-
miento al derecho a la dignidad humana, previsto en el
primero de los preceptos de nuestra Constitución,
pues, sólo a través de su pleno respeto, podría real-
mente hablarse de un ser humano en toda su digni-
dad.”

Así pues, el derecho al libre desarrollo de la persona-
lidad, comprende, entre otras, la libertad de contraer
matrimonio o no hacerlo; de procrear hijos y cuántos,
así como en qué momento de su vida, o bien, decidir
no tenerlos; de escoger su apariencia personal; su pro-
fesión o actividad laboral; y, por supuesto, la libre op-
ción sexual, pues todos estos aspectos, evidentemente,
son parte de la manera en que el individuo desea pro-
yectarse y vivir su vida y que, por tanto, sólo él puede
decidir en forma autónoma.25

Importancia de la Iniciativa

A pesar de la evidente trascendencia de que sea consi-
derada la inclusión y la no discriminación en la plani-
ficación del desarrollo, existen grandes desafíos debi-
do a la resistencia social a cambios estructurales, así
como a la falta de conciencia sobre las desigualdades;
sin embargo, superar estos desafíos es esencial para
construir un futuro más equitativo y justo.

La integración de enfoques inclusivos también presen-
ta oportunidades significativas, pues la diversidad de
pensamiento y experiencia puede impulsar la innova-
ción y la resiliencia. Además, se sientan las bases para
sociedades más estables y cohesionadas.

Es por ello que la presente iniciativa propone reflejen
y normen los principios fundamentales de inclusión,
igualdad y no discriminación; asimismo, el Consejo
Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo
Social deberá asegurar la inclusión, la igualdad y la no
discriminación como principios rectores en la coordi-
nación con las autoridades federales, locales y munici-
pales para el ejercicio de sus funciones.

La Constitución de la Ciudad de México, en el artícu-
lo 4, apartado c, numeral 2, prohíbe toda forma de dis-
criminación por preferencia sexual, orientación se-
xual, identidad de género, expresión de género y
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características sexuales, así que nos toca hacerlo a ni-
vel nacional, agregando que esta reforma permitirá
que al interior del país, que las entidades federativas,
legislen reconociendo derechos plenos a todas estas
poblaciones.

A continuación, se presenta un cuadro comparativo
con las modificaciones de ley a efecto de dotar de ma-
yor claridad la presente propuesta:

Por lo antes expuesto se somete a consideración de es-
ta honorable Cámara de Diputados el siguiente pro-
yecto de:

Decreto por el que se reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en materia de diversidad
sexual

Único. Se reforma el artículo 1, párrafo quinto, y se
adiciona un párrafo sexto al artículo 1o., recorriéndo-
se en su orden los subsecuentes de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar
como sigue:

Artículo 1o. …

…

…

…

Queda prohibida toda discriminación motivada por
origen étnico o nacional, el género, la edad, las disca-
pacidades, la condición social, las condiciones de sa-
lud, la religión, las opiniones, la orientación sexual,
la identidad de género, las características sexuales,
el estado civil o cualquier otra que atente contra la dig-
nidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar
los derechos y libertades de las personas.

Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho
al libre desarrollo de la personalidad, como el dere-
cho de cada individuo a elegir de forma libre y au-
tónoma su proyecto de vida.

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Dentro de los 180 días naturales siguientes
a su entrada en vigor, el Congreso de la Unión y las le-
gislaturas de las entidades federativas, deberán ajustar
sus Constituciones y demás legislación que sea nece-
saria, a fin de dar cumplimiento al presente decreto.

Notas

1 [1] Anexo 2: Recomendaciones de los organismos (pgaction.org)

2 [1] Anexo 2: Recomendaciones de los organismos (pgaction.org)

3 [1] Anexo 2: Recomendaciones de los organismos (pgaction.org)

4 [1] Anexo 3: Marcos regionales relevantes relativos a los dere-

chos humanos (pgaction.org)

5 [1] Orientación-sexual-e-identidad-de-género-en-el-derecho-in-

ternacional-de-los-derechos-humanos.pdf (acnudh.org)

6 [1] Orientación-sexual-e-identidad-de-género-en-el-derecho-in-

ternacional-de-los-derechos-humanos.pdf (acnudh.org)

7 [1] INFESP-LGBTI .pdf (cndh.org.mx)
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8 3 Disponible en:

CNDH emite Recomendación en materia de derechos humanos de

la población trans que habita, reside o transita por el territorio na-

cional | Comisión Nacional de los Derechos Humanos - México

9 4 Disponible en:

Principios de Yogyakarta. Disponible en: http://yogyakartaprinci-

ples.org/wpcontent/uploads/2016/08/principles_sp.pd

10 [1] Disponible en: Artículo 135 Bis. Pueden pedir el levanta-

miento de una nueva acta de nacimiento para el reconocimiento de

la identidad de género, previa la anotación correspondiente en su

acta de nacimiento primigenia, las personas que requieran el reco-

nocimiento de su identidad de género.

11 [1] Disponible en: Gaceta Oficial del Distrito Federal. Disponi-

ble en: http://www.ordenjuridico.gob.mx/Estatal/DISTRI-

TO%20FEDERAL/Decretos/DFDEC149.pdf

12 Disponible en:

El reglamento de la CNDH define al principio pro persona como

: Aquel que deben observar todas las autoridades del País y los or-

ganismos públicos de derechos humanos en todas sus actuaciones,

que toda autoridad, al aplicar normas relativas a derechos huma-

nos conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos y a los tratados internacionales de la materia en los

que el Estado mexicano sea parte, deberán aplicar aquellas que

favorezcan en todo tiempo a las personas con la protección más

amplia.

13 Disponible en:

Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL).

Consenso de Montevideo sobre población y

14 [1] Disponible en: CNDH, Recomendación 192/2022, párr. 76.

15[1] Disponible en: bidem, párr. 77.

16[1] Disponible en:Chrome- extension://efaidnbmnnnibpcajpcgl-

clefindmkaj/https://sindis.conapred.org.mx/wpcontent/uplo-

ads/2018/09/Glos ario_TDSyG_WEB.pdf.

17[1] Disponible en: Íbidem, párr. 82.

18[1] Disponible en: CNDH. Recomendación 86/2022, párr. 90

19[1] Disponible en: Corte Interamericana de Derechos Humanos.

Cuadernillo de Jurisprudencia No. 19. Derechos de las personas

LGTBI. Pág. 38

20[1] Disponible en: Orientación sexual y identidad de género

(apa.org)

21[1] Disponible en: Glosario de la diversidad sexual, de género y

características sexuales. (www.gob.mx)

22[1] Disponible en: Cfr. Comisión Ejecutiva de Atención a Vícti-

mas (ceav), Investigación sobre la atención de personas lgbt en

México [en línea]. Diciembre, 2015, p. 283. . [Consulta: 29 de sep-

tiembre, 2016.]

23[1] Disponible en Día de la Visibilidad Intersex – miércoles 26

octubre: https://www.ohchr.org/es/2016/10/intersex-awareness-

day-wednesday-26-october

24[1] Disponible en: Cuaderno de Jurisprudencia núm. 16, Libre

Desarrollo de la Personalidad, Suprema Corte de Justicia de la Na-

ción, Centro de Estudios Constitucionales

25[1] Amparo directo 6/2008

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 5 de noviembre de 2024.

Diputado Jaime Genaro López Vela (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 133 DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MA-
TERIA DE LENGUAJE INCLUYENTE, A CARGO DE LA DIPU-
TADA ALMA MARINA VITELA RODRÍGUEZ, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, Alma Marina Vitela Rodríguez, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena, en ejerci-
cio de la facultad consagrada en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; así como en la fracción I del artí-
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culo 77 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
someto a consideración de esta asamblea la iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma el ar-
tículo 133 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de lenguaje inclu-
yente, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El filósofo George Steiner explicó y fundamento la
idea de que “lo que no se nombra no existe”,1 para
plantear que el lenguaje puede incluir o excluir perso-
nas, cosas, situaciones en la sociedad. De este y otros
planteamientos en materia de igualdad sustantiva y de-
rechos de las mujeres se ha expresado que el lenguaje
y el cómo se nombran las cosas, personas o situacio-
nes tienen un fondo de poder, por lo que el silencio es
generalmente opresión y violencia, reconociendo que
las mujeres son mayoritariamente silenciadas u no
mencionadas y por lo tanto no visibilizadas.

En la actualidad, aún se atienden pendientes en aspec-
tos normativos, culturales sociales para que las muje-
res estén reconocidas, nombradas y en condiciones de
igualdad. La discriminación, por el solo hecho de ha-
ber nacido con un determinado sexo (en este caso mu-
jer) se ha transmitido de formas sutiles a lo largo de la
historia, una de ellas es a través de la lengua, como un
reflejo de valores, del pensamiento, de lo que crea y
utiliza una sociedad.

La lengua no sólo refleja sino también transmite roles,
estereotipos considerados “adecuados” para hombres
y mujeres en una sociedad, el uso sexista de la lengua
de forma oral o escrita está transmitiendo y perpetuan-
do relaciones asimétricas, inequitativas, discriminato-
rias. 

La sociedad misma, pero sobre todo el ámbito legal y
administrativo continúa usando prioritariamente el
masculino como lenguaje universal y sobre todo “neu-
tro”, desechando la inclusión en la lengua del género
mujer, por lo que se tiende a rechazar cambios en este
sentido. 

De este razonamiento, consideramos necesario y ur-
gente comenzar a establecer y fomentar el uso de un
lenguaje incluyente para ambos sexos, principalmente
en la Carta Magna y en lo sucesivo en toda normativa
que regule las instituciones públicas.

La voluntad de modificar la lengua y así reconocer la
inclusión de las mujeres en la sociedad y en especial
en el ámbito político, debe comenzar en nuestra Cons-
titución, para eliminar el uso de un lenguaje sexista-
discriminatorio en el conjunto de la sociedad. 

Después de muchos años de lucha, la sociedad co-
mienza a reconocer a la mujer, nombrando y docu-
mentando lo que son y hacen, y sobre todo en un am-
biente en donde el quehacer político de toma de
decisiones o representación política es también asunto
de mujeres.

En el Informe de Inegi de 20212 se daba cuenta de que: 

“De acuerdo con el Censo de Población y Vivienda
2020, en México hay 64 millones 540 mil 634 mu-
jeres, mismas que componen el 51.2 por ciento de
la población total. 

Del total de la población ocupada de 25 años y más
que se desempeña como funcionarios y directivos
de los sectores público, privado y social, 39.0 por
ciento son mujeres. 

En 2018, 40.7 por ciento de las judicaturas y ma-
gistraturas en los juzgados y tribunales superiores
de justicia estatales estaban a cargo de mujeres;
48.2 por ciento y 49.2 por ciento de las posiciones
en la Cámara de Diputados y en el Senado estaban
ocupadas por mujeres; y en los ayuntamientos 44.9
por ciento eran regidoras, síndicas o presidentas
municipales.” 

En este sentido, la presente propuesta de reforma al ar-
tículo 133 de la Constitución, se formula después de
estos razonamientos y para que se establezca que, con-
forme a la realidad actual de México, existe una presi-
denta y también juezas en funciones por elección po-
pular o por desempeño de una profesión. 

Al incluir la palabra presidenta o jueza en el artículo
en comento es promover la inclusión, evitar que el
masculino sea una forma estándar en la ley y en la vi-
sión del mundo única que se imponga a expensas de
otras fisiones, en este caso la femenina. 

Para mayor claridad se presenta el siguiente cuadro
comparativo de las propuestas de modificación:
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Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de
esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de: 

Decreto por el que se reforma el artículo 133 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en materia de lenguaje incluyente

Único. Se reforma el artículo 133 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia
de lenguaje incluyente, para quedar como sigue:

Artículo 133. Esta Constitución, las leyes del Congre-
so de la Unión que emanen de ella y todos los tratados
que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que
se celebren por el Presidente o Presidenta de la Re-
pública, con aprobación del Senado, serán la Ley Su-
prema de toda la Unión. Los jueces o juezas de cada
entidad federativa se arreglarán a dicha Constitución,
leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en con-
trario que pueda haber en las Constituciones o leyes de
las entidades federativas.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 [1] https://www.es.amnesty.org/en-que-estamos/blog/historia/ar-

ticulo/aquello-que-no-se-nombra-no-existe-o-por-que-es-necesa-

rio-comunicar-con-justicia-de-genero/

2 [1] https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposi-

to/2021/mujer2021_nal.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 5 de noviembre de 2024.

Diputada Alma Marina Vitela Rodríguez (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PARA

OTORGAR FACULTADES AL CONGRESO DE LA UNIÓN PARA

LEGISLAR EN MATERIA PENAL SOBRE DELITOS CONTRA

LOS ANIMALES, A CARGO DE LA DIPUTADA MONTSERRAT

RUIZ PÁEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La que suscribe, diputada Monserrat Ruiz Páez, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma el artícu-
lo 73 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para otorgar facultades al Congre-
so de la Unión para legislar en materia penal sobre
delitos contra los animales, al tenor de la siguiente:

Propuesta de Reforma Constitucional
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Exposición de Motivos

I. Introducción

La protección y bienestar de los animales es un tema
de creciente relevancia en la agenda pública nacional
e internacional. Los animales son seres sintientes que
merecen un trato digno y respetuoso. Sin embargo, en
México, los actos de maltrato y crueldad hacia los ani-
males continúan siendo una problemática persistente,
agravada por la disparidad en las legislaciones estata-
les y la falta de sanciones penales uniformes. Esta si-
tuación genera vacíos legales que permiten que mu-
chos actos de crueldad queden impunes, dejando a los
animales sin la protección adecuada que necesitan.

La presente iniciativa busca fortalecer el marco jurídi-
co nacional para garantizar una protección efectiva y
homogénea de los animales en todo el territorio mexi-
cano. Al otorgar al Congreso de la Unión facultades
expresas para legislar en materia penal sobre delitos
contra los animales, se pretende cerrar las lagunas nor-
mativas existentes y proporcionar a las autoridades las
herramientas necesarias para combatir eficazmente es-
te tipo de conductas.

II. Justificación de la Reforma

a) Incidencia e Impacto Social del Maltrato Animal

Según datos de la Asociación Mexicana por los De-
rechos de los Animales (Amedea), cada año se repor-
tan miles de casos de maltrato animal en el país, mu-
chos de los cuales no son sancionados debido a la falta
de una legislación homogénea que permita actuar de
manera efectiva. Esta situación genera impunidad y
dificulta la protección de los animales en el territorio
nacional.

La Encuesta Nacional de Seguridad Pública Urbana
(ENSU) de 2023 reveló que la crueldad hacia los ani-
males es una de las principales preocupaciones de la
población urbana en México. Además, la Organiza-
ción Mundial de la Salud (OMS) ha señalado que la
violencia contra los animales es un indicador de otros
tipos de violencia, incluidas la violencia doméstica y la
violencia de género. Por lo tanto, una legislación uni-
forme en todo el país no solo ayudará a proteger a los
animales, sino que también contribuirá a la prevención
de otras formas de violencia en la sociedad.

b) Disparidad en las Legislaciones Estatales

Actualmente, las disposiciones legales en materia de
protección animal varían significativamente entre las
entidades federativas. Mientras que algunos estados
cuentan con leyes que tipifican y sancionan el maltra-
to animal, otros carecen de normativas al respecto o
las sanciones son insuficientes. Esta disparidad genera
vacíos legales que son aprovechados por quienes co-
meten actos de crueldad contra los animales.

Esta situación limita la capacidad de las autoridades
para combatir eficazmente el maltrato animal, permi-
tiendo que los infractores evadan la justicia y continú-
en cometiendo ilícitos. Es necesario establecer una ba-
se legal uniforme que permita una aplicación efectiva
de la justicia en todo el país.

c) Utilización de Animales en Delitos Graves

En muchos casos, los animales son utilizados en acti-
vidades ilícitas, como peleas clandestinas, tráfico ile-
gal de especies y otros actos relacionados con la de-
lincuencia organizada. Esto incrementa el impacto
social de estos delitos y agrava la situación de vulne-
rabilidad de los animales. Una legislación penal unifi-
cada permitirá sancionar de manera más efectiva estas
conductas y reducir su incidencia.

d) Compromisos Internacionales

México forma parte de diversos tratados y convenios
internacionales que promueven la protección y bienes-
tar de los animales, como la Declaración Universal
de los Derechos de los Animales proclamada por la
Unesco y la ONU. Alinear la legislación nacional con
estos compromisos internacionales es fundamental pa-
ra avanzar hacia una sociedad más justa y ética.

Países como Alemania y España ya cuentan con le-
yes nacionales que sancionan de manera uniforme el
maltrato animal, resultando en una reducción signifi-
cativa de los casos de crueldad y en una mayor con-
ciencia social sobre la importancia del bienestar ani-
mal. México debe seguir estos ejemplos y fortalecer su
marco normativo para garantizar la protección de los
animales y fomentar una cultura de respeto hacia todos
los seres vivos.

III. Fundamentación Legal
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La Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, en su artículo 73, establece las facultades del
Congreso de la Unión. Sin embargo, actualmente no se
contempla de manera específica la facultad para legis-
lar en materia penal sobre delitos contra los animales.
Es necesario reformar este artículo para incluir dicha
facultad y permitir la creación de una Ley General de
Bienestar Animal que establezca las bases mínimas
para la protección y sanción de conductas que afecten
el bienestar de los animales.

Asimismo, el artículo 4o. de la Constitución establece
el derecho a un medio ambiente sano para el desarro-
llo y bienestar de las personas, lo cual incluye la pro-
tección de la fauna. La presente reforma busca fortale-
cer este mandato constitucional, proporcionando un
marco legal adecuado para su cumplimiento.

IV. Objetivos de la Reforma

La presente iniciativa tiene como finalidad:

1. Otorgar facultades al Congreso de la Unión
para legislar en materia penal sobre delitos relacio-
nados con el maltrato, crueldad, explotación y tráfi-
co ilegal de animales, estableciendo las bases míni-
mas para su tipificación y sanción en todo el
territorio nacional.

2. Crear una Ley General de BienestarAnimal que
unifique criterios y sanciones, garantizando una pro-
tección homogénea de los animales en todo el país.

3. Combatir la impunidad, cerrando vacíos lega-
les y facilitando la cooperación entre las autorida-
des de los diferentes niveles de gobierno para la
prevención, investigación y persecución de los deli-
tos contra los animales.

4. Promover una cultura de respeto y bienestar
animal, alineando a México con estándares interna-
cionales y compromisos en la materia.

V. Denominación del Proyecto de Ley o Decreto

Decreto por el que se reforma el artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, para otorgar facultades al Congreso de la
Unión para legislar en materia penal sobre delitos
contra los animales.

VI. Ordenamientos a Modificar

Se propone reformar el artículo 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, específi-
camente para añadir una nueva fracción que otorgue
facultades al Congreso de la Unión para legislar en
materia penal sobre maltrato, crueldad, explotación y
tráfico ilegal de animales.

VII. Texto Normativo Propuesto

Artículo Único. Se reforma el artículo 73 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

I. a XXIX-G. ... (Sin cambios)

XXIX-H. Para legislar en materia penal sobre deli-
tos relacionados con el maltrato, crueldad, explota-
ción y tráfico ilegal de animales, estableciendo las
bases mínimas para su tipificación y sanción en to-
do el territorio nacional.

XXIX-I. a XXXI. ... (Se recorren las fracciones

subsecuentes)

VIII. Artículos Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Congreso de la Unión deberá expedir la
Ley General de Bienestar Animal en un plazo no ma-
yor a ciento ochenta días a partir de la entrada en vi-
gor del presente decreto.

Tercero. Las entidades federativas deberán adecuar
sus legislaciones locales en un plazo no mayor a un
año, contado a partir de la entrada en vigor de la Ley
General de Bienestar Animal.

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 5 de noviembre de 2024.

Diputada Monserrat Ruiz Páez (rúbrica)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 4O. DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MA-
TERIA DE SALUD MENTAL, A CARGO DE LA DIPUTADA MA-
RÍA DEL ROSARIO OROZCO CABALLERO, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, María del Rosario Orozco Caballero,
diputada federal e integrante del Grupo Parlamentario
de Morena en la LXVI Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 6, fracción I del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a consideración de esta
honorable asamblea, la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforma el párrafo
cuarto del artículo 4o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de sa-
lud mental, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Introducción

La salud mental ha ido ganando protagonismo en las
agendas de salud pública y social, durante las últimas
décadas, históricamente, la atención a la salud mental
ha enfrentado numerosos desafíos, que van desde el
estigma social hasta la falta de recursos adecuados y
una infraestructura institucional que muchas veces no
responde a las necesidades de la población. 

La salud mental es determinante para la estabilidad del
ser humano en diversos aspectos de su vida cotidiana,
ya que permite un adecuado desarrollo psicosocial.1

A lo largo del tiempo, hablar de salud mental ha sido
un tema tabú, ya que se trata de un fenómeno comple-
jo determinado por muchos factores sociales, ambien-
tales, biológicos y psicológicos, mismos que incluyen
diversos padecimientos como la depresión, ansiedad,
epilepsia, esquizofrenia, y otros trastornos del desarro-
llo en la infancia, algunos de los cuales tienden a agra-
varse al paso del tiempo sino son atendidos. 

Otro aspecto importante que señalar como un factor
que influye predominantemente en padecimientos de
salud mental, es lo inherente a la política social, ya que
las dificultades económicas conllevan al poco o nulo
ejercicio de derechos fundamentales como lo son los

derechos a la educación, el trabajo, la vivienda, la ali-
mentación y el agua, entre otros derechos humanos,
mismos que al carecer de ellos disminuyen o frenan el
potencial de desarrollo de las personas y por tanto de
los núcleos familiares.

Definición de salud mental

De acuerdo con la Organización Mundial de la Sa-
lud, la salud mental se define como un estado de bien-
estar mental que permite a las personas hacer frente a
los momentos de estrés de la vida, desarrollar todas
sus habilidades, poder aprender y trabajar adecuada-
mente y contribuir a la mejora de su comunidad.2

La salud mental representa más que la mera ausencia
de trastornos mentales. Se da en un proceso complejo,
que cada persona experimenta de una manera diferen-
te, con diversos grados de dificultad y angustia y re-
sultados sociales y clínicos que pueden ser muy dife-
rentes.

La salud mental representa un derecho humano funda-
mental, así como, un elemento esencial para el des-
arrollo personal, comunitario y socioeconómico, de
igual manera, forma parte fundamental de la salud y el
bienestar de las personas, mismas que se sustentan en
las capacidades individuales y colectivas para la toma
de decisiones, así como, para establecer relaciones y
dar forma al mundo en el que vivimos. 

La Ley General de Salud, señala en su artículo 72,
párrafo tercero:

“Para los efectos de esta Ley, se entiende por salud
mental un estado de bienestar físico, mental, emocio-
nal y social determinado por la interacción del indi-
viduo con la sociedad y vinculado al ejercicio pleno
de los derechos humanos; y por adicción a la enfer-
medad física y psico-emocional que crea una depen-
dencia o necesidad hacia una sustancia, actividad o
relación.”3

El Instituto Mexicano del Seguro Social, define la
salud mental como:

“La salud mental es la base para el bienestar y fun-
cionamiento efectivo de una persona y su comuni-
dad. 
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El estado de equilibrio que debe existir entre las
personas y el entorno sociocultural que los rodea,
incluye el bienestar emocional, psíquico y social e
influye en cómo piensa, siente, actúa y reacciona
una persona ante momentos de estrés.”4

Los padecimientos de salud mental representan un
problema serio para cualquier sociedad, ya que pue-
de derivar en trastornos mentales y discapacidades
psicosociales, así como, otros estados mentales aso-
ciados a un alto grado de presión, angustia, o riesgo
de conducta autolesiva. 

Las personas que padecen niveles bajos de bienes-
tar mental son más propensas a desarrollar estos pa-
decimientos.

Causas

De acuerdo con un estudio realizado por MayoClinic,
las enfermedades mentales, por lo general, son origi-
nadas a partir de diversos factores genéticos y am-
bientales:

-Atributos hereditarios. La enfermedad mental es
más frecuente en las personas cuyos parientes con-
sanguíneos también la padecen. Ciertos genes pue-
den aumentar el riesgo de contraer una enfermedad
mental y la situación de vida en particular puede
desencadenarla.

-Exposición ambiental anterior al nacimiento. La
exposición a factores de estrés ambientales, enfer-
medades inflamatorias, toxinas, drogas o alcohol en
el útero puede asociarse, en algunos casos, con la
enfermedad mental.

-Química del cerebro. Los neurotransmisores son
sustancias químicas que se encuentran naturalmen-
te en el cerebro y que transmiten señales a otras par-
tes del cerebro y del cuerpo. Cuando las redes neu-
rales que contienen estas sustancias químicas se ven
alteradas, la función de los receptores nerviosos y
de los sistemas nerviosos cambia, lo que genera de-
presión y otros trastornos emocionales.

Impacto de padecimientos en la salud mental

Los síntomas de las enfermedades mentales pueden
afectar diferentes aspectos de la personalidad: las

emociones, los pensamientos y las conductas, también
varían de acuerdo con diversos factores, según el tras-
torno, las circunstancias económicas, sociales y mu-
chos otros factores. 

Los síntomas se pueden ver materializados en senti-
mientos recurrentes de tristeza o desánimo, pensa-
mientos distorsionados o confusos, poca o nula capa-
cidad de concentración, preocupaciones exacerbadas,
sentimientos intensos de culpas acompañados de cam-
bios radicales de humor.

Los padecimientos mentales, se esconden a los ojos de
las sociedades, se manifiestan en los más mínimos de-
talles, a veces imperceptibles, pueden iniciar con el
alejamiento de amistades, ausencia en actividades im-
portantes para la persona, se presenta con extremo
cansancio, derivando en problemas de sueño, entre
otros.

Desafortunadamente, los padecimientos mentales tras-
cienden a lo social, haciendo a las personas incapaces
de afrontar los problemas o simplemente el estrés de la
vida diaria, llevándolos a salidas fáciles como lo son el
uso de sustancias como lo son el alcohol y las drogas,
derivando en cambios importantes en los hábitos ali-
mentarios.

Enfermedades y afecciones, síntomas y causas, enfer-
medad mental, MayoClinic

En los peores casos, donde no son atendidos los pade-
cimientos de salud mental, éstos trascienden, las per-
sonas pueden presentar una clara desconexión de la re-
alidad, paranoia, alucinaciones, exceso de enojo,
hostilidad o violencia, y en el peor de los escenarios
pensamientos suicidas y autolesiones.

En ocasiones, los síntomas de un trastorno de salud
mental aparecen como problemas físicos, dolor de es-
tómago, dolor de espalda, dolores de cabeza u otros
dolores y molestias médicamente inexplicables.5

La salud mental en niñas, niños, adolescentes y jó-
venes

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud,
1 de cada 6 personas de entre 10 y 19 años tienen al-
gún padecimiento de salud mental.
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La adolescencia es una etapa de crecimiento y forma-
ción marcada por cambios físicos, emocionales y so-
ciales, en la que factores como la pobreza, el maltrato
y la violencia pueden aumentar la vulnerabilidad a los
problemas de salud mental.6

Para proteger a las juventudes de las adversidades, es
necesario conducirlos en su aprendizaje social y afec-
tivo, promoviendo su bienestar psicológico y prove-
yendo servicios de salud mental efectivos como medi-
das fundamentales para velar por su bienestar mental,
tanto durante su etapa de crecimiento como en la edad
adulta.

Desafortunadamente, a pesar de que 1 de cada 7 ado-
lescentes de entre 10 y 19 años (el 14 por ciento) a ni-
vel mundial, padece algún trastorno mental, muchas
de estos padecimientos no reciben el reconocimiento y
el tratamiento que requieren.

Los jóvenes con un trastorno mental tienden a sufrir
exclusión social, discriminación, dificultades educati-
vas y violaciones de los derechos humanos. También
suelen ser víctimas de estigmatización, lo cual puede
disuadirles de buscar ayuda.

La salud mental puede verse afectada por diversos fac-
tores. Cuantos más sean los factores de riesgo a los
que están expuestos los adolescentes, como la exposi-
ción a situaciones adversas, la presión social del en-
torno y la exploración de la propia identidad, mayores
serán sus efectos en su salud mental. 

Un factor crucial que resulta dañino es la influencia de
los medios de comunicación y la imposición de nor-
mas de género, mismas que pueden resultarles perju-
diciales, ya que, aumentan la distancia entre la reali-
dad que viven y sus aspiraciones a futuro. 

Otros determinantes importantes de la salud mental de
los adolescentes son el buen ambiente en casa y las re-
laciones de amistad con sus compañeros. 

De acuerdo con la Organización Mundial de la Sa-
lud, la depresión, la ansiedad y los trastornos del com-
portamiento se encuentran entre las principales causas
de enfermedad y discapacidad en los adolescentes.

De igual manera, señala que cuando un trastorno de
salud mental de un adolescente no se trata, sus conse-

cuencias se extienden a la edad adulta, perjudicando su
salud física, mental y limitando sus posibilidades de
llevar una vida plena en el futuro.

Algunos adolescentes corren más riesgo de padecer
trastornos de salud mental a causa de sus condiciones
de vida o de situaciones de estigmatización, discrimi-
nación, exclusión o falta de acceso a servicios y apoyo
de calidad.

Datos y cifras

Organización Mundial de la Salud7

-De acuerdo con datos de la Organización Mundial
de la Salud, a escala global, uno de cada siete jóve-
nes de 10 a 19 años padece algún trastorno mental,
que supone 13 por ciento de la carga mundial de
morbilidad en ese grupo etario.

-De acuerdo con la Organización Mundial de la Sa-
lud, el suicidio es la tercera causa de defunción en-
tre personas de 15 a 29 años.

Unicef

-De acuerdo con el Unicef, cuando ignoramos los
problemas de salud mental de niñas, niños y ado-
lescentes, cerramos la conversación y reforzamos
un estigma social.8

Especialistas del Sistema Nacional para el Desarrollo In-
tegral de la Familia (SNDIF) detallan que, entre los prin-
cipales indicadores de problemas de salud mental en me-
nores de edad destacan las siguientes: alteraciones o
cambios en el sueño, estado de ánimo y apetito, la depre-
sión, falta de socialización, agresividad e irritabilidad in-
usuales, pérdida de interés en actividades que antes dis-
frutaban, sentimientos de inutilidad o desesperanza,
expresiones que revelen deseos de morir y otras conduc-
tas irregulares que se prolonguen por más de dos semanas

Encuesta Nacional de Salud (Ensanut)9

Mientras que la Encuesta Nacional de Salud y Nutri-
ción (Ensanut) 2020 registró que 6.9 por ciento de
adolescentes tuvo pensamientos suicidas.

La Encuesta reveló que, durante 2020, 1 mil 150 niñas,
niños y adolescentes en México decidieron suicidarse,
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un promedio de tres casos por día, casi el triple que los
registrados por Covid-19 que ascendieron a 392 casos
durante el mismo periodo.

Instituto Nacional de Estadística y Geografía (In-
egi)

En 2020 había 504 mil niñas, niños y adolescentes con
alguna condición mental en México; lo cual represen-
taba el 1.3 por ciento de la población nacional de en-
tre 0 y 17 años (40.4 por ciento mujeres y 59.6 por
ciento hombres).

En 2021 se registraron 8 mil 351 suicidios, también se
señala que la tasa de suicidios en niñas y niños y ado-
lescentes de 10 a 14 años, fue de 2.1 por cada 100 mil
habitantes.10

De acuerdo con el Inegi, en 2022, más de 50 por cien-
to de los problemas mentales en la edad adulta-depre-
sión y ansiedad, y del comportamiento de trastorno por
déficit de atención e hiperactividad (TDAH)- iniciaron
durante las etapas del desarrollo.11

-Aunado a lo anterior, se señala también que la ma-
yoría de las niñas y niños con algún trastorno tení-
an entre 5 y 14 años.

-Se alertó que 14 mil personas con condición men-
tal de 0 a 17 años (47 mil mujeres y 67 mil hom-
bres) no tenían afiliación a servicio de salud en Mé-
xico durante 2020; es decir 22.6 por ciento de la
población con alguna condición mental en dicho
rango de edad no tenía ningún tipo de seguridad so-
cial.12

Estas cifras resultan alarmantes, ya que muestran un
reflejo claro de nuestra realidad y que esta crisis inmi-
nente no entiende de fronteras ni de límites. A raíz de
la crisis derivada del Covid-19, se puso en evidencia la
necesidad de impulsar y promover, de manera trans-
versal, a través de los servicios de salud y de las insti-
tuciones educativas, una adecuada salud mental en las
personas, a fin de favorecer el desarrollo de su inteli-
gencia emocional.

Durante gran parte del siglo XX, la salud mental en
México fue abordada desde una perspectiva hospitala-
ria, con un énfasis en la institucionalización de las per-
sonas con trastornos mentales. 

Esto llevó a la creación de hospitales psiquiátricos
que, aunque buscaban ofrecer atención, a menudo se
convertían en lugares de aislamiento y deshumaniza-
ción. El enfoque predominante estaba centrado en la
enfermedad, dejando de lado la prevención y el trata-
miento en la comunidad. 

Actualmente, se busca que las personas con padeci-
mientos mentales tengan una recuperación funcional
fuera del hospital, ya que de esta manera pueden inte-
grarse de mejor manera a su entorno social y mejoran-
do exponencialmente su tratamiento.

Es menester transitar de instituciones psiquiátricas a la
atención comunitaria como una acción enfocada a fin
de permitir a las personas con trastornos mentales, dis-
frutar de oportunidades de educación, empleo y servi-
cios sociales, en igualdad con las demás personas.

Antecedentes legislativos en México

El 16 de mayo de 2022 fue publicada en el Diario Ofi-
cial de la Federación una reforma de gran trascenden-
cia para el país en materia de salud mental y adiccio-
nes, misma que ha contribuido a des estigmatizar los
trastornos de salud mental, con un enfoque comunita-
rio en apego a los principios de interculturalidad, in-
terdisciplinariedad, integralidad, intersectorialidad y
participación social.13

Esta reforma sentó las bases para establecer la salud
mental y la prevención de adicciones como ejes de
carácter prioritario dentro de las políticas públicas de
salud conforme a lo establecido en la Constitución
Política y Tratados Internacionales en derechos hu-
manos. 

Con dicha reforma, se saldó una deuda pendiente con
la ciudadanía, pues la salud mental no había sido con-
siderada como una cuestión de atención prioritaria lo
que generó un rezago que se vio agravado con la lle-
gada del Covid-19 pues de acuerdo con la Organiza-
ción Mundial de la Salud (OMS), casi un tercio de la
población mexicana documentó síntomas de estrés
postraumático.

De acuerdo con la Encuesta Nacional de los Hogares
(Inegi 2021) una de cada cuatro personas en el país re-
quiere atención a la salud mental y solo 2 de cada 10
la recibe, por lo que, esta reforma contribuye con la

Martes 5 de noviembre de 2024 Gaceta Parlamentaria129



disponibilidad y accesibilidad del derecho a gozar del
más alto nivel posible de salud mental.14

En materia de salud mental, uno de los avances más
importantes es la creación de la Comisión Nacional de
Salud Mental y Adicciones (Conasama), para construir
un sistema de atención desde la comunidad.

Conforme a datos del Observatorio Mexicano de Sa-
lud Mental y Adicciones 2023, México atraviesa una
transición preocupante en cuanto a la demanda de
atención por uso de metanfetaminas; esto genera más
ingresos a tratamiento en mayor número de entidades
federativas, ya que pasó de seis estados en 2017, a 21
en 2022.15

Entre esos años, el consumo de anfetaminas, metanfe-
taminas, éxtasis o estimulantes de uso médico creció
218 por ciento. 

En 2022 fueron las sustancias de mayor demanda de
tratamiento, con 46.2 por ciento de los casos, seguidos
del alcohol, 24.6 por ciento, y marihuana o cannabis,
13.3 por ciento, detalló.

Marco Normativo Internacional 

1. La Declaración Universal de los Derechos Hu-
manos, DUDH (1948), señala a la letra en su ar-
tículo 25, numeral 1: “Toda persona tiene derecho
a un nivel de vida adecuado que le asegure, así co-
mo a su familia, la salud y el bienestar, y en espe-
cial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asis-
tencia médica y los servicios sociales necesarios;
tiene asimismo derecho a los seguros en caso de
desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u
otros casos de pérdida de sus medios de subsisten-
cia por circunstancias independientes de su volun-
tad.”16

2. El Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales, Pidesc (1966), estable-
ce en su artículo 12, numeral 1: “Los Estados Par-
tes en el presente Pacto reconocen el derecho de
toda persona al disfrute del más alto nivel posible
de salud física y mental.”

4. De igual manera, la Convención sobre los De-
rechos del Niño, CDN (1989) establece en su ar-
tículo 24, numeral 1: “Los Estados Partes recono-

cen el derecho del niño al disfrute del más alto ni-
vel posible de salud y a servicios para el trata-
miento de las enfermedades y la rehabilitación de la
salud. Los Estados Partes se esforzarán por garanti-
zar que ningún niño sea privado de su derecho al ac-
ceso a esos servicios sanitarios.”

5. La Convención Interamericana contra Toda
Forma de Discriminación e Intolerancia ratifica-
da por México el 20 de febrero de 2020, prohíbe
expresamente la discriminación motivada por la
condición de salud mental o física, e instruye a los
Estados Parte adoptar legislaciones que prohíban
claramente toda conducta discriminatoria o de into-
lerancia que esté basada en dicha condición.

Marco Normativo Nacional

En México, el derecho a la salud se encuentra previs-
to en el artículo 4 párrafo IV de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, que establece a
la letra:

“Toda Persona tiene derecho a la protección de
la salud. La Ley definirá las bases y modalidades
para el acceso a los servicios de salud y establecerá
la concurrencia de la Federación y las entidades fe-
derativas en materia de salubridad general, confor-
me a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73
de esta Constitución. La Ley definirá un sistema de
salud para el bienestar, con el fin de garantizar la
extensión progresiva, cuantitativa y cualitativa de
los servicios de salud para la atención integral y
gratuita de las personas que no cuenten con seguri-
dad social.”

Por su parte, el derecho a la salud mental es un dere-
cho reconocido en nuestro marco normativo. La Ley
General de Salud establece en su artículo 72:

“La salud mental y la prevención de las adicciones
tendrán carácter prioritario dentro de las políti-
cas de salud y deberán brindarse conforme a lo
establecido en la Constitución y en los tratados
internacionales en materia de derechos humanos.
El Estado garantizará el acceso universal, igualita-
rio y equitativo a la atención de la salud mental y
de las adicciones a las personas en el territorio na-
cional.” 
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En su párrafo segundo manifiesta que todas las per-
sonas tienen derecho a gozar del más alto nivel po-
sible de salud mental, sin que éstas sean discrimina-
das motivadas por cualquier razón que atente contra la
dignidad humana y tenga por objeto anular o menos-
cabar los derechos y libertades de las personas, en con-
cordancia con el artículo 1o. de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM).

El derecho a la salud mental es un derecho transversal
y multidimensional que requiere una atención conti-
nua, para ello, las instituciones de seguridad social de
la Administración Pública Federal, tienen la obliga-
ción, por cuanto hace a la prestación de servicios de
salud, de mantener una coordinación permanente con
la Secretaría de Salud, a efecto de implementar de ma-
nera efectiva la política nacional, comprendiendo en-
tre muchas otras, la atención de la salud mental.17

Asimismo, la Ley General de Salud establece en su ar-
tículo 73, párrafo primero, que los servicios y progra-
mas en materia de salud mental y adicciones deberán
privilegiar la atención comunitaria, integral, interdisci-
plinaria, intercultural, intersectorial, con perspectiva
de género y participativa de las personas.

Estableciendo la obligación para las instituciones de
salud y los gobiernos de las entidades federativas, en
coordinación con las autoridades competentes que fo-
menten y apoyen en el desarrollo de actividades edu-
cativas, socioculturales y recreativas con carácter per-
manente que contribuyan a la salud mental.18

También establece que fomentarán y apoyarán en la
difusión de orientaciones para la promoción de la sa-
lud mental; la realización de programas para la pre-
vención y control del uso de sustancias psicoactivas y
de adicciones; la investigación multidisciplinaria en
materia de salud mental; el desarrollo de equipos de
respuesta inmediata para situaciones de crisis y el des-
arrollo de acciones y programas para detectar, atender
y prevenir el suicidio, entre otros.

La atención de la salud mental con una visión desde los
derechos humanos requiere de legislaciones y políticas
públicas libres de estigmatización y discriminación pa-
ra brindar la atención a todas las personas que padez-
can algún trastorno mental y puedan acceder a los sis-
temas de salud con el fin de que logren un desarrollo
integral con pleno respeto a la dignidad humana.

En ese tenor, para la construcción de legislaciones
adecuadas, es menester considerar lo expuesto por los
diversos organismos y tratados internacionales para no
solo atender los trastornos mentales en una situación
de emergencia, sino que, se puedan detectar, prevenir
y contar con atención temprana, siendo necesario que
se involucren a las autoridades no solo las dedicadas al
campo de la salud, sino también las encargadas a la
educación, la justicia, la atención a víctimas de la vio-
lencia y a la planeación financiera para destinar recur-
sos presupuestales suficientes.19

Planteamiento de la Problemática

En México, la salud mental es un tema olvidado desde
hace más de tres décadas, los esfuerzos han sido insu-
ficientes para contener la gran demanda de servicios
de salud mental en diferentes ámbitos de la vida social
de las personas, por lo que se presentan diversas defi-
ciencias en la detección de enfermedades y trastornos
mentales, así como su tratamiento.

Además, existe una disparidad en el acceso a servicios
de salud mental, especialmente en áreas rurales y mar-
ginadas, donde los recursos son limitados.

La discriminación y la falta de comprensión sobre los
trastornos mentales continúan afectando la calidad de
vida de quienes los padecen y resultan de gran tras-
cendencia en todas las sociedades, ya que contribuyen
de forma significativa a la carga que suponen las en-
fermedades y a la pérdida de la calidad de vida. 

Si bien se han logrado avances significativos en el
marco legislativo y en la promoción de un enfoque
más integral y comunitario, los desafíos persisten. La
lucha contra el estigma, la mejora en el acceso a servi-
cios y la promoción de la salud mental como un dere-
cho humano son esenciales para garantizar el bienestar
de la población. 

La coordinación y colaboración entre los tres órdenes
gobierno, la sociedad civil y la comunidad es funda-
mental para construir un sistema de salud mental que
sea verdaderamente inclusivo, efectivo, y que priorice
la dignidad y los derechos humanos consagrados en
nuestra Constitución.

En este sentido, para conseguir que la población pue-
da contar con los más altos estándares de salud men-
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tal, es necesario, en gran medida la creación y aplica-
ción de políticas públicas de manera transversal en
materia de salud pública para prevenir, atender y reha-
bilitar los padecimientos que ésta causa, garantizando
un acceso equitativo a los programas e intervenciones
eficaces de salud.

Objeto de la Iniciativa

A pesar de los avances legislativos y de políticas pú-
blicas, persisten retos significativos. Uno de los prin-
cipales obstáculos es el estigma social asociado a las
enfermedades mentales, mismo que impide que mu-
chas personas busquen ayuda.

Ante ello, el estado debe implementar políticas públi-
cas con base en las necesidades reales y actuales; así
como, medidas, estrategias, campañas y acciones que
garanticen el bienestar emocional, psicológico y social
de las personas, garantizando el acceso a servicios de
salud mental y adicciones en la comunidad, a través de
la planificación de nuevos servicios y alternativas que
ofrezcan una atención integral y continua.El espíritu
de la presente iniciativa busca elevar a rango constitu-
cional el derecho humano a la salud mental, incluyen-
do en su artículo 4o., párrafo cuarto, la siguiente pro-
puesta de redacción:

“Los tres órdenes de gobierno deberán garanti-
zar plenamente el derecho de las personas a la
salud mental. La ley establecerá los mecanismos
tendientes a promover y garantizar el derecho
humano a la salud mental.”

Con la finalidad de consumar el objeto de dicha ini-
ciativa, el Congreso de la Unión y los Congresos de las
entidades federativas, deberán realizar las reformas
necesarias al marco normativo en diferentes materias a
fin de garantizar los derechos y obligaciones conteni-
das en el presente decreto.

Con esta reforma, se dará paso a la armonización
transversal de nuestro marco normativo en materia de
salud mental, ya que un país con una población men-
talmente sana es más productiva, resiliente y compasi-
va, por lo que la aplicación de políticas públicas con-
tribuirá a la construcción de una sociedad más fuerte y
equitativa. 

Para efectos de una mejor apreciación de la propuesta,
a continuación, se presenta un cuadro comparativo en-
tre el texto vigente y el texto propuesto:

Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a
consideración de esta honorable asamblea el siguiente
proyecto de:

Decreto por el que se reforma el párrafo cuarto del
artículo 4o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en materia de salud mental
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Artículo Único. Se reforma el párrafo cuarto del artí-
culo 4o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 4o. 

…

…

Toda Persona tiene derecho a la protección de la salud.
La Ley definirá las bases y modalidades para el acce-
so a los servicios de salud y establecerá la concurren-
cia de la Federación y las entidades federativas en ma-
teria de salubridad general, conforme a lo que dispone
la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución.
La Ley definirá un sistema de salud para el bienestar,
con el fin de garantizar la extensión progresiva, cuan-
titativa y cualitativa de los servicios de salud para la
atención integral y gratuita de las personas que no
cuenten con seguridad social. Los tres órdenes de go-
bierno deberán garantizar plenamente el derecho
de las personas a la salud mental. La ley establece-
rá los mecanismos tendientes a promover y garan-
tizar el derecho humano a la salud mental.

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Congreso de la Unión deberá realizar las
reformas al marco jurídico correspondiente, con la fi-
nalidad de garantizar los derechos y obligaciones con-
tenidas en el presente Decreto, dentro de un plazo de
180 días siguientes a su entrada en vigor.

Tercero. Los Congresos de las entidades federativas
deberán realizar las reformas legislativas, normativas
y administrativas necesarias para garantizar los dere-
chos y obligaciones contenidas en el presente Decreto,
dentro de un plazo de 180 días siguientes a su entrada
en vigor.

Cuarto. Las erogaciones que se pudieran generarse
con motivo de la entrada en vigor del presente Decre-
to, se realizarán con cargo a los presupuestos aproba-
dos a los ejecutores de gasto responsables para el pre-
sente ejercicio fiscal y los subsecuentes, por lo que no
se autorizarán recursos adicionales para tales efectos.
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Diputada María del Rosario Orozco Caballero (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 96 DE LA CONSTITUCIÓN PO-
LÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, SUSCRITA

POR EL DIPUTADO ANICETO POLANCO MORALES Y LEGIS-
LADORES INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA

Los diputados y diputadas: Aniceto Polanco Morales,
Roselia Suárez Montes de Oca, Maribel Solache
González, Olga Leticia Chávez Rojas, Nadia Sepúl-
veda García, Carmelo Cruz Mendoza, Bruno Blan-
cas Mercado, Evangelina Moreno Guerra, José Na-
rro Céspedes, del Grupo Parlamentario de Morena,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someten a consideración del pleno de esta ho-
norable Cámara de Diputados la presente iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 96
primer párrafo de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo con la si-
guiente:

Exposición de Motivos

El pasado 5 de febrero, nuestro ahora ex presidente
de la república, Andrés Manuel López Obrador, pre-
sentó una iniciativa para reformar el Poder Judicial.
Dicha reforma representa los anhelos del pueblo de
México por tener una justicia más rápida y cercana al
pueblo y no a las élites, las cuales, a lo largo de la
historia, han sido beneficiadas por las sentencias del
Poder Judicial.

El Poder Judicial de la Federación se convirtió en un
poder cercano a la clase social más favorecida aleján-
dose del pueblo. Esta aseveración podrá ser criticada,
sin embargo, pensar que el derecho y las personas juz-
gadoras son neutrales u objetivas es una falacia o una
ingenuidad, por decir lo menos, pues cada juzgador
tiene ideología, intereses, prejuicios y de manera irre-
mediable se verán, sobre todo los intereses, reflejados
en las sentencias que emitan.

Es así como, el Poder Judicial ha emanado vicios, co-
mo lo son la corrupción y el nepotismo, los cuales de-
ben ser erradicados de raíz. En medios de comunica-
ción recientes, incluso medios afines a la derecha y al
status quo, como lo es Mexicanos contra la Corrup-
ción, lo ha documentado de la siguiente manera:
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“Un estudio entregado ayer al Consejo de la Judi-
catura y a los ministros de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación desnuda el nepotismo imperante
en el Poder Judicial de la Federación: al menos 500
jueces y magistrados de todo el país tienen traba-
jando en tribunales y juzgados a esposas, hijos, pa-
pás, sobrinos, tíos, cuñados y hasta suegras. Estas
‘redes clientelares’ se extienden a más de 7 mil ser-
vidores públicos de 31 circuitos que también tienen
familiares en la nómina.

…

Hijos, parejas, papás, sobrinos, tíos, cuñados y hasta
suegras de al menos 500 jueces y magistrados ocupan
plazas en tribunales y juzgados de su adscripción o de
otros, revela un estudio realizado en 31 estados, que
fue entregado al Consejo de la Judicatura Federal
(CJF) y a la Suprema Corte de Justicia de la Nación
(SCJN)

En el reporte se enlistan los datos de 112 jueces y ma-
gistrados que habrían utilizado sus facultades para
conseguir empleo a su esposa o pareja, 180 a sus hijos,
136 a sus hermanos y 27 a sus papás.

El estudio revela que hay, además, otros 7 mil 148 ser-
vidores públicos del Poder Judicial que comparten es-
pacio laboral con sus parientes.1

Aunque se identifica a cada juzgador y empleado por
su número de expediente, el estudio no proporciona
sus nombres.2

Los jueces y magistrados tienen facultades para nom-
brar y remover a los funcionarios y empleados de los
Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito,
según establece el artículo 97 de la Constitución.

Esa disposición legal fue concebida para garantizar la
autonomía de los jueces, pero ha sido desvirtuada pa-
ra el nombramiento discrecional de parientes, como
evidencia el estudio elaborado por el consejero de la
Judicatura, Felipe Borrego Estrada.

‘No sólo los magistrados de circuito y jueces de distri-
to logran generar redes clientelares haciendo mal uso
de esta atribución. Los números muestran que muchos
secretarios, actuarios, oficiales y administrativos pose-
en familiares en el mismo circuito y en otros. Clara-

mente influyen en la designación, y lo hacen sin que
sea posible incoarles (iniciarles proceso o expediente)
ningún tipo de responsabilidad’, advierte el estudio,
del que Mexicanos contra la Corrupción y la Impuni-
dad (MCCI) posee una copia.

El estudio asienta que se ha dado la multiplicación de
“redes clientelares” dentro de los órganos jurisdiccio-
nales, o bien con cruzamientos y “enroques” entre los
diversos circuitos.

En la práctica, ha ocurrido que los juzgadores inter-
cambian empleos para sus familiares con colegas de
otros circuitos, quienes corresponden en forma recí-
proca.” 

La iniciativa que presentó el ahora ex presidente An-
drés Manuel López Obrador significa acabar con estas
deficiencias y que el Poder Judicial esté al servicio del
pueblo y no de las élites. Es un gran acierto que sea la
ciudadanía la que debe elegir a los jueces, de esa ma-
nera no sólo se fortalece la cultura cívica en la pobla-
ción mexicana, sino que también se fortalece la demo-
cracia pues se robustece la participación de los
mexicanos en la toma de decisiones de relevancia de la
responsabilidad pública.

Sin embargo, consideramos que el artículo 96 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos no contempla de manera explícita a los mexicanos
en el exterior en dicha elección de personas juzgado-
ras, es por ello que debe modificarse dicho artículo pa-
ra que, una vez más los mexicanos migrantes no que-
den excluidos de la toma de decisiones trascendentales
para la república.

Se ha visto ya en materia electoral cómo los órganos
jurisdiccionales han reconocido exclusión y discrimi-
nación de parte de instrumentos normativos y han or-
denado subsanar dichas condiciones que revictimizan
y acentúan la desventaja en la que se encuentra dicha
comunidad, un ejemplo paradigmático de lo que aquí
se menciona es el SUP-RAP-21/2021 y acumulados.

Por ello; debemos aprender del pasado y subsanar en
nuestra Constitución, para evitar lo que ha sucedido y
no discriminar ni excluir a la diáspora nacional.

Argumentado lo anterior, a continuación, se presenta
un cuadro comparativo con las reformas propuestas al

Martes 5 de noviembre de 2024 Gaceta Parlamentaria135



artículo 96 primer parrafo de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos.

Por lo anteriormente expuesto, me permito presentar
ante el pleno de esta soberanía el siguiente:

Decreto que reforma el artículo 96, primer párrafo,
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos

Único. Se reforma el artículo 96, primer parráfo, de la
Constitución Politica de los Estados Unidos Mexica-
nos, para quedar como sigue:

Artículo 96. Las Ministras y Ministros de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, Magistradas y Magis-
trados de la Sala Superior y las salas regionales del
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación,
Magistradas y Magistrados del Tribunal de Disciplina
Judicial, Magistradas y Magistrados de Circuito y Jue-
zas y Jueces de Distrito, serán elegidos de manera li-
bre, directa y secreta por la ciudadanía, incluyendo las
y los mexicanos residentes en el extranjero, el día
que se realicen las elecciones federales ordinarias del
año que corresponda conforme al siguiente procedi-
miento:

I…

II…

a) a c)…

III…

IV…

…

…

…

…

…

…

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 [1]https://forbes.com.mx/nepotismo-impera-poder-judicial-fede-

ral-revela-estudio/

2 2 https://contralacorrupcion.mx/web/magistrados/

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 5 de noviembre de 2024.

Diputados Aniceto Polanco Morales, Roselia Suárez Montes de

Oca, Maribel Solache González, Olga Leticia Chávez Rojas, Na-

dia Sepúlveda García, Carmelo Cruz Mendoza, Bruno Blancas

Mercado, Evangelina Moreno Guerra y José Narro Céspedes (rú-

bricas)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CAR-
GO DEL DIPUTADO NAPOLEÓN GÓMEZ URRUTIA, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

Napoleón Gómez Urrutia, diputado federal integran-
te de la LXVI Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, del Grupo Parlamentario de Morena, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y de-
más aplicables del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración del pleno la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforma el apartado A, fracción IV, y apartado
B, fracción II, del artículo 123 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en mate-
ria de descanso laboral digno, con base en la si-
guiente:

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene como objetivo establecer
un régimen más justo de días de descanso laboral en
México, proponiendo que, por cada cinco días trabaja-
dos a la semana, se garanticen dos días de descanso
obligatorio. Esta propuesta se fundamenta en princi-
pios sociales, humanistas y de salud, buscando reco-
nocer el derecho de las y los trabajadores a un descan-
so digno y proteger su bienestar integral.

El trabajo es un derecho y una obligación que susten-
ta la economía y el desarrollo de la sociedad, pero tam-
bién es necesario equilibrarlo con una calidad de vida
adecuada para las personas trabajadoras. Actualmente,
muchos trabajadores mexicanos enfrentan jornadas
largas y agotadoras que afectan su vida personal, sus
relaciones familiares y su capacidad para participar ac-
tivamente en la comunidad.

Incrementar los días de descanso laborales a dos por
cada cinco días trabajados responde a una necesidad
de justicia social, reconociendo que el descanso es un
componente esencial para el desarrollo integral del in-
dividuo y para una sociedad más equitativa. Esta me-
dida permitirá a las y los trabajadores disponer de más
tiempo para actividades recreativas, educativas y fa-
miliares, fomentando la cohesión social y el bienestar
comunitario.

En México, la jornada laboral no ha sido modificada
de manera significativa desde hace más de 100 años,
cuando se estableció en la Constitución de 1917. Si
bien es cierto que la Constitución de 1917 fue pionera
al incluir derechos laborales importantes, como la re-
gulación de la jornada laboral en su artículo 123, la re-
alidad es que hemos permanecido estancados en ese
tema, mientras que otros países se encuentran discu-
tiendo y aprobando jornadas de trabajo de siete horas
diarias con dos días de descanso, nosotros seguimos
cuestionando porque las y los trabajadores deberían
gozar de dos días descanso a la semana para reponer-
se de una agotadora semana laboral de cinco días.

El promedio de horas trabajadas en los países de la Or-
ganización para la Cooperación y el Desarrollo Eco-
nómicos (OCDE) es de 1 mil 687 horas al año. Mien-
tras algunos países como Alemania o los Países Bajos
tienen políticas laborales que fomentan la reducción
de la jornada laboral de manera significativa para pro-
mover el equilibrio entre trabajo y vida personal. Por
otro lado, México es de los países que encabeza la lis-
ta de naciones con mayor número de horas trabajadas
al año, con alrededor de 2,124 horas anuales.

Actualmente, el tiempo de trabajo es parte fundamen-
tal del concepto de trabajo decente y la OIT identificó
cinco dimensiones que sirven de base para concebir
que se organice el tiempo de tal forma que logre un
equilibrio entre las necesidades del trabajador y las ne-
cesidades de las empresas. Estas dimensiones son la
salud y la seguridad; la productividad y la sostenibili-
dad de las empresas; el equilibrio entre el trabajo y la
vida privada; la igualdad de género; y la elección e in-
fluencia del trabajador en sus horas de trabajo (OIT,
2019, 2007).1

La mayoría de los países del mundo establecen regu-
laciones sobre la cantidad de horas trabajadas, límites
a las horas extras y cuestiones relacionadas con el des-
canso para todos los trabajadores asalariados. En ge-
neral, en los países de altos ingresos de la OCDE pre-
valecen jornadas semanales de 40 horas, mientras que
en América Latina la jornada de 48 horas a la semana
continúa siendo predominante (Marinakis, 2022).2

Por su parte, Islandia fue el primer país en implemen-
tar la semana laboral de cuatro días. Desde el 2015 se
comenzó con un programa de evaluación en el que se
redujo la jornada laboral a 35 horas sin reducción de
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salario. Los resultados de este programa fueron favo-
rables, pues se demostró que la productividad aumen-
tó considerablemente, a la par de que se mejoró el
bienestar de los empleados, quienes reportaron menos
estrés, más equilibrio entre la vida personal y el traba-
jo y un mayor nivel de satisfacción.

Por otro lado, en Finlandia, la primera ministra Sanna
Marin planteó en 2020 la idea de implementar una se-
mana laboral de cuatro días o jornadas de seis horas
diarias. Su argumento fue que una reducción en las ho-
ras de trabajo mejoraría la calidad de vida y el bienes-
tar de los empleados, así como su productividad.3

Desde una perspectiva humanista, es fundamental re-
conocer que las personas no deben ser tratadas única-
mente como recursos económicos, sino como seres
humanos con necesidades, derechos y aspiraciones. El
derecho al descanso es, en esencia, un derecho huma-
no que permite a los individuos recuperar su energía,
disfrutar de tiempo libre y dedicarse a sus intereses y
proyectos personales.

Al garantizar dos días de descanso por cada cinco días
trabajados, esta iniciativa busca dignificar a las perso-
nas trabajadoras, reconociendo su valor no solo como
piezas de una estructura productiva, sino como seres
humanos con el derecho inherente a disfrutar de una
vida plena y equilibrada. Se trata de un paso hacia un
modelo de trabajo más humano, donde la vida laboral
se armonice con las demás dimensiones de la vida.

Diversos estudios en el campo de la salud laboral
han demostrado que la falta de descanso adecuado
está directamente relacionada con problemas de sa-
lud física y mental, tales como el estrés, la fatiga
crónica, trastornos del sueño, enfermedades cardio-
vasculares y problemas musculoesqueléticos. La so-
breexigencia laboral y la falta de recuperación ade-
cuada pueden derivar en una disminución del
rendimiento, mayores tasas de ausentismo y un au-
mento en los costos de salud para los empleadores y
el sistema de salud pública.

La presente iniciativa se propone como una medida
preventiva para reducir estos riesgos, fomentando un
equilibrio entre la vida laboral y personal. Al otorgar
dos días de descanso, se permitirá a las y los trabaja-
dores recuperarse física y mentalmente, lo que a su vez
incrementará su productividad, mejorará su calidad de

vida y disminuirá la probabilidad de enfermedades re-
lacionadas con el estrés laboral.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y los tratados internacionales ratificados por
nuestro país reconocen el derecho al trabajo digno y a
condiciones laborales que garanticen el bienestar de
las personas trabajadoras. El derecho a un descanso
digno es una extensión de estos principios, que no so-
lo beneficia a los individuos, sino que también contri-
buye al desarrollo social y económico del país.

Esta iniciativa busca materializar el derecho a un des-
canso digno, asegurando que todos los trabajadores
del país puedan gozar de un equilibrio justo entre su
vida laboral y personal. Al adoptar esta medida, Méxi-
co se alineará con las mejores prácticas internaciona-
les y fortalecerá su compromiso con la promoción de
los derechos humanos en el ámbito laboral.

Además, esta propuesta tiene una visión positiva en
materia de igualdad de género, pues un incremento en
los días de descanso laboral beneficia particularmente
a las mujeres trabajadoras, quienes a menudo asumen
una doble carga de trabajo, tanto en el empleo formal
como en el hogar. Al contar con más tiempo de des-
canso, se promueve una mayor equidad en la distribu-
ción de las responsabilidades del hogar y de cuidado.

En síntesis, esta propuesta no solo responde a una ne-
cesidad laboral, sino que también promueve el bienes-
tar integral de las y los trabajadores desde un enfoque
social, humanista y de salud. El incremento de los dí-
as de descanso obligatorio es una medida que dignifi-
ca la condición humana, preserva la salud física y
mental, y refuerza el tejido social, contribuyendo a una
sociedad más justa y equitativa. Es hora de que Méxi-
co avance hacia un modelo laboral más humano y res-
petuoso con los derechos de sus trabajadores, recono-
ciendo que el descanso es fundamental para el
desarrollo sostenible y el bienestar colectivo.

Por lo tanto, el objetivo de la presente iniciativa es el
de reformar el apartado A, fracción IV, y apartado
B, fracción II del artículo 123 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para
que, por cada cinco días de trabajo, los trabajado-
res disfruten de dos días de descanso, cuando me-
nos, logrando con ello una mejoría en el rendimiento
y la productividad de las personas trabajadoras, así co-
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mo un mayor equilibrio entre el trabajo y la vida per-
sonal que contribuya a una plena satisfacción laboral.

Con el propósito de apreciar de manera más analítica
la propuesta, se presenta el siguiente cuadro compara-
tivo:

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto
de:

Decreto el que se reforma el artículo 123, apartado
A, fracción IV, y apartado B, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Único. Se reforma el artículo 123, apartado A, frac-
ción IV, y apartado B, fracción II, del artículo 123 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, para quedar como sigue:

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo
digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la
creación de empleos y la organización social de traba-
jo, conforme a la ley.

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases si-
guientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cua-
les regirán:

A. Entre los obreros, jornaleros, empleados domésti-
cos, artesanos y de una manera general, todo contrato
de trabajo:

I. a III.

IV. Por cada cinco días de trabajo deberá disfrutar
el operario de dos días de descanso, cuando menos,
con salario íntegro de siete días;

V. a XXXI.

B. Entre los Poderes de la Unión y sus trabajadores:

I. [...]

II. Por cada cinco días de trabajo, disfrutará el tra-
bajador de dos días de descanso, cuando menos,
con goce de salario íntegro de siete días;

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor a los
365 días naturales siguientes contados a partir de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El Congreso de la Unión y las legislaturas
de las entidades federativas, en el ámbito de su com-
petencia, deberán armonizar el marco jurídico en la
materia para adecuarlo al contenido del presente De-
creto, en un plazo que no excederá de seis meses a par-
tir de la entrada en vigor del mismo.

Notas

1 [1] https://www.ilo.org/es/publications/organizacion-del-tiempo-

de-trabajo-en-america-latina-cuantos-dias-de

2 [1]https://www.ilo.org/es/publications/organizacion-del-tiempo-

de-trabajo-en-america-latina-cuantos-dias-de

3 [1] https://www.bancaynegocios.com/primera-ministra-de-fin-

landia-propone-instaurar-una-semana-laboral-de-cuatro-dias/

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 5 de noviembre de 2024.

Diputado Napoleón Gómez Urrutia (rúbrica)
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